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ENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1980

soteneja Impugnada: Cámara de Trabajo ctel Juzgado de Primera
Ir.stancia del Distrito Nacional, de fecha 21 de Diciembre

de 1979

jtateria: 'Frabajo.

geearrentes: Nladelca, C. por A.
Abagado: Dr. Rafael González Tirado.

'

Pág. 2422: José A. Arias Cruz, Pág. 2429; Domingo Bre , pi4
y compartes, Pág. 2437: Teófilo Dolores y compartes, Pág. 240
Luis A. Amaro y compartes. Pág. 2451; Luis Rafael Gémez y
partes, Pág. 2455; Ricardo Cordero García, Pág. 2464; José R.
y compartes, Pág. 2469; Manuel E. Nogueira Genao y compar.„:
Pag. 2480; Planta de Recauchadora, C. por A., Pág. 2487; cía' .
Anónima de Explotaciones md., Pág. 2491; Juliana E. Rornero
Cmtrón, Pág. 2496; Jorge Ramón de la Cruz, Pág. 2502;
na del Carmen Llaverías, Pág. 2507; Teófilo Cessa, Pág. 2512; 30.
sefa Nova Cuevas, Pág. 2520; José A. Herrera Fernández y eon.„
partes, Pág. 2524; José O. Muñoz Corte y compartes, Pág 2532;
Cleudio W. Helena Ravelo y compartes, Pág. 2537; Juan J. Olivo
Menzueta y compartes, Pág. 2545; Juan Esteban Soriano y com.
partes, Pág. 2552; Víctor A. Aponte Serrano, Pág. 2559; Cía.
minicara de Teléfonos, C. por A., Pág. 2565; Luis E. Espir(
tompartes, Pág. 2571; Eusebia Rudecindo de RodrIguez, Pág. : •
Juan Collado, Pág. 2582; Cortés Hermanos, C. por A., Pág.	 .
Santiago Mejía Báez, Pág. 2591; Raúl C. Leal Camía, Pág.
Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes de ne‘....
bre de 1980, Pág. 2598.

Recurlido: Francisco Bautista de la Cruz.
Abugado: Dra. Griselda Barina Robles.

Dics, Patria y Libartad,
República Dorninicana.

iábilEn Nombre de la República, la Suprema Corte de
regularmente constituída por los Jueces Néstor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Franelsco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Atmán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburqutrque Castillo, as'stidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus aucliencias,
en la eiuclad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 del mes de noviembre del año 1980, aiíos 137'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Madel-
ea , C. por A., con su domicilio en la casa No. 42, de la Ave-

Francia, de esta ciudad, contra la sentencia dictada



Sobre el recurso de casación interpuesto por Madel-
C. por A., con su domicilio en la casa No. 42, de la Ave-.

Francia, de esta ciudad, contra la sentencia dictada

Pág. 2422; José A. Arias Cruz, Pág. 2429; Domingo Bretón pére.
y compartes, Pág. 2437; Teófilo Dolores y compartes, Pág. 244:
Luis A. Amaro y compartes. Pág. 2451; Luis Rafael Gémez y con:te
partes, Pág. 2455; Ricardo Cordero García, Pág. 2464; José Panón-
y compartes. Pág. 2969; Manuel E. Nogueira Genao y comparte,
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na del Carmen Llaverías, Pág. 2507; Teófilo Cessa, Pág. 2512; Jo.
sefa Nova Cuevas, Pág. 2520; José A. Herrera Fernández y com.
partes, Pág. 2524; José O. Muñoz Corte y compartes, Pág. 2532:
Claudio W. Helena Ravelo y compartes, Pág. 2537; Juan J. Olivo
Manzueta y compartes, Pág. 2545; Juan Esteban Soriano y com.
partes, Pág. 2552; Víctor A. Aponte Serrano, Pág. 2559; Cía. Do.
mioicana de Teléfonos, C. por A., Pág. 2565; Luis E. Esp inosa y
tompartes, Pág. 2571; Eusebia Rudecindo de Rodríguez, Pág. 2777;
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes de noviem-
bre de 1980, Pág. 2598.
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gratencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 21 de Diciembre

de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurre nt es : Madelca, C. por A.
Abogado: Dr. Rafael Gonzálec Tirado.

Recurrido: Francisco Bautista de la Cruz.
Abolado: Dra. Griselda Barina Robles.

Dics, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jucces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidin Beras,
Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburqutrque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 del mes de noviembre del año 1980, años 137'•
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:
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por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan,
cia del Distrito Nacional, el 21 de diciembre de 1979, etwo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael
González Tirado, cédula No. 55979, serie primera, abogado
de la recurrente;

•
Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Gri.

sel de Barina Robles, cédula No. 132208, serie primera,
abogada del recurrido, Francisco Bautista de la Cruz, do-
minicano, mayor de edad, plomero, cédula No. 187325, se-

abril de 1980, suscrito por su abogado;

o
de 1980, suscrito por el abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de casación depositado en la Se:
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de marzo

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

Visto el memorial de defensa del recurrido del 7 de

rie primera, de este domicilio;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

liberado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indican más adelante, y los

artículos 1, 20, 23 y 65 de la ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada, y la demanda siguiente, el Juzgado de
Paz de Trabajo, del D i strito Nacional, dictó una senten-
cia el 27 de junio de 1978, cuyo dispositivo es el siguien•

te: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente y
mal fundado, la demanda laboral intentada por el señor
Francisco Bautista de la Cruz, contra la empresa Madel-
ca, C. por A.; SEGUNDO: Se condena a la parte deman-
dante al pago de las costas, ordeanndo su d.stracción en
favor del Dr. Rafael González Tirado, abogado, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora

cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PR1ME-
: Declara bueno y válido, tanto en la f orma como en
fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor
ancisco Bautista de la Cruz, contra sentencia del Juz-

gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha '7
de junto de 1978, dictada en favor de Made.ca, C. por A.,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia, y en consecuencia Revoca en todas sus
partes dicha sentencia, y en consecuencia, Revoca en to-
das sus partes dacha sentencia impugnada; SEGUNDO:
Declara injusto el despido en el caso de la especie; TER-
CERO: Condena a la empresa Madelca, C. por A., a pa-
garle al reclamante Francisco Bautista de la Cruz, los va-
lores siguientes: 24 días de salario por concepto de pre-
Ftviso, 15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacac:0-

la suma de RD$255.00 por concepto de diferencia de
salarios dejados de pagar a razón de RDS15.00 mensua-
les, ya que se le pagó durante 5 meses por debajo de la
tarifa de Santo Domingo por salario mínimo, ya que en
lugar de ganar RD$95.,00 se le pagaban RD$80.00, así
m.smo los intereses legales de la suma de RD$255.00. a
Partir de la fecha de la demanda introuctiva, así como se
le condena a una suma igual a los salarios que habria re-
cibido dicho trabajador desde el día de la demanda y has-
ta que intervenga sentencia definitiva, sin que los mis-
mos excedan de tres meses, calculadas todas estas pres-
taciones en base a un salario de RD$95.00 mensuales;
CUARTO: Condena a la parte que sucumbe, Madelca, C.
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te: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente y
mal fundado, la demanda laboral intentada por el señor
Francisco Bautista de la Cruz, contra la empresa Madel-
ca, C. por A.; SEGUNDO: Se condena a la parte deman-
dante al pago de las costas, ordeanndo su d.stracción en
favor del Dr. Rafael González Tirado, abogado, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo isposItivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido, tanto en la forma como en
el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el señor
Francisco Bautista de la Cruz, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 7
de jun:o de 1978, dictada en favor de Made.ca, C. por A.,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia, y en consecuencia Revoca en todas sus
partes dicha sentencia, y en consecuencia, Revoca en to-
das sus partes dacha sentencia impugnada; SEGUNDO:
Declara injusto el despido en el caso de la especie; TER-
CERO: Condena a la empresa Madelca, C. por A., a pa-
g:.rlo al reclamante Francisco Bautista de la Cruz, los va-
lores siguientes: 24 días de salario por concepto de pre-
aviso, 15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacac:o-
nes, la suma de RD$255.00 por concepto de diferencia de
salarios dejados de pagar a razón de RD$15.00 mensua-
les, ya que se le pagó durante 5 meses por debajo de la
tarifa de Santo Domingo por salario mínimo, ya que en
lugar de ganar RD$95.,00 se le pagaban RD$80.00, así
m.smo los intereses legales de la suma de RD$255.00, a
partir de la fecha de la demanda introuctiva, así como se
le condena a una suma igual a los salarios que habría re-
cibido dicho trabajador desde el día de la demanda y has-
ta que intervenga sentencia definitiva, sin que los mis-
mos excedan de tres meses, calculadas todas estas pres-
taciones en base a un salario de RD$95.00 mensuales;
CUARTO: Condena a la parte que sucumbe, Madelca, C.
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por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instar,
cia del Distrito Nacional, el 21 de diciembre de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael
González Tirado, cédula No. 55979, serie primera, abogado
de la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Gri.
sel de Barina Robles, cédula No. 132208, serie primera,
abogada del recurrido, Francisco Bautista de la Cruz, do-
minicano, mayor de edad, plomero, cédula No. 187325, se-
rie primera, de este domicilio;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de marzo
de 1980, suscrito por el abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 7 de
abril de 1980, suscrito por su abogado; 	 .4.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-•
liberado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indican más adelante, y los
artículos 1, 20, 23 y 65 de la ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en

los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada, y la demanda siguiente, el Juzgado de
Paz de Trabajo, del D i strito Nacional, dictó una senten-
cia el 27 de junio de 1978, cuyo dispositivo es el siguie n -
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por A., al pago de las costas del procedimiento, de confor.
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 637, sobre
Contrato de Trabajo, vigente, y 691 del Código de Traba.
jo, ordenando su distracción en provecho de los Dres. Por.
firio L. Balcácer y Dra. Griselda Barinas de Balcácer,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone los siguiera.
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del dere.
cho de defensa; Segundo Medio: Desnaturalización de los
hechos de la causa; Falta de base legal; Violación de los
artículos 77 y 85 del Código de Trabajo;

Considerando, que en el segundo medio de su memo.
rial, el cual se examina en primer término por convenir
así a la solución del caso, la recurrente alega, en síntesis,
lo siguiente: que la motivación de la sentencia de la Cá•
mara a-qua revela la acomodación de los testimonios que
ella decide retener para darle ganancia de causa al traba-
jador en falta; que señaladamente desconoce y desmerita
las actuaciones de la autoridad laboral que intervino in-
mediatamente después de los hechos; que, asimismo, sos-
laya el valor del comportamiento de la empresa, que, aco-
giéndose a las disposiciones más elementales que rigen.
la materia, informó sistemáticamente a la Secretaría de
Estado de Trabajo las ausencias de su empleado;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada revela que la Cámara a-gua se limitó a
enumerar los documentos depositados por la actual recu-
rrente, pero sin ponderados, especialmente el acta levan-
tada en la Oficina de la Empresa por el Inspector de Tra-
bajo, y las comunicaciones de la misma a la Secretaría
de Trabajo en las cuales le participó las inasistencias a
sus labores del trabajador Francisco Bautista de la Cruz,
que, de haber ponderado dichos documentos eventual-
mente, hubiera conducido a dicha Cámara a dar una solu-

BOLETIN JUDICIAL

c ,án distinta al caso; que en estas condiciones en la sen-

tencia impugnada se ha violado el derecho de defensa de
la recurrente y se ha incurrido en ella en falta de base le-
gal y de motivos, por lo que procede casar dicho fallo, sin
que sea necesario ponderar el primer medio del recurso;

Consideerando, que cnforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cando una sentencia es

casada por falta de base legal y de motivos, las costas pue-
den ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
lnstancia del Distrtio Nacional, el 21 de diciembre de
1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en sus atribuciones laborales; SEGUNDO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
,Ravelo de la Fuente, Francisco Elp:dio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez„ Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
'eretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lcs
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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por A., al pago de las costas del procedimiento, de confor-
midad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 637, sobre
Contrato de Trabajo, vigente, y 691 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en provecho da los Dres. Por.
firio L. Balcácer y Dra. Griselda Barinas de Balcácer,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone los siguiera.
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del dere.
cho de defensa; Segundo Medio: Desnaturalización de los
hechos de la causa; Falta de base legal; Violación de los
artículos 77 y 85 del Código de Trabajo;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial, el cual se examina en primer término por convenir
así a la solución del caso, la recurrente alega, en síntesis,
lo siguiente: que la motivación de la sentencia de la Cá-
mara a-qua revela la acomodación de los testimonios que
ella decide retener para darle ganancia de causa al traba-
jador en falta; que señaladamente desconoce y desmerita
las actuaciones de la autoridad laboral que intervino in-
mediatamente después de los hechos; que, asimismo, sos-
laya el valor del comportamiento de la empresa, que, aco-
giéndose a las disposiciones más elementales que rigen
la materia, informó sistemáticamente a la Secretaría de
Estado de Trabajo las ausencias de su emp:eado;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada revela que la Cámara a-qua se limitó
enumerar los documentos depositados por la actual recu-
rrente, pero sin ponderarlos, especialmente el acta levan-
tada en la Oficina de la Empresa por el Inspector de Tra-
bajo, y las comunicaciones de la misma a la Secretaría
de Trabajo en las cuales le participó las inasistencias a
sus labores del trabajador Francisco Bautista de la Cruz,
que, de haber ponderado dichos documentos eventual-
mente, hubiera conducido a dicha Cámara a dar una solu-

,--
e:ón distinta al caso; que en estas condiciones en la sen-
tencia impugnada se ha violado el derecho de defensa de
la recurrente y se ha incurrido en ella en falta de base le-
gal y de motivos, por lo que procede casar dicho fallo, sin
que sea necesario ponderar el primer medio del recurso;

Consideerando, que enforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cando una sentencia es
casada por falta de base legal y de motivos, las costas pue-

4
den ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

rancia del Distrtio Nacional, el 21 de diciembre de

frns1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de.
,Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en sus atribuciones laborales; SEGUNDO: Com-

1 penca las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpldio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez„ Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dacia y firmada por lcs
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
andiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gencral,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1981.

Sentencia impugnada: Juzgado de
Judicial de San Cristóbal,
1976,

Primera Instancia del Distrito
de fecha 23 de septiembre

Materia: Laboral,

Recurrido: Bienvenido Genao.
Abogado: Dr, Freddy Zabulón Díaz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte d
Justida, regularmente constituida por los Jueces Néstor,
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-1'
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, y Joaquín L. Hernández Espaillat, as .stidcs del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la dudadd e Santo Dcmingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 3 del mes de noviembre del año
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, corno Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el ,recurso de casación interpuesto por Indus-
trial Textil, S. A., con su domicilio social en la ciudad de
San Cristóbal, contra la sentencia dictada el 23 de septiem-
bre de 1976, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

4triaiesto ,NcaucyionodalispdoesiS
itavno aparece

Cr i Cristóbal, en
más adelante;

asduesl aanttrei b; ucion es 1 a b o-

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
. 1

 I 

1 édula No. 23721.Oido al Dr. Freddy Zabulón Díaz, c 
serie 2, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es Bienvenido Genao, dominicano,
mayor de edad, soltero, domiciliado en San Cristóbal, cé-
dula No. 17835, serie 2;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistto el memorial de casación de la empresa recurren-
te, del 30 de noviembre de 1976, suscrito por su abogado,
Dr. Francisco José Díaz Peralta, cédula No. 21753, serie

k' 2, en el cual se proponen contra la sentencia impugnada
Ics medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 10 cie
enero de 1977, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución dictada el 16 de marzo de 1978, por
la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual, a instan-
cia del recurrido Bienvenido Genao, se declaró la exclu-
sión de la Industrial Textil, S. A., recurrente, del dere-
cho de presentarse en audiencia para concluir en el pre-

' sente caso;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con mot i vo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada y subsiguiente demanda del ahora recurri-
do Genao, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cris-

Recurrente: Industria Textil, S. A.
Abogado: Dr, Francisco J. Díaz Peralta.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Diste;
Judicial de San Cristóbal, de fecha 23 de septiembre
1976,

Materia: Laboral,

Recurrente: Industria Textil, S. A.
Abogado: Dr, Francisco J. Díaz Peralta.

Recurrido: Bienvenido Genao.
Abogado: Dr, Freddy Zabulón Díaz,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Re pública, la Suprema Corte de
Justioa, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
reltó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, y Joaquín L. Hernández Espaillat, as .stidcs del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
clas, en la o:udadd e Santo Dcmingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 3 del mes de noviembre del año 1980,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, corno Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el ,recurso de casación interpuesto par Indus-
trial Textil, S. A., con su domicilio social en la ciudad de
San Cristóbal, contra la sentencia dictada el 23 de septie:n-
bre de 1976, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
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i rac, Nacinoal de San Cristóbal, en sus atribuciones labo-
raks, cuyo disposiitvo aparece más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
1

Oído al Dr. Freddy Zabulón Díaz, cédula No. 23721.

Serie 2, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es Bienvenido Genao, dominicano,
mayor de edad, soltero, domiciliado en San Cristóbal, cé-
dula No. 17835, serie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistto el memorial de casación de la empresa recurren-'

" te, del 30 de noviembre de 1976, suscrito por su abogado,
Dr. Francisco José Díaz Peralta, cédula No. 21753, serie
2, en el cual sc proponen contra la sentencia impugnada
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 10 de
enero de 1977, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución dictada el 16 de marzo de 1978, por
la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual, a instan-
cia del recurrido Bienvenido Genao, se declaró la exclu-
sión de la Industrial Textil, S. A., recurrente, del dere-
cho de presentarse en audiencia para concluir en el pre-

sente caso;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada y subsiguiente demanda del ahora recurri-
do Genao, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cris-
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tóbal, dictó el 3 de mayo de 1976 una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar y pronuncia el defecto contra Industria Textil, 8, A.,
por no haber comparecido a la audiencia, ni haberse hecho
representar por abogado, no obstante estar legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Se rechaza la reapertura de debates so-
licitada por la parte demandada, por encontrarse este Tri-
bunal suficientemente documentado; TERCERO: Que de-
be declarar y declara resuelto el contrato de Trabajo por
tiempo indefinido, existente entre el patrono Industria
Textil, S. A., y el obrero Bienvenido Genao; CUARTO:
Que debe declarar y declara injustificado el despido del
obrero Bienvenido Genao, por parte de su patrono Industria
Textil, S. A.;QUINTO: Se condena al patrono Industria
Textil, S. A., a pagarle al obrero Bienvenido Genao, las
siguientes prestaciones laborales que le corresponden:
a) 12 días de preaviso; b) 10 días de cesantía; c) 11 días
de vacaciones; d) 10 meses proporción de regalía pascual;
f) y el pago de las indemn:zaciones en conjunto, en vir-
tud del artículo 84, inciso 3 del Código de Trabajo; g) al
pago de 21 días de salario adeudado al obrero Bienvenido
Genao; SEXTO: Se condena al patrono Industria Textil,
S. A., al pago de las costas, con cEstracc:ón de las mismas
en favor del Dr. Freddy Zabu:ón Díaz, por haberlas avan-
zado en su totalidad; b) que sobre apelación de la em-
presa demandada, intervino el 23 de septiembre de 1976;
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
la Industr.a Textil, S. A., contra la sentencia laboral No.
7, dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio, en fe-
cha 3 de mayo de 1976, cuyo dispostivo ha sido íntegra-
mente copiado en otra parte del cuerpo de la presente sen-
tencia; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza dicho re-
curso por improcedente y estar mal fundado y en conse-
cuencia Confirma en sus demás ordinales Tercero, Cuarto
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y Quinto y en sus demás aspectos, la sentencia, objeto del
presente recurso; TERCERO: Condena a la parte rezu-
rrente Industria Textil, S. A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Freddy Za-
bulón Díaz Peña, quien afirma haberlas avanzado en su to

onsiderando, que, contra la sentencia que impugna, la
empresa recurrente propone los siguientes medios: agre-
gando en ellos lcs alegatos que los desarrollan: Primer
Medio: Falta de motivos: que la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San

2Cistóbal, carece de los más elementales motives, pues se
l limita a decir que "el obrero prestaba sus servicios y

bajaba bajo las órdenes permanentes e ininterrumpidas
de su patrón, por lo que sus servicios entran dentro de los

que son por i tiempo indefinido". Que este "considerando"
mal podría servir de base a una sentencia condenatoria,
sin ponderar los elementos de hecho y de derecho en que
fundamenta su sentencia; Segundo Medio: Falta de base
legal: que el Juez a-quo en la pátna 3 de dicha sentenc:a
se limita a decir: que a la audiencia previamente fijada
por éste Tribunal comparecieron las partes y concluyeron
en la forma que se ha dicho en otra parte del cuerpo de

presente sentencia; "donde se hace evidente una Falta
de base legal, pues no pone de relieve los medios de prue-
bas presentados por las partes para probar sus alegatos,
ni realizar Mngún tipo de consideraciones scbre aspectos
de hechos o de derecho, de manera que nos preuntamos
sobre qué base ha sido fundamentada dicha sentencia;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que para fallar el caso llevado a
él en apelación, el Juzgado a-quo no ponderó ningún do-
cumento que le fuera aportado, o ponderado en Primera
Instancia: que tampoco celebró ninguna información testi-
monia), ni ordenó la comparecencia personal de las par-
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tóbal, dictó el 3 de mayo de 1976 una sentencia con c:
guíente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe
nunciar y pronuncia el defecto contra Industria Textil,
por no haber comparecido a la audiencia, ni haberse hec,
representar por abogado, no obstante estar legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Se rechaza la reapertura de debates so-
licitada por la parte demandada, por encontrarse este Tri-
bunal suficientemente documentado; TERCERO: Que de-
be declarar y declara resuelto el contrato de Trabajo por
tiempo indefinido, existente entre el patrono Industria
Textil, S. A., y el obrero Bienvenido Genao; CUARTO:
Que debe declarar y declara injustificado el despido del
obrero Bienvenido Genao, por parte de su patrono Industria
Textil, S. A:;QUINTO: Se condena al patrono Industria
Textil, S. A., a pagarle al obrero Bienvenido Genao, las
siguientes prestaciones laborales que le corresponden:
a) 12 días de preaviso; b) 10 días de cesantía; c) 11 días
de vacaciones; d) 10 meses proporción de regalía pascual;
f) y el pago de las indemn:zac:ones en conjunto, en vir-
tud del artículo 84, inciso 3 del Código de Trabajo; g) al
pago de 21 días de salario adeudado al obrero Bienvenido
Genao; SEXTO: Se condena al patrono Industria Textil,
S. A., al pago de las costas, con distracción de las mismas
en favor del Dr. Freddy Zabu7ón Díaz, por haberlas avan-
zado en su totalidad; b) que sobre apelación de la em-
presa demandada, intervino el 23 de septiembre de 1976,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
la Industna Textil, S. A., contra la sentencia laboral
7, dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio, en ii•
cha 3 de mayo de 1976, cuyo dispostivo ha sido íntegra-
mente copiado en otra parte del cuerpo de la presente scn-
tencia; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza dicho re-
curso por improcedente y estar mal fundado y en conse-
cuencia Confirma en sus demás ordinales Tercero, Cuarto

y Quinto y en sus demás aspectos, la sentencia, objeto del
presente recurso; TERCERO: Condena a la parte recu-
rrente Industria Textil, S. A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Freddy Za-

bulón Díaz Peña, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

onsiderando, que, contra la sentencia que impugna, la
empresa recurrente propone los siguientes medios: agre-
gando en ellos los alegatos que los desarrollan: Primer
Medio: Falta de motivos: que la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cistóbal, carece de los más elementales motivos, pues se
limita a decir que "el obrero prestaba sus servicios y tra-
bajaba bajo las órdenes permanentes e ininterrumpidas
de su patrón, por lo que sus servicios entran dentro de los
que son por 1 tiempo indefinido". Que este "considerando"
mal podría servir de base a una sentencia condenatoria,
sin ponderar los elementos de hecho y de derotho en que
fundamenta su sentencia; Segundo Medio: Falta de base
legal: que el Juez a-quo en la pátna 3 de dicha sentencia
se limita a dscir: que a la audiencia previamente fijada
por éste Tribunal comparecieron las partes y concluyeron
en la forma que se ha dicho en otra parte del cuerpo de
la presente sentencia; "donde se hace evidente una Falta
de base legal, pues no pone de releve los medios de prue-
bas presentados por las partes para probar sus alegatos,

realizar n i ngún tipo de consideraciones sobre aspectos
de hechos o de derecho, de manera que nos preuntamos
sobre qué base ha sido fundamentada dicha sentencia;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que para fallar el caso llevado a
él en apelación, el Juzgado a-quo no ponderó ningún do-
cumento que le fuera aportado, o pond erado en Primera
Instancia; que tampoco celebró ninguna infzrmación testi-
monial, ni ordenó la comparecencia personal de las par-
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tes, todo lo cual podía disponer de oficio; que, como conse-
cuencia de esa ausencia total de instrucción, la sentencia
impugnada no ha establecido sobre pruebas pertinentes los
hechos esenciales que deben consignarse en las senten-
cias; que los pocos motivo que tiene la sentencia resultan
de documentos emanados del demandante; que, por lo ex-
puesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por
falta de base legal y de motivos;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas pueden ser
compensadas, conforme al artículo 65 de la Ley sobro Pro-
cedimiento de Casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada el 23 de septiembre de 1976, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en
sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Peravia, en las mismas atribuciones; SEGUNDO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar ,Fel i pe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espailiat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

sESTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe-
cha 20 de octubre de 1977.

tageria: Correccional.

securrente : Dolores Tavárez, causa seguida a Daniel Difó,

Dirs, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpicto Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
on la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 3 de noviembre del 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dieta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dolores
avarez, dominicana, mayor de edad, soltera, con su do-

micilio en la Sección de Eneas, Municipio de San Francisco
de Macorís, contra la sentencia dictada el 20 de octubre
de 1977, en sus atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectt'xa del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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tes, todo lo cual podía disponer de oficio; que, como conse•
cuencia de esa ausencia total de instrución, la sentencia
impugnada no ha establecido sobre pruebas pertinentes los
hechos esenciales que deben consignarse en las sentert.
cías; que los pocos motivo que tiene la sentencia resultan
de documentos emanados del demandante; que, por lo ex-
puesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por
falta de base legal y de motivos;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas pueden ser
compensadas, conforme al artículo 65 de la Ley sobre P.
cedimiento de Casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada el 23 de septiembre de 1976, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en
sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se ha ccpiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por
ante el Juzgado de Pr:mera Instancia del Distrito Judicial
de Peravia, en las mismas atribuciones; SEGUNDO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar ,Fel i pe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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5FSTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe-
cha 20 de octubre de 1977.

Materi a: Correccional.

gecurrente: Dolores Tavárez, causa seguida a Daniel Dif6.

Dies, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
ustida, regularmente constituida por los Jueces Néstor

ntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
S:gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpid"o Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-

. cional, hoy <lía 3 de noviembre del 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

r cia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Dolores

:Tavárez, dominicana, mayor de edad, soltera, con su do-
tedio en la Sección de Eneas, Municipio de San Francisco

de Macorís, contra la sentencia dictada el 20 de octubre
de 1977, en sus atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el Acta de casación levantada en la Secretaria
de la Cámara a-qua el 25 de octubre de 1977, a requerí
miento de la propia recurrente, en la que no se propon.,
contra la setnencia impugnada ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de.
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley Ne,
2402, de 1950, sobre asistencia obligatoria de • los menores
de 18 años, modificada por la No. 355 de 1964, y 1 y
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando. que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)4
que, con motivo de una querella de la actual recurrente
contra Daniel Difó Ureña, para que éste le pasara una
pensión a su hijo menor Franklin Tavárez, que ella sos-
tenía ser el padre del menor, el Juzgado de Paz de San
Francisco de Macorís dictó el 14 de juro de 1977 una sen-
tencia por la cual condenó al querellado Difó a pasar al
referido menor una pensión de RD$15.00 mensuales y a
2 años de prisión correccional; b) que, sobre apelación de
Difó, intervino el 20 de octubre de 1974 la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA • PRIMERO: Se declara bueno y válido, en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
do Daniel Difó, por haberlo hecho en tiempo hábil y de
acuerdo a la ley; SEGUNDO: Se revoca, la sentencia No.
1168, de fecha 14 de julio de 1977, dictada por el Juzgado
de Paz de este Municipio de San Francisco de Macorís, que
condenó al prevenido Daniel Difó al pago de una pensión
alimenticia de RD$15.00 (Quince pesos oro), a 2 atlas de
prisión correccional y al pago de las costas por el delito de
violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de la querellante
Dolores Tavárez y en consecuencia se descarga por insu-
ficienoras de pruebas; TERCERO: Se declaran las costas
de oficio;

Considerando, que según consta cn el expediente, en
á Acta de audiencia celebrada por la Cámara a-qua el 26
(.0 septiembre de 1977 para instruir la causa de que se

riba, consta que dicha Cámara en esa audiencia oyó las
deposiciones de los testigos Enemencio Gómez y Martin
Rosario; que igualmente oyó de otra Cámara las declara-

nes del apelante Difó Ureña y de la querellante Dolo-
„; Távárez; que del examen de esos testimonios y decla-
raciones, .resulta evidente que la Cámara a-qtta tuvo mo-
tivos pertinentes para apreciar que en el caso ocurrente no
habían pruebas suficientes para condenar al prevenido ape-

a la pena y al cumplimiento de la obligación pecu-
.-ia puestas en la Ley No. 2402, de 1960;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación de Dolores Tavárez contra la sentencia dictada 20
de octubre de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juz-
g,:do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
• cuyo apcsitivo sc ha copiado en parte anterior del

-sente fallo; y Segundo: Declara las costas penales de
o.
(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Am:ama, Francisco
Beras, Joaquín M. Alvarez Pere.115, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-

-: be, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por les

.señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

Considerando, que, aunque la madre recurrente no ha
apoyado su recurso con la proposició n de ningún medio de
ca,ación, procede la admisión y examen de su recurso, por
ser la madre una parte civil suigéncris y actuar ella en
este caso en interés de un hijo menor de 18 años;
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Vista el Acta de casación levantada en la Secretaria
de la Cámara a-qua el 25 de octubre de 1977, a requeei.
miento de la propia recurrente, en la que no se propore,
contra la setnencia impugnada ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402, de 1950, sobre asistencia obligatoria de los menores
de 18 años, modificada por la No. 355 de 1961, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una querella de la actual recurrente
contra Daniel Difó Ureña, para que éste le pasara unapensión a su hijo menor Franklin Tavárez, que ella sos-
tenía ser el padre del menor, el Juzgado de Paz de San
Francisco de Macorís dictó el 14de jul i o de 1977 una sen-
tencia por la cual condenó al querellado Difó a pasar al
referido menor una pensión de RD$15.00 mensuales y a
2 años de prisión correccional; b) que, sobre apelación de
Difó, intervino el 20 de octubre de 1974 la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido, en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
do Daniel Difó, por haberlo hecho en tiempo hábil y de
acuerdo a la ley; SEGUNDO: Se revoca, la sentencia No.
1168, de fecha 14 de julio de 1977, dictada por el Juzgado
de Paz de este Municipio de San Francisco de Macorís, que
condenó al prevenido Daniel Difó al pago de una pensión
alimenticia de RD$15.00 (Quince pesos oro), a 2 años de
prisión correccional y al pago de las costas por el delito de
violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de la querellante
Dolores Tavárez y en consecuen cia se descarga por insu-
ficiencs'as de pruebas; TERCERO: Sc declaran las costas
de oficio;

Considerando, que, aunque la madre recurrente no ha
apoyado su recurso con la proposición de ningún medio de

at'ión, procede la admisión y examen de su recurso, por
r la madre una parte civil suigéneris y actuar ella en

este caso en interés de un hijo menor de 18 años:
Considerando, que según consta en el expediente, en

Acta de audiencia celebrada por la Cámara a-qua el 26
de septiembre de 1977 para instruir la causa de que se

taba, consta que dicha Cámara en esa audiencia oyó las
dleptesierones de los testigos Enemencio Gómez y Martin•

Rosario; que igualmente oyó de otra Cámara las declara-
dones del apelante Difó Ureña, y de la querellante Dolo-
res Tavárez; que del examen de esos testimonios y decla-
raciones, resulta evidente que la Cámara a-qua tuvo mo-
tivos pertinentes para apreciar que en el caso ocurrente no
habían pruebas suficientes para condenar al prevenido ape-
lante a la pena y al cumplimiento de la obligación pecu-
niaria puestas en la Ley No. 2402, de 1960;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
5n de Dolores Tavárez contra la sentencia dictada .c1 20
ectubre de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juz-
. de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-

', cuyo d i spositivo se ha copiado en parte anterior del
ente fallo; y Segundo: Declara las costas penales de
:o.

(FIRMADOS).	 Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elp¿clio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-
bc, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Central,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

4
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacionall,
de fecha 30 de mayo de 1975.

Materia: Trabajo,

Recurrente: Juan Ramos Severino.

Abogado: Dr. Luis A. Ortiz Meado.
Recurridos: COmorcial Roing, C. por A.

D1rs, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consVtuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presi dente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco E pidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez y Joaquín Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dcrialrgo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de Noviem-
bre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauracién, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ra-
mos Severino, dcminicano, mayor de edad, soltero, emplea-
do privadoo, domiciliado en la calle Cervantes No. 55, Vi-
lla Duarte, de esta ciudad, cédula No. 154CO 3 serie 27, con- '
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional el 30 de Mayo de 1975, cuyo dispositivo se
copia más adelante;
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(.)ido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Alberto Ortiz Meado, cédula No. 770,

serie 80, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído cl dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, recibido
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 12 de
diciembre de 1975, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de defensa, del 3 de marzo de 1978,
mado por los Dres. Enmanuel T. Esquca Guerrero y
llington Ramos Messina, abogados de la recurrida Co-

ercial Roig, C. por A., con su dornicIlio en la calle Paseo
los Periodistas, de esta ciudad;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que.con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente deman-
da. el Juzgado de Paz del Distrito Nacional, dictó el 15 de
febrero de 1974, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se rechaza por imprceedente y mal fun-
dada la demanda laboral intentada por Juan Ramos Seve-

rino, contra Comercial Roig, C. por A.; Segundo: Se con-
dena al demandante al pago de las costas, y se ordena la
distracción de las mismas en favor del Dr. Danilo Cara-
ballo, que afirma haberlas avanzado en su totalidad; b)
que sobre el recurso interpuesto, intervino el 30 de mayo
de 1975, la sentencia ahora impugnada en casación, de la
cual es el d:spositivo siguiente: "FALLA S PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por Juan Ramos S everino, contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-

4
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL loso

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,de fecha 30 de mayo de 1975.

Materia: Trabajo,

Recurrente: Juan Ramos Seyerino,

Abobado: Dr, Luis A. Ortiz Meado.
Recurridos: Comorcial Roing, C. por A.

Dics, Patria y Libesrtad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente const :tuída por los Jueces
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la F..
te. Primer Sustituto cle Presidente; Manuel A. Ami
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco EEpidio 

131
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández 

Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dcmirgo de
Guzmán, Distrito Nacicnel, hoy día 5 del mes de Noviem-
bre del año 1980, aftcs 137' de la Independencia y 118' dela Restauracien, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación i nterpuesto por Juan Ra-mos Severino, dcminieano, mayor de edad, soltero, emplea-do privadoo, domicil ; ado en la calle Cervantes No. 55, Vi-
lla Duarte, de esta ciudad, cédula No. 154CO 3 serie 27, con-tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional el 30 de Mayo de 1975, cuyo dispositivo secopia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

[ e Oído al Dr. Luis Alberto Ortiz Meado, cédula No. 770,
serie 80, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, recibido
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 12 de
diciembre de 1975, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de defensa, del 3 de marzo de 1978,
firmado por los Dres. Enmanuel T. Esquea Guerrero y
Wellington Ramos Messina, abogados de la recurrida Co-
mercial Roig, C. par A., con su domio:lio en la calle Paseo
de los Periodistas, de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que•cen motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente deman-
da. el Juzgado de Paz del Distrito Nacional, dictó el 15 de

. febrero de 1974, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se rechaza por improcedente y mal fun-
dada la demanda laboral intentada por Juan Ramos Seve-
rino, contra Comercial Roig, C. por A.; Segundo: Se con-
dena al demandante al pago de las cestas, y se ordena la

-distracción de las mismas en favor del Dr. Danilo Cara-
ballo, que afirma haberlas avanzado en su totaiidad; b)
que sobre el recurso interpuesto, intervino el 30 de mayo
de 1975, la sentencia ahora impugnada en casación, de la
cual es el dispositivo siguiente: "FALLA • PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de

. apelación interpuesto por Juan Ramos S everino, contra
Sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
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cional, de fecha 15 de febrero de 1974, dictada a favor de
Comercial Roig, C. por A., cuyo dispositivo ha sido cap:a•
do en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO:
Relat i vamente al fondo, Rechaza dicho recurso de alzada
y como consecuencia Confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Juan Ramos Severino, al pago de las costas delprocedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de
Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Da.

Caraballo, que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad;

Considerando, que el recurrente propone en su mémorial, los siguientes medias de casación: Primer Medio:
Errónea ponderación de los elementos de la causa; falta
de base legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedim iento Civil, y del efecto devoluti-
vo de la apelación; Falta de motivos; Tercer Modio: Fa'sa
interpretación de la facultad de a vocación del Juez de
Apelación, falta de estatuir; Cuarto Medio: Falta de base
legal; Quinto Medio: Falta de motivos; viclac'ón al artletti
lo 1315 dcl Código Civil; fallo ultra petita;

Considerando, que en .ol desarrollo de su segundo
que se examina en pnmer lugar por la solución qut

se le dará al caso, el recurrente propone, en sinteeis,
que sigue: que el hecho de que el Juez a-que se arrogara
la facultad de fallar el fondo de la demanda, s in la parte
apelante haber concluido al fondo, como podrán observar
los Magistral s, que sus conclusiones al fondo, no figuran
en la sentencia, se vio1,5 flagrantemente, el derecho de de-
fensa del recurrente; que es indispensable que la senten-
cia tenga incluidas las conclusiones al Lndo, de las partes;
siempre y cuando no se haya pronunc i ado un defecto; que
el hecho de que en materia laboral el Juez tenga un papel
activo, en el desenvolvimiento de la audienc.a, ese poder
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de ser tan absoluto que lo lleve al punto de vio:ar
b 1, yel sagrado deber de defensa de les litigantes; que

le dió al apelante la oportunidad de probar la parte
correspondiente a las prestaciones y el tiempo trabajado;
uue la sentencia impugnada violó el artículo 141 del Có-
digo de Procedim i ento Civil, lo cual conduce a su casación,

por falta de motivos;
Considerando, que en la especie, el examen del fallo

impugnádo revela que es cierto lo alegado por el recurren-

te, pues la Cámara a-qua, falló rechazando las conclusio-

nes incidentales presentadas por el abogado cow.tituído
por el hoy recurrente, hechas en el senti do de que: "el

-tribunal ordene una verificación de escritura, ya que hay
dos tipos de Letras y Faus-to alega que son de él", y por la
misma sentencia falló el fondo de la litis, sin fijar mevia-
mente, como era su deber, una audiencia para o'r las con-
clusiones sobre el fondo; que, en tales condiciones en el
fallo impugnado su violó el derecho de defensa del ac-
tual recurrente, por lo que procede casar la sentencia im-
pugnada, sin necesidad de ponderar los demás medios del

recurso;
Considerando, que las costas podrán ser compensadas

cuando una sentenc:a fuere casada por cualquier violación
de las reglas procesales, cuyo cumplirniento esté a cargo
de los Jueccs;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional el 30 de mayo de 1975, cuyo d's-
pcsitivo se ha copiado en parte anter or del presente fa.lo
y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribucio-
nes laborales; Segundo: Compensalas cestas entre las par-
tes;

(FIRMADOS). — Néstor Ccntín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
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cional, de fecha 15 de febrero de 1974, dictada a fav
Comercial Roig, C. por A., cuyo dispositivo ha sido
do en parte anterior de esta misma senter.cia; SEGUN.i.
Relat'vamente al fondo, Rechaza dicho recurso de
y como consecuencia Confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Juan Ramos Se verino, al pago de las costas del
procedimiento de conformidad con Ics artículos 5 y 16 de
la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de
Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Da-
nro Caraballo, que afirma haberlas avanzado en su tot1/2,
lidad;

Considerando, que el recurrente propone en su m
morial, los siguientes medios de casac:ón: Primer Medioi
Errónea ponderación de los elementos de la causa; faltó

base legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedim iento Civil, y del efecto devolutl:
vo de la apelación; Falta de motivos; Tercer Medio: Fa'se
interpretación de la facultad de a voCación del Juez de
Apelación, falta de estatuir; Cuarto Medio: Falta de hace
legal; Quinto Medio: Falta de motivos; viclac'ón al artic.v
lo 1315 del Código Civil; fallo ultra petita;

Considerando, que en	 desarrollo de su segundo n
dio, que se examina en primer lugar por la solución
se le dará al caso, el recurrente propot.e, en sínteis,
que sigue: que el hecho de que el Juez a-quo se arrogara
la facultad de fallar el fondo de la demanda, s'n la parte
apelante haber concluido al fondo, como podrán observar
los Magistrad..s, que sus conclusiones al fondo, no figuran
en la sentencia, se violó fiagrantemente, el derecho de de-
fensa del recurrente; que es indispensable que la senten-
cia tenga incluidas las conclusiones al fmdo, de las partesi
siempre y cuando no se haya pronunc'ado un defecto; que
el hecho de que en materia laboral el Juez tenga un papel
activo, en el desenvolvimiento de la audienc.a, ese poder

no 
puede ser tan absoluto que lo lleve al punto de violar

a ley yel sagrado deber de defensa de les litigantes; que
se le dió al apelante la oportunIdad de probar la parte

,orrespondiente a las prestaciones y cl tiempo trabajado;
que la sentencia impugnada violó el artículo 141 del Có-
digo de Procedim i ento Civil, lo cual conduce a su casación,

par falta de motivos;

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado revela que es cicsto lo alegado por el recurren-
te, pues la Cámara a-qua, falló rechazando las conclusio-
nes incidentales presentadas por cl abogado con:tituído
por el hoy recurrente, hechas en el sentido de que: "el
tribunal ordene una verificación de escritura, ya que hay
dos tipos de letras y Fausto alega que son de él", y por la
misma sentenc:a falló el fondo de la litis, sin fijar previa-
mente, como era su deber, una audiencia para o'r las con-
clusiones sobre el fondo; que, en tales condiciones en el
fallo impugnado su violó el derecho de defensa del ac-
tual recurrente, por lo que procede casar la sentencia im-
pugnada, sin necesidad de ponderar los demás medios del

111/ recurso;
Considerando, que las costas podrán ser compensadas

cuando una sentencia fuere casada por cualquier
de las reglas proceaoles, cuyo cumplimiento esté a cargo

de los Jueces;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera In:tan-

,	 cia del Distrito Nacional el 30 de mayo de 1975, cuyo ifl-
er positivo se ha copiado en parte anter or del presente falo

y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instair
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribucio-
nes laborales; Segundo: Compensalas cestas entre las par-

tes;
(FIRMADOS). — Néstor Ccntín Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-

•
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dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelle, Juan Bau tista:jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín I
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Generc:

La presente sentencia ha sido dada y firmada porseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, ffué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

uf SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 20 de febrero de 1980.

Materia : Trabajo.

Recurrente: Luis Encarnación Nolasco.
Abogado: Dra, Altagracia Maldonado .

Recurridos: Alfredo George y Compartes,
Abogado: Dr, Rafael Octavio Ramírez García,

Dits, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constluída per los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Franc'sco Elpidio Be-

,. ras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-

1 I mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L..I-
nández Espaillat, y Leonte R. Alburqtacrque Castillo, asis-

' Cdos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nac ional, hoy día 5 del mes de Noviembre

'r del año 1950, años 137' de la Indep2ndencia y 118' de la
c. Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el re:urso de casación interpuesto por Luis En-
. carnación Nolasco, dominicano, mayor de edad. prefe or,

domiciliado en la calle José de Jesús Ravelo No. 50, de
lot esta ciudad, a5dula No. 66908, serie primera; contra la sen-

tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
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dio Betas, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, :sta R	 ENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980o.

Jcaquín Ber„

—,	 .-

nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.
	

s 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ja
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

yfué firrnada, leída y publicada por mí, Secretario Gencral
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo. 	 1*1

Recurridos: Alfredo George y Compartes.
gado: Dr. Rafael Octavio Ramírez García,

Dizs, Patria y LiHrtad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
,Justicia, regularmente constluída per los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Franc'sco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Bojcs Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.

Hdez Espaillat, y Leonte R. Alburquerque Castillo asis-
I	 del Se2retario General, en la Sala dende celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
Mán, Distrito Nac'onal, hoy día 5 del mes de Noviembre
del año 1950, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audienola pública, ccmo Ccrte de
Casación, la siguiente sentencia:

Schre el re..•.urso de casación interpuesto por Luis En-
carnación Nolasco, dominicano, mayor de edad. profe or,
domiciliado en la calle José de Jesús Ravelo No. 50, de
esta ciudad, cédula No. 66908, serie primera; contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 20 de febrero de 1980.

P ria: Trabajo.

Recurrente: Luis Encarnación Nolasco,
Abozado: Dra. Altagracia Maldonado

is
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Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de febrero
de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Alta-
gracia Maldonado, en representación del Dr. Víctor 

Ma-
nuel Mangual, cédula No. 18900, serie primera, abogado
del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. L- tael
Oetavio Ramírez García, cédula No. 149252, serie primera,
por si y en representación del Dr. Fausto Familia Roa, cé-
dula No. 25747, serie 12, abogados de los recurridos: Al-
fredo George, Juan Tejada Toribio, Sergio Augusto Vás-
quez, Marisonia Eusebio, Danilo Núñez y Tomás Francis-
co Suero Ramírez, dominicanos, mayores de edad, casados,
empleados pri vados, cédulas Nos. 116935, serie primera.
4490, serie51, 130186, serie primera, 8855, serie 1, 40096,
serie 54 y 172724, serie primera.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 27 de marzo de
1979, suscrito por el Dr. Víctor Manuel Mangual, en el
que se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 15 de abril de 1979,
firmado por los abogados de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionarán má;s adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conc:1-a-

da y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, dictó el 11 de octubre de 1978, una
sentenc i a con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se rechazan en base a la motivación precedentemente
expuestas, las condusioncs. del señor Luis Dncarnacién
Nolasco; SEGUNDO: Se fija la audiencia del día 16 de
octubre del 1978, a las 9:30 a. m., para conocer nuevamen-
te de la demanda laboral intentada por los señores Alfre-
do Jorge, Juan Tejeda Toribio, Sergio A. Vásquez, Mari-
sonia Eusebio, Danilo Núñez y Tomás F. Suero Ramírez,

tkt	 contra el señor Luis Encarnar5ón Nolasco; TERCERO: Se
ordena a la parte más diligente, notificar a la contrapar-

//', te, copia de la presente sentencia para su conocimiento;
l. CDARTO: Se reservan las costas para que éstas sigan la

suerte de lo principal; b) que sobre los recursos interpues-
tos, la Cámara a-qua dictó el falo ahora impugnado; "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la

,forma, el recurso de apelación interpuesto por el señor Luis
Encar nacién Nolasco, contra sentencia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de octubre

:de 1078, dictada en favor de los señores Alfredo George,
.	 ' Juan Tejada Toribio, Sergio Augusto Vásquez, Marisonia

Eusebio. Danilo Núñez y Tomás Francisco Suero Ramírez,
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente el fondo de
dicho recurso, lo rechaza y confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Luis Encarnación Nolaseo, al pago de las costas
del procedim'ento, de conformidad con los artículos 5 y
16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del
Dr. Rafael Octavio Ramírez García, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone el siguiente
medio de casación: Violación de la dispcsición del artículo
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Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de
de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Alta..
gracia Maldonado, en representación del Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual, cédula No. 18900, serie primera, abormo
del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Raía
Ortavio Ramírez García, cédula No. 149252, serie prilnera,
per sí y en representación del Dr. Fausto Familia Roa, cé-
dula No. 25747, serie 12, abogados de los recurridos: Al-
fredo George, Juan Tejada Toribio, Sergio Augusto Vás-
quez, Marisonia E'usebio, Danllo Núñez y Tomás Francis.
co Suero Ramírez, dominicanos, mayores de edad, casados,
empleados privados, cédulas Nos. 116935, serie primera.
4490, sie51, 130186, serie primera, 8855, serie 1, 40096,
serie 54 y 172724, serie primera.

Oído el dictamen del Mag:strado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 27 de marzo de
1979, suscrito por el Dr. Víctor Manuel Mangual, en el
que se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa dci 15 de abril de 1979,
firmado por los abogados de los recurr1dos;

La Suprema Corte de Justicla, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invccados por el recu-
rrente que se mencionarán má;s adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ela se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concil.a-

febrero da v la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, dictó el 11 de octubre de 1978, una
sentcncia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
00: Se rechazan en base a la motivación precedentemente
expuestas, las conclu&ones del seficr Luis Enearnacién
Nolasco; SEGUNDO: Se fija la audiencia del día 16 de
ectubre del 1978, a las 9:30 a. m., para conocer nuevamen-
te de la demanda laboral intentada por los señores Alfre-
do Jorge, Juan Tejeda Toribio, Sergio A. Vásquez, Mari-
scnia Eusebio, Danilo Núñez y Tomás F. Sucro Ramírez,
contra el señor Luis Enearnac:ón Nolasro; TERCERO: Se
ordcna a la parte más diligente, notlicar a la contrapar-
te, copia de la presente sentencia para su conocimiento;
CDARTO: Se reservan las costas para que éstas sigan la
suerte de lo principal; b) que sobre los recursos interpues-
tos, la Cámara a-qua dictó el faCilo ahora impugnado; "FA-
LLA: PRDIERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelaceón intapuesto por el señor Luis

1 Encarnación Nolasco, contra sentencia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de octubre

•	 de 1978, dictada en favor de los señores Ailfreclo George,
Juan Tejada Toribio, Sergio Augusto Vásquez, Marisonia
Eusebio, Danito Núñez y Tomás Francisco Suero Ramírez,
cuyo dispositIvo figura copiado en parte anterior de esta
misina sentencia; SEGUNDO: Relativamente el fondo de
dicho recurso, lo rechaza y confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida; TERCERO: Condena a la parte que'
sucumbe, Luis Encarnación Nolasiro, al pago de las costas
del procedim'ento, de conformidad con los artículos 5 y
16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del
Dr. Rafael Octavio Ramírez García, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;imor

Considerando, que el recurrente propone el siguiente
,Ineclio de casación: Violación de la dispcsición del artículo

-
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54 de la Ley No. 637, sobre Contrato de Trabajo y a las re-
glas del Preliminar de Concliación; Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil; Falta de motivos.
Falta de base legal; z.

Considerando, que el recurrente alega, en síntesis, en
el desarrollo de su único medio, lo siguiente: 1.— que la
sentencia ha violado di artículo 54 de la Ley No. 637 so-
bre Contrato de Trabajo y las reglas del Preliminar de
Conciliación; que en efecto, la última parte del indicado
artículo prescribe que el acto de emplazamiento deberá
contener la copia en cabeza del acto de no conciliación le-
vantada per el Departamento de Trabajo; que en el caso
ocurrente el emplazamiento no contiene la copia del aota
de no conciliación levantada por el Dep:rtarnento de Tra-
bajo No. 800, de fecha 27 de junio de 1978, lo que inva-
lida dicho procedimiento por ser esta violación a la Ley;
2do.— que el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil, dispone que las sentencias dsben contener los moti-
vos en que se fundan; que, en la especie la sentenCa im-
pugnada no contiene motivos suficientes que justliquen
su dispositivo, al no dar razones que expliquen porqué se
admitió el emplazamiento sin que se cumpliera la
parte del artículo 54 de la Ley No. 637 sobre Contrab de
Trabajo; que por tanto, la mencionada sentencia debe ser
casada; pero.

Considerando, que el artículo 56 de la Ley No. 637
citada, expresa: "no se admitirá ninguna clase de nulidad
de procedimiento, a menos que éstos sean de una grave-
dad tal que imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste,
conocer y juzgar los casos sometidos a su considerac4a;
que Juez a-otto, en uso de esa facultad, rechazó las con-
clusiones tendientes a obtener la nulidad del emplaza-
miento, de que se trata, sobre el fundamento de que: "aún
cuando el artículo 54 de la Ley No. 637, exige para los em-
plazamientos en materia laboral, la transcripción del acta

de conciliación lo hace mediante el término "contendrá",
el cual señala una acción altativa, o sea, que no lo exige
de modo imperativo"; "que en materia laboral no se admi-
tía ninguna clase de medida de procedimiento, a menos
que éstas sean de una gravedad tal que imposibiliten al
tribuna l , y a juicio de éste, conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración"; que esta Suprema Corte es-
tima que la Cámara a-qua ha juzgado correctamente al re-
chazar las conclusiones del recurrente tendientes a obte-
ner la nulidad de emplazamiento, ya que, en el caso ocu-
rrente. el hecho de que se copie el acta de no conciliación,
no ha ocasionado ningún agravio al recurrente, puesto que
el acto de que se trata tuvo efecto y era de conocimiento
del as partes; que, pm- todo cuanto se ha expresado, el
examen de la sentencia revela que ésta cont:ene motivos
suficientes y pertinentes; en conscuencia el medio único
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Luis Encarnación Nolasco, con-
tra la sentenCa de la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de
febrero de 1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a Luis
Encarnación Nolasco, al pago de las costas, y las drstrae
en provecho de los Dres. Rafael Octavio Ramírez García y
Fausto Familia Rcsa, abogados de los recurridos, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS).	 Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelle, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobó, Secre-
tario General.
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54 de la Ley No. 637, sobre Contrato de Trabajo y a las re„,
glas del Preliminar de Cono:liación; Viclación del artícula
141 del Código de Procedimiento Civil; Falta de motivos:
Falta de base legal;

Ccnsiderando, que el recurrente alega, en Síntesis, en
el desarrollo de su único medio, lo siguiente: 1.— qu2 ja
sentencia ha violado el artículo 54 de la Ley No. 637 so-
bre Contrato de Trabajo y las reglas del. Preliminar de
Conciliación; que en efecto, la últIma parte del indicado
artículo prescribe que el acto de emplazamiento deberá
contener la copia en cabeza del acto de no conciliación le-
vantada por el Departamento de Trabajo; que en el caso
ocurrente el emplazamiento no contiene la copia del acta
de no conciliación levantada por el Deprrtamento de Tra-
bajo No. 800, de fecha 27 de junio de 1978, lo que
lida dicho procedimiento por ser esta violación a la Ley;
2do.— que el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil, dispone que las sentencias dsben contener los moti-
vos en que se fundan; que, en la especie la sentenc:a im-
pugnada no contiene motivos suficientes que justliquen
su dispositivo, al no dar razones que expliquen porqué se
admitió el emplazamiento sin que se cumpliera la
parte del artículo 54 de la Lcy No. 637 s_bre Contrata de
Trabajo; que por tanto, la mencionada sentencia debe ser
casada; pero,

Cons'elerando, que el artículo 56 de la Ley No. 6s,
citada, expresa: "no se admitirá ninguna clase de nordad
de procedimiento, a menos que éstos sean de una grave-
dad tal que impcsibiliten al Tribunal, y a juicio de éste
conocer y juzgar les casos sometidos a su consideraeón;
que el Juez a-quo, en uso de esa facultad, rechazó las coo-
clusiones tendientes a obtener la nulidad del emplaza-
miento, de que se trata, sobre el fundamento de que: "aíln
cuando el artículo 54 de la Ley No. 637, exige para los em-
plazamientos en materia laboral, la transcripción del acta

'
zie conciliación lo hace mediante el término "contendrá",
el cual señala una acción altativa, o sea, que no lo exige
de mcclo imperativo"; "que en materia laboral no se admi-
tía ninguna clase de medida de procedimiento, a menos
que éstas sean de una gravedad tal que imposibiliten al
tribunal, y a juicio de éste, conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración"; que esta Suprema Corte es-
dina que la Cámara a-qua ha juzgado correctamente al re-
chazar las conclusiones del recurrente tendientes a obte-
ner la nulidad de emplazamiento, ya que, en el caso ocu-
rrente, el hecho de que se copie el acta de no conciliación,
no ha ocasionado ningim agravio al recurrente, puesto que
el acto de que se trata tuvo efecto y era de conocimiento
del as partes; que, por todo cuanto se ha expresado, el
examen de la sentencia revela que ésta contiene motivos
suficientes y pertinentes; en conscuencia el medio único
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-

do;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Luis Encurnación Nolasco, con-
tra la sentene'a de la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de
febrero de 1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a Luis
.Encarnación Nolasco, al pago de las costas, y las d'strae
en provecho de los Di-Es. Rafael Octavio Ramírez García y
Fausto Familia Rcsa, abogados de los rectuTidos, qulenes

• afirman haberlas avanzado en su totalidad.1
:

'i 	 (FIRMADOS). -- Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquin M.
Alvarez Pere116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hertández Espaillat,

' Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobb, Secre-
c tario General.
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La presente sentencia ha sido dada y V.rmada per
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, e:,
audiencia pública del día, mes y año, en él expresad(
fué firmada, leída y publicada por m, Secretario Gener.'
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 7 de diciembre d e1977.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Manuel Menéndez García y Compartes.
abogado: Dr. Ulises A, Cabrera.

ri

111

:1

ínterliniente: Generosa Encarnación.
Abogado: Dr. Alcedo A. Ramírez Fernández,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perd.ló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
mindez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la

a donde ccicbra sus audiencias, en la ciudad de Santo
ngo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes

Noviembre del año 1980, años 137' de la Independencia
18' de la Restauración, dieta en audiencia pública, como
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
te por Manuel Menéndez García, dcMnicano, mayor

edad, casado, cédula No. 8504, serie 1 .1, y Herminia
enzo de Menéndez, dominicana, mayor de edad, casa-
de oficios domésticos, cédula No. 3714, serie 14, dornl-
dos y residentes en San Juan de la Maguana, contra

sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
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La presente sentencia ha sido dada y frmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,
fué firmada, leída y publicada por m, Secretario Generat
que certifico.— Miguel Jacobo.

BOLETIN JUDICIAL	 2369

sENTENCL4. DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 7 de diciembre d e1977,

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Menéndez Garcia y Compartes.
Abogado: Dr. Ulises A. Cabrera.

interviniente: Generosa Encarnación.
Abogado: Dr. Alcedo A. Ramírez Fernández,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
s icia, regularmente constituida por los Jueces Nestor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te. PrMer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
tas. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautdsta Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez y Joaquín L. Her-
nandez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes
de Noviembre del año 1980, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre les recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Menéndez García, dom i nicano, mayor
de edad, casado, cédula No. 8504, serie 14, y Hcrminia
Lorenzo de Menéndez, dominicana, mayor de edad, casa-
da, de oficios domésticos, cédula No. 3714, serie 14, domi-
ciliados y residentes en San Juan de la Maguana, contra
le sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
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Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, el 7 de
diciembre de 1977, cuyo dispositivo se copa más adelante

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Cído al Dr. Freddy Zarzuela, a nombre y repretenta-
ción del Dr. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215, serie
48, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio.
nes;

Oído al Dr. José del Carmen Mora, a nombre ce'.::
Alcedo A. Ramírez Fernández, cédula No. 8294, serie 12,
abogado de la interviniente, Generosa Encarnación, cédu-
la No. 1698, serie 14, en la Lectura de sus conclusiones; 4

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 13 de febrero de 1978, a reque-
rimiento del Dr. Gustavo Rodriguez Ramírez, a nombre
de los actuales recurrentes; acta en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Manuel
Menéndez García, suscrito por su abogado, el 11 de agos-
to de 1978, en el que se proponen los medios que se indi-

can más adelante;

Visto el escrito de la interviniente Generosa Encar-
nación, del 11 de agosto de 1978, suscrito por su abogado,
Dr. Ramírez Fernández;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos les textos legales invoacodos por el recu-
rrente Menéndez García y los articules 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;
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f 2G de junio de 1976, en San Juan de la Maguana, en el
t :e una persona resultó con lesiones corporales, el Juzga-

de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan
la Maguana, dictó el 7 de diciembre de 1977. una son-

ncia en atribuciones correccionales, cuyo dispos i tivo dice
FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el

„enbrado José González Cipión, por no haber compare-
, do a esta audiencia, no Obstante haber sido legalmente
tadr.; SEGUNDO: Declara al prevenido José González

culpable del hecho puesto a su cargo, en conse-
smcia lo condena a un mes de prisión correccional y al'

7 go de una multa de RD$50.00 y al pago de las costas
.::ales; TERCERO: Declara regular y válida la presente
n4itución en parte civil hecha por la señora Generosa
acarnación, pc.r reposar en derecho; CUARTO: Condena
la señora Herminia Lorenzo de Méndez (a) Zcila, a pa-

ar a la señora Generosa Encarnación, la suma de Tres
mil pesos oro (RD$3,000.00) como justa reparación de los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella,
más los intereses legales de esa suma, a partir de la de-
manda en justicia a título de indemnización supletoria;
QUINTO: Condena a la señora Herminia Lorenzo de Mén-
dezla) 7.cila, al pago de las costas civiles del prccedimien-
to. 	 distracción de las mismas en provecho del Dr.

Arturo Ramírez Fernández, abogado que afirma ha-
das avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la pre-

520te sentencia oponible al señor Manuel Méndez García,
Por ser esposo común en bienes de la sciizza liermin:a Lo-
renzo de Méndez (a) Zoila, persona civilmnete responsa-
ble; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de San Juan de la Maguana, dictó el 17 de di-
liernbre de 1977, el fallo ahora impugnado en casación, del
clile es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Sc
ritclara regular y válido en cuanto ala forma el recurso de
() %elacien interpuesto por el Dr. Gustavo Rodríguez Ramí-
r", a nombre y representación del prevenido José Gonzá-

*1
Considerando, que en la sentencia impugnada y en

les documento a aque ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido

 d



Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, el 7 de
diciembre de 1977, cuyo dispositivo se copa más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, a nombre y representa-
ción del Dr. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215, serio
48, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. José del Carmen Mora, a nombre del
Alcedo A. Ramírez Fernández, cédula No. 8294, serie 12,
abogado de la interviniente, Generosa Encarnación, cédu-
la No. 1698, serie 14, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-gua el 13 de febrero de 1978, a reque-
rimiento del Dr. Gustavo Rodríguez Ramírez, a nombre
de los actuales recurrentes; acta en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Manuel
Menéndez García, suscrito por su ahogado, el 11 de agos-
to de 1978, en el que se proponen los medios que se indi-
can más adelante;

Visto el escrito de la interviniente Generosa Fncar-
nación, del 11 de agosto de 1978, suscrito por su abogado.
Dr. Ramírez Fernández;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invoacodos por el recu-
rrente Menéndez García y los artículos 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documento a aque ella se refiere, consta lo siguiente
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido

'26 de junio de 1976, en San Juan de la Maguana, cn el
que una persona resultó con lesiones corporales, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan
de la Maguana, dictó el 7 de diciembre de 1977, una sen-
tencia en atribuciones correccionales, cuyo dispcs . tivo dice

": FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el
rado José González Cipión, por no haber compare-

cido a esta audiencia, no obstante haber sido legalmente
citada; SEGUNDO: Declara al prevenido José González
cipan, culpable del hecho puesto a su cargo, en conse-
cuencia lo condena a un mes dz prisión correccional y al'
pago de una multa de RD$50.00 y al pago de las costas
penales; TERCERO: Declara regular y válida la presente
constitución en parte civil hecha por la señora Generosa
Encarnación, por reposar en derecho; CUARTO: Condena
a la señora Herminia Lorenzo de Méndez (a) Zcila, a pa-
gar a la señora Generosa Encarnación, la suma de Tres
mil pesos oro (RD$3,000.00) como justa reparación de los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella,
más los intereses legales de esa suma, a partir de la de-
manda en justicia a título de indemnización supletoria;
QUINTO: Condena a la señora Herminia Lorenzo de Mén-
dez (a) Zcila, al pago de las costas civiles del prccedimien-
to, con distracción de las mismas en provocho del Dr. Al-
:do Arturo Ramírez Fernández, abogado que afirma ha-
-tlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la

sentencia oponib:e al señor Manuel Méndez García,
ser esposo común en bienes de la señora Hermin:a Lo-

de Méndez (a) Zoila, persona civilmnete responsa-
; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de

Apelación de San Juan de la Maguana, d:ctó el 17 de di-
ciembre de 1977, el fallo ahora impugnado en casación, del
que es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se
declara regular y válido en cuanto ala forma el recurso de
capelación interpuesto por el Dr. Gustavo Rcdriguez Ramí-
rez, a nombre y representación del prevenido José Gonzá-
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lez	 y de la señora Herminia Lorenzo de Menéndez
(a) Zoila, persona civilmente responsable, de fecha 16 de
mayo de 1977, contra sentencia correccional No. 163, de
fccha 1ro. de abril de 1977, del Juzgado de Primera Ins.
tancia del Distrito Judicial de San Juan, cuyo dispositivo
se copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro
del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Se
modifica la sentencia apelada en el aspecto penal y se con-
dena al prevenido José González Cipión al pago de tina
multa de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro), acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; IERCERO: Se modifica la
sentencia recurrirla en el aspecto civil, en cuanto al mon-
to de la indemnización impuesta y fija la misma en la su-
ma de RD$1,000.03 (Mil pesos oro), que deberá pagar la
señora Herminia Lorenzo de Menéndez (a) Zoila, a la se-
ñora Generosa Encarnación, parte civil constituida, por los
daños morales y materiales sufridos por dicha señora;
CUARTO: Se condena a la señora Herminia Lorenzo de
Menéndez (a) Zoila, al pago de las costas civiles de pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Arturo Ramírez Fernández, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible al señor Manuel Menéndez Gar-
cía, esposo común en bienes de la señora Herminia Loren-
zo de Menéndez (a) Zoila, persona civilmente responsable:
SEXTO: Se condena al prevenido Jose-Gonzálcz Cipión, al
pago de las ccstas penales;

Considerando, que la recurrente Herminia Lorenzo de
Menéndez, puesta en causa como civilmente rsponsable,
en el momento de declarar su recurso ni posteriormente,
ha expuesto los motivos en que lo funda, como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; que, por lo tanto, dicho recurso es nulo;

Considerando, que cuando una parte haya sido con-
denada en la jurisdicción de primera instancia no recurre

1
 contra la sentencia pronunciada contra ella, si es suscepti-

ble de dicho recurso, no puede recurrir en casación contra
sentencia de la apelación promovida por otra parte en

ousa , a menos que le haya ocasionado algún agravio, lo
que no ocurre en este caso; que por lo tanto e. recurso de
)1enéndez García es inadmisible;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite a Generosa En-
carnación, como interviniente en los recursos de casación
interpuzstcs por Manuel Menéndez García, y Herminia Lo-
renzo de Menéndez, contra la sentencia dictada en atribu-
dones correccionales por la Corte de Apelación de San Juan
de la Maguana, el 7 de diciembre d.c. 1977, cuyo dispos i tivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara nulo el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia por Herminia Lorenzo de Menéndez, e
inadmisible al interpuesto por Manuel Menéndez García;
TERCERO: Condena a la recurrente Lorenzo de Menén-
dez, al pago de las costas de su recurso, y ordena la crs-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Alcedo Artu-
ro Ramírez Fernández, ahogado de la interviniente, Gene-
rosa Encarnación, por afirmar haberlas avanzado en su

or parte.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
vedo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Oesveldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.
— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f irmada por les
Señons Jueces que figuran en su e::cabezamicnto, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él exprzsados, y
tué firmada, leída y publicada por m, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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lez Cipi ón, y de la señora Herminia Lorenzo de Menéndez
(a) Zoila, persona civilmente responsable, de fecha 16 de
mayo de 1977, contra sentencia correccional No. 163, de
fecha 1ro. de abril de 1977, del Juzgado de Primera
tancia del Distrito Judicial de San Juan, cuyo dispositivo
se copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro
del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: se
modifica la sentencia apelada en el aspecto penal y se con.
dena al prevenido José González Ciplón al pago de una
multa de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro), acogiendo en
favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Se modifica la
sentencia rccurrida en el aspecto civil, en cuanto al mo
to de la indemnización impuesta y fija la misma en la s
ma de RD$1,000.00 (Mil pesos cro), que deberá pagar la
señora Herminia Lorenzo de Menéndez (a) Zoila, a la se-
ñora Generosa Encarnación, parte civil constituida, por los
daños morales y materiales sufridos por dicha señora;
CUARTO: Se condena a la señora Herminia Lorenzo de
Menéndez (a) Zoila, al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho de/
Dr. Arturo Ramírez Fernández, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible al señor Manuel Menéndez Gar-
cía, esposo común en bienes de la señora lierm:n:a Loren-
zo de Menéndez (a) Zoila, persona civilmente .responsable:
SEXTO: Se condena al prevenido José . González Cipión, al

pago de las costas penales;

Considerando, que la recurrente Herminia Lorenzo de
Menéndez, puesta en causa como civilmente rsponsable, ni
en el momento de declarar su recurso ni posteriormente,
ha expuesto los motivos en que lo funda, ezmo lo exige. a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proced i

-miento de Casación; que, por lo tanto, dicho recurso es nulo;

Considerando, que cuando una parte haya sido con-
cienada en la jurisdicción de primera instancia no recurre

contra la sentencia pronunciada contra ella, si es suscepti-

ble de. dicho recurso, no puede recurrir en casación contra
sentencia de la apelación promovida por otra parte en

causa, a menos que le haya ccasionado algún agravio, lo
que no ocurre en este caso; que por lo tanto el recurso de
Nfenéndez García es inadmisible;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite a Generosa En-
carnación , como interviniente en los recursos de casación
interpuestos por Manuel Menéndez García, y Herminia Lo-
renzo de Menéndez, contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San Juan
dela Maguana, el 7 de diciembre de 1977, cuyo dispos i tivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara nulo el roeurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia por Herminia Lorenzo de Menéndez, e
inadmisible al interpuesto por Manuel Menéndez García;
TERCERO: Condena a la recurrente Lorenzo de Menén-
dez, al pago de las costas de su recurso, y ordena la ds-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Alcedó Artu-
ro Ramírez Fernández, abogado de la interviniente, Gene-
rosa Encarnación, por afirmar haberlas avanzado en su
mayor parte.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisca Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Oesvalclo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat
— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
tué firmada, leída y publicada por m, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL jggo

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Eifas
Piña, de fecha 17 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional,

Recurrente: Pedro Antonio de Santos,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema arte
Justicia, regularmente const : tuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna,
Scgundo Sustituto de Presidente; Francisco •p!elio Berzs,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A:mán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audistic as, en
la dudad de Santo Domingo de Guzmán, D'str:to Nacional,
hoy día 5 de noviembre del 1980, años 137' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencea públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro An-
tonio de los Santos, dominicano, mayor de edad, ca'sajos
residente enla calle María Trinidad Sánchez No. 12, de
la Villa de Bánica, comerciante, cédula No. 3260, serie 15.
contra la sentencia dictada el 16 de nov'embre de 1977.
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jud5c*a:
de Elírs Piña, en sus atribuciones correccionales, una set•
tencia cuyo dispcsitivo d'ce así: "FALLA: PRIMERO:
clara bueno y válido el recurso de ep-)s-ic'ón interpuestz
por el prevenido Pedro Antonio de los Santos, por haberla
hecho en tiempo hábil, en contra de la sentencia correo
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onal No. 221, dictada per este Juzgado de Primera Ins-
auncia en fecha 21 de julio del 1977, que lo d2claró cul-

pable del delito de violación a los artículos 1 y 2 de la Ley
o. 2402, sobre asistencia obligatoria de hijos menores de

años de edad, y lo condenó en defecto a sufrir la pena
de dos (2) años de prisión correccional suspersivos y cos-
,,,;, y 1t fijó una pensión aliment i cia de RD$60.00 (Sesenta
esos oro), mensuales, para la manutención de cinco (5)
enor es, de nombres Pedro Antonio, de 13; Clara Maximi-

na, de 12; Ricardo Antonio, de 10; Felicia Alexandre, de 5
e Inelda Argentina, de 4 años de edad, respectivamente,
que tiene procreados con la señora Maxim : na Manuela Mo-
ra Contreras; SEGUNDO: Revoca dicha sentencia anterior
en cuanto a la pensión alimenticia; TERCERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia correccional No. 30, de fe-
cha 3 de mayo del 1977, del Juzgado de Paz de Bán : ca, que
;declaró culpable al nombrado Pedro Antonio de los San-

, del delito de violación a los artículos 1 y 2 de la Ley
o. 2402, sobre asistencia obligatoria de hijos menores de

18 años de edad, y lo condenó a Dos (2) años de prisión
correccional suspensivos y cestas y le fijó una pensión ali-
menticia de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro), mensuales,
para la manutención de cinco menores que tiene procreados
con la señora Maximina Manuela Mora Contreras, de nom-
bres Pedro Antonio, de 13; Clara Maximina, de 12; Ricar-
do Antonio, de 10; Felicia Alexandre, de 5 e Inelda Ar-
gentina, de 4 años de edad, respectivamente;

ittr Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
,-

F	 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

rl Vista el Acta de Casación levantada en la Secretaría
del Juzgado a-quo el 17 de noviembre de 1977, a reque-
rimiento del propio recurrente, en la cual no se propone
ningún medio de casación;
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de
Piña, de fecha 17 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional,

Recurrente: Pedro Antonio de Santos,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Saprema Corte de
Justicia, regularmente const : tuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiatna,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco E'pEclio Boas.
Joaquín M. Alvarez Pere116, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdemo Báez, asistidos del Secre
tario General, en la Sala donde celebra sus auditne as, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D :str:ta Nacionri,
hoy día 5 de noviembre del 1980, años 137' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencea púb:i.
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro An-
tonio de los Santos, dominicano, mayor de edad,
residente enla calle María Trinidad Sánchez No. 12,
la Villa de Bánica, comerciante, cédula No. 3260, serie 15,
contra la sentencia dictada el 16 de nov'embre de 1977•
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judien2
de Elías Piña, en sus atribuciones cerreocionales, una seir
tencia cuyo dispositivo d'ee así: "FALLA: PRIMERO: te"
clara bueno y válido el recurso de cpasic ón interpuesto
por el prevenido Pedro Antonio de los Santos, por haberlo
hecho en tiempo hábil, en contra de la sentencia correc"

: .nal No. 221, dictada por este Juzgado de Primera Ins-
i nutla en fecha 21 de julio del 1977, que lo declaró cul-
iblc del delito de violación a los artículos 1 y 2 de la Ley

No. 2402, sobre asistencia obligatoria de hijos menores de

It; años de edad, y lo condenó en defecto a sufrir la pena
., dos (2) años de prisión correccional suspensivos y ccs-
ias, y le fijó una pensión aliment : cia de RD$80.00 (Sesenta
pesos oro), mensuales, para la manutención de cinco (5)
menores, de nombres Pedro Antonio, de 13; Clara Maximi-
na, de 12; Ricardo Antonio, de 10; Felicia Alexandre, de 5
e Inclda Argentina, de 4 años de edad, respectivamente,
que tiene procreados con la señora Maxim i na Manuela Mo-
ra Contreras; SEGUNDO: Revoca dicha sentencia anterior
en cuanto a la pensión alimenticia; TERCERO: Confirma

odas sus partes la sentencia correccional No. 30, de fe-
3 de mayo del 1977, del Juzgado de Paz de Bán i ca, que

- aró culpable al nombrado Pedro Antonto de los San-
del delito de violación a los artículos 1 y 2 de la Ley

o. 2402, sobre asistencia obligatoria de hijos menores de
18 años de edad, y lo condenó a Dos (2) años de prisión
correccional suspensivos y costas y le fijó una pensión ah-
ment:cia de RD$50.00 (Cincuenta pesos oro), mensuales,
para la manutención de cinco menores que tiene procreados
con la señora Maximina Manuela Mora Contreras, de nom-
bres Pedro Antonio, de 13; Clara Maximina, de 12; Ricar-
do Antonio. de 10; Felicia Alexandre, de 5 e Inelda Ar-
gentina, de 4' años de edad, respectivamente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Cído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Secretaría
del Juzgado a-quo el 17 de noviembre de 1977, a reque-
rimiento del propio recurrente, en la cual no se propone
ningún medio de casación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber del i-
berado, y vistos los artículos 4 y 5 de la Ley No. 2102, de
1950, sobre asistenc'a de los hjcs menores de 18 años y la
Ley No. 355, de 1964, que modifica en cuanto a la corripe,
tercia; y les 36 y 65 de la Ley sobre Prozedimiento de Ca.
sación;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 8, los
padres que sean condenados a pensión en virtud de las le
yes ya citadas, quedan obligados a asumir formalmente
por ante los Fiscalizadores o los Fiscales, según sea el caso,
antes de ejercer cualquier remrso para la modificación o
descargo de la condenación, el compromiso de pagar a la
parte qucrellante, habitualmente la madre, la o las pensio
nes crspuestas por el Juez del caso; que no contando en eL
expediente que ésta formalidad de interés social haya sidó1
cumplida por el actual recurrente, su rs:urso debe ser
declarado inadmisible;

Per tales motivos, Unico: Declara inadm'sible el re-
curso de casación interpuesto por Pedro Antonio do los
Santas, contra la sentencia dictada el 16 de nov'embre del
1977 por el .Juzgado de Primera Instancia del D istrito Ju-
dicial de Elas Piña en sus atribuc'ones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado al principio del presente fallo y
lo condena a las costas panales.

(FIRMADOS).	 Néstor Contín Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Fr.:ne sco
dio BeraS, Jcaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez.— Msttel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f irmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él exptosados, y
fué firmada, Mida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.

r-
SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 9 de agosto de 1976,

onteria: Correccional,

necurrentes: 3111clades Villar Custodio, Cooperativa de Trans-
porte Los Trinitarios y la Seguros Pepin, S, A,

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

Intervinientes: Marcos Guillén y Compartes,
Abogados: Dr. Ariel Acosta y Otto Carlos González Méndez.

11*.	 Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

1 . .n Nombre de la República, la Suprema Corte de
Jus cia, regularmente constituida por los Jueces Nestor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Pres i dente; Francisco E1pidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut'sta Rojas Altrán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General ,en la Sa'a dcn-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dearingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de No-
viembre del año 1980. años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Milcíades Villar Custodio, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, domic liado en el kilótnttro 14 de la
Autop'sta Duarte, Distrito Nacional, cédula No. 15174, se-
tie 13; Cooperativa de Transporte Les Trinitarics, dornici-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4 y 5 de la Ley No. 24C2, de
1930, sobre asistene'a de los h , jos menores de 18 años v la
Ley No. 355, de 1964, que modifica en cuanto a la conhipe.
tencia; y lcs 36 y 65 de la Ley sobre Proezdimiento de
sación;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 8. les:
padres que sean condenados a pensión en virtud de las le-
yes ya citadas, quedan obligadcs a asumir formalmente
por ante los Fiscalizadores o los F'scales, según sea el caso,
antes de ejercer cualqujer rocuno para la modificación o
descargo de la condenación, el compromiso de pagar a
parte querellante, habitualmente la madre, la o las pensior.
nos dispuestas por el Juez del caso; que no contando en
expzdiente que ésta formalidad de interés social haya
cumplida por el actual recurrente, su recurso debe ser'
declarado inadmisible;

Por tales motivos, Unico: Declara inadm'sible el re7
curso de casación interpuesto por Pedro Antonio do los
Santas, contra la se.ntencia dictada cl 16 de nov'embre del
1977 por el Juzgado de Primera Instancia del D i strito Ju-
dicial de Elas Piña en sus atribue'ones correccionales, cuyo
dispositivo se ha copiado al principio del presente fallo y
lo condena a las costas prnales.

(FIRMADOS). — Néztor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Frme sco Elpi-
dio Bcras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez. M.guel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frenada por las
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, Y
fué firmada, lekla y publicada por mí, Sectztario General,
que certifico.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980 •

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 9 de agosto de 1976.

'1‘11
oateria: Correccional.

Recurrentes: MiIelades Villar Custodio, Cooperativa de Trans-
porte Los Trinitarios y la Seguros Pepin, S, A,

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

tervinientes: Marcos Guillén y Compartes.
fiados: Dr. Ariel Acosta y Otto Carlos González Méndez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Pres i dente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautsta Rejas Almán-
zar, FeEpe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General ,en la Sa'a den-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Detringo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes do No-
viembre del año 1980. años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte

Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestcs conjunta-
mente por Milcíades Villar Custodio, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, domic liado en el kilónvitro 14 de la
Avtop: sta Duarte, Distrito Nacional, cédia No. 15174, se-
rie 13; Cooperativa de Transporte Lcs Trinitarics, ciornici-
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liados en la avenida Teniente Amado García No. 82, cita.
dad; y Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la ente
Palo Hincado, esquina Mercedes; contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atri.
buciones correccionales el 9 de agosto de 1976, cuyo di.-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Otto Car-
los González Méndez, cédula No. 10477, serie 7.2, por
por el Doctor Ariel Y. Acosta Cuevas, cédula No. 10886, se-''
rie 22, obgados de los intervinientes Marees Guillén y Car-
men Nina, dominicanos, mayores de edad, casados, a gricul-
tor y de quehaceres domésticos, con cédulas Nos. 8365 y
13264, serie 2, domiciliados en el Paraje Cañada Honda,
sección de Sainaguá, del Municipio de San Cristóbal;

Oída el dictamen del Magistrdao Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada el
17 de agosto de 1976, en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerimiento del Doctor Rafael Salvador Ruiz Bá-_z, cé-
dula No. 18082, serie 2, en representación de los recurren-
tes, en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 31 de julio
de 1978, firmado por el Doctor César R. Pina Toribio, e
el que se proponen los medios que se indican más adel
te;

Visto el memorial del 31 de julio de 1978, firmado
por los abogados de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invo:ados por los recu-
rrentes que se mencionarán más adelante, y lcs artículos
49 y 52 de la ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,

500— Ssguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, C2 y

66 :4
ye la Ley sobre Procedimiento de Casación;

4ConsIderando, que en la sentenc i a impugnada y en

montos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
ol"
	 accidente de tráns : to ocurrido en la carretera Sán-

el 17 de febrero de 1974, en el que una persona resul-

té 	 el Juzgado de Primera Instancia del Distr:to
de San Cristaal, dictó una sentencia en sus atr1-

ouciones correccionales, el 28 de noviembre de 1974, cuyo
dispos : tivo se copia más adelante; b) que sobre les recur-
sos interpuestos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el s'guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos per el Doctor Francisco Antonio Cadena Mo-
quete, a nombre y representación del preven'clo Milcíades
Villar Custodio, de la perscna civilmente responsatle, Co-
operativa de Transportes Los Trinitaries y de la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jud vial
de San Cristóbal, de fecha 28 del mes de noviembre del
año 1974, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se de-
clara buena y válida la constitución en parte civ 1 hecha
por Marcos Guillén y Carmen Guillén Nina, a través de
sus abogados constituidos y apoderados especiales, Docto-
res Ariel Acosta Cuevas y Otto González Méndez, por ser
justa y reposar en prueba legal; Segundo: Se dec:ara al
nombrado Milcíades V:llar Custodio culpable de violación
a la ley 241, en perjui&o de quien en vida respondía al
nombre de Pablo Guillén NIna, y en censsecuencia se le
condena a RD$200.00 (Doscientos pesos oro) de multa, aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: SI‘
cmcl:na al nombrado Milcíades Villar Custodio y a la Co-
operativa de Transportes Los TrinItarios, a pagar una in-
demn'• ación a favor de Marcos Guillén y Carmen Nina,
de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), como justa repara-



2378	 13C)LF:TIN JIMICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 2379

liados en la avenida Teniente Amado García No. 82, ein..
dad; y Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la calle
Palo Hincado, esquina Mercedes; contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atri.
buciones correccionales el 9 de agosto de 1976, cuyo d:..
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Otto Car-
los González Méndez, cédula No. 10477, serie 22, por sí
por el Doctor Ariel Y. Acosta Cuevas, cédula No. 10886, se-
rie 22, obgados de los intervinientes Marees Guillén y Car-
men Nina, dominicanos, mayores de edad, casados, agricul-
tor y de quehaceres domésticos, con cédulas Nos. 8365 y
13264, serie 2, domiciliados en el Paraje Cañada Honda.
sección de Sainaguá, del Municipio de San Cristóbal;

Oído el dictamen del Magistrdao Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada el
17 de agosto de 1976, en la Secretaría de la Corte a-qua,
requerimiento del Doctor Rafael Salvador Ruiz Bazz, cé-
dula No. 18082, serie 2, en representación de los recurren-
tes, en la que no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 31 de julio
de 1978, firmado por el Doctor César R. Pina Toribio,
el que se proponen los medios que se indican más adelan--
te;

Visto el memorial del 31 de julio de 1978, firmado
por los abogados de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delt-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionarán más adelante, y les artículos
49 y 52 de la ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,

scguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, esnsta: a) que con motivo
de un accidente de tráns i to ocurrido en la carretera Sán-
dicz el 17 de febrero de 1974, den el que una persona resul-
tó muerta, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, dictó una sentmcia en sus atIC-

buciones correccionales, el 28 de noviembre de 1974, cuyo
dispos itivo se copia más adelante; b) que sobre les recur-
sos interpuestos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado, con el s'guSente dispositivo: "FALLA: PRIMERC:
reclasa regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Doctor Francisco Antonio Cadena Dilo-
quete. a nombre y representación del preverido Milciades
Villar Custodio, de la persona civilmente responsalle, Co-
operativa de Transportes Las Trinitarics y de la C.mpa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jud cial
da San Cristóbal, de fecha 28 del mes de noviembre del
año 1974, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se de-
clara buena y válida la constitución en parte c:v 1 hecha
por Marcos Guillén y Carmen Guillén Nina, a través de
sus abogados constituidos y apoderados especiales, Docto-
res Ariel Acosta Cuevas y Otto González Méndez, por ser
justa y reposar en prueba legal; Segando: Se declara al
nombrado Milcíades V.Ear Custodio culp.atle de violación
a la ley 241, en peejuic:o de quien en vida respondía al
nombre de Pablo Guillén N:na, y en consecuencia se le
condena a RD$200.00 (Doscientos pesos oro) de multa, aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se
c-ndma al nombrado Milcíades Villar Custodio y a la Co-
cperativa de Transportes Los Trinitarios, a pagar una in-
dernn : zación a favor de Marcos Guillén y Carmen Nina,
de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), como justa repara-
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júri

ción de los daños morales y materiales sufridos por ést...
como ccnsecuencia del aoddente que se trata, en que
diera la vida su hijo menor Marcos 	 Nina; cuarj.
Se condena a Milcíades Villar Custodio y a la Cooperativa.
de Transporte Los Trinitarios, al pago de las costas eivi,
les y penales, las civiles a favor de los Doctzlies Ariel mos_
ta Cuevas y Otto González Méndez, quienes afirman haler
las avanzado en su totalidad; Quinto: Se declara esta
tencia común y oponible en todas sus consecuencias ala
Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo causante del acc:dente; por haberlas intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra Milcíades Villar
Custodio en sus calidades de prevenido y de persona civil-
mente responsable y contra la Cooperativa de Transportes
Los Trinitarios, puesta en causa como civilmente respcn.
sable, por no haber comparecido a la audiencia estando le-
galmente citados; TERCERO: Declara que el prevenido
Milcíades Villar Custodio es culpable del delito de homi-
cidio involuntario en perjuiicio de Pablo Guillén Nina,
consecuencia, mcdifica la sentencia apelada y lo condena
a pagar una multa de Cien peos oro (R1l$100.00), acopian-
do en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: De-
olara regular y admite la constitución en parte civil de los
señores Marcos Guillén y Carmen Nina, en sus calidades
de padres de la víctima del accidente, Pablo Guillén Nin
en consecuencia, condena a Milcíades Villar Custodio
Cooperativa de Transportación Los Trinitarios, a pagar
conjuntamente la cantidad de Cinco mil pesos (RD$:).009.-
00), moneda de curso legal, en favor de las mencionadas
personas constituidas en parte civil, en proporción de des
mil quinientos pesos (RD$2,500.00), en favor de Marcos
Guillén y Dos mil quinientos pesos (RD$2,500.00) en f a-
vor de Carmen Nina, por concepto de los daños morales Y
materiales que les fueron causados con motivo de la muer-
te ocasionada a su hijo Pablo Guillén Nina, en el accidente

9ili fide que se trata; QUINTO: Condena a Milcíades Villar Cus-. 
todio al pago de las costas penales; SEXTO: Condena a Mil-
cíades Villar Custodio, a la Cooperativa de Transportes Los
Trin:tarics, y a la Compañía de Segures Pepín, S. A., al
pago de las costas civiles, con distracción de dichas costas
en provecho de lcs doctores Ariel Accsta Cuevas y Otto

•. Carlos González Méndez, quienes afirmaron haberlas avan-
zado en su totalidda; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia oponible a la Ccmpañie da Seguros Pepín, S. A.,
por ser esta la entidad aseguradora del vehículo que origi-
nó el accidente;

ConsIderandc, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia
impugnada; Insuficiencia en la enunciación y descripción
de los hechos de la causa; Violación a los artículos 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobra
Procédimiento de Casación; Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
que se reúnen por su estrodm relación para su examen,
los recurrentes alegan, en síntesis' a) que de conformidad
con los artículos 195 del Código de Prccedimiento Crminal
y 27 de la ley sobre Procedimiento de Casac:ón, toda de-
cisión en materia correccional debe contener lcs motivas
que dieron lugar a la misma, en forma clara y precisa; que
en el caso ocurrente, la Corte a-qua no ha satisfecho ple-
namente el voto de la Ley; b) que la Corte a-qua no hizo
una correcta interpretación de los hechos de la causa, se-
gún son revelados por la propia sentencia, desnaturalizan-
do así dichos hechos y dándoles un sentido totalmente dis-
tinto que compromete la suerte del fondo ddl dereMo; p;ro,

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regclarmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dió por es-
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ción de los daños morales y materiales sufridos por
como ccnsccumcia del aocidente que se trata, en que
diera la vida su hijo menor Marcos Guillén Nina; ojaz.io:
Se condena a Milcíades Villar Custodio y a la Cooperativa
de Transporte Los Trinitarios, al pago de las costas eiv:,
les y penales, las civiles a favor de los Doctares Ariel Azos..
ta Cuevas y Otto González Méndez, quienes afirman haEet.
las avanzado en su totalidad; Quinto: Se declara esta sen•
tencia común y oponible en todas sus consecuencias a la
C.:Anpañía de Seguros Pepin, S. A., entidad aseguradora del
vehículo causante del acc:dente; por haberlas intentado
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legal
SECUNDO: Pronuncia el defecto contra Milcíades Vill'
Custodio en sus calidades de prevenido y de persona civi
mente responsable y contra la Cooperativa de Transporte
Los Trinitarios, puesta en causa como civilmente respon-
sable, por no haber comparecido a la audiencia estando le-
galmente citados; TERCERO: Declara que el prevenido
Milcíadcs Villar Custodio es culpable del delito de homi-
cidio involuntario en perjuiicio de Pablo Guillan Nina,
consecuencia, modifica la sentencia apelada y lo condena
a pagar una multa de Cien pesos oro (RL$100.00), acogizn-
do en su favor c'reunstancias atenuantes; CUARTO: De-
clara regular y admite la constitución en parte civil de los
señores Manos Guillén y Carmen Nina, en sus caliCades
de padres de la víctima del accidente, Pablo Guillén Ni
en consecuencia, condena a Milcíades Villar Custodio
Cooperativa de Transportación Los Trinitarios, a pagai
conjuntamente la cantidad de Cinco mil pesos (RDS5,003.-
00), moneda de curso legal, en favor de las mencionadas
personas constituidas en parte civil, en proporción de des
mil quinientos pesos (RD$2,500.00), en favor de Marcas
Guillén y Dcs mil quinientos pesos (RD$2,500.00) en fa-
vor de Carmen Nitta, por concepto de los dañes morales Y
materiales que les fueron causados con motivo de la muer-
te ocasionada a su hijo Pablo Guillén Nina, en el accidente
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de que se trata; QUINTO: Condena a Milcíades Villar Cus-
todio al pago de las costas penates; SEXTO: Condena a Mil-
cíadcs Villar Custodio, a la Cooperativa de Transportes Los
TriMtarios, y a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al
pago de las costas civiles, con distracción de dichas costas
en provecho de lcs doctores Ariel Acosta Cuevas y Otto
Carlos González Méndez, quienes afirmaron haberlas avan-
zado en su totalidcla; SEPTIMO: Declara la presente sen-
tencia oponible a la Compañíe da Seguros Pepín, S. A.,
por ser esta la entidad aseguradora del vehículo que origi-
nó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia
impugnada; Insuficiencia en la enunciacIón y descripción
de lcs hechos de la causa; Violación a los artículos 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobro
Prooedimiento de Casación; Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
que se reúnen por su estrecha relación para su examen,
los recurrentes alegan, en síntesis' a) que de conformidad
con los artículos 195 del Código de Procedimiento Crminal
y 27 de la ley sobre Procedimiento de Casación, toda de-
cisión en materia correccional debe contener lcs motivas
que dieron lugar a la misma, en forma clara y precisa; que
en el caso ocurrente, la Corte a-qua no ha satisfecho ple-
namente el voto de la Ley; b) que la Corte .a-qua no hizo
una correcta interpretación de lcs hechos de la causa, se-
gún son revelados por la propia sentencia, desnaturalizan-
do así dichos hechos y dándoles un sentido totalmente dis-
tinto que compromete la suerte del fondo del derecho; pero,

Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmen-
te administrados en la instrucción de la causa, dió por es-



41, 1tableo:do: a) que el 17 de febrero de 1974, en la carretera t:
Sánchez, comprendido en San Cristóbal y Baní, octu-riO
un awidente de tránsito, en el momento en que MlciaCes
Villar Custodio transitaba en dirección Oeste a E-te, ctin-
duciendo el carro de su propiedad placa No. 84-639, co.,
póliza No. A-27288, de la Segures Pepín, S. A., y al llegar
al kilómetro 2 de dicha carretera atropelló a Pablo GuKlén
Nina, que transitaba en una motocicleta por la misma vía, en
sentido contrario, recibiendo varios g&pes que le ceas:o-
naron la muerte; que la menor Yisel del Villar resultó con . 1,

monto en que Milcíades Villar Custodio rebasaba otro ve- 

1
varios tramatfsmos; b) que el accidente ocurrió en el mo- 

hículo y ocupó el carril en que transitaba la víct i ma; que
Villar Custodio fué el único culpable del accidente al ocu-
par su izquierda por donde transitaba Pablo Guillén Nina;
que de todo lo expuesto se pone de man4iesto que la Cor-
te a-qua dió motivos suficientes y pertinentes sin incurrir .,i.'

111
en la desnaturalización de los hechos de la causa, por lo
que los medios propuestos carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el deLto de ocasio-
nar la muerte de una persona con el manejo de un vehícu-
lo de motor, previsto y sancionado por el ine'so 1 ro. del
artículo 49 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, con las penas de dos (2) a cinco (5) años y multa de
RDS500.00 a RD$2,000.00, como sucedió en la especie, que
al condenar a dicho prevenido a una multa de RC$100.00
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una san::ón
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido del Milcíades Villar Custcd o
causó a Marcos Guillén y Carmen Nina, consfluídos en par i
te civil, en sus calidades de padres de la víctima, dailzs y
perjuicios materiales y morales que evaluó en las sumas de
RDS2,500.00, para cada una de las personas ya menc.ona-
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os, que al condenar a MiLcíades Villar Custodio y la co-
,, cnativa de Transportes Los Trinitarios, también puestos

causa, y al hacerlo oponibles a la Seguros Pepín, S. A.,
una ccrreeta aplicación de los artículos 1383 y 1384

I Códi go Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Se-

o Obligatorio de Vehículos de Motor;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos

lo que concierne al interés del prevenido recurrente la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-

olatie su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

te a Marees Guillén y Carmen Nina, en los recursos in-
terpuestos por Milcíades Villar Custodio; Cooperativa de
Transportes Lcs Trinitarios y Seguros Pepín, S. A., centra

la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, dic-
tada en sus atribuciones correccionales el 9 de agosto de

1976, 
cuyo dispositivo ha sido copado en parte anterior del

presente fallo; Segundo: Rechaza los recursos de casación
interpuestos; Tercero: Condena a Milcíades Villar Custo-
dio al pago de las costas penales, y a éste y a la Cooperativa

'de Transportes Los Trinitarios, al pago de las costas civiles,
las distrae en provecho de los Doctores Ariel Acosta Cue-

as y Otto Carlos González Méndez, quienes afirman haber-
las avanzado, y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A.,

dentro de los términos de la póliza.
(FIRMAD02.) — Néstor Ccntín Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresadas, y
fué firmada, leída y publicada por m, Secretario General,
que certifico.-- Miguel Jacobo.
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tablee do: a) que el 17 de febrero de 1974, en la carretera
Sánchez, comprendido en San Cristóbal y Baní, ocurrió
un accidente de tránsito, en el momento en que Milcíades
Villar Custcdio transitaba en dirección Oeste a Ele, cdn.
duciendo el carro de su propiedad placa No. 84-639, con
póliza No. A-27288, de la Segures Pepín, S. A., y al llegar
al kilómetro 2 de dicha carretera atropelló a Pablo Guillén
Nina, que transitaba en una motocicleta por la misma vía, en
sentido contrario, recibiendo varios golpes que le ccas'o-
naron la muerte; que la mencr Yisel del Villar resultó cr.n
varios tramatfsmos; b) que el accidente ccurri6 en el mo-
mento en que Milcíades Villar Custodio rebasaba otro ve-
hículo y ocupó el carril en que transitaba la víct ma; que
Villar Custodio fué el único culpable del accidente al ocu-
par su izquierda por donde transitaba Pablo Guillén Nina;
que de todo lo expuesto so pone de man'fiesto que la Cor-
te a-qua dió motivos suficientes y pertinentes sin incurrir
en la desnaturalización de los hechos de la causa, por lo
que los medios propuestos carecen de fundamento y deben
ser desest:mados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-,
ran a cargo del prevenido recurrente, el dato de ocasio-
nar la muerte de una persona con el manejo de un vehícu-
lo de motor, previsto y sancionado por el inc'so 1ro. del
artículo 49 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, con las penas de dos (2) a cinco (5) años y multa de
RD$500.00 a RD$2,000.00, ccmo sucedió en la especie, que
al condenar a dicho prevenido a una multa de RE$100.00 .,
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una san: :ón
ajustada a la ley;

Considerando, que a-símismo la Corto a-gua apreció
que el hecho del prevenido del Milcíades Villar Custcd o
causó a Marcos Guillén y Carmen Nina, consfluídos en par-
te civil, en sus calidades de padres de la víctima, dañes y ir
perjuicios materiales y morales que evaluó en las stunas de 11
RD$2,500.00, para cada una de las personas ya menc.ona-
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que al condenar a Mik2iades Villar Custodio y la Co-
erativa de Transportes Los Trinitarios, también puestos
causa, y al hacerlo oponibles a la Seguros Pcpín, S. A.,

una correcta apl'cación de los artículos 1383 y 1384

1 Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Se-

'kuro Obligatorio de Vehículos de Motor;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos

en lo que concierne al interés del prevenido recurrente la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intea-vinien

-te a Marcos Guillén y Carmen Nina, en los recursos in-
lerpuestos por Milcíades Villar CustocEo; Cooperativa de
;'ransportes Los Trinitarios y Seguros Pepín, S. A., contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, dic-
tada en sus atribuciones correccionales el 9 de agosto de
1976, cuyo dispositivo ha sido copado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza lcs recursos de casación

interpuestos; Tercero: Condena a Milcíades Villar Custo-
dio al pago de las costas penales, y a éste y a la Cooperativa
de Transportes Los Trinitarios, al pago de las costas civiles,
y los distrae en provecho de los Doctores Ariel Acosta Cue-
vas y Otto Carlos González Méndez, quienes afirman haber-
las avanzado, y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A.,
dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS.) — Néstor Ccntín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco

Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
Almánzar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-

nandez apaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresadas, y
fué firmada, leída y publicada por m, Secretario General,
que certifico.-- Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal de La Corma 
defecha 20 de Septiembre de 1976.

Materia: Coreecional.

Recurrente: Eustacio D. Atlas S.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
j ust:eia, regularmente constituida per los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
le, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am'atna,
Segundo Sustituto de Presidente Franefseo Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdono Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus aud'eneas, en la ciudad de Santo
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de no-
viembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eustacio
D. Arias G., dominicano, mayor de edad, chtfer, domicilia
do en la casa No. 195 de la calle Rafael J. Castillo, de ate
ciudad, contra la sentencia di-tada en sus atribuciones co-
( rreccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el
20 de septiembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
stcreta ría de la Cámara a-qua, el 20 de octubre de 1976.

a requerimiento del Dr. Gregcr:c. de Jesús Eat'sta Gil, ac-

tuando en represmtación dol recurrente, en la que no se
,pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 139 y 169 de la ley 241 so-
tre Tránsito y Vehículos; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Cons i derando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 25 de abril de 1976,
en que sélo hubo desperfectos de los vehículos, el Juzgado
de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, dictó
el 19 de mayo de 1976, una sentencia, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Eusta-
do D. Arias S., de las generales anotadas, culpable de vio-
lar la Ley 241; en consecuencia, se condena a RD$5.00 de
multa y costas; SEGUNDO: Se descarga de toda responsa-
bilidad penal al nombrado Domingo Js. Reynoso, de las
generales anotadas, por no haber violado la Ley 241; se
declatan las costas de oficio; b) que sobre apelación del
revenido, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega. dictó el
20 de septi embre de 1976, la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Se pronuncia el defecto en contra dei nom-
brado Eustacio D. Arias S., por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante estar legallmente citado; SEGUN-
DO? Se confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da que descargó a Domingo de Jesús Reynoso R., y declaró
culpable al nombrado Eustacio D. Arias S., inculpado de
violación a la Ley 241, y lo condenó al pago de una mult-
de RD$5.00:

TERCERO: Se le condena además al pago de las

tas.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEI

Sentencia impugnada: Segunda Cimara Penal de La
fecha 20 de Septiembre de 1976.

Materia: Coreecional.

Recurrente: Eustacio D. Arias S.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
just'cia, regularmente constituida per los Jueces Nés
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fu
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am'ama,
Segundo Sustituto de Presidente Franc:s-ío Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus aud'enc'es, en la ciudad de Santo D>
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de no-
viembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eustacio
D. Arias G., dominicano, mayor de edad, chófer, domicita-
do en la casa No. 195 de la calle Rafael J. Castillo, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
(rreccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el
20 de septiembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casTción levantada en la
sccreta ría de la Cámara a-gua, el 20 de octubre de 1976,

requerimi ento del Dr. Gregcr:o de Jesús Eat'sta Gil, az-
tuando en represettación del recurrente, en la que no se
propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 139 y 169 de la ley 241 so-
bre Tránsito y Vehículos; y 1 y 65 de la Ley solare Proce-

dimiento de Casación;
Con.s1/41erando, que en la sentencia impugnada y los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 25 de abril de 1976,
en que sélo hubo desperfectos de los vehículos, el Juzgado
de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, dictó
el 19 de mayo de 1976, una sentencia, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Eusta-
cio D. Arias S., de las generales anotadas, culpable de vio-
lar la Ley 241; cn consecuencia, se condena a RD$5.00 de
multa y costas; SEGUNDO: Se descarga de toda responsa-
bilidad penal al nombrado Domingo Js. Reynoso, de las
generales anztadas, por no haber iñolado la Ley 241; se

declatan las costas de oficio; b) que sobre apelación del
prevenido, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, distó el
20 de septiembre de 1976, la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Se pronuncia el defecto en contra del nom-
brado Eustacio D. Arias S., por no haber comparecido a
la audiencia, no obstante estar legalmente citado; SEGUN-

D0v Se confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da que descargó a Dom , ngo de Jesús Reynoso R., y declaró
culpable al nombrado Eustacio D. Arias S., inculpado de
violación a la Ley 241, y lo condenó al pago de una mult•
de RD$5.00;

TERCERO: Se le condena además al pago de las
ras;
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Considerando, que la Cámara a•qua para cons:derar
único culpable del accidente de que se trata, al prevenido
recurrente Eustacio D. Arias S., mediante la Donderación
de los elemsntos de juicio, que fueron regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dió por cstablr
sido: a) que el día 25 de abril de 1976, el chófer Bustrt..
cio D. Arias S., conducía por la autopista Duarte el carro
placa pública No. 202-604, y	 dirección opuesta transi.
taba en el carro placa No. 212-083 el chófer Domingo de
Jcsús Reyncso; b) que al carro que conducía Arias, le fa-
llaron los frenos y se estrelló contra el carro que condu-
cía Reinoso, ocasionándole rotura de vidrios, abolladuras,
etc.;

Considerando, que los hechos así establec'clos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto
por el artículo 139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehícu-
los, que establece que todo vehículo de motor que transi-
te por las vías públicas deberá estar equipado con frenos
capaces de moderar y detener su movimiento de medo se-
guro, rápido y eficaz, etc.; delito sancionado con multa no
menor de diez pesos ni mayor de veinticinco; que al con-
denar al prevenido con una multa de RD$5.00, le impuso
una pena inferior a la establecida por la Ley, pero al ac-
tuar así, sin existir apelación del Ministerio Público, la
sentencia dictada no puede ser casada;

Considerando, que examinada la sentencia recicrida
en sus demás asDectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Pcr tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Eustacio D. Arias S., contra la
'entencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la

;onda Cámara Penai del Juzgado de Primera Instanc:a
de Distrito Judicial de La Vega, el 20 chi septiembre de

6, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
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presente fallo; Segundo: Condnea al prevenido rectirrente
pago de las cestas penales.

(FIRMADOS). — Héctor Contín Aybar, Fernando E.
gavelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-

dio 	 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut'sta Ro-
( jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L.
Sernández Fspaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y fsmada por los
señores Jucces que figuran en su encabezamiento, .en la

-audiencia pública del día, mes y año, en él expresadcs, y
fué firmada, leída y publicada por m, Secretario General,
que certifico.-- Miguel Jacobo.
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presente fallo; Segundo: Condnea al prevenido recurrente
al pago de las cestas penales.

(FIRMADOS). — Héctor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpi-
dio Horas, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Baut'sta Ro-

, ias Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa q uín L.

ill. Ilernández. Espaillat — Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran cn su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mcs y año, en él expresacks, y

. fué firmada, leída y publicada por ni, Secretario General,

filik
,.que certifico.-- Miguel Jacobo.

Considerando, que la Cámara a-qua para cons'derar
único culpable del accidente de que se trata, al prevenido
recurrente Eustacio D. Arias S., mediante la ponderación
de los elementos de juicio, que fueron regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, dió por estabb-
eido: a) que el día 25 de abril de 1976, el chéfer Eusta-
cio D. Arias S., conducía por la autopista Duarte el carro
placa pública No. 202-604, y cn dirección opuesta transi-
taba en el carro placa No. 212-083 el chófer Domingo de
Jesús Reynoso; b) que al carro que conducía Arias, lo fa-
llaron los frenos y se estrelló contra el carro que condu-
cía Reinoso, ocasionándole rotura de vidrios, abolladuras,
etc.;

Considerando, que los hechos asi establec'dos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto
por el artículo 139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehícu-
los, que establece que todo vehículo de motor que transi-
te por las vías públicas deberá estar equipado con frenos
capaces de moderar y detener su movimiento de modo se-
guro, rápido y eficaz, etc.; delito sancionado con multa no
menor de diez pesos ni mayor de veinticinco; que al con-
denar al prevenido con una multa de RDS5.00, le impuso
una pena inferior a la establecida por la Ley, pero al ac-
tuar así, sin existir apelación del Ministerio Público, la
sentencia dictada no puede ser casada;

Considerando, que examinada la sentencia recarrida
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justificp.,
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Eustacio D. Arias S., contra la
'entencia dictada en sus atribuo:ones correccionales, por la

Tunda Cámara Penal del Juzgado de Primera InstanS
de Distrito Judicial de La Vega, el 20 de septiembre de

6, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOV1E31BRE DEL 1980

Sentencio impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Regalado Ramos, Luis Riera y la Compañía
San Rafael, C.,por A.

Abogado: Dr. Fermin Pérez Peña.

1nterviniente: Alfredo Castillo Payano.
Atogados: Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituía por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 de noviembre dol
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dieta en aud:encia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Regalado Ramos, dominicano, mayor de _dad, soltero,
chófer, cédula 3142, serie 40, domiciliado y residente en
esta ciudad, en la calle 12, No. 27, dell Barro Honduras;
Luis Rivera, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, en la calle 12, No. 21, del Bario

teonduras y la Compañía San Rafael, C. por A., con su
nto en la calle Leopoldo Navarro No. 35, de esta ciu-

dad. contra sentencia dictada en atribuciones zorrecciona-
lc,, el 12 de julio de 1977, por la Corte de Apelac'ón de
santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio

,vio Rodríguez, cédula 19865, serie 18, por sí y por el
. Pedro A. Rodríguez, cédula 22437, serie 18, abogados

del interviniente Alfredo Castillo Payano, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, elcctric'sta, cédula 155596, serie pri-
pera, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa
Ko. 255, de la calle 13 del Ensanche Luperón;

Oído el dictamen del Mag'strado Procurador General

4
e la Repúbliza;

Vista cl Acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua el 8 de agosto de 1977,
a requerimiento del Dr. Fermín Pérez Peña, cédula 3996.
-erie 20, en representación de los recurrentes, en la cual

se propone contra la sentencia impugnada ningún me-
dio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 2 de octu-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Fermín Pérez Peña, en el
cual se proponen contra la sentencia impugnada, los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 2 de cctubre de
1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistes los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de julio de 1977.
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Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Regalado Ramos, Luis Riera y la Compañía •
San Rafael,	 A.

Abogado: Dr. Fermín Pérez Peña.

Intervittlente: Alfredo Castillo Payano.
Ahogados: Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodriguez

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 1
Justicia, regularmente constituía por los JueceS Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravalo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Eipidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 de noviembre del
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en aud'enria pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Regalado Ramos, dominicano, mayor de edad, soltero,
chófer, cédula 3142, serie 40, domiciliado y residente en
esta ciudad, en la calle 12, No. 27, del Barrio Honduras;
Luis Rivera, dominicano, mayor de edad, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, en la calle 12, No. 21, del Bario

lionduras y la Compañía San Rafael, C. por A., con su
asiento en la calle Leopoldo Navarro No. 35, de esta ciu-
dad, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-

'10, dl 12 de julio de 1977, por la Corte de Apelac t ón de
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio
io Rodríguez, cédula 19663, serie 18, por sí y por el
Pedro A. Rodríguez, cédula 22437, ser ie 18, abogados
:nteTviniente Alfredo Castillo Payano, dominicano, ma-

vtr de edad, soltero, electric ista, cédula 155596, serie pri-
era, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa

Eio. 255, de la calle 13 del Ensanche Luperón;
Oído el dictamen del Mag!strado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de les recursos de casación, levantada

en la Secretaría de la Corte a-qua el 8 de agosto de 1977,
requerimiento del Dr. Fermín Pérez Peña, cédula 3996,

nerie 20, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada ningún me-
dio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 2 de octu-
re de 1978. suscrito por el Dr. Fermín Pérez Peña, en el

cual se proponen contra la sentencia impugnada, los me-
dios que se indican mas adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 2 de octubre de
1978, suscrito por sus ahogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241. de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor y 1, 62 y 63 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

L1
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en
doc-amentos a que ella se ret ere, consta: a) que con ;:
tivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta c:udad
el 13 de octubre de 1974, sn el cual resultó una persona
con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dIct(3, en
atribuciones correccionales, el 4 de marzo de 1975,
sentencia, cuyo d'spcslivo aparo:e copiado en el de la
ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpue“,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, con
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de aps
lacón interpuesto por: a) Dr. Pedro A. Rodríguez A. y Ju-
lio E'igio Rcdríguez, a nembre y representación de Alfre-
do Castillo Payano, parte civil constituída; y b) por el Dr.
Fermín Férez Peña, a nombre y representación del preve-
nido Manuel Regalado, dominicano, mayor de edad, cédula
No. 13142, serie 40, residente en la calle 12, No. 27, Barrio
Honduras, de esta c'udad, contra stmtenola de fecha 4 de
marzo de 1975, dictada por la Tercera Cámara de lo Penal
dei Juzgado de Instrucción del Distrito Nacional, cuya par-
te dispositiva dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia de-
fecto del prevenido Manuel M. Regalado Ramcs, ya que no
ha comparecido estando debidameirte citado; lo declara
culpable de haber violado la Ley 241, en su artículo 49,
letra c) y 65, en perju'icio de Alfredo Castillo Payano, en i
consecuencia se condena al pago de una multa de Dos- •
eicntes peses oro (RDS200.00), y Tres (3) meses de prisión
correccional; Segundo: y al pago de las costas; enuncia la
validéz en cuanto a la forma de la const i tución en parte
civil formulada por Alfredo Castillo Payano, por haber <'.da
hecha de acuerdo a la Ley, cn cuanto al fondo de dicha
constitución; condena a la Asoc i ación de Dueños de Carros
Viejos, Inc., "Aducavitu" y/o Luis Rivera, persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de Mil
pesos oro (RD$1,000.00) en provecho de la parte civil,

1. 0 justa reparación por los daños morales y materiales su-
fridos en el accidente; más al pago de los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
ación supletoria; Tercero: Condena a la Asociación de
Pueños de Carros Viejos, Inc., y/o Luis Rivera, al pago de
las costas, distrayéndolas en favor de los Dres. Pedro A.
Rodríguez y Julio E. Rodríguez, abogados de la parte

quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
a la Ccmpañia de Seguros San Rafael, C. por A., entidad

aseguradora , de conformidad con el artículo 10 de la Ley
4117; SEGUNDO: En cuanto al fondo cbz ctehes recursos
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al prevenido al pago de las costas de la
alzada y a la persona civilmente responsable cl pago de las
civiles, con distracción en provecho de los Dres. Pedro A.
Rodríguez A. y Julio EI:gio Rodríguez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes en su memorial,
proponen contra la sentencia impugnada los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 10
de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve:tículos de
Motor; Segundo Medio: Violación del doble grado de juris-
diccién;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su examen, los recurrentes alegan en síntesis: 1ro.:
"quo el tribunal a-quo ha incurrido en violación al artícu-
lo 10 de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, al confirmar la sentencia de fecha 4 de marzo de
1 975, dictada por la Tercera Cámara Penal del Distrito Na-
cional, que declaró oponible dicha sentencia a la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., que ello es así por-
que la persona civilmente responsable, señor Luis Rivera
no fué puesto en causa por la parte civil, ni citado por el
An msterto Público para la audiencia de fecha 18 de fe-
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refere, consta: a) que con
tivo de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ctue
el 13 de octubre de 1974, sn el cual ren:ltó una pers,
con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó, ea
atribuciones correccionales, el 4 de marzo de 1975,
sentencia, cuyo d'spea:tivo aparece copiado cn el de
ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpues
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, con
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lao ón interpuesto por: a) Dr. Pedro A. Rodríguez A. y Ju-
lio E'igio Rodríguez, a nombre y representación de Alfre-
do Castillo Payano, parte civil constituída; y b) por el Dr.
Fermín Pérez Peña, a nombre y representación del preve-
nido Manuel Regalado, dominicano, mayor de edad, cédula
No. 13142, serie 40, residente en la calle 12, No. 27, Barrio
Honduras, de esta dudad, contra sentencia de fecha 4 de
marzo de 1975, dictada por la Tercera Cámara de lo Penal
del Juzgado de Instruccien del Distrito Nacional, cuya par
te dispositiva dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia e: de-
fecto del prevenido Manuel M. Regalado Ramrs, ya que no
ha comparecido estando debidamente citado; lo declara
culpable de haber vtolado la Ley 241, en su artículo 49,
letra c) y 65, en perju = icio de Alfredo Castillo Payano, en

consecuencia se condena al pago de una multa de Dos-
cientos peses oro (RD$200.00), y Tres (3) rutscs de prisión
correccional; Segundo: y al pago de las costas; enuncia la
validez en cuanto a la forma de la consflución en parte
civil formulada por Alfredo Castillo Payano, por haber ::do
hecha de acuerdo a la Ley, en cuanto al fondo de dicha
constitución; condena a la Asociación de Dueños de Carros
Viejos, Inc., "Aducavitu" y/o Luis Rivera, persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de Mil
pesos oro (RD$1,000.00) en provecho de la parte civil, co-

010 justa reparación por los daños morales y materiales su-
fridos en el accidente; más al pago de los intereses legales
de dicha suma, a partir de la demanda, a título de indem-
duación supletoria; Tercero: Condena a la Asociación de
puerics de Carros Viejos, Inc., y/o Luis Rivera, al pago de
las costas, distrayéndolas en favor de los Dres. Pedro A.
gedríguez y Julio E. Rodríguez, abogados de la parte ci-
vil, quienes afirman halierias avanzado en su totalidad;

t

.13. Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad
guradora, de conformidad con el artículo 10 de la Ley

4117; SEGUNDO: En cuanto al fondo cla dichos recursos
agnfirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al prevenido al pago de las costas de la
alzada y a la persona civilmente responsable al pago de las
civiles, con distracción en provecho de los Dres. Pedro A.
Rodríguez A. y Julio El :gio Rodríguez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes en su memorial,
preponen contra la sentencia impugnada los siguicntes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 10
de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve:tículos de
Motor; Segundo Medio: Violación del doble grado de juris-
dieción;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
edios de casación, que por su estrecha relación se reúnen

para su examen, los recurrentes alegan en síntesis: 1ro.:
”que el tribunal a-quo ha incurrido en violación al artícu-
lo 10 de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, al confirmar la sentencia de fecha 4 de marzo de
1975, dictada por la Tercera Cámara Penal del Distrito Na-
oicnal, que declaró oponible dicha sentencia a la Compa-
Ola de Seguros San Rafael, C. por A., que ello es así por-
que la persona civilmente responsable, señor Luis Rivera
no fué puesto en causa por la parte civil, ni citado por el
Ministerio Público para la audiencia de fecha 18 de fe-
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brero de 1975, celebrada por la Tercera Cámara Penal
Distrito Nacional, en la cual se ccno&ó del fondo de
causa, que por tanto no estando representada legalrec.rt,
en el proceso no procedía su condenación, ni mucho mcnos
la oponibilidad de dicha condenación a la Compañía de
Segures San Rafael, C. por A.; 2do., que se privó a la pz,r„
sona civilmente responsable, señor Luis Rivera, de la opzn
tunidad de defenderse en el primer grado de jurisdicción
ya, que para la audiencia del 18 de febrero de 1975, no fuÉ;
deb'damente emplazado, ni citado, por el Ministerio pú.

ni representado legalmente en dicha audiencia, que
por tanto la sentencia recurrida debe ser casada por los
medies invocados; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que el abogado de les hoy recurrentes, con-
cluyó al fondo ante la Corte a-qua, en representaCón de
los mismos, de la manera siguiente: "Que se declare regu-
lar y vál : da la apelación; Que se descargue al prevenido
por no haber incurrido en falta de la Ley 241; Subsidiaria-
mente: que cn caso de retener alguna falta de la victImar;
que como puede observarse, al no presentar los alegatos
ante la Corte a-qua, con respecto a los irregularidades que
se d:cen cometidas por el Juez de Primer Grado, los me-
dios del presente recurso resultan nuevos en casa:ión y
por tanto inadmisibles;

Cons i derando, que la Corte 	 mediante la pon-
deración de los elementos de juicio, que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, para
fallar como lo hizo, dió por estableo'do: a) que el 13 de
octubre de 1974, en horas de la mañana, mientras el carro
placa No. 84557, .conducido por Manuel N. Regalado Ra•
mos, propiedad de la Cooperativa de Dueños de Carros
Viejos, Inc., (Aducavitu), as'gnado a Manuel de Je:ús Al-
varez, asegurado con Póliza No. 0813521, con la San Ra-
fael, C. por A.; transitaba de Norte a Sur por la calle SeY-
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casi esquina Marcos Ruiz, de esta ciudad, atropelló a
.ufredo Castillo Payano, qu'en caminaba por la ruenc'o-

da vía, ocasionándole heridas curables después de 45
y antes de 80 días; b) que el accidente se delió a la 'mpru-

'a y falta de precaución de Manuel N. Regalado Ra-
, por conducir su vehículo a una velocidad que no le

permitió detenerlo para evitar el mismo;

Considerando, que los hechos así estatle:¿dos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
ber'das involuntarias ocasionados con el manejo o conduc-
ción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la ley 241 de 1987, sobre Tránsito y Vehículos y sancio-
nado por esa misma disposic:ón legal en su letra e), con
las penas de seis messe a dos años de prisión y multa de
RDS100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o la imposib  Ii-
dad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare ven-
te días o más, como sucedí  en la especie; que al conde-

al'prevenido a tres meses de prisión y al pago de una
lta de RDS200.00, acogiendo circunstanc'as atenuantes,
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-citta d:ó por
blecido, que el hecho del prevenido, ocao'onó a Alfre-

o Castillo Payano, constituído nn parte civ'l, dañas ma-
teriales y morales cuyo monto evaluó en la suma de RD
81,000.00; que al condenar a la Asocia:ión de Dueños de
Carros Viejos Inc. y/o Luis Rivera, al pago de dicha suma

,como tamb'én al de los intereses legales de la misma
ir de la demanda, a título de indernnizac ón comple-

tarla, la Corte a-qua hizo una correcta aplicac:en del
culo 1384 del Código Civil y al 1 y 10 de la ley 4117,
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehisulos de Motor,
derarar coonibles dichas condenaciones a la San Ra-

fael, C. por A..;

Consi derando, que examinada en sus demás aspectos,
cuanto concierne al interés del prevenido, la sente.-sc:a
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brero de 1975, celebrada por la Tercera Cámara Penal
$.1r

Distrito Nacional, en la cual se conoció del fondo de
causa, que por tanto no estando representad q legalmea,,
en el proceso no procedía su condenación, ni mucho menos
la oponibilidad de dicha condenación a la Compañía de
Szgurcs San Rafael, C. por A.; 2do., que se privó a la ptt_
scna civilmente responsable, señor Luis Rivera, de la opor -
tunidad de defenderse en 	 primer grado de jurisdicción
ya, que para la audiencia del 18 de febrero de 1975, no fu¿
deb'damente emplazado, ni citado, por el Ministerio pú-
blico, ni representado legalmente en dicha audiencia, que
por tanto la sentencia recurrida debe ser casada por los
medies invocados; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de maniflesto, que el abogado de los hoy recurrentes, con-
cluyó al fondo ante la Corte a-qua, en representación de
los mismos, de la manera siguiente: "Que se declare regu-
lar y vál i da la apelación; Que se descargue al prevenido
por no haber incurrido en falta de la Ley 241; Subsidiaria-
mente: que en caso de retener alguna falta de la victImar;
que como puede cbservarse, al no presentar los alegatos
ante la Corte a-qua, con respecto a los irregularidades que
se dicen cometidas por el Juez de Primer Grado, los m•
dios del presente recurso resultan nuevos en casatión y
por tanto inadmisibles;

Cons'derando, que la Corte a-qua, mediante la po
deración de los elementos de juicio, que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa. Para
fallar como lo hizo, di3 por establece do: a) que el 13 de
octubre de 1974, en horas de la mañana, mientras el carro
placa No. 84557, conducido por Manuel N. Regalado Ra-
mos, propiedad de la Cooperativa de Dueños de Carros
Viejcs, Inc., (Aducavitu), as i gnado a Manuel de Je:ús Al-
varez, asegurado con Póliza No. 0613521, con la San Ra-
fael, C. por A.; transitaba de Norte a Sur por la calle Se7-

. 1asi esquina Marcos Ruiz, de esta ciudad, atropelló a
, ...:edo Castillo Payano, qu'en caminaba por la menc.o-

-da vía, ocasionándole heridas curables después de 45
t

,
tes de 60 días; b) que el accidente se detió a la 'mpru-
'a y falta de precaución de Manuel N. Regalado Ra-

'oor conducir su vehículo a una velocidad que no le
permitió detenerlo para evitar el mismo,

Considerando, que los hechos así establooldos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas involuntarias ocasionados con el manejo o conduc-
ción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49

ley 241 de 1937, sobre Tránsito y Vehículos y sancio-ligao por esa misma disposición legal en su letra c), con
as penas de seis mcsse a dos años de prisión y multa de
RD$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o la imposib li-
dad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare ve n-
te días o más, como sucedió en la especie; que al conde-
nar al'prevenido a tres meses de prisión y al pago de una
multa de RD$200.00, accgiendo circunstanc'as atenuantes,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido, que el hecho del prevenido, oca cionó a Alfre-

* Swastillo Payano, constituido nn parte civi, daños ma-
ales y moralcs cuyo monto evaluó en la suma de RD

.1,000.00; que al condenar a la Asociación de Dueños de .
arras Viejos Inc. y/o Luis Rivera, al pago de dicha suma

as í corno tambjén al de los intereses legales de la misma
partir de la demanda, a título de indemnizac ón comple-

/	 taria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicar-:en del
"culo 1384 del Código Civil y al 1 y 10 de la ley 4117,

de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor.
al declarar eponibles dichas condenaciones a la San Ra-
fael, e. por A.;

Cons'derando, que examinada en sus demás aspsetos,
cuanto concierne al interés del prevenido, la sente.lola
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110impugnada, no contiene vicio alguno que justifique suay.a.
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien,
te á Alfrcdo Castillo Payano, en los recursos de casación
interpuestos por Manuel N. Regalado Ramos, la Asocia.
ción de Dueños de Carros Viejos Inc., (Aducavitu) y/o
Rivera y la Compañía San Rafael, C. por A., contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 12 de
julio de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Domin.
go, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior de:
presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recur-
sos; Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; Cuarto: Condena a la Aso:iación de Dueños de
Carros Viejos Inc. (Aducavitu) y/o Luis Rivera, al pago
de las costas civiles, y ordena su distracción en provecho
de los Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro Antonio
Rodríguez Acosta, abogados del interviniente, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad y las declara opo-
nibles a la Compañía San Rafael, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados
fué firmada, leída y publicada por rní, Secretario Gcneral,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..
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"SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de abril de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Franklyn Emilio Plá Sicron y la Unión de Seguros,
C. por A.

Arrogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente: Juana Tibrey o Ana Plysper.
Ai ogades: Dr. Plutarco Montes de Oca y el Dr. Rafael Leonel

Báez Aguilar.

D'os, Patria y Libertzd,
República Dominicana.

En Nombre dela República, la Suprema Corte de Jus-
,: ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-

: valdo Perclomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secre-

, tar:o General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distr : to Nacional,

' hoy día 7 de noviembrede 1980, años 137' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recuhsos de casación interpuestos por Fran-
klyn Emilio Plá S i eron, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en la calle Alberto Peguero Vásquez No. 17, de esta
ciudad, y la Unión de Seguros, C. por A., con domicilio so-
cial en la avenida 27 de Febrero No. 263, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
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impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su e..
saeión;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniez.
te 1). Alfredo Castillo Payano, en los recursos de casación
interpuestos por Manuel N. Regalado Ramos, la Asocia.
ción de Dueños de Carros Viejos Inc., (Aducavitu) y/o
Rivera y la Compañía San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 12 de
julio de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Dondn.
go, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recur.
sos; Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas
penales; Cuarto: Condena a la AsoziacIón de Dueños de
Carros Viejos Inc. (Aducavitu) y/o Luis Rivera, al pago
de las costas civiles, y ordena su distracción en provecho
de los Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro Antonio
Rodríguez Acosta, abogados del interviniente, quienes afts•
man haberlas avanzado en su totalidad y las declara opo-
nibles a la Compañía San Rafael, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados Y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..

ir
; SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1980

k 

Sentenc ia impugnada. Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de abril de 1979.

1latt ria: Correccional.

Recurrentes: Franklyn Emilio Plá Sicron y la Unión de Seguros,
C. por A.

Atogado: Dr. Bolivar Soto Montás.

btervinicute: Juana Tibrey o Ana Plysper.
Ahogados: Dr. Plutarco Montes de Oca y el Dr. Rafael Leonel

Báez Aguilar.

D'os, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre dala República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consffluída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y

"Lconte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secre-
,tard:o General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en

,' la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
- . hoy día 7 de noviembrede 1980, años 137' de la Indepen-

dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recuhsos de casación interpuestos por Fran-
klyn Emilio Plá S i eron, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en la calle Alberto Peguero Vásquez No. 17, de esta
ciudad, y la Unión de Seguros, C. por A., con domicilio so-
cial en la avenida 27 de Febrero No. 263, de esta ciudad.
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
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les, por la Corte de Apelación de Santo Domingo el 19 de
abril de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;	 •

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Plutarco Montes de Oca, por sí y por elDr. Rafael Leonel Báez Aguiar, abogados de la intervinien-
te, Juana Tibrey o Ana Plysper, dominicana, mayor de
edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen.:
de la República;

V:sta el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 31 de mayo de 1979, e
requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, actuando en
representación de los recurrentes, en la que no se prop,c
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado el Dr. Bolívar Soto Montás en el que se proponen,
los medios de casación que luego se enuncian;

Visto el escrito de la interviniente del 18 de agoSto
1980, suscrito por el Dr. Rafael Leonel Báez Aguiar;

La Suprema Corte da Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 195 del Código de ProcedV
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
saeón;

Considerando, que en la sentenc:a impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad
el 28 de enero de 1980, en que resultaron dos personas con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 9 de oc-
tubre de 1978, una sentencia cuyo dispos i tivo aparece en el
de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos inter-

------
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
dos, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:

Admite como regular y válido en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr. Néstor
Díaz. Fdez., en fecha 13 de octubre de 1978, a nombre y
representación del prevenido Franklin E. Plá Sieron, y la
(a. Unión de Seguros. C. por A., y b) por el Dr. Plutarco
,•,2ntes de Oca, en fecha 16 de octubre de 1978, a nombre

y representación de la Sra. Juana Tibrey, parte civil cons-
titulda. contra sentencia de fecha 9 de octubre de 1978, clic-,	 .

da por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Ira. 1ns-

tIicia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
la: Primero: Se declara al nombrado FrankFn E. Sieron,

pable de violar la Ley 241, en perjuicio de Ana Plysper.
iy en consecuencia se condena al pago de una multa de
Sesenta pesos oro (RDS60.00) y costas, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena
5 válida la constitución en parte civil intentada por Juana
Tibrey, en contra de Franklin Emilio Plá S ; eron, por ha-
berla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en con-

.secuencia se condena a Franklin Emilio Plá Sieron, al pa-
' go de una indemnización de Cuatro Mil pesos oro (RDS4,-
000.00), como fusta reparación por los daños morales y ma-
teriales ocas ; onádole a dicha parte civil con el mencionado
accidente, más al pago de los intereses legales de la suma
acordada a título de indemnización complementara y a par-

. tir de la fecha da la demanda en justicia así como al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas, en pro-
vecho del Dr. Rafael Leonel Báez Aguilar, quien afirma

;:vhaberlas avanzado en su mayor parte; Tercero: Se declara
; que la presente sentencia, le sea común y oponible a la
('Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad
k aseguradora del vehículo que ocasionó el susodicho acci-

dente; Cuarto: Se rechazan las conclusiones del abogado
de la defensa y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
yor improcedente y mal fundáda; por haber sido dichos
recursos interpuestos conforme a la ley; SEGUNDO: Con-
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les, por la Corte de Apelación de Santo Domingo	 19
abril de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Plutarco Montes de Oca, por sí y por
Dr. Rafael Leonel Báez Aguiar, abogados de la intervinien-
te, Juana Tibrey o Ana Plysper, dominicana, mayor de
edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada 

eitesta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener
de la República;

ViSla el acta de los recursos de casación levantada
la Secretaria de la Corte a-qua, el 31 de mayo de 1979, a
requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, actuando en
representación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Vistó el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado el Dr. Bolívar Soto Montás en el que se proponen;
los medios de casación que luego se enuncian;

Visto el escrito de la interviniente del 18 de agosto d
1980, suscr:to por el Dr. Rafael Leonel Báez Aguiar;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentenc:a impugnada y los:
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad
el 28 de enero de 1980, en que resultaron dos personas con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 9 de oc-
tubre de 1978, una sentencia cuyo dispositivo aparece en el
de la ahora 'impugnada; b) que sobre los recursos inter

icstos intervino la sentencia ahora impugnada en
cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:

como regular y válido en cuanto a la forma, los
.,)cursos de apelación interpuestos: a) por el Dr. Néstor

Díaz,  Fdez., en fecha 13 de octubre de 1978, a nombre y
presentación del prevenido Franklin E. Plá Sieron, y la
ta. Unión de Seguros, C. por A., y b) por el Dr. Plutarco

de Oca, en fecha 16 de octubre de 1978, a nombre
y representación de la Sra. Juana Tibrey, parte civil cons-
zY.uída, contra sentencia de fecha 9 de octubre de 1978, dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de lra. Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:

ella: Primero: Se declara al nombrado Franklin E. Sieron,
pablc de violar la Ley 241, en perjuicio de Ana Plysper,'

y en consecuencia se condena al pago de una multa de
Sesenta pesos oro (RD$60.00) y costas, acog'endo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena
y válida la constitución en parte civil intentada por Juana
Tibrey, en contra de Franklin Emilio Plá Sieron, por ha-
berla hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en con-
secuencia se condena a Franklin Emilio Plá Sieron, al pa-
go de una indemnización de Cuatro Mil pesos oro (RDS4.-
000 00), como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales ocas ; onádole a dicha parte civil con el mencionado
accidente, más al pago de los intereses legales de la suma
acordada a título de indemnización complementara y a par-
tir de la fecha d2 la demanda en justicia así como al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas, en pro-

lbcho del Dr. Rafael Leonel Báez Aguilar, quien afirma
,haberlas avanzado en su mayor parte; Tercero: Se declara
que la presente sentencia, le sea común y oponible a la
Complñía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el susodicho acci-
dente; Cuarto: Se rechazan las conclusiones del abogado
de la defensa y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
por improcedente y mal fundada'; por haber sido dichos
recursos interpuestos conforme a la ley; SEGUNDO: Con-
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firma en todas sus partes la sentencia recurrida; TERcE.
RO: Condena a Franklin E. Plá Sieron, en su doble cal idadde prevenido y persona civilmente responsable al pago de
las costas penales y civiles de la alzada, con distracción de
las civiles, en provecho del Dr. Plutarco Montes de Oca
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO;
Declara la presente sentencia, oponible a la Cía. Unión de
Seguros, C. per A., de conformidad con lo dispuesto por el
Art. 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de ve-
hículo de motor";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentenc ia impugnada, los s .guientes medios de casación:
Falta de motivos, falta de base legal y desnaturalización
de los hechos; .

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios. alegan en síntesis, que la sentencia impugnada
carece en absoluto de motivos y de fundamentos jurídicos
que justifiquen su dispositivo; que la Corte a-qua desnatu-
ralizó los hechos al declarar culpable al preven:do Franklin

11

	

	 E. PM S'eren. sin tomar en consideración que el accidente'll
'i	

se debió a la falta única y exclusiva de Juana Tibrey, cons-
s'	 tituida en parte cicil; que así mismo, la sentencia impug-

nada carece de base legal, al señalar únicamente que se
violó la ley 241, sin indicar el texto o los textos violados:
por todo lo cual la sentencia impugnada debe ser casad-:

Cons i derando, que el artículo 141 del Código de : --
ccdimiento Civil se expresa como sigue: "La redacción.

í i$jl

	

	
las sentencias contendrá los nombres de los jueces, del fis-
cal y de los abogados; los nombres, profesiones y domicii-
lios de las partes; sus conclus:ones, la exposición sumaria
de los puntos de hecho y de derecho, los fundamentos y eldispositivo";

Considerando, que tal como lo alegan los recurren.:,
la sentencia impugnada carec en absoluto de motivos que
justifiquen su dispositivo y a su vez la decisión del Juez

de primer grado, que fue confirmada, carece así mismo de
motivos suficientes y de una exposició n de hechos, que per-

inita determinar si en el caso la ley ha sido bien o mal
aplicada, por lo que procede casar la sentencia impugnada,
por los vicios y violaciones denunciados, sin que sea nece-
sario ponderar si hubo o no desnaturalizac ión de los he-

ches:
Considerando, que cuando se casa una sentencia por

falta de motivos y de base legal, las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Juana Tibrey o Ana Plysper en los recursos de casación
interpuestos por Franklin Emilio Plá Sieron y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, el 19 de abril de 1979, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto por ante
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mis-
mas atribuciones; Tercero: Compensa las costas entre las
partes.

(Firmados): Néstor Contín Áybar.— Francisco Elpid'o
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-

' jas Almánzar.— Felpe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pubrcada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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firma en todas sus partes la sentencia recurrida; TEttel.RO: Condena a Franklin E. Plá Sieron, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable al pago delas costas penales y civiles de la alzada, con d istracc'en de
las civiles, en provecho del Dr. Plutarco Montes de Oca
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Declara la presente sentencia, oponible a la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., de conformidad con lo dispuesto por el
Art. 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de ve-
hículo de motor";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentenc i a impugnada, los s'guientes medios de casación:
Falta de motivos, falta de base legal y desnaturalización
de los hechos;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios, alegan en síntesis, que la sentencia impugnada
carece en absoluto de motivos y de fundamentos jurídicos
que justifiquen su dispositivo; que la Corte a-qua desnatu-
ralizó los hechos al declarar culpable al prevenido Franklin
E. Plá S'eron. sin tomar en consideración que el accidente
se debió a la falta única y exclusiva de Juana Tibrey, cons-
tituida en parte cicil; que así mismo, la sentencia impug-
nada carece de base legal, al señalar únicamente que se
violó la ley 241, s:n indicar el texto o los textos violados;
por todo lo cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Cons iderando, que el artículo 141 del Código de Prot
cedimiento Civil se expresa corno sigue: "La redacción de
las sentencias contendrá los nombres de los jueces, del fir
cal y de los abogados; los nombres, profesiones y domicii-
lios de las partes; sus conclus:ones, la exposición sumaria
de los puntos de hecho y de derecho, los fundamentos y eldispositivo";

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes,
la sentencia impugnada caree en absoluto de motivos que
justifiquen su dispositivo y a su vez la decisión del Juez

de primer grado, que fue confirmada, carece así mismo de
motivos suficientes y de una exposición de hechos, que per-

. mita determinar si en el caso la ley ha sido bien o mal
splicada, por lo que procede casar la sentencia impugnada,

1.
,. por los vicios y violaciones denunciados, sin que sea nece-

b .  sano ponderar si hubo o no desnaturalizac ión de los he-

ches:
Cons:derando, que cuando se casa una sentencia por

falta de motivos y de base legal, las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Juana Tibrey o Ana Plysper en los recursos de casación
interpuestos por Franklin Emilio Plá Sieron y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, el 19 de abril de 1979, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto por ante
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mis-
mas atribuciones; Tercero: Compensa las costas entre las
partes.

(Firmados): Néstor Contín Áybar.— Francisco Elpid'o
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felpe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publ i cada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal , Kb.
fecha 16 de enero de 1979.

.Materia: Correccional.

Itzeurrentes: Joré Altagracia Lebrón, Sergio R. Melo S., y Seg
ros América, C. por A.

Ahogado: Dr. Pedro María Pérez Rosso.

Interviniente: Dr. Carlos Manuel Pefla Lara.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, as:stidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac'o-
nal. hoy día 7 del mes de Noviembre del año 1980, años 137' L
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Altagracia Lebrón, residente en la calle
Las Carreras No. 96, de la ciudad de Azua, dominicano,
mayor de edad, casado, chofer, cédula No. 4867, serie 10;
Sergio Melo Sánchez, residente en la calle "27 de Febrero"
No. 56 de San Juan de la Maguana, y la Compañía de Se-

4ros América; C. por A., con su asiento social en la 5ta.
: tanta del Edificio La Cumbre, de esta Capital, contra la

ntencia dictada el 16 de enero de 1979, en sus atribucio-
- ( . 5 correc&onales, por la Corte de Apelación de San Cris-

tóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante;

1 	 Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
E :

'	 Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pedro
María Pérez Rosó, por sí y por el Dr. Miguel Tomás Susa-
nc. Berrera, abogados de los recurrentes, cédula No. 6589,
.críe 10 y 11089 serie 12, respectivamente;

Oído al Dr. Luis Randolfo Castillo Mejia, cédula No.
18933, serie 3, abogado del interviniente, en la lectura de
sus conclusiones; interviniente que es Carlos Manuel Peña
Lara, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, residen-
te en esta capital, cédula No. 16832, serie 3;

kOído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
pie la Corte a-qua el 8 de marzo de 1979, a requerimiento

Dr. Pedro María Pérez R., cédula No. 6589. serie 10,
representación de los recurrentes ya nombrados, acta en

la cual no se propone ningún medio determ i nado de
zación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 62 de la Ley No. 241, de
1967. sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y I, 62 y 65 de la Ley sobre

ocedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de

:septiembre de 1975, en la carretera Sánchez (poblado de

41
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 19Ee

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal,
fecha 16 de enero de 1979.

Materia: Correccional.

It rcurrentes: José Altagracia Lebrón, Sergio R. Melo S., y Segu
res América, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro María Pérez Rosso.

Interviniente: Dr. Carlos Manuel Peña Lara.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República D011111/ ica na.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Franc i sco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac'o-
nal, hoy día 7 del mes de Noviembre del año 1980, años 137'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Altagracia Lebrón, residente en la calle
Las Carreras No. 96, de la ciudad de Azua, dominicano,
mayor de edad, casado, chofer, cédula No. 4867, serie 10; • .
Sergio Melo Sánchez, residente en la calle "27 de Febrero"' ,
No. 56 de San Juan de la Maguana, y la Compañía de Se- '

.	 .

moros América, C. por A., con su asiento social en la 5ta.
planta del Edificio La Cumbre, de esta Capital, contra la
sentencia dictada el 16 de enero de 1979, en sus atribucio-
nes correcc'onales, por la Corte de Apelación de San Cris-

cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oido en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pedro
ría Pérez Rosó, por sí y por el Dr. Miguel Tomás Susa-
' Herrera, abogados de los recurrentes, cédula No. 6589,
le 10 y 11089 serie 12, respectivamente;

Oído al Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, cédula No.
33, serie 3, abogado del interviniente, en la lectura de
conclusiones; interviniente que es Carlos Manuel Peña

ra, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, residen-
te en esta capital, cédula No. 16832, serie 3;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
la Corte a-qua el 8 de marzo de 1979, a requerimiento

1 Dr. Pedro María Pérez R., cédula No. 6589. serie 10,
representación de los recurrentes ya nombrados, acta en
cual no se propone ningún medio determ i nado de ca-

ación:

La Suprema Corte de Justicia. después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 62 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehiculos; 1383 y 1384 del Código
C:vil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de
septiembre de 1975, en la carretera Sánchez (poblado de
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Arroyo Salado) en el cual varias personas resultaron con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Azua d'etó el 16 de junio de 1978, en
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo disp
tivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre las apelaciones Interpuestas, intet4
vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de apelación interpuestos por el doc-
tor Pedro María Pérez R., por sí y por el Dr. Tomás Susaña;
por el doctor Carlos Peña Lara, actuando ést e a nombre
y representación de los doctores Luis R. Castillo Mejía y
Radhamés B. Maldonado, abogados constituidos por las par
tes civiles y por el doctor LU:s R. Castillo Mejía a nombre
del doctor Radhamés B. Maldonado, abogados constituidos
por las partes civiles y por el doctor Luis R. Castillo Mejía
a nombre de 1 doctor Radhamés B. Maldonado, actuando
éste a nombre del co-prevenido Ignacio García Jiménez,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 16 del mes
de jun . o del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Que debe declarar y declara a los nombrados
José Altagracia Lebrón e Ignacio García Jiménez, de gene-
rales anotadas en el expediente, culpables del delito de vio-
lación a la Ley No. 241 (golpes y heridas involuntarios en
agravio de los señores Loreto Bienvenido Suero, Carmen o
Iris Francisca Ramírez de Peña y Carlos Manuel Peña La-
ra); y en consecuencia se condena a ambos co-prevenidos
al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00) cada
uno, acog'endo en su provecho el beneficio de circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Que debe declarar y declara re-
gular y válida en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha por los señores Loreto Bienvenido Suero
Guerrero e Iris Francisca Ramírez de Peña, por haber sido
realizadas dichas constituciones en parte civil de acuerdo
con la Ley. En consecuencia, condena solidariamente a Ser-
gio R. Melo S., y José Altagracia Lebrón, así como a la

...pañía de Seguros América, C. por A., por ser ésta la
dad aseguradora del vehículo que conducía José

Lebrón, al pago de las siguientes indemnizaciones:
e) la suma de dos	 quinientos pesos oro (RDS2,500.00)
en favor del señor Loreto Bienvenido Suero Guerrero, por
los daños y perjuicios de todo género experimentados por
él, con motivo del accidente de que se trata; b) la suma de
tres mil oesos oro (RD$3,000.00) en favor de la señora Car
aten o Iris Francisca Ramírez de Peña, por los daños y per-
juicios sufridos por ella con motivo de la ocurrencia del
accidente, apreciados dichos daños y perju ; cios en su justo
valor y consecuencias en la ín'tma convicción del Juez, ya
oue los informes periciales suministrados por los dos facul-
tativos comisionados por este Tribunal, difieren uno del
otro; Tercero: Que debe declarar y declara buena y vál'da
en cuanto a la forma, y justa en el fondo, la constitución
m parte civil hecha por el Dr. Carlos Manuel Peña Lara,
por mecl i ac . ón de su abolido constituido Dr. Luis Randolfo
Castillo Mejía, por haber sido incoada de acuerdo con la

y; En consecuencia, se condena al Señor Sergio Ramón
o S., en su calidad de propietario del vehículo condu-
por José Altagracia Lebrón, a pagar a d'eha parte ci-

constituída la suma de un mil ochocientos pesos oro
$1,800.00), como justa reparación por los daños mora-

' y materiales experimentados por la misma en ocasión
accidente de que se trata. en la siguiente proporción:
las lesiones sufridas por el Dr. Carlos Manuel Peña

a, curables antes de los diez días, Tresc'entos Pesos Oro
$300.00); por la pérdida del feto de parte de su esposa

Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peña, un mil quinien-
tos pesos oro (RD$1,500.00); CUARTO: Que debe condenar
Y condena a los co-prevenidos José Altagracia Lebrón e Ig-
nacio García Jiménez, al pago solidario de las costas pena-
les ; QUINTO: Que debe condenar y condena a José Alta-
gracia Lebrón y Sergio Ramón Melo 5.. al pago solidario
de las costas civiles del procedimiento, con distracción de
/.''S mismas en provecho de los abogados doctores Radha-



2403BOLETIN JUDICIA L.

Arroyo Salado) en el cual varias personas resultaron een
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Judicial de Azua d'etó el 16 de junio de 1978, en'
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo disposi.
tivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora
pugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, inter
vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de apelación interpuestos por el doe-
tor Pedro Maria Pérez R., por sí y por el Dr. Tomás Susariá;
por el doctor Carlos Peña Lara, actuando ést e a nombre
y representación de los doctores Luis R. Castillo Mejía y
Radhamés B. Maldonado, abogados constituidos por las par-
tes civiles y por el doctor Luis R. Castillo Mejía a nombre
del doctor Radhamés B. Maldonado, abogados constituidos
por las partes civiles y por el doctor Luis R. Castillo Mejía
a nombre de 1 doctor Radhamés B. Maldonado, actuando
éste a nombre del co-prevenido Ignacio García Jiménez,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 16 del mes
de jun'o del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Que debe declarar y declara a los nombrados
José Altagracia Lebrón e Ignacio García Jiménez, de gene-
rales anotadas en el expediente, culpables del delito de vio-
lación a la Ley No. 241 (golpes y heridas involuntarios en
nravio de los señores Loreto Bienvenido Suero, Carmen o
Iris Francisca Ramírez de Peña y Carlos Manuel Peña La-
ra); y en consecuencia se condena a ambos co-prevenidos
al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00) cada
uno, acog .endo en su provecho el beneficio de circunst:!,
cias atenuantes; Segundo: Que debe declarar y declara
guiar y válida en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha por los señores Loreto Bienvenido Suero
Guerrero e Iris Francisca Ramírez de Peña, por haber sido
realizadas dichas constituciones en parte civil de acuerdo
con la Ley. En consecuencia, condena solidariamente a E
gio R. Melo S., y José Altagracia Lebrón, así corno a la

pañía de Seguros América, C. por A., por ser ésta la
ad aseguradora del vehículo que conducía José Alta-

gracia Lebrón, al pago de las siguientes indemnizaciones:
a) la suma de dos m i l quinientos pesos oro (RDS2,500.00)

en favor del señor Loreto Bienvenido Suero Guerrero, por
jas daños y perjuicios de todo género exper:mentados por

• n motivo del accidente de que se trata; b) la suma de
nil pesos oro (RD$3.000.00) en favor de la señora Car-

reen o Iris Francisca Ramírez de Peña, por los daños y per-
juicios sufridos por ella con motivo de la ocurrencia del
accidente, apreciados dichos daños y perjuicios en su justo
valor y consecuencias en la íntima convicción del Juez, ya
que los informes periciáles suministrados por los dos facul-
tatiVos comisionados por este Tribunal, difieren uno del
otro; Tercero: Que debe declarar y declara buena y válida
en cuanto a la forma, y justa en el fondo, la constitución
m parte civil hecha por el Dr. Carlos Manuel Peña Lara,

r med ; a&ón de su abogado constituido Dr. Luis Randolfo
illo Mejía, por haber sido incoada de acuerdo con la
; En consecuencia, se condena al Señor Sergio Ramón
o S., en su calidad de propietario del vehículo condu-
por José Altagracia Lebrón, a pagar a d i cha parte ci-.

.constituída la suma de un mil ochocientos pesos oro
$1,800.00), como justa reparación por los daños mora-
y materiales experimentados por la misma en ocas4ón
accidente de que se trata, en la siguiente proporción:
las lesiones sufridas por el Dr. Carlos Manuel Peña

a, curables antes de los diez días, Trcsc'entos Pesos Oro
DS300.00); por la pérdida del feto de parte de su esposa

Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peña, un mil quinien-
tos pesos oro (RD$l,500.00); CUARTO: Que debe condenar

condena a los co-prevenidos José Altagracia Lebrón e
García Jiménez, al pago solidario de las costas pena-

QUINTO: Que debe condenar y condena a José Alta-
ia Lebrón y Sergio Ramón Melo S.. al pago solidario

las costas civiles del procedimiento. con distracción de
mismas en provecho de los abogados doctores Radha-
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f
més Bolívar Maldonado y Luis Randolfo Castillo Mejía
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad y de su
prop:o peculio; SEXTO: Que debe declarar y declara ja,
presente sentencia, común, oponible y ejecutoria a la
pañía de Seguros América, C. por A., en su condición de
entidad aseguradora del vehículo que al momento del acci-
dente conducía el nombrado José Altagracia Lebrón"; por
haberlos intentada en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que los preveni.
dos José Altagracia Lebrón e Ignacio García Jiménez, son
culpables del delito de golpes y heridas ocasionados invo-
lunlariamente en perjuicio de los señores Loreto Bienv
nido Suero, Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peii:
Carlos Manuel Peña Lara, curables dichas lesiones, desp fl._ , • •de tre i nta días, respecto de Loreto Bienvenido Suero y
tes de diez, respecto de Carmen o Iris Francisca Ramírez
Peña y de Carlos Manuel Peña Lara, en consecuencia,
dena a ambos prevenidos a pagar una multa de Veinte
sos oro (RDS20.00), acogiendo en su favor circurstan
atenuantes; TERCERO: Declara regular y admite la con
tución en pr.rte civil hecha por los mencionados agravia
y condena conjuntamente a Sergio R. Melo S., y José Al
gracia Lebrón, a pagar las cant ;dades siguientes: a) dos
pesos oro (RD$2,000.00) a favor de Loreto Bienvenido S
ro Guerrero; tres mil pesos oro (RDS3.000.00) a favor
Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peña, y un mil a
cientos pesos oro (RD$1,500.00) a favo rdel Dr. Carlos
nuel Peña Lara, todos por concepto de daños morales y
teriales experimentados con melivo del accidente; CU
TO: Condena a los prevenidos al pago solidario de las
tas penales; QUINTO: Condena a Sergio R. Melo 5., y
Altagracia Lebrón, al pago de las costas civiles, con crstra
ción de las mismas, en provecho de los doctores Luis R.
Castillo Mejía y Radhamés Bolívar Maldonadb 
quienes afirmahon haberlas avanzado en su totalidad;
TO: Declara la presente sentencia, oponible a la ComPl

de seguros América, C. por A., por ser la entidad asegura-
ln, del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios: Primer Me-

d io: Violación, por falsa aplicación, del artículo 49 y si-
guientes de la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos;
segundo Medio: Insuficiencia de motivos en un aspecto y

encia de los mismos en otro; falta de base legal y des-
uralización de los hechos de la causa;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio
u memorial los recurrentes exponen y alegan en sínte-
que cuando en el sitio del accidente apareció el carro
lucido por el co-preven:do Ignacio García Jiménez, el
ión conducido por el co-prevenido ahora recurrente Jo-

Altagacia Lebrón, estaba detenido entre su margen de-
ha de oeste a este, pero dejando por delante un espacio
ciente para que por la carretera pasahan otros vehícu-
que eso fue lo declarado por los únicos testigos que

usieren en la causa; que a pesar de lo dicho, la Corte
a no se limitó a condenar al otro co-prevenido García
énez, sino que condenó también al conductor del ca-

n, que no había cometido ninguna falta, por lo que in-
ó en una falsa aplicación del artículo 49 de la Ley No.

241. sobre Tránsito y Vehículo; pero,

Considerando, que no está sujeta al control de la ca-
ón la aprec i ación que hacen los Jueces de fondo de los
hos de las causas, a menos de que para llegar a esa apre-
ción, distorsionen los documentos o declaraciones; que

apreciar las declaraciones de los testigos y otros decla-
es los Jueces de fondo pueden tener en cuenta su ma-
o menor sincesidad y verosimilitud y en materia de ac-

entes de tránsito los resultados de los mismos después
e ocurren; que al declarar la falta común de los dos pre-
nidos, en virtud de lo que acaba de exponerse acerca del

poder de apreciación de los Jueces del fondo, el medio que
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més Bolívar Maldonado y Luis Randolfo Castillo Mejía
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad y de au.
prop:o peculio; SEXTO: Que debe declarar y declara la
presente sentencia, común, oponible y ejecutoria a la corr,
pariía de Seguros América, C. por A., en su condición da
entidad aseguradora del vehículo que al momento del acci.
dente conducía el nombrado José Altagracia Lebrón"; por
haberlos intentada en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Declara que los preveni•
dos José Altagracia Lebrón e Ignacio García Jiménez, sop
culpables del delito de golpes y heridas ocasionados in
luntariamente en perjuicio de los señores Loreto Bien
nido Suero, Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peña
Carlos Manuel Peña Lara, curables dichas lesiones, des
de treinta días. respecto de Loreto Bienvenido Suero y
tes de diez, respecto de Carmen o Iris Francisca Ramírez
Peña y de Carlos Manuel Peña Lara, en consecuencia,
dena a ambos prevenidos a pagar una multa de VeCnte
sus oro (RD$20.00), acogiendo en su favor circunstan
atenuantes; TERCERO: Declara regular y admite la con
tución en pr,rte civil hecha por los mencionados agravia
y condena conjuntamente a Sergio II. Melo S., y José Al
gracia Lebrón, a pagar las cantidades siguientes: a) dos
pesos oro (RD$2,000.00) a favor de Loreto Bienven i do S
ro Guerrero; tres mil pesos oro (RDS3.000.00) a favor
Carmen o Iris Francisca Ramírez de Peña, y un mil arl
rientos pesos oro (RD$1,500.00) a favo rdel Dr. Carlos
nuel Peña Lara, todos por concepto de daños morales y
teriales experimentados con melivo del accidente; CU
TO: Condena a los prevenidos al pago solidario de las c
tas penales; QUINTO: Condena a Sergio R. Melo S., y J
Altagracia Lebrón, al pago de las costas civiles, con crstra
c ión de las mismas, en provecho de los doctores Luis R.
Castillo Mejía y Radhamés Bolívar Maldonado Pira'
quienes afirmahon haberlas avanzado en su totalidad;
TO: Declara la presente sentencia, oponible a la

de seguros América, C. por A., por ser la entidad asegura-
dora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios: Primer Me-

Violación, por falsa aplicación, del artículo 49 y si-
guientes de la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos;
segundo Medio: Insuficiencia de motivos en un aspecto y

de los mismos en otro; falta de base legal y des-
n uralización de los hechos de la causa;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio
de su memorial los recurrentes exponen y alegan en sínte-

que cuando en el sitio del accidente apareció el carro
ducido por el co-prevenido Ignacio García Jiménez, el
hin conducido por el co-prevenido ahora recurrente Jo-

H.
Altagacia Lebrón, estaba detenido entre su margen de-

recha de oeste a este, paro dejando por delante un espacio
para que por la carretera pasahan otros vehicu-

ics; que eso fue lo declarado por los únicos testigos que
sieren en la causa; que a pesar de lo dicho, la Corte

no se limitó a condenar al otro co-prevenido García
énez, sino que condenó también al conductor del ca-
n, que no había cometido ninguna falta, por lo que in-
ió en una falsa aplicación del artículo 49 de la Ley No.

241. sobre Tránsito y Vehículo; pero,

Considerando, que no está sujeta al control de la ca-
sación la aprec i ación que hacen los Jueces de fondo de los

•Iliechos de las causas, a menos de que para llegar a esa apre-
distorsionen los documentos o declaraciones; que

para apreciar las declaraciones de los testigos y otros decla-
ra,	 los Jueces de fondo pueden tener en cuenta su ma-
yor o menor sincesidad y verosimilitud y en materia de ac-
tkntes de tránsito los resultados de los mismos después
qúe ocurren; que al declarar la falta común de los dos pre-
.venidos, en virtud de lo que acaba de exponerse acerca del
Poder de apreciación de los Jueces del fondo, el medio que
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acaba deexaminarse carece de fundamento y debe st,
sestimado;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes sostienen en síntesis que le
sentencia impugnada adolece de insuficiencia de motivos
y ausenc'a de los mismos en otro aspecto; que carece de
base legal y desnaturaliza !os hechos de la causa; pero,

ConS:derando, que por lo expuesto al ponderarse el pri-
mer medio, desestimado, así como por lo que se dirá más
adelante, el segundo medio carece también de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que para declarar culpable al co-preve-
nido José Altagracia Lebrón y fallar como lo ha hecho, la
Corte a-qua dio por establecido, en bate a los elementos de
juicio que fueron administrados en la instrucción de la
causa, (que abarcó en el caso ocurrente una inspecc'ón de
los Jueces al lugar del accidente): a) que el 29 de septiem-
bre de 1975, mientras el camión placa No. 526-529, propie-
dad de Sergio Melo Sánchez, con póliza vigente de la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., conducido por ,Insé
Altagracia Lebrón, y el carro placa pública No. 216-444,
prop'edad de Severiano Alcántara, transitaban de Oeste a
Este por la Carretera Sánchez, poblado de Arroyo Salado,
se produjo un choque entre dichos vehículos, resultando le-
sionados en el accidente Carlos Manuel Peña Lara, con trau-
matismos en la rodilla izquierda y rasguños en él tensor

, superior del brazo izquierdo; Carmen Ramírez de Peña,
con traumatismos ligeros en la rodilla izquierda y porción
superoMterna de la pierna izquierda y, Wenveniclo Suero,
con lesiones menores; b) que el accidente se produjo en la
siguiente forma: al llegar a Arroyo Salado el camión con-
ducido por José Altagracia Lebrón, que transitaba por el
carril de su derecha, redujo su marcha virando un poco 1-1
su izquierda y se detuvo; que en ese momento, el carro con-
ducido por Ignacio García Jiménez que transitaba detrás
del camión chocó con éste, cuando el camión, después de
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haberse detenido por un momento; reinició su marcha, ocu-
pando el espacio de la vía por donde el carro conducido por
Ignacio García Jiménez trataba de rebasarlo;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo de lahora recurrente José Altagracia Lebrón,

delito de causar lesiones involuntariamente a las perso-
con el manejo o la conducción de vehículos de motor,

previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y san-
cionado en la letra c) de dicho artículo con las penas de 6
meses a dos años de prisión, y multa de RD$100.00 a RDS-
500.00 pesos, cuando las lesiones de las víctimas requieran
veinte días o más para la curación, como ocurrió en la es-
pecie. con algunos de los lesionados en el accidente; que
por tanto al imponer al prevenido Lebrón una multa de
RD$20.00, por acoger en su favor circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua estimó que
el hecho del prevenido Lebrón causó a las personas consti-
tuidas en parte civil, que se citan más adelante, daños y
perjuicios que evaluó en RD$2,000.00 respecto de Loreto
Bienvenido Suero: RDS3,000.00 respecto de Carmen o Iris
Francisca Ramírez de Peña y RD$1,500.00 respecto de Car-
los Manuel Peña Lara; que al condenar al mencionado pre-
venido Lebrón y al propietario del vehículo que conducía,
Sergio R. Melo Sánchez, puesto en causa como persona ci-
vilmente responsable del mencionado conductor, la Corte
a-que aplicó correctamente los atículos 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, lo mismo que de los artículos 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos

Motor:

Cons:derando, finalmente, que examinada la sentencia
pugnada en los demás puntos que conciernen al preveni-
que figuran entre los recurrentes, no presenta vicio al-

no que justifique su casación;
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acaba deexaminarse carece de fundamento y debe ser
sestimado;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes sostienen en síntesis que la
sentencia impugnada adolece de insuficiencia de motivos
y ausenc'a de los mismos en otro aspecto; que carece de
base legal y desnaturaliza los hechos de la causa; pero,

Consi derando, que por lo expuesto al ponderarse el pri-
mer medio, desestimado, así como por lo que se dirá más
adelante, el segundo medio carece también de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que para declarar culpable al co-preve-
nido José Altagracia Lebrón y fallar como lo ha hecho, la
Corte a-que dio por establecido, en bate a los elementos de
juicio que fueron administrados en la instrucción de la
causa, (que abarcó en el caso ocurrente una inspecc'ón de
los Jueces al lugar del accidente): a) que el 29 de septiem-
bre de 1975, mientras el camión placa No. 526-529, propie-
dad de Sergio Melo Sánchez, con póliza vigente de la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., conducido per Jese
Altagracia Lebrón, y el carro placa pública No. 216.444,
prop'edad de Severiano Alcántara, transitaban de Oeste a
Este por la Carretera Sánchez, poblado de Arroyo Salado,
se produjo un choque entre dichos vehículos, resultando le-
sionados -en el accidente Carlos Manuel Peña Lara, con trau-
matismos en la rodilla izquierda y rasguños en él tensor
superior del brazo izquierdo; Carmen Ramírez de Peña,
con traumatismos ligeros en la rodilla izquierda y porción
superointerna de la pierna izquierda y, Wenvenido Suero,
con lesiones menores; b) que el accidente se produjo en la
siguiente forma: al llegar a Arroyo Salado el camión con-
ducido por José Altagracia Lebrón, que transitaba por el
carril de su derecha, redujo su marcha virando un poco
su izquierda y se detuvo; que en ese momento, el carro con-
ducido por Ignacio García Jiménez que transitaba detrás
del camión chocó con éste, cuando el camión, después de
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haberse detenido por un momento; reinició su marcha, ocu-
pando el espacio de la vía por donde el carro conducido por
Ignacio García Jiménez trataba de rebasarlo;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ro a cargo de lahora recurrente José Altagracia Lebrón,

delito de causar lesiones involuntariamente a las perso-evi
con el manejo o la conducción de vehículos de motor,

1,, sto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y san-

l
nado en la letra c) de dicho artículo con las penas de 6

meses a dos años de prisión, y multa de RD$100.00 a RDS-
500.00 pesos, cuando las lesiones de las víctimas requieranl 11' inte días o más para la curación, como ocurrió en la es-

r1, cie, con algunos de los lesionados en el accidente; que
por tanto al imponer al prevenido Lebrón una multa de
RDS20.00, por acoger en su favor circunstancias atenuantes,
la Corte rrqua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua estimó que
hecho del prevenido Lebrón causó a las personas consti-
idas en parte civil, que se citan más adelante, daños y

perjuicios que evaluó en RDS2,000.00 respecto de Loreto
Bienvenido Suero; RD$3,000.00 respecto de Carmen o Iris
F-ancisca Ramírez de Peña y RDS1,500.00 respecto de Car-
los Manuel Peña Lara; que al condenar al mencionado pre-
vonido Lebrón y al propietario del vehículo que conducía,
Sergio R. Melo Sánchez, puesto en causa como persona ci-
'Hrrente responsable del mencionado conductor, la Corte
a-qup aplicó correctamente los atículos 1383 y 1384 del Có-

algo Civil, lo mismo que de los artículos 1 y 10 de la Ley
O. 4117 	 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículosdt 11: 

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia
• : ],pugnada en los demás puntos que conciernen al prevení-
do que figuran entre los recurrentes, no presenta vicio al-

no que justif i que su casación;
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Por tales motives: PR !-MERO: AC.mite coma intel
niente a Carlos Manuel Peña Lara, en los recursos de ces
cEón interpuestos por José Altagracia Lebrón, Sergio lt.
Sánchez y la Compañía de Seguros Amér:ca, C. por A., con.
tra la sentencia dictada el 16 do enero de 1979, en sus atri-
buciones cDrreccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, cuyo d i spositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los recursos ya men-
cionados; TERCERO: Condena al prevenido Lebrón al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena al mismo preve-
nido y a Sergio R. Melo Sánchez, al pago de las costas

distraídas éstas en provecho del Dr. Luis R. Castillo
Mejía, abogado del interviniente, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad, y declara oponibles las del ase-
gurado a la entidad de Seguros ya mencionada dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Futnte.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvare
Perclló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldd'
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espallat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y f i rmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1980

4entencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de junio de 1977.

yfateria: Correccional.

securrentes: Hipólito R. Férez, Jaime A. Damirón M., y Comp.
San Rafael, C. por A.

abogado Rubén Rosa Rodríguez.

latervinlentes: Elpidio Cru. z Taveras y compartes.

ANKa dol : Dr. Bienvenido Figuereo Méndez y José Fermin Peña.

Dios, Patria y Libertiv1,
República Dominicana.

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus- 	 n
tieia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
lin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asist'dos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 de noviembre del 1980, años 137'
tdeenclainIndependencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casac i ón, la siguiente sen-

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
r. t • . :,, por Hipólito Rafael Pérez Sarmiento, dominicano
mayor de edad, soltero, mecánico, cédula No. 6854, serie 4,
domiciliado en la calle Marrero Ar'sty No. 104, del Ensan-
che Ozama, de esta ciudad; Ja'rne A. Damirón M., domini-
cano, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 45 de la
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Por tales motivos: PRIMER.0: Admite cerno. intervi.
niente a Carlos Manuel Peña Lara, en los recursos de casa.
ción interpuestos por José Altagracia Lebrón, Sergio Mein
Sánchez y la Compañía de Seguros América, C. por A., con.
tra la sentencia dictada el 16 de enero de 1979, en sus atri.
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, cuyo d'spositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los recursos ya men
cionados; TERCERO: Condena al prevenido Lebrón al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena al mismo preve.
nido y a Sergio 12. Melo Sánchez, al pago de las costas ci-
v'lts, distraídas éstas en provecho del Dr. Luis R. Castillo
Mejía, abogado del interviniente, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad, y declara oponibles las del ase-
gurado a la entidad de Seguros ya mencionada dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Futnte.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rolas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espa'llat.— Leonte
R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y Prmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

. 	'

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de junio de 1977.

yfateria: Correccional.

Recurrentes: Hipólito R. Férez, Jaime A. Damirón M., y Comp.
San Rafael, C. por A.

abogado Rubén Rosa Rodríguez.

a-
ninSentes: Elpidio Cruz Taveras y compartes.

Avogadom Dr. Bienvenido Figuerco Méndez y José Fermín Pefla.

Dios, Patria y Liberta],
República Dominicana.

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus-
tiz:a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
' Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

er Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández

aillat y Leonte Rafael Alburquerque Cast'llo, asist'dos
Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-

ncias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
o Nacional, hoy día 10 de noviembre del 1980, años 137'
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
ia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
nte, por Hipólito Rafael Pérez Sarmiento, dominicano

or de edad, soltero, mecánico, cédula No. 6854, serie 4,
iciliado en la calle Marrero Ar'sty No. 104, del Ensan-
Ozama, de esta ciudad; Ja'rne A. Damirón M., domini-

o, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 45 de la
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calle Puerto Rico del Ensanche Ozama, de esta c iudad, y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su do.
micilio social en la calle Leopoldo Navarro de esta ciudad
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona.
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 22 de
junio de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. José Fer-
mín Pérez Peña, cédula No. 3996, serie 20, por sí y en re-
presentación del Dr. Bienvenido Figuereo Méndez, cédula
No. 12406, serie 12, abogados del los intervinientes, Elp:tho
Cruz Taveras, dominicano, mayor de edad, casado, contra-
tista, cdula No. 8060, serie 50, con domicilio en la casa ?fti.
4 de la calle General Miguel A. Rodríguez Reyes, Arroyo
Hondo, de esta ciudad y Ana Antonia Almánzar, domini-
cana, mayor de edad, soltera, de quehaceres del hogar,
dula No. 5756, serie 50, domiciliada en la Manzana
N9 1, de Los Minas, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gerl-
de la República:

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-gua, el 22 de agosto del 1977:a
requerimiento del Dr. Rubén Rosa Rodríguez, cédula
63794, serie lra., en representación de los recurrentes,
la cual no se propone ningún medio determinado de
sación;

•
Visto el escrito de los intervinientes, del 13 de julio

de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 dt la Ley de Tránsito
y Vehículos No. 241 del 1967, 1383 del Código Civil, y Y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada,
los documentos a que ella se refitre, consta lo siguiente:

que con motivo de un accidente de tráns ! to en que una per-
sena resultó muerta, la Octava Cámara Penal del Juzgado
de primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sen-
tencia el 8 de diciembre de 1975, cuyo dispositivo se copia

' adelante; b) que sobre los recursos interpuestos inter-
la sentenc i a ahora impugnada en casación, cuyo dis-

positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Rubén Rosa Rodríguez a
nombre de Jaime Damirón Maggiolo y/o Hipólito Rafael
Pérez S., y Movimiento Nacional de la Juventud y la par-
sona civilmente responsable y la Cía. de Seguros San Ra-
facal, C. por A., entidad aseguradora en fecha 16 de febrero
de 1976 contra sentencia dictada por la Octava Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 13. N., en
fecha 8 de diciembre de 1975, cuya parte dispositiva dice

'Falla: Primero: Se declara al nombrado Hipólito R.
z Sarmiento, culpable de violar los artículos 49 y 65

la Ley 241; en consecuenc .a se condena a pagar una
ta de C i en Pesos Oro (RD$100.00) y al pago de las cos-
penales: Segundo: Se declara al nombrado Jaime Aqui-
Damirón Recio de generales que constan no culpable
violación a la Ley 241:— En consecuencia se descarga

se declaran las costas de oficio:— Tercero: Se declara re-
gular y válido en cuanto a la forma la consittución en parte
civil hecha en audiencia por los señores Hipól i to de la Cruz
T	 y Ana Anton ia Almánzar, fallecido en el accidente

ijo menor de seis años; por mediación de sus abogados
c nstituidos Dres. Bienvenido Figuereo Méndez y José F.

ércz contra el Movimiento Nacional de la Juventud y/o

ime A. Damirón por haberlo hecho de conformidad con
ley; en cuanto al fondo se condena al Movimiento Nacio-

de la Juventud y/o Jaime A. Dam i rón persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de Cinco

Pesos Oro (RD$5,000.00) a favor de Hipólito C. Tavá-
y Ana Antonia Almánzar por los daños morales y ma-

yales sufridos por motivo del accidente con la muerte

f
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calle Puerto Rico del Ensanche Ozama, de esta ciudadl
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su
micilio social en la calle Leopoldo Navarro de esta ciud
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcei
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 22
junio de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. José
mín Pérez Peña, cédula No. 3996, serie 20, por sí y en
presentación del Dr. Bienvenido Figuereo Méndez, cédula
No. 12406, serie 12, abogados del los intervinientes, Elp:dio
Cruz Taveras, dominicano, mayor de edad, casado, cont
tinta, cdula No. 8060, serie 50, con domicilio en la casa
4 de la calle General Miguel A. Rodríguez Reyes, Arr
Hondo, de esta ciudad y Ana Antonia Almánzar, domi
cana, mayor de edad, soltera, de quehaceres del hogar,
dula No. 5756, serie 50, domic:liada en la Manzana '
Ne 1, de Los Minas, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera]
de la República:

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 22 de agosto del 1977, a
requerimiento del Dr. Rubén Rosa Rodríguez, cédula No.
63794, serie ira., en representación de los recurrentes,
la cual no se propone ningún medio determinado de
sación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 13 de julio
de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deL
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 dt la Ley de Tránsho
y Vehículos No. 241 del 1967, 1383 del Código Civil, y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y eP
los documentos a que ella se refitre. consta lo sigu:ente:

que con motivo de un accidente de tráns'to en que una per-
coa resultó muerta, la Octava Cámara Penal del Juzgado
e primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sen-

tencia el 8 de diciembre de 1975, cuyo dispositivo se copia
ís adelante; b) que sobre los recursos :nterpuestos inter-
o la sentenc i a ahora impugnada en casación, cuyo dis-

positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
no 	 y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Rubén Rosa Rodríguez a
nombre de Jaime Damirón Maggiolo y/o Hipólito Rafael
Pérez S., y Movimiento Nacional de la Juventud y la per-
sona civ i lmente responsable y la Cía. de Seguros San Ra-
faeal, C. por A., entidad aseguradora en fecha 16 de febrero
de 1976 contra sentencia dictada por la Octava Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del D. N., en
fecha 8 de diciembre de 1975, cuya parte dispositiva dice

'Falla: Primero: Se declara al nombrado Hipólito R.
Sarmiento, culpable de violar los artículos 49 y 65

la Ley 241; en consecuenc i a se condena a pagar una
Ita de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y al pago de las cos-
penales; Segundo: Se declara al nombrado Jaime Aqui-
Damirón Recio de generales que constan no culpable
violación a la Ley 241;— En consecuencia se descarga

declaran las costas de oficio;— Tercero: Se declara re-
r y válido en cuanto a la forma la consittución en parte

1 hecha en audiencia por los señores Hipól i to de la Cruz
ares y Ana Anton i a Almánzar, fallecido en el accidente

hijo menor de seis arios; por mediación de sus abogados
tituídos Dres. Bienvenido Figuereo Méndez y José F.

rez contra el Movimiento Nac:onal de la Juventud y/o
lime A. Damirón por haberlo hecho de conformidad con
ey; en cuanto al fondo se condena al Movimiento Nacio-
de la Juventud y .to Jaime A. Dam i rón persona civil-

mente responsable al pago de una indemnización de Cinco
Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) a favor de Itpól .to C. Tavá-

; Ana Antonia Almánzar por los daños morales y ma-
'ales sufridos por motivo del accidente con la muerte
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de su hijo menor Sócrates Elpidio T. Almánzar; en el acci-
dente más el pago de los intereses legales a título de i ndem-
nización supletoria; Cuarto: Se condena al Movimiento Na.
e:onal de la Juventud y/o Jaime A. Damirón al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Bienvenido Figuereo Mndez y José F. Pérez abogados
que afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto;
Se declara la presente sentencia común y oponible en so
aspecto civil a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., entidad aseguradora del vehículo causante del acoi.
dente, de conformidad con el artículo 10 de la ley 4117,; por
por haber sido hecho de conformidad con la ley;— SEGUN-
DO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto en contra del
prevenido Hipólito Rafael Pérez S., de Jaime A. Damirón,
persona civilmente responsable y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., por haber sido legalmente citados y no
haber comparecido;— TERCERO: Se da acta a los abogados
de la parte civil que su representado renuncia a cualquiti
acción contra el Movimiento Nacional de la Juventud:
CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia r
rrida acogiendo esta Corte en el aspecto penal circunstan-
cias atenuantes en provecho del prevenido Hipólito Rafael
Pérez S.;— QUINTO: Condena al Ing. Ja i me A. Dam
al pago de las costas civiles en provecho de los Dres. Bi
venido Figuereo Méndez y José F. Pérez, quienes afir
haberlas avanzado en su totalidad;— SEXTO: Declara lá
presente sentencia le sea común y oponible en su aspecto
civil a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., en su
lidad de entidad aseguradora del vehículo causante del a
cidente; en virtud del artículo 10 de la ley 4117";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos
Jaime A. Damirón M., puesta en causa como civilmente retta
ponsable, y la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A.:
que procede declarar la nulidad de los mismos en razó-- -
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en que
los fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el artícu-
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lo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por
tanto, sólo debe examinarse el recurso del prevenido;

Considerando, que los jueces del fondo, mediante la
ponderac ión de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, para de-
clarar culpable al prevenido, Hipólito Rafael Pérez Sar-
miento del delito puesto a su cargo, dieron por establecido
lo siguiente: a) que el 8 de junio de 1974, en horas de la
{arde, mientras el prevenido Pérez Sarmiento conducía el
automóvil placa No. 123-633, propiedad del Movimiento Na-
cional de la Juventud, con Póliza No. A-I-38669 de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., a beneficio del In-
geniero Jaime A. Damirón M., por la calle Venezuela, de
esta ciudad, de Sur a Norte, al llegar frente al Colegio

;:k Nuestra Señora de la Altagracia, atropelló al menor Sócra-
tes E. Tavgrez, quien murió instantáneamente a consecuen-

1 (1 c:a de los golpes que sufrió; b) que el hecho se debió a la

'r . imprudencia del prevenido al no reducir la velocidad del
vehículo ya que en ese momento pasaba por un lugar en

, donde existe un colegio, y no tomar las precauciones de lu-
gar para evitar el accidente;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de ocasionar
la muerte, involuntariamente, con la conducción de un ve-
hículo de motor, previsto en el inciso 1 9 del artículo 49 de
la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos, y sancio-
nado e ndicho inciso con las penas de dos a cinco años de
prisión, y multa de RDS500.00 a RD$2,000.00; que, por tan-
to, al condenar al prevenido al pago de una multa de IIDS-
100.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
aplicó una pena ajustada a la ley:

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido, Hipólito Rafael Pé-
reziSarmiento, había ocasionado a las personas constituidas
en parte civil, Elpidio Cruz Tavárez y Ana Antonia Almán-
zar, daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto



2412	 FIOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 2413

de su hijo menor Sócrates Elpidio T. Almánzar; en el acei•
dente más el pago de los intereses legales a título de indem•
nización supletoria; Cuarto: Se condena al Movimiento Na.
c:onal de la Juventud y/o Jaime A. Damirón al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor de los
Dres. Bienvenido Figuereo Mndez y José F. Pérez abogados
que afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto:
Se declara la presente sentencia común y oponible en su
aspecto civil a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., entidad aseguradora del vehículo causante del acci-
dente, de conformidad con el artículo 10 de la ley 4117,; por
por haber sido hecho de conformidad con la ley;— SEGUN-
DO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto en contra del
prevenido Hipólito Rafael Pérez S., de Jaime A. Dami
persona civilmente responsable y la Cía. de Seguros
Rafael, C. por A., por haber sido legalmente citados y
haber comparecido;— TERCERO: Se da acta a los abogados
de la parte civil que su representado renuncia a cualquier
acción contra el Movimiento Nacional de la Juventud;
CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia recit-.
rrida acogiendo esta Corte en el aspecto penal circunstan-
cias atenuantes en provecho del prevenido Hipólito Rafael
Pérez S.;— QUINTO: Condena al Ing. Jalee A. Damirlin
al pago de las costas civiles en provecho de los Dres. Bit
venido Figuereo Méndez y José F. Pérez, quienes afirmalta
haberlas avanzado en su totalidad;— SEXTO: Declara la
presente sentencia le sea común y oponible en su aspecto
civil a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., en su ca-
lidad de entidad aseguradora del vehículo causante del a
vidente; en virtud del artículo 10 de la ley 4117";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos
Jaime A. Damirón M., puesta en causa como civilmente
ponsable, y la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A.:
que procede declarar la nulidad de los mismos en razó: 
que dichos recurrentes no han expuesto los medios en •
los fundan, conforme lo exige, a pena de nulidad, el

37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por
t anto, sólo debe examinarse el recurso del prevenido;

Considerando, que los jueces del fondo, mediante la
;(inderac ión de los elementos de juicio que fueron regular-
-iente administrados en la instrucción de la causa, para de-
arar culpable al prevenido, Hipólito Rafael Pérez Sar-

miento del delito puesto a su cargo, dieron por establecido
lo siguiente: a) que el 8 de junio de 1974, en horas de la
farde, mientras el prevenido Pérez Sarmiento conducía el
automóvil placa No. 123-533, propiedad del Movimiento Na-
cional de la Juventud, con Póliza No. A-I-38669 de la Com-

. pañia de Seguros San Rafael, C. por A., a beneficio del In-
geniero Jaime A. Damirón M., por la calle Venezuela, de
esta ciudad, de Sur a Norte, al llegar frente al Colegio
Nuestra Señora de la Altagracia, atropelló al menor Sécra-
tes E. Tavárez, quien murió instantáneamente a consecuen-

'; c:a de los golpes que sufrió; b) que el hacho se debió a la
imprudencia del prevenido al no reducir la velocidad del
vehículo ya que en ese momento pasaba por un lugar en
donde existe un colegio, y no tomar las precauciones de lu-r1

i/ gar para evitar el accidente;
Considerando, que los hechos así establecidos configu-

' ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de ocasionar
la muerte, involuntariamente, con la conducción de un ve-
hículo de motor, previsto en el inciso 1 9 del artículo 49 de
la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y Vehículos, y sancio-
nado e ndicho inciso con las penas de dos a cinco años de
prisión, y multa de RD$500.00 a RD$2,000.00; que, por tan-
to, al condenar al prevenido al pago de una multa de RD$-
100.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
r. establecido que el hecho del prevenido, Hipólito Rafael Pé-

:¡ rezi Sarmiento, había ocasionado a las personas constituidas
en parte civil, Elpidio Cruz Tavárez y Ana Antonia Almán-
zar, daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto
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evaluó en la suma de RD$5,000.00; que al condenar a dicho
prevenido al pago de esa suma en provecho de las refer'da:,
personas, constituédas en parte civil, a título de indemni.
zación, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, PrIgnero: Admite como intervinien-
tes a Elpidio Cruz Taveras y Ana Antonia Almánzar, en los
recursos de casación interpuestos por H i pólito Rafael Pérez
Sarmiento, Jaime A. Damirón M., y la Compañía de Segu-
ros, San Rafa], C. por A., contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, el 22 de junio del 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente falle; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos por Jame A. Dami-
rón M., y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia: Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Hipólito Rafael Pérez Sarmiento contra la
mencionada sentencia y lo condena al pago de las costas pe-
nales; Cuarto: Condena a Hipólito Rafael Pérez Sarmiento
y a Jaime A. Damirón M., al pago de las costas civiles y las
distrae en provecho de los Dres. A. Bienverído Figuereo
Méndez y José Fermín Pérez Peña, abogados de los inter-
vinientes quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad. y las hace oponibles a la aseguradora ya mencionada,
dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felpe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espa:llat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
ehores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienciadiencia pública del día, mes y año en él expresados 
y

fue firmada, leída y publicada por mí,Secretario 	
,

que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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evaluó en la suma de RD$5,000.00; que al condenar a cl;ebe,
prevenido al pago de esa suma en provecho de las referidas
personas, constituédas en parte civil, a título de indemni-
zación, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar.
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al prevenido re-
currente. no presenta vicio alguno que justifique su casa-;
ción:

Por tales motivos, PrIciero: Admite como intervinien-
tes a Elpidio Cruz Taveras y Ana Antonia Almánzar, en los
recursos de casación interpuestos por H i pólito Rafael Pérez
Sarmiento, Jaime A. Damirón M., y la Compañía de Segu-
ros, San Rafal, C. por A., contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio;
nes correccionales, el 22 de Junio del 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente falle; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos por Jame A. Dami-
rón M., y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia: Tercero: Rechaza el recurso in-
terpuesto por Hipólito Rafael Pérez Sarmiento contra la
mencionada sentencia y lo condena al pago de las costas pe-
nales; Cuarto: Condena a Hipólito Rafael Pérez Sarmiento
y a Jaime A. Damirón M., al pago de las costas civiles y las
distrae en provecho de los Dres. A. Bienveddo Figuereo
Méndez y José Fermín Pérez Peña, abogados de los inter-
vinientes quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad, y las hace oponibles a la aseguradora ya mencionada.
dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felpe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espallat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabeza

él
rniento, en l

y
a

audiencia pública del día, mes y año en	 expresados 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

que certifico. (Fdo•): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago ,de techa
16 de Septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Daniel R. Diaz y la Companía Unión de Seguros,
C. por A.

Interviniente: Juan Batista Díaz de Jesús.
Abogado: Dr. José Avelino Madera Fernández.

Dios, Patria. y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presa-
tiente; Francisco Elpidio Becas, Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Baut:sta Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en ]a ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Navional, hoy día 10 de noviembre de
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Daniel
R. Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, empleado pri-
vado, domiciliado en el kilómetro 7, carretera de Gurabo,
Santiago. cédula No. 76610, serie 31, y la Compañía Udón
de Seguros, C. por A., con su asiento social en la casa No.
98 de la calle Beller, de la ciudad de Santiago, provincia
del mismo nombre, contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha 16 de septiembre de 1975, dic-

tacia ca sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 20 de enero de 1977, a re-
querimiento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula No. 68516,
serie 1ra., en representación de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del 5 de mayo de 1978, del interviniente
Juan Bautista Díaz de Jesús, dominicano, mayor de edad,
soltero, domiciliado y residente en la ciudad de Bonao, cé-
dula No. 27728, serie 48, suscrito por su abogado, Dr. José
Avelino Madera Fernández, cédula No. 55673, serie 31;

La Suprema Corte de Justic'a, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241, sobre Trán-
sito y Vehículos. de 1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimien to de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y .en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de mayo de 1974,
an el Km. 7 de la carretera Luperón, Sección Gurabo de
Sant'ago. en el cual resultó con lesiones corporales una per-
sona, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha
29 de octubre de 1974. una sentencia cuyo dispositivo figura
inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre las ape-
laciones interpuestas, la Corte a-qua d t ctó el fallo ahora im-
pnado en casación, cuyo dispositivo se copia a continua-

. 1: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Osiris Isidor, a nombre y representación del señor Daniel

en su doble calidad de preven ido y persona civilmen-



SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1989
'- entencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago ,de tOcha

16 de Septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Daniel R. Díaz y la Compartía Unión de Seguros,
C. por A.

Interviniente: Juan Batista Díaz de Jesús.
Abogado: Dr. José Avelino Madera Fernández.
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Dios, Petria- y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Francisco Elpidio Bcras, Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de  celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Navional, hoy día 10 de noviembre de
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la s:guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Daniel
R. Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, empleado pri-
vado, domiciliado en el kilómetro 7, carretera de Gurabo,
Santiago, cédula No. 76610, serie 31, y la Compañía 1.1dón
de Seguros, C. por A., con su asiento social en la casa No.
98 de la calle Beller, de la ciudad de Santiago, provinc:a
del mismo nombre, contra la sentencia de la Ccrte de Ape-
lación de Santiago, de fecha 16 de septiembre de 1975, dic-
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tala 
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
/ Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
f,e la República;

Vista el acta de les recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 20 de enero de 1977, a re-
querimiento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula No. 68516,
serie ira., en representación de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto -el escrito del 5 de mayo de 1978, del interviniente
-Juan Bautista Díaz de Jesús. dern:nicano, mayor de edad,
soltero, domicil'ado y residente en la ciudad de Bonao, cé-
dula No. 27728, serie 48, suscrito por su abogado, Dr. José
Avelino Madera Fernández, cédula No. 55673, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241, sobre Trán-
sito y Vehículos. de 1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Proced:miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de mayo de 1974,
n el Km. 7 de la carretera Luperón, Sección Gurabo de

Sant'ago, en el cual resultó con lesiones corporales una per-
sona, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha
29 de octubre de 1974. una sentencia cuyo dispositivo figura

inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre las ape-
laciones interpuestas, la Corte a-qua d'etó el fallo ahora im-
o-;mado en casación, cuyo dispositivo se copia a continua-

1: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuan-

to a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr.

Osiris	 a nombre y representación del señor Daniel
Díaz, en su doble calidad de prevenído y persona
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te responsable y la Unión de Seguros, C. por A., contra se
tencia de fecha veintinueve (29) del mes de octubre del
mil novecientos setenta y cuatro (1974) dictada por la
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado
tualmente dice así: 'Primero: Que debe declarar, como
efecto declara al nombrado Daniel R. Díaz, de generales
anotadas, culpable del delito de violación a los artículos.49 y 125 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
tor, en perjuicio del nombrado Juan Bautista Díaz de Ji,
sús, hecho puesto a su cargo y en consecuencia lo concle,.
al pago de una multa de RD$100.00 (Cien pesos oro;  Se-
gunalo: Que debe declarar, como al efecto declara buena
válida en cuanto a la forma la constitución en Parte Civ'
hecha en audiencia por 31 agraviado Juan Bautista Díaz
Jesús, por órgano de su abogado constituído y apodera
especial, Dr. Berto Emilio Veloz, en contra del preveni
y persona civilmente responsable, Daniel Remigio Díaz,
la Compañía de Seguros Unión de Segures, C. por A., y
haber sido hecha de acuerdo a las normas y exigencias p
cesales; Tercero: En cuanto al fondo, procede condenar
señor Daniel Remigio Díaz, al pago de una indemnización
de RD$1,300.00 (Un mil trescientos pesos oro) en favor del
señor Juan Bautista Díaz de Jesús, parte civil constituída,
en el proceso, por los daños morales y materiales expert:j
mentados por él, en el accidente de que se trata; Cuartor`
Que debe condenar como al efecto condena al señor Da-:

Remigio Díaz, al pago de los intereses legales de la str
ma acordada en indemnización principal, a partir de la
cha de la demanda en justicia, a título de indemnización
suplementaria; Quinto: Que debe ordenar corno al efecto or-
dena que la presente sentencia sea declarada común,
nible y ejecutoria, con todas sus consecuencias legales, a 1:
Compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros, C.
A.", en su condición de aseguradora de la Responsabilidad
Civil del Vehículo propiedad del señor Daniel Remigio
Díaz; Sexto: Que debe condenar y condena al señor Daniel
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igio Díaz, y a la Compañía Nacional de Seguros "Unión
Seguros, C. por A.", al pago de las costas civiles, con d's-
ción de las mismas en provecho del Dr. Berto Emilio
oz, abogado y apoderado especial, qu'en afirma estarlas

ando en su totalidad y Séptimo: Que debe condenar
mo al efecto condena al nombrado Daniel Remigio Díaz,
nago de las costas penales del procedimiento; SEGUNDO:
nunca el defecto contra el prevenido Daniel R. Díaz,

tur 110 haber comparecido estando legalmente citado: TER-
CERO: Declara regular la intervención hecha en audiencii

r el Dr. Berto Emil i o Veloz, a nombre de la parte civil
tituída Juan Bautista Díaz; CUARTO: Colfirma la

tencia apelada en todas sus partes; QUINTO: Condena
prevenido al pago de las costas penales; SEXTO: Conde-

na á Daniel R. Díaz y la Unión de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles de la presente instancia, ordenan-
do su distracción en provecho del Dr. Berto Veloz, abogado

afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Compañía Unión de Seguros, C.
A., no ha expuesto ni en el momento de interponer sus
rsos, ni por escrito posterior, las medidas en que lo

damenta, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
la Ley sobre Procedimiento de Casación, para todo aquel

no sea condenado penalmente; que en consecuencia,
procederá únicamente al examen del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble al prevenido del hecho puesto a su cargo, después de
ponderar los elementos de juicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido : a)
Que el día 14 de mayo de 1974, mientras la motocicleta pla-
ca No. 38626, propiedad de Daniel Remigio Díaz y Díaz,
conducido por su dueño, con Póliza No. 33046, en la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., transitaba de Norte a
Sur por la carretera que conduce desde la sección de Gu-
rabo a la ciudad de Santiago, al aproximarse al Km. 7 de
dicha vía atropelló a Juan Bautista Díaz, que transitaba
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te responsable y la Unión de Seguros, C. por A., contra sent.
tencia de fecha veintinueve (29) del mes de octubre del a4
mil novecientos setenta y cuatro (1974) dictada por la
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia d
Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado
tualmente dice así: Prixnero: Que debe declarar, como
efecto declara al nombrado Daniel R. Díaz, de ,genera'“
anotadas, culpable del delito de violación a los artículos
49 y 125 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
tor, en perjuicio del nombrado Juan Bautista Díaz de J
sús, hecho puesto a su cargo y en consecuencia lo conde
:11 pago de una multa de RDS100.00 (Cien pesos oro;
gundo: Que debe declarar, como al efecto declara buena
válida en cuanto a la forma la constitución en Parte Civil,
hecha en audiencia por el agraviado Juan Bautista Díaz c e
Jesús, por órgano de su abogado constituido y apoderado
especial, Dr. Berto Emilio Veloz, en contra del prevenidtV
y persona civilmente responsable, Daniel Remigio Díaz. y
la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., y pu:
haber sido hecha de acuerdo a las normas y exigencias pro-,
cesales; Tercero: En cuanto al fondo, procede condenar
señor Daniel Remigio Díaz, al pago de una indemnización
de RD$1,300.00 (Un mil trescientos pesos oro) en favor del
señor Juan Bautista Díaz de Jesús, parte civil constituída,
en el proceso, por los daños morales y materiales experi-
mentados por él, en el accidente de que se trata; Cuarto:
Que debe condenar como al efecto condena al señor Da-
niel Remigio Díaz, al pago de los intereses legales de la se
ma acordada en indemnización principal, a partir de la fe
cha de la demanda en justicia, a título de indemnización
suplementaria; Quinto: Que debe ordenar como al efecto or-
dena que la presente sentencia sea declarada común, op
nible y ejecutoria, con todas sus consecuencias legales, a la
Compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A.", en su condición de aseguradora de la Responsabilidad
Civil del Vehículo propiedad del señor Daniel Remigio
Diaz; Sexto: Que debe condenar y condena al señor Daniel
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igio Díaz; y a la Compañía Nacional de Seguros "Unión
Seguros, C. por A.", al pago de las costas civiles, con d's-
ción de las mismas en provecho del Dr. Berto Emilio

,oz, abogado y apoderado especial, qu'en afirma estarlas
ando en su totalidad y Séptimo: Que debe condenar
al efecto condena al nombrado Daniel Remigio Díaz,

pago de las costas penales del procedimiento; SEGUNDO:
4; ,,,,nunc i a el defecto contra el prevenido Daniel R. Díaz,

1 , no haber comparecido estando legalmente citado; TER-
' O: Declara regular la intervención hecha en audienciá
el Dr. Berto Emilio Veloz, a nombre de la parte civil

constituida Juan Bautista Díaz; CUARTO: Confirma la
,cntencia apelada en todas sus partes; QUINTO: Condena
al prevenido al pago de las costas penales; SEXTO: Conde-

Ei Daniel R. Díaz y la Unión de Seguros, C. por A., al
o de las costas civiles de la presente instancia, ordenan-
su distracción en provecho del Dr. Berto Veloz, abogado

afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Compañía Unión de Seguros, C.
r A., no ha expuesto ni en el momento de interponer sus

rsos, ni por escrito posterior, las medidas en que lo
damenta, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
la Ley sobre Procedimiento de Casación, para todo aquel
e no sea condenado penalmente; que en consecuencia,
procederá únicamente al examen del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
e al prevenido del hecho puesto a su cargo, después de
nderar los elementos de juicio regularmente administra-

en la instrucción de la causa, dio por establecido : a)
ue el dia 14 de mayo de 1974. mientras la motocicleta pla-

ca No. 38626, propiedad de Daniel Remigio Díaz y Diaz,
conducido por su dueño, con Póliza No. 33046, en la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., transitaba de Norte a
Sur por la carretera que conduce desde la sección de Gu-
rabo a la ciudad de Santiago, al aproximarse al Km. 7 de
dicha vía atropelló a Juan Bautista Díaz, que transitaba



BOLE1TN JUDICIAL.	 24212420	 BOLETIN JUDICIAL

a pie por la referida carretera; b) que corno consecuencia
del accidente resultó con lesiones corporales Juan Bautista
Díaz, con golpes y heridas curables después de 60 y antes
de 90 días, de acuerdo con el Certificado expedido por c;
Médico Legista de Santiago; c) que la causa determinante
de ]accidente fue la falta cometida por el prevenido Daniel
R. Díaz, al transitar a una velocidad excesiva, al extremo
de perder el control de su vehículo, el cual se lanzó al pa..
sco por donde caminaba Juan Bautista Díaz, ocasionando
el accidente de que se trata;

Considerando, que los hechos así establecidos configl
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas involuntarias producidas con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, de 1967, y sancionado en la letra c) del referido texto
legal con las penas de seis (6) meses a dos (2) años de pri-
sión y multa de Cien pesos Oro (RD$100.00) a Quinientos
pesos oro (RD$500.00), si la enfermedad o imposibilidad
pera su trabajo dure veinte (20) días o más, corno ocurrió
en la especie; que por tanto al condenar al prevenido al pa-
go de una multa de RD$100.00, en ausencia de apelación
del Minister:o Público. la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio gor
establecido que el hecho del prevenido Daniel R. Díaz, 14-
bía ocasionado a la persona constituida en parte civil, cía-
ños materiales y morales, cuyo monto evaluó en la sunia
de Un mil trescientos pesos oro (RD$1,300.00), en favor de
Juan Bautista Díaz de Jesús; que al condenar a Daniel
Díaz en su doble calidad de dueño del vehículo y prevenido.

pago de esa suma más los intereses legales a partir
la demanda, a título de indemnización complementaria, 11:
zo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Ci-
vil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne el

„ even:do,
sacion:

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Juan Bautista Díaz de Jesús, en los recursos de casación
interpuestos por Daniel R. Díaz y la Compañía Un i ón de

C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-

bsuegtocioirnesS correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago, cl 16 de septiembre de 1975, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo
el recurso de casación interpuesto por la Compañía Unión
de Seguros. C. por A., contra la misma sentencia; Tercero:
Ekehaza el recurso de casación interpuesto por Daniel R.
iaz. y lo condena al pago de las costas penales; Cuarto:

Condena a Daniel R. Díaz, al pago de las costas caviles,
ordenando su distracción en favor del Dr. José Avelino

Fernández, abogado del interviniente, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
ael A. Amiama.— Francisco Elpid'o Beras.— Joaquín M.

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

e frmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
e cert . fico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
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a pie por la referida carretera; b) que como consecuencia
del accidente resultó con lesiones corporales Juan Bautista
Díaz, con golpas y heridas curables después de 60 y antes.
de 90 días, de acuerdo con el Certificado exped:cio por e;
Médico Legista de Santiago; c) que la causa determinante
de ]accidente fue la falta cometida por el prevenido Daniel
R. Díaz, al transitar a una velocidad excesiva, al extremo
de perder el control de su vehículo, el cual se lanzó al pa..
sco por donde caminaba Juan Bautista Díaz, ocasionando
el accidente de que se trata;

Considerando, que los hechos así establecidos conf1
rari a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol
heridas involuntarias producidas con el manejo de un
hículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
241, de 1967, y sancionado en la letra c) del referido tolto
legal con las penas de seis (6) meses a dos (2) años de Prl-
sión y multa de Cien pesos óro (RDS100.00) a Quinientos
pesos oro (RD$500.00), si la enfermedad o imposibilidad
pera su trabajo dure veinte (20) días o más, como ocurrió
en la especie; que por tanto al condenar al prevenido al pa-
go de una multa de RD$100.00, en ausencia ele apelación
del Ministerio Público, la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio ppr
establecido que el hecho del prevenido Daniel R. Díaz,
bia ocasionado a la persona constituida en parte civil, da
nos materiales y morales, cuyo monto evaluó en la suma
de Un mil trescientos pesos oro (RD$1,300.00), en favor de
Juan Bautista Díaz de Jesús; que al condenar a Daniel
Díaz en su doble cal:dad de dueño del vehículo y prevenido,

4a1 pago de esa suma más los intereses legales a partir de
la demanda, a título de indemnización complementaria, hi

-zo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Ci-
vil;

Considerando, que examinada en sus demás aspe:
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierr.

prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
Juan Bautista Díaz de Jesús, en los recursos de casación

interpuestos por Daniel R. Díaz y la Compañía Unión de
seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago, el 16 de septiembre de 1975, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulo
el recurso de casación interpuesto por la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia; Tercero:
.12echaza el recurso de casación interpuesto por Daniel R.
Cíaz, y lo condena al pago de las costas penales; Cuarto:
Cadena a Daniel R. Díaz, al pago de las costas civiles,
r-denando su distracción en favor del Dr. José Avelino Ma-
era Fernández, abogado del interviniente, quien afirma

haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
rnel A. Amiama.— Francisco Elpid"o Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe

aldo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
al.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que cert'fico. (Fdo.): M:”guel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DEL 
1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, dt
fecha 30 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José A. Soto, Comp. Nacionat'de Autobuses, cipor
A.. y Seguros Pepím S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

Interviniente: Zoilo Concepción de Js. García.
Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad,
Reptúlicó Dománicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustiuto de Presidente; Francisco Elp dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de noviembre de
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restatira-
c'ón, dicta en audiencia pública, como Corte de Casó.
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, por José
A. Soto Aguilar. dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 34132, serie ira., domiciliado y residente en
esta ciudad, en la calle Interior G No. 8 del Ensanche Es"
paillat; la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A., con
su asiento social en la Avenida Charles Summer No. 2 del

losanche Los Prados de esta ciudad y la Seguros Pepín,
A., con su asiento social en la calle Mercedes esquina

rs,10 Hincado de esta ciudad, contra sentencia dictada en
anibuciones correccionales, el 30 de septiembre de 1977,
pos ja Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Doctora Catalina Pumarol, en la lectura de

sus conclusiones, en representación del Dr. Darío Dorrejo
mal abogado del interviniente Zoilo Coneepc'ón de Je-
Garcia, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-

jula 30472, serie 54. domiciliado y residente en esta ciu-
d, en la calle Juan Erazo No. 198;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
la Secretaría de la Corte a-gua, el 4 de octubre de 1977,

uerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, cédula 40939,
31. en representación de los recurrentes, en la cuál

se propone contra la sentencia impugnada ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 12 de enero
de 1979, suscrito por el Dr. Adalberto Maldonado, en el cual
se oropone contra la sentencia impugnada, los medios que
se indican más adelante;

Ø
Visto el escrito del interviniente, del 12 de enero del

9, suscrito por su abogado;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

,t?erado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10

la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor
ptl, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
,t

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
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Materia: Correccional.

Recurrentes: José A. Soto, Comp. NacionaPde Autobuses, Capo.
A.. y Seguros Pepín. S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernandez.

Interviniente: Zoilo Concepción de Js. García.
Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad,
República Doinleicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo da la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de noviembre de
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
c .ón, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, por José
A. Soto Aguilar, dominicano, mayor de edad, soltero, che-
fer, cédula No. 34132, sexie ira., domiciliado y residente en
esta ciudad, en la calle Interior G No. 8 del Ensanche Es-
paillat; la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A.. con
su asiento social en la Avenida Charles Sumrner No. 2 del

Ensanche Los Prados de esta ciudad y la Seguros Pepín,
A. con su asiento social en la calle Mercedes esquina

palo Hincado de esta ciudad, contra sentencia dictada en
atribuciones correccionales, el 30 de septiembre de 1977,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo

se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Doctora Catalina Pumarol, en la lectura de
.conclusiones, en representación del Dr. Darío Dorrejo
final abogado del interviniente Zoilo Coneepc'ón de Je-
García, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-

dula 30472, serie 54. domiciliado y residente en esta ciu-
dad, en la calle Juan Erazo No. 198;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
cc la República;

Vista el acta de los recursos de casac ión, levantada
a Secretaría de la Corte a-qua, el 4 de octubre de 1977,
uerimiento del Dr. Adalberto Maldonado, cédula 40939,

e 31, en representación de los recurrentes, en la cual
se propone contra la sentencia impugnada ningún me-

dio determinado de casación;
Visto el memorial de los recurrentes, del 12 de enero

de 1979, suscrito por el Dr. Adalberto Maldonado, Si el cual
apropone contra la sentencia impugnada, los medios que
7Windican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 12 de enero del
9, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
do y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre
sito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10

la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor
, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
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de un accidente-de tránsito ocurrido en esta ciudad, 1
de octubre de 1974, en el cual resultó una persona COn le-
siones coroore:es. la Segunda Cámara Penal del Juzgo
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 5 de
sept'embre de 1975, en atribuciones correccionales una sea.
tencia, cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos, inter-
vino el fallo ahora impugnada en casación con el siguien
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regul
várdo en la forma el recurso de apelación interpuestd
el Doctor Adalberto Maldonado Hernández, a nombre y
presentación de José A. Soto A., Compañía Nacional
Autobuses, C. por A., y Seguros Pepín, S. A., contra
tencia dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Jaz.
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fe,
5 de sept!embre de 1975, cuyo dispositivo dice así: Tan:
Primero: Se declara al nombrad o José A. Soto Aga::
culpable de violar los Arts. 49, 61 y 65 de la ley 241 en
perju'cio de Dionisio de Jesús, y aplicado el principio del
no cúmulo de penas, así como tomando circunstancias ate-
nuantes, a su favor se condena al pago de una multa de
Veinte y Cinco (RDS25.00) pesos; Segundo: Se condena al
nombrado José A. Soto Aguilar al pago de las costas pena-
les; Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la f
ma la constitución en parte civil hecha por el nombra
Zoilo Concepción de Jesús García, en su calidad de padre
y tutor del menor Dionisio de Jesús. a través &.1 Dr. Da-
río Drrrejo Espinal, en contra del nombrado José A. Soto
Agular. por ajustarse a la Ley; Cuarto: Se condena al no:n-
brado José A. Soto Aguilar, conductor del vehículo
No. 300306, productor del accidente y la Compañía Nacio-
nal de Autobuses. C. por A., en su calidad de persona ci
mente responsable, al pago de una indemnización de RD
500.00 (quinientos pesos) como justa reparación por los dad
fios y perjuicios morales y materiales sufridos por él
consecuencia del acc:dente de que se trata; Quinto: Se c. I

dena a la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A.

paga	 - intereses legales de la suma acordada, compu-
:adas part:r de la fecha de la demanda, a título de indem-
,aaación complementaria; Sexto: Se declara la presente
,,entencia contra la Compañía Nacional de Autobuses, C.
-par A., oponible y ejecutable con todas sus consecuencias
legales a la compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la
compañía aseguradora del vehículo; Séptimo: Se condena

la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A., y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles
ean distracc'ón de las mismas en provecho del Dr. Darío
Dorrejo Espinal, quien afirma haberles avanzado en su to-
talidad; por haber sido hecho dentro del plazo y demás for
eialidades legales; SEGUNDO: Confirma la sentencia ape-
lada en todas sus partes; TERCERO: Condena al prevenido
José A Soto Aguilar, al pago de las costas penales de al-
zada: CUARTO: Condena a José A. Soto Aguilar y Compa-
ñía Naciona Ido Autobuses, C. por A., al pago de las costas
civiles con distracción de las m'smas en provecho del Dr.
Darío Dorrejo Espinal, abogado que afima haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Declara esta sentencia co-
yián y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ilf esta la aseguradora del vehículo que causó el accídente";

Considerando, que los recurrentes en su memorial, pro-
ponen contra la sentencia impugnada ,los siguientes medios
de casrc'ón: Primer Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil por falta de motivos; Segun-

do Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su examen; los recurrentes alegan "que el artículo 141
del Código de Procedim'ento Civil exige a los jueces con-
signar los fundamentos de sus sentencias, en una palabra,
motivar adecuadamente sus decisiones, en este sentido, po-
demos decir que la sentencia recurrida al igual que la sen-
tencia de primer grado, carece de motivos que justifiquen
su dispositivo: que la Corte a-gua no dijo como debió decir,
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de un accidente-de tránsito ocurrido en esta ciudad, el
de octubre de 1974, en el cual resultó una persona con
siones corpora!es la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 5 de
sept'embre de 1975, en atribuciones correccionales una sea.
tencia, cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos, inter-
vino el fallo ahora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
vál'do en la forma el recurso de apelación interpuesto por
el Doctor Adalberto Maldonado Hernández, a nombre y re.
presentación de José A. Soto A., Compañía Nacional de
Autobuses, C. por A., y Seguros Pepín, S. A., contra sen-
tencia dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha
5 de sept'embre de 1975, cuyo dispositivo dioe. así: Ta11.1.
Primero: Se declara al nombrad o José A. Soto
culpable de violar los Arts. 49, 61 y 65 de la ley 241
perju'cio de Dionisio de Jesús, y aplicado el principio
no cúmulo de penas, así como tornando circunstancias a
nuantes, a su favor se condena al pago de una multa
Veinte y Cinco (RDS25.00) pesos; Segundo: Se condena al
nombrado José A. Soto Aguilar al pago de las costas pena-
les: Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la fat
ma la constitución en parte civil hecha por el nombrader
Zoilo Concepción de Jesús García, en su calidad de padre
y tutor del menor Dionisio de Jesús, a través del Dr. Da'
río Dorrejo Espinal, en contra del nombrado José A. c
Agu i lar, por ajustarse a la Ley; Cuarto: Se condena al nc,',.-
brado José A. Soto Aguilar, conductor del vehículo pI
No. 300306, productor del accidente y la Compañía Nac:(
nal de Autobuses, C. por A., en su calidad de persona civ
mente responsable, al pago de una indemnización de RDS-
500.00 (quinientos pesos) como justa reparación por los da-‘
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él 1
consecuencia del accidente de que se trata; Quinto: Se
dena a la Compañía Nacional de Autobuses, C. por A.

de los intereses legales de la suma acordada, compu-
rados a partir de la fecha de la demanda, a título de indem-
noción complementaria; Sexto: Se declara la presente
;ontencia contra la Compañía Nacional de Autobuses, C.
For A., oponible y ejecutable con todas sus consecuencias
legales a la compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la
Compañía aseguradora del vehículo; Séptimo: Se condena
a ja Compañía Nacional de Autobuses, C. por A., y la Com-
pahía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles
con distracci ón de las mismas en provecho del Dr. Darío

Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; por haber sido hecho dentro del plazo y demás for-
malidades legales; SEGUNDO: Confirma la sentencia ape-
lada en todas sus partes; TERCERO: Condena al prevenido
José A Soto Aguilar, al pago de las costas penales de al-
zada: CUARTO: Condena a José A. Soto Aguilar y Compa-
fiia Naciona Ida Autobuses, C. por A., al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Darío Dorrejo Espinal, abo gado que afima haberlas avan-

zado en su totalidad; QUINTO: Declara esta sentencia co-
rár y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser ..”da la aseguradora del vehículo que causó el accidente";

Considerando, que los recurrentes en su memorial, pro-
ponen contra la sentencia impugnada ,los siguientes medios
de casac i ón: Primer Medio: Violación del artículo 141 del
Códi go de Procedimiento Civil por falta de motivos; Segun-
do Medio: Desnaturalizac ión de los hechos de la causa;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
ios de casación, que por su estrecha relación se reúnen

para su examen, los recurrentes alegan "que el artículo 141
del Código de Procedim i ento Civil exige a los jueces con-
signar los fundamentos de sus sentencias, en una palabra,
motivar adecuadamente sus decisiones, en este sentido, po-
demos decir que la sentencia recurrida al igual que la sen-
tencia de primer grado, carece de motivos que justifiquen
su dispositivo: que la Corte a-qua no dijo como debió decir,

It i
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si el prevenido José A. Soto, cometió alguna imprudencie
ni mucho menos en qué consistía esa falta que no se
atribuyó; que la sentencia recurrida, no examinó como
exige la ley y como se le solicitó en las instancias, la con.
ducta de la supuesta víctima, Dionisio de Jesús y deteentb
nar si había incurrido o no en falta y si esta podía consti.
tuir la causa única y determinante del accidente; que pc,r
todo ello procede casar la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-gua, para declarar al
prevenido recurrente único culpable del accidente y fallar
como lo hizo, clio por establecido sin incurrir en desnatura-
lización alguna, mediante la ponderación de los elementos
de juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 14 de octubre
de 1974, mientras José Soto Aguilar conducía la guagua
placa No. 300-301, propiedad de la Compañía Nacional de
Autobuses, C. por A., asegurada con Póliza No.
Seguros Pepín, S. A., transitando de Sur a Norte p
calle Moca ,a1 llegar a la esquina formada con la Pedro
Livio Cedeño, atropelló al menor Dionisio de Jesús, el cual
resultó con lesiones curables después de 10 y antes de 20
días; b) que el accidente se debió a la imprudencia de José
Soto Agtzilar, por conducir su vehículo a una velocidad que
no le permitió detenerlo para evitar el accidente y haber
visto al menor antes de la ocurrencia y no tomar las pre-
cauciones de lugar;

Considerando, que por lo antes expuesto se evidencia.
que contrariamente a lo sostenido por los recurrentes, la
Corte a-gua sí estableció que el prevenido recurrente co-
metió una falta y en qué consistió la misma; que al decla-
rar que el accidente se debió a la falta exclusiva del pre-
venido, examinó la conducta de la víctima, pero no estaba
en la obligación de dar motivos específicos sobre la misma,
y que el fallo impugnado contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su d'spositivo, que por tanto, los
medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

de
or
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.Considerando, que los hechos dados por establecidos
cerfiguran a cargo del prevenido recurrente, el delito de

golpes y 
heridas involuntarios ocasionados con el manejo

de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sanc.o-
eado en la letra b) del mismo texto legal con las penas de
tres meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a RIDS-
300.00. cuando la enfermedad de la víctima durare más de

diez días pero menos de veinte, como sucedió en la especie,
que al condenar al prevenido al pago de una multa de RD$-
25.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-gua
je aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asim;smo la Corte a-gua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Zoilo Con-
cepción de Jesús García, constituido en parte civil en su
calidad de padre y tutor del menor Dionisio de Jesús. da-
ños materiales y morales que evaluó en la suma 	

RD$-

500.00; que al condenar al prevenido José A. Soto Muilar
juntamente con la Compañía Naclonal de Autobuses, C. por
A., puesta en causa como civilmente responsable, al pago
la mencionada suma, más los intereses legales de la misma
a partir de la demanda a título de indemnización complt.

mentaria, la Corte a-gua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de

la 
ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligator:o de Vehículos

de Motor, al declarar oponible dichas condenaciones a la
Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su ca-

sación;
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente

a ZIalo Concepción de Jesús García, en los recursos de ca-
sación interpuestos por José A. Soto Aguilar, la Compañía
Nacional de Autobuses, C. por A., y la Compañía Seguros
Pepín, S. A., contra sentencia dictada ,en atribuciones co-
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si el prevenido José A. Soto, cometió alguna imprudeneie,
ni mucho menos en qué consistía esa falta que no se
atribuyó; que la sentencia recurrida, no examinó como lo
exige la ley y como se le solicitó en las instancias, la Con-
ducta de la supuesta víctima, Dionisio de Jesús y detertra.
nar si había incurrido o no en falta y si esta podía eeneu„
tuir la causa única y determinante del accidente; que por
todo ello procede casar la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar al
prevenido recurrente único culpable del accidente y fallar
como lo hizo, d ; o por establecido sin incurrir en desnatura-
lización alguna, mediante la ponderación de los elementos
de juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 14 de octubre
de 1974, mientras José Soto Aguilar conducía la guagua
placa No. 300-301, propiedad de la Compañía Nacional de
Autobuses, C. por A., asegurada con Póliza No. 	 de
Seguros Pepín, S. A., transitando de Sur a Norte por
calle Moca ,a1 llegar a la esquina formada con la Pedro
Livio Cedeño, atropelló al menor Dionisio de Jesús, el cual
resultó con lesiones curables después de 10 y antes de 20
días; b) que el accidente se debió a la imprudencia de José
Soto Aguilar, por conducir su vehículo a una velocidad que
no le permitió detenerlo para evitar el accidente y haber
visto al menor antes de la ocurrencia y no tomar las pre-
cauciones de lugar;

Considerando, que por lo antes expuesto se evidencia.
que contrariamente a lo sostenido por los recurrentes,
Corte a-qua sí estableció que el prevenido recurrente co
metió una falta y en qué consistió la misma; que al decla-
rar que el accidente se deb ió a la falta exclusiva del p
venido, examinó la conducta de la víctima, pero no estab
en la obligación de dar motivos específicos sobre la mism
y que el fallo impugnado contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su d'spositivo, que por tanto, 1
medios que se examinan carecen de fundamento y debert
ser desestimados;
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Considerando, que los hechos dados por establecidos
configuran a cargo del prevenido recurrente, el delito de

golpes y 
heridas involuntarios ocasionados con el manejo

de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la

Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sanc . o-

nado en la letra b) del mismo texto legal con las penas de
tres meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$-
300.00. cuando la enfermedad de la víctima durare más de
diez días pero menos de veinte, como sucedió en la especie,
que al condenar al prevenido al pago de una multa de RD$-
25.00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando. que asim ; smo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido, ocasionó a Zoilo Con-
cepción de Jesús García, constituído en parte civil en su
calidad de padre y tutor del menor Dionisio de Jesús, da-
ños materiales y morales que evaluó en la suma de RDS-
500.00: que al condenar al prevenido José A. Soto Aguilar
juntamente con la Compañía Nac'onal de Autobuses, C. por
A., puesta en causa como civilmente responsable, al pago de

la mencionada suma, más los intereses legales de la misma
a partir de la demanda a título de indemnizac ión comple-

mentaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de
la ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligator : o de Vehículos
de Motor, al declarar cponible dichas condenaciones a la
Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
prevenido. no presenta vicio alguno que justifique su ca-

sación;
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente

a 
Zoilo Concepción de Jesús García, en los recursos de ca-

sación interpuestos por José A. Soto Aguilar, la Compañía
Weional de Autobuses, C. por A., y la Compañía Seguros

S. A., contra sentencia dictada ,en atribucion es co-
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DEL 1980

yentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

14 de mano de 1978.

1111
Materia: Correctional.

necurrentes: José AntOr.io Arias y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Manuel de Js. Disla Suárez.

intervinientes: Agustín A. Hernandez y compartes.
Abogados: Dr. René Alfonso Franco y Licdos. Tobías Oscar Núñez

García y Rafael S. Ovalles.

0.19s, Patria y )bertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
cundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 12 del mes de Noviembre
del año 1980. años 137' de la Independen&a y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
rhente por José Antonio Arias Cruz, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, domiciliado en Limonal, Santiago, cé-
dula No. 6894, serie 31, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio en la calle Beller No. 98 de la ciudad de
Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-

rreccionales, el 30 de septiembre de 1977, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo: Segundo: Rechaza
mencionados recursos; Tercero: Condena a José A. seti
Aguilar al pago de las costas penales y a éste y a la Corn-
pañía Nacional de Autobuses, C. por A., al pago de las cos,
tas civiles, ordenando su distracción en favor del Dr. Dark,
Dorrejo Espinal, abogado del interviniente, quien af rrna
haberlas avanzado en su totalidad y las declara oponibles
a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la
Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él •xpresadcs yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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rreccionales, el 30 de septiembre de 1977, por la Corte deApelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza tes
mencionados recursos; Tercero: Condena a José A. Seto
Aguilar al pago de las costas penales y a éste y a la Com.
pañía Nacional de Autobuses, C. por A., al pago de las Cos-
tas civiles, ordenando su distracción en favor del Dr. Dark
Dorrejo Espinal, abogado del interviniente, quien af;rma
haberlas avanzado en su totalidad y las declara oponibles
a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la
Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista!
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y aun en él expresados al

SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

14 de marzo de 1978.

5fateria: Correccional.

gecurrentes: José Antonio Arias y la Unión de Seguros. C. por A.
Abogado: Dr. Manuel de Js. Disla Suárez.

Irtervinientes: Agustín A. Hernández y compartes.
thogados: Dr. René Alfonso Franco y Licdos. Tobías Oscar Núñez

García y Rafael S. Ovalles.

fue firmada, lekla y publicada por mí, Secretario Gener
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

n Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
imer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Bácz y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 12 del mes de Noviembre
del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Antonio Arias Cruz, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, domiciliado en Limonal, Santiago, cé-
dula No. 6894, serie 31, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio en la calle Beller No. 98 de la ciudad de
Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Duarte el 25 de noviembre de 1974, en el cual un
rnenor resultó muerto y otro con lesiones corporales, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 14 de noviembre
de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas intervino el 14 de marzo de
1978 el fallo ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma
los recursos de Apelación interpuestas por el Dr. Manuel
de Js. Disla a nombre y representación de José Antonio
Arias Cruz y la Unión de Seguros, C. por A., así como el
recurso interpuesto por el Lic. Rafael Salvador Ovalles P.,
quien actúa a nombre y representación de Agustín Aquiles
Hernández y Rita Aurora Rosario de Hernández, partes ci-
viles constituidas, contra sentencia No. 757, de fecha Ca-
torce (14) del mes de Noviembre de laño mil novecientos
setenta y cinco (1975), dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, cuyo di spositivo es el siguiente: 'Primero: Que
debe declarar como en efecto declara al nombrado José An-
tonio Arias Cruz, culpable de violar el Art. 65 y 49 letra c)
de la Ley 241, sobre tránsito de vehículos de motor y en

consecuencia debe condenar y condena a RDS25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro) acogiendo a su favor circunsiancias ate-
nuantes y por deberse el accidente en un 251/2 % a la falta
de la víctima; Segundo: Que debe declarar como al efecto
declara buena y válida la constitución formulada por Ma-
nuel de Js. Fernández, contra José Antonio Arias Cruz, y

la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por haberla for-
mulado en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exi-
gencias procesales en cuanto a la forma; Tercero: Que debe
declarar como en efecto declara buena y válida la constitu-
ción en parte Civil formulada por Agustín Aquiles Hernán-
dez y Rita Aurora de Hernández, contra José Antonio Arias
Cruz y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ha-

lación de Santiago, en sus atribuciones correcciona
14 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael

Enrique Bencosme, en representación del Dr. René Alfonso
y los Licdos. Tobías Oscar Núñez García y Rafael S. Ova- 1 

I
lles, cédulas Nos. 33348, 6553 y 83129, series 31, 88 y 1ra.
respectivamente, abogados de los intervinientes Agustin
Aquiles Hernández y Rita Aurora Rosario de Hernández,
dominicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en el''
Kilómetro 41/2 de la carretera Duarte, tramo Santiago-Moca,
cédulas Nos. 9862 y 26412, series 32 y 31, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General ;
de la República;

Vista el acta de Casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 26 de abril de 1978, a requerimientotat"
del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No. 39720, —r
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se proponen, contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 16 de marzo
de 1979, suscrito por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en el que se propone, contra la sentencia impugnada, el me-
dio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 16 de marzo
de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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lación de Santiago, en sus atribuciones correccionales,
14 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael
Enrique Bencosme, en representación del Dr. René Alfonso
y los Licdos. Tobías Oscar Núñez García y Rafael S. O.
lles, cédulas Nos. 33348, 6553 y 83129, series 31, 88 y 1ra..
respectivamente, abogados de los intervinientes Agustín
Aquiles Hernández y Rita Aurora Rosario de Hernández,
dominicanos, mayores de edad, casados, domic i liados en el
Kilómetro 41/2 de la carretera Duarte, tramo Santiago-Moca.
cédulas Nos. 9862 y 26412, series 32 y 31, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gmeral
de la República;

Vista el acta de Casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 26 de abril de 1978, a requerimiento
del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No. 39720,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se proponen, contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 16 de marzo
de 1979, suscrito por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
en el que se propone, contra la sentencia impugnada, el me-
dio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 16 de marzo
de 1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955, scbre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Duarte el 25 de noviembre de 1974, en el cual un

menor resultó muerto y otro con lesiones corporales, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 14 de noviembre
de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas intervino el 14 de marzo de
1978 cl fallo ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma
los recursos de Apelación interpuestps por el Dr. Manuel
de Js. Disla a nombre y representación de José Antonio
Arias Cruz y la Unión de Seguros, C. por A., así como el
recurso interpuesto por el Lic. Rafael Salvadcr Ovalles P.,
quien actúa a nombre y representación de Agustín Aquiles
Hernández y Rita Aurora Rosario de Hernández, partes ci-
viles constituidas, contra sentencia No. 757, de fecha Ca-
torce (14) del mes de Noviembre de laño mil novecientos
setenta y cinco (1975), dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que
debe declarar como en efecto declara al nombrado José An-
tonio Arias Cruz, culpable de violar el Art. 65 y 49 letra c)
de la Ley 241, sobre tránsito de vehículos de motor y en
consecuencia debe condenar y condena a RDS25.00 (Vein-
ticinco Pesos Oro) acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes y por deberse el accidente en un 25 1.1	 a la falta
de la víctima; Segundo: Que debe declarar como al efecto
declara buena y válida la constitución formulada por Ma-
nuel de Js. Fernández, contra José Anton i o Arias Cruz, y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por haberla for-
mulado en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exi-
gencias procesales en cuanto a la forma; Tercero: Que debe
declarar como en efecto declara buena y válida la constitu-
ción en parte Civil formulada por Agustín Aquiles Hernán-
dez y Rita Aurora de Hernández, contra José Antonio Arias
Cruz y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ha-
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berlas formulado en tiempo hábil y de acuerdo a las norma
y ex i gencias procesales en cuanto a la forma, Cuarta: f;
cuanto al fondo debe condenar y condena a José Ante•
Arias Cruz, a una indemnización de RD$2,000.00 (Dos :,7
Pesos Oro), a favor de Agustín Aquiles Hernández y E,
Aurora de Hernández por los dañes morales y materia:,
sufridos con la muerte de su hijo Junior A. Hernández
sano producida por el conductor el propietario José Anto,
nio Arias Cruz, quien conducía la camioneta placa No.
248, Chevrolet, color rojo asegurado en la Compañía Unió
de Seguros, C. por A., mediante Póliza No. 291-848; Quin
En cuanto al fondo debe condenar y condena a José Ant
nio Arias Cruz, al pago de una indemnización de RD$500.00
(Quinientos Pesos Oro) a favor del agraviado Francisco
José Fernández por los daños y perjuicios ocasionados en
el refer'clo accidente; Serte: Que debe condenar y condena
a José Antonio Arias Cruz al pago de los intereses legales
de la suma acordada de la indemnización principal que se
le conceda a los concluyentes a partir de la fecha de la de-
manda hasta la total ejecución de la sentencia que inter- 1:
venga a título de indemnización suplementaria; Séptimo: ":
Que debe declarar como en efecto declara la presente sen-
tenc i a común, oponible y ejecutable a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su condición de Compañía asegu-
radora de la responsabilidad Civil de José Antonio Arias
Cruz; Octavo: Que José Antonio Arias Cruz, y la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., sean condenados solidaria-
mente al pago de las costas civiles ordena su distracción
a favor de los abogados Dres. René Alfonso Franco, L'cdos.
Rafael Ovalle, Tobéas Oscar Núñez y Dr. Jaime Cruz Te-
jada, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
Noveno: Que debe condenar y condena al señor José An-
tonio Arias Cruz, al pago de las costas penales'; SEGUNDO:
Modifica el párrafo cuarto de la sentencia recurrida en el
sentido de aumentar la indemnización acordada a favor de
Agustín Aquiles Hernández y Rita Aurora de Hernánde',..
partes civiles constituidas a la suma de RD$3,000.00 (Tre:,
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Mil Pesos Oro), por considerar esta Corte ser ésta la suma
justa, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-
juicios tanto morales como materiales experimentados por
(liz.has partes Civiles Constituidas a consecuencia de la
. : acrte causada a so hijo menor Junior Antonio Hernández

a consecuencia del accidente de que se trata, des-
, . :S de entender esta Corte que dicha suma indemnizatoria

,alese ascendido a RDS4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro),
no haber la víctima cometido una falta de un 25% a la

por el prevenido; TERCERO: Revoca el Ordinal
Inctavo de la referida sentencia en cuant condenó solidaria-
mente a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago
e las costas; CUARTO: Confo rma la sentencia recurrida en

demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido José
tonio Arias Cruz, al pago de las costas penales; SEXTO:

Condena a José Antonio Arias Cruz, persona civilmente res-
pandie al pago de las costas civiles de esta instancia, or-
denando la distracción de las mismas en provecho del Dr.
Rané Alfonso Franco y les Licdos. Rafael Salvador Ovalle

y Tobías Oscar Núñez García y del Dr. Jaime Cruz Te-
a, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia que impugnan, cl siguiente medio único de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en apoyo de su medio único de ca-
sación. los recurrentes alegan ,en síntesis, lo que sigue: que
en las motivaciones de la sentencia, la Corte a-qua retiene
una falta determinante y generadora a cargo del prevenido
recurrente, por el hecho de que la camioneta al penetrar
al puente Pontezuela, ocupó la derecha del ciclista, cuando
en realidad no pudo ser así; que el único que abandonó su
vía normal, derecha, para rebasar por la izquierda al burro
cargado que iba delante, lo fue el ciclista José Francisco
Fernández, siendo éste rebase temerario e imprudente, de-
terminante de manera exclusiva de la ocurrencia del acci-
dente; que se incurre en una desnaturalización total de los

1
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berlas formulado en tiempo hábil y de acuerdo a las norm-
y ex i gencias procesales en cuanto a la forma; Cuarto:
cuanto al fondo debe condenar y condena a José Anto...
Arias Cruz, a una indemnización de RD$2,000.00 (Dos .:,;
Pesos Oro), a favor de Agustín Aquiles Hernández y R,
Aurora de Hernández por los daños morales y materia:.
sufridos con la muerte de su hijo Junior A. Hernández R
sano producida por el conductor el propietario José Ant.,
nio Arias Cruz, quien conducía la camioneta placa No. 5R,
248, Chevrolet, color rojo asegurado en la Compañía Un:‘
de Seguros, C. por A., mediante Póliza No. 291-848; Quink:
En cuanto al fondo debe condenar y condena a José
nio Arias Cruz, al pago de una indemnización de RD$500.(
(Quinientos Pesos Oro) a favor del agraviado Francisco
José Fernández por los daños y perjuicios ocasionados en
el refer'clo accidente; Serto: Que debe condenar y condena
a José Antonio Arias Cruz al pago de los intereses legales
de la suma acordada de la indemnización principal que se
le conceda a los concluyentes a partir de la fecha de la de-
manda hasta la total ejecución de la sentencia que inter-
venga  a título de indemnización suplementaria; Séptimo:
Que debe declarar como en efecto declara la presente sen-
tencia común, oponible y ejecutable a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su condición de Compañía asegu-
radora de la responsabilidad Civil de José Antonio Arias
Cruz: Octavo: Que José Antonio Arias Cruz, y la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., sean condenados solidaria-
mente al pago de las costas civiles ordena su distracción
a favor de los abogados Dres. René Alfonso Franco, Licdos.
Rafael Ovalle, Tobéas Oscar Núñez y Dr. Jaime Cruz Te-
jada, quienes afirman estarlas avanzando en su
Noveno: Que debe condenar y condena al señor José An-
tonio Arias Cruz, al pago dejas costas penales'; SEGUNDO:
Modifica el párrafo cuarto de la sentencia recurrida en el
sentido de aumentar la indemnización acordada a favor de
Agustín Aquiles Hernández y Rita Aurora de Hernández,
partes civiles constituidas a la suma de RD$3,000.00 (Tres
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Pesos Oro), por considerar esta Corte ser ésta la suma
ta, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-

juicios tanto morales como materiales experimentados por
dichas partes Civiles Constituidas a consecuencia de la

uerte causada a so hijo menor Junior Antonio Hernández
ario, a consecuencia del accidente de que se trata, des-

és de entender esta Corte que dicha suma indemnizatoria
labiese ascendido a RDS4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro),
de no haber la víctima cometido una falta de un 25% a la
comet ida por el prevenido; TERCERO: Revoca el Ordinal
Octavo de la referida sentencia en cuant condenó solidaria-
mente a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago
de las costas; CUARTO: Conf i rma la sentencia recurrida en

• sus demás aspectos; QUINTO: Condena al prevenido José
Antonio Arias Cruz, al pago de las costas penales; SEXTO:
Condena a José Antonio Arias Cruz, persona civrirnente res-
ponsable al pago de las costas civiles de esta instancia, or-

ltnando la distracción de las mismas en provecho del Dr.
tné Alfonso Franco y los Licdos. Rafael Salvador Ovalle

P.. y Tobías Oscar Núñez García y del Dr. Jaime Cruz

quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;

111
 Considerando, que los recurrentes proponen contra la

sentencia que impugnan. cl siguiente medio único de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en apoyo de su medio único de ca-
sación, los recurrentes alegan ,en síntesis, lo que sigue: que
en las motivaciones de la sentencia, la Corte a-qua retiene
una falta determinante y generadora a cargo del prevenido
recurrente, por el hecho de que la camioneta al penetrar
al puente Pontezuela, ocupó la derecha del ciclista, cuando
en realidad no pudo ser así; que el único que abandonó su
vía normal, derecha, para rebasar por la izquierda al burro
cargado que iba delante, lo fue el ciclista José Francisco
Fernández, siendo éste rebase temerario e imprudente, de-
terminante de manera exclusiva de la ocurrencia del acci-
dente; que se incurre en una desnaturalización total de los
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hechos de la causa, cuando, en sus motivaciones, la CortM
a-qua se aferra en mantener que el ciclista Fernández lo -
hacía a su derecha, la cual le fue ocupada por e recurren.,:.
cuando la realidad es la inversa; que tamb'én incurre .,
Corte a-qua en desnaturalización al atribuir el hecho 

IC1

conducir un menor en la barra de su bicicleta, omitiendo
otras más graves, tales como, el manejo descuidado y ato io
londrado; que por lo expuesto, procede casar la sentenciat
impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-pra, para declarar que c:
prevenido recurrente José Antonio Arias Cruz, había come-
tido faltas que incidieron en el accidente y fallar como
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de )
elementos de juicio que fueron regularmente administrad
en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) que el 25 de
noviembre de 1974, en horas de la mañana, ocurrió un ac-
cidente de tránsito en el cual la camioneta placa No. 515-
248, con Póliza No. 29123 de la Unión de Seguros, C. por A.,
conducida por su propietario José Antonio Arias Cruz, de
Oeste a Este por la carretera Duarte, al llegar al puente
"Pontezuela" se produjo una colisión con una bicicleta ma-
nejada por José Francisco Fernández; 2) que en el accidente
murió Junior Antonio Hernández Rosario, a consecuencia
de fractura de la base del cráneo, quien iba en la barra de
la bicicleta, y José Francisco Fernández traumatismo cura-
ble antes de los diez días y 3) que José Antonio Arias Cruz

	

cometió faltas que incidieron en el accidente al tratar de 	 .
cruzar con su vehículo el puente "Pontezuela", estrecho,
al mismo tiempo que el ciclista José Franc isco Fernández,
quien transitaba en su bicicleta en dirección contraria al
vehículo conducido por Arias Cruz, y éste ocuparle la de- ,
recha que correspondía al ciclista Fernández, que por ex-
puesto, la Corte a-qua no ha incurrido en la desnatural i za-
ción alegada por la recurrente; que, lo que hizo la Corte a ,1

	a-qua fue hacer uso de su poder soberano de apreciación 	 "I
para formarse su íntima convicción, por lo que procede de-

	

.	 ,.

ar el medio de los recurrentes, por carecer de fun-
mento;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del

orevenido recurrente, configuran el delito de ocasionar la
;suerte involuntariamente con la conducción de un vehícu-

de motor, previsto y sancionado en el inciso primero del
culo 49 de la Ley 241 de 1967, con las penas de 2 a 5

os de prisión y multa de RD$500.00 a RDS2,000.00, cuan-
el accidente causare la muerte a una o más personas,

mo ocurrió en la especie; que al condenar a José Antonio
'as Cruz a una multa de RDS25.00, acogiendo circunstans-

atenuantes, la Corte	 le aplicó una pena ajustada

la Ley;
Considerando, que as i mismo, la Corte a-qua apreció

ique el hecho del prevenido había causado a Agustín Aqui-
les Hernández, Rita Aurora de Hernández y Manuel de Je-
sús Fernández, partes civiles constituidas, daños y perjui-
cios, materiales y morales, que evaluó en las sumas de
111-$3,000.00 en favor de Austin Aquiles Hernández y Rita

do Hernández y RDS500.00 en favor de Manuel de Je-
sús Fernández; que al condenar a José Antonio Arias Cruz,
en su doble condición de conductor y propietario del ve-
hículo, al pago de esas sumas más los interéses legales de
las mismas a contar de la demanda, a título de indemniza-

- ción complementarias solicitada, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil, y del
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obl I gatorio de
Vehículo de Motor, al declarar oponible a la Unión de Se-
guros, C. por A., las condenaciones civiles impuestas al
prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido re-
currente no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
Agustín Aquiles Hernández y Rita Aurora de Hernández
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hechos de la causa, cuando, en sus motivaciones, la Cort,
a-qua se aferra en mantener que el ciclista Fernández
hacía a su derecha, la cual le fue ocupada por e recurrenz•
cuando la realidad es la inversa; que también incurre la
Corte a-qua en desnaturalización al atribuir el hecho
conducir un menor en la barra de su bicicleta, omitien
otras más graves, tales como, el manejo descuidado y a
londrado; que por lo expuesto, procede casar la sentencia'
impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que
prevenido recurrente José Antonio Arias Cruz, había come
tido faltas que incidieron en el accidente y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la pmderac'ón de
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) que el 25 di
noviembre de 1974, en horas de la mañana, ocurrió un
cidente de tránsito en el cual la camioneta placa No. 515-
248, con Póliza No. 29123 de la Unión de Seguros, C. por A.,
conducida por su propietario José Antonio Arias Cruz, de
Oeste a Este por la carretera Duarte, al llegar al puente
"Pontezttela" se produjo una colisión con una bicicleta ma-
nejada por José Francisco Fernández; 2) que en el accidente
murió Junior Antonio Hernández Rosario, a consecuencia
de fractura de la base del cráneo, quien iba en la barra de
la bicicleta, y José Francisco Fernández traumatismo cura-
ble antes de les diez días y 3) que José Antonio Arias Cruz
cometió faltas que incidieron en el accidente al tratar de
cruzar con su vehículo el puente "Pontezuela", estrecho,
al mismo tiempo que el ciclista José Franc i sco Fernández,
quien transitaba en su bicicleta en dirección contraria al
vehículo conducido por Arias Cruz, y éste ocuparle la de
recha que correspondía al ciclista Fernández, que por ex-
puesto, la Corte a-qua no ha incurrido en la desnatural ; za- 1
ción alegada por la recurrente; que, lo que hizo la Corte
a-qua fue hacer uso de su poder soberano de apreciack:
para formarse su íntima convicción, por lo que procede de•
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ar el medio de los recurrentes, por carecer de fun-
to;

1- Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
venido recurrente, configuran el delito de ocasionar la

,verte involuntariamente con la conducción de un vehícu-
tt de motor, previsto y sancionado en el inciso primero del
"'culo 49 de la Ley 241 de 1967, con las penas de 2 a 5

os de prisión y multa de RD$500.00 a RD$2,000.00,
el accidente causare la muerte a una o más personas,

oomo ocurrió en la especie; que al condenar a José Antonio
Arias Cruz a una multa de RD$25.00, acogiendo circunstans-
cías atenuantes, la Corte agua le aplicó una pena ajustada
a la Ley;

Considerando, que as i mismo, la Corte a-qua apreció

e el hecho del prevenido había causado a Agustín Aqui-
4s Hernández, Rita Aurora de Hernández y Manuel de Je-
'tkas Fernández, partes civiles constituidas, daños y perjui-

materiales y morales, que evaluó en las sumas de
"MD$3,000.00 en favor de Agustín Aquiles Hernández y Rita
k . de Hernández y RD$500.00 en favor de Manuel de

Fernández; que al condenar a José Antonio Arias Cruz,
en su doble condición de conductor y propietark del ve-
hículo, al pago de esas sumas más les intereses legales de
las mismas a contar de la demanda, a título de indemniza-
ción complementarias solicitada, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil, y del
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obl i gatorio de
Vehículo de Motor, al declarar oponible a la Unión de Se-
guros, C. por A., las condenaciones civiles impuestas al
prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido re-
eurrente no presenta vicio alguno que justifique su casa-

ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Agustín Aquiles Hernández y Rita Aurora de Hernández
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gocurren tes: Domirgo Bretón Pérez, Fausto Polanco y la Seguros
Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis Bircann Rojas.
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en los recursos de casación interpuestos por José Antonio
Arias Cruz y la Unión de Seguros, C. por A., contra la seu,
tencia dictada por la Corte cte Apelación de Santiago, ea
sus atribuciones correccionales, el 14 de marzo de 1978, eu.
yo dispositivo copiado en parte anterior del presente fallO-
Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena;
a José Antonio Cruz al pago de las costas y distrae las iñ
viles en provecho del Dr. René Alfonso Franco y los Lic
Tobías O. Núñez García y Rafael S. Ovalle P., abogados de
los intervinientes quienes afirman haberlas avanzado en 011:i
totalidad y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. ptir'
A.. dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E.
velo de la Fuente.— Manuel A. Ainiama.— Francisco

Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rcjas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
: . cia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
::r. Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
71. '-ter Sustituto de Presidente: Manuel A. Amiama, Se-
zundo Sustituto de Presidente; Francisco Eipidio Beras,
Jottouín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-

, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
aillat. asistidos del Secretario General, en la Sala donde

celebra sus audienc i as, en la ciudad de Santo Domingo de
t_ri, Distrito Nacional, hoy día 12 de noviembre de1 zm

, ,ncs 137' de la Independencia y 117' de la Restaura-
n,, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,

la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Dom i ngo Bretón Pérez, dominicano, mayor de
edad. casado .chofer, domiciliado en Estancia Nueva-Moca.
cédula No. 16318, serie 54; Fausto Polanco, dominicano, ma-
yor de edad, domiciliado en la avenida Mirador del Yaque,
Santiago, y la Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la
calle Restauración No. 122 de la ciudad de Santiago, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
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en los recursos de casación interpuestos por José Antonio
Arias Cruz y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en
sus atr i buciones correccionales, el 14 de marzo de 1978, cu-
yo dispositivo copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condenar
a José Antonio Cruz al pago de las costas y distrae las ci-
viles en provecho del Dr. René Alfonso Franco y los Licdos.
Tobías O. Núñez García y Rafael S. Ovalle P., abogados de
los intervinientes quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad y las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por
A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Re.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresadcs y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago. de fecha

25 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

gccurrentes : Domirgo Bretón Pérez. Fausto Polanco y la Seguros

Pepfn, S. A.

k togado: Dr. Luis Bircann Rojas.

4
Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la Renública, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-

• :n Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama. Se-
gundo Sustituto de Presidente: Francisco E l pidio Beras,
Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín 1..,. Hernández
Esrooillat. as i stidos del Secretario General. en la Sala donde
celebra sus audienc'as, en la ciudad de Santo Domingo de

Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de noviembre de
1980. sñes 137' de la Independencia y 117' de la Restaura-
ción, dicto en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
rente por Dom i ngo Bretón Pérez, dominicano, mayor de

ad. easado ,chofer, domiciliado en Estancia Nueva-Moca,
cédula No. 16318, serie 54; Fausto Polanco, dominicano, ma-

de edad, domiciliado en la avenida Mirador del Yaque,
Santiago, y la Seguros Pepín. S. A.. con su domicilio en la
calle Restauración No. 122 de la ciudad de Santiago, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por



la Corte de Apelación de Santiago, el 25 de s eptiembre de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

V'sta el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 25 de septiembre de 1978, a requerimiento
del Dr. Luciano Ambrioriz Díaz Estrella, cédula No. 36900,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de abril de
1979, suscrito por el Dr. Luis A. Wrcann Rojas, cédula No.
43324, serie 31, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, oue se mencionan más adelante; y les artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383
y 1384 del Códi go Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Cons'derando, que en la sentencia impugnad y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Duarte, tramo Santiago-Licey, el 13 de marzo de
1977, en el que un menor resultó con lesiones corporales,
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago d i ctó en sus atribuciones
correccionales, el 13 de septiembre de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; b)
que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 25 de
sept'embre de 1978, el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en
la forma el recurso de apelación interpuesto po rel Dr. Am'
biorix Díaz Estrella, a nombre y representación de Domingo

Bretón Pérez, Fausto Polanco y Seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia correccional No. 443 de fecha trece (13) del
mes de septiembl-e del año mil novecientos setenta y siete
(977),, dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cu-
yo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar
0990 en efecto declara al nombrado Domingo Bretón Pérez,
culpable de violar el Art. 49, letra (c) de la Ley 241, sobre
Tránsito Terrestre de Vehículos de Motor, y en consecuen-
eia, lo debe condenar y lo condena al pago de una multa
de RDS15.00 (Quince pesos oro) por el hecho delictuoso
puesto a su cargo; Segando: Que debe declarar y declara
buena y válida la constitución en parte civil formulada por
los Dres. Mario Alt. Ureña Portes y Olga Yolanda Santos
Ureña. en su calidad de padres de su hijo menor Franklin
Ureña Santos, por haberlos hecho de acuerdo a las normas
del procedimiento en cuanto a la forma; Tercero: En cuan-
to al fondd debe condenar y condena a Domingo Bretón Pé-
rez, conjunta y solidariamente con Fausto Polanco, al pago
de una indemnización de Novecientos pesos oro (RDS900.-
00) en favor de Mario Alt. Ureña y Olga Yolanda Santos

Ureña, por las graves lesiones recibidas por su hijo me-.
r Franklin Santos como consecuencia del accidente de

que se trata: Cuarto: Que debe condenar y condena a Do-
mingo Bretón Pérez y Fausto Polanco, al pago de los inte-
nses legales de la suma acordada a los Sres. Mario Alt.
Ureña Portes y Olga Yolanda Santos Ureña; a título de
indemnización suplementana; Quinto: Que debe declarar
como en efecto declara dicha sentencia común, oponible y

t
ecutable a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., en su condi-
ón de aseguradora de la responsabilYlad civil de aquél;

Sexto: Que debe condenar y condena a Domingo Bretón
Pérez y Fausto Polanco, al pago de las costas civiles del
Plrocedimiento, haciéndolas oponibles a la Cía. de Seguros
Pepín, S. A., con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Jaime Cruz Tejada, quien afirma estarlas avanzando en
itt totalidad; Séptimo: Que debe condenar y condena al Sr.

I.

t
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la Corte de Apelación de Santiago, el 25 de septiembre
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

V'sta el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 25 de septiembre de 1978, a requerimiento
del Dr. Luciano Ambrioriz Díaz Estrella, cédula No. 36900,
serie 31, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de abril de
1979. suscrito por el Dr. Luis A. Wrcann Rojas, cédula No.
43324, serie 31, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocadcs por los recu-
rrentes, oue se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383
y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Cons'derando, que en la sentencia impugnad y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Duarte, tramo Santiago-Licey, el 13 de marzo de
1977, en el que un menor resultó con lesiones corporales,
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago cl , ctó en sus atribuciones
correccionales, el 13 de septiembre de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; b)
que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 25 de
sept'embre de 1978, el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admim
la forma el recurso de apelación interpuesto po rol Dr. ».
biorix Díaz Estrella, a nombre y representación de Domingo

Bretón Pérez, Fausto Polanco y Seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia correccional No. 443 de fecha trece (13) del
mes de septiembre del año mil novecientos setenta y siete

(j977), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cu-
yo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar
como en efecto declara al nombrado Domingo Bretón Pérez,
culpable de violar el Art. 49, letra (c) de la Ley 241, sobre
Tránsito Terrestre de Vehículos de Motor, y en consecuen-
cia, lo debe condenar y lo condena al pago de una multa
de RDS15.00 (Qu i nce pesos oro) por el hecho delictuoso
puesto a su cargo; Segvado: Que debe declarar y declara
buena y válida la constitución en parte civil formulada por
los Dres. Mario Alt. Ureña Portes y Olga Yolanda Santos
Ureña, en su calidad de padres de su hijo menor Franklin
Ureña Santos, por haberlos hecho de acuerdo a las normas
del procedimiento en cuanto a la forma; Tercero: En cuan-
to al fondo" debe condenar y condena a Domingo Bretón Pé-
rez, conjunta y solidariamente con Fausto Polanco, al pago
de una indemnización de Novecientos pesos oro (RD$900.
00) en favor de Mario Alt. Ureña y Olga Yolanda Santos
de Ureña, por las graves lesiones recibidas por su hijo me-
nor Franklin Santos como consecuencia del accidente de
que se trata; Cuarto: Que debe condenar y condena a Do-
mingo Bretón Pérez y Fausto Polanco, al pago de los inte-
reses legales de la suma acordada a los Sres. Mario Alt.
Ureña Portes y Olga Yolanda Santos Ureña; a título de
indemnización suplementaria; Quinto: Que debe declarar
como en efecto declara dicha sentencia común, oponible y
ejecutable a la Cía. de Seguros Pepín, S. A., en su condi-
ción de aseguradora de la responsabindad civil de aquél;
Sexto: Que debe condenar y condena a Domingo Bretón
Pérez y Fausto Polanco, al pago de las costas civiles del
procedimiento, haciéndolas oponibles a la Cía. de Seguros
Pepín , S. A., con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Jaime Cruz Tejada, quien afirma estarlas avanzando en
su totalidad; Séptimo: Que debe condenar y condena al Sr.
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Domingo Bretón Pérez, al pago de las costas penalc.,
procedimiento'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra ,,'
prevenido y la persona civilmente responsable y la Cía, de
Seguros Pepín, S. A., por no haber comparec'do a la au-
diencia no obstante estar legalmente citados; TERCERO.
Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes; CUAR.
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena al p-evenido y a la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles, ordenando la dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Jaime Cruz Te,
jada quien af'rma estarlas avanzando en su totalidad"; _ 1,

Considerando, que los recurrentes proponen, contra :

la

sentencia que impugnan, les siguientes medios de casación;
Primer Medio: Falta de motivos sobre la forma como se
produjo el accidente y la situación y conducta de la vícti-
ma; Segundo Medio: Mala interpretac i ón del artículo 1315
del Código Civil, falsos motivos en este aspecto;

Considerando, que en su primer medio de casación, los
recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que en la moti-
vación dada por la Corte v-ritta, hay una grave falta cil , ;,•;-
sencia de relación de los hechos que verdaderamente . .
dan edircar a cualquiera que lea la sentencia; que con la
motivación el lector del fallo no puede darse cuenta de eb

roo fue que ocurrió el accidente, dónde estaba situado el

menor, qué entendió el testigo por ir bastante de pronto,
en qué consistió tirarse demasiado a la derecha, cuál fue
la conducta del menor; que como puede verse el vacío de-
jado por la Corte rqua sobre comprobación de los hechos
da lugar a muchas interrcgantes que el fallo no contesta y
que inducirían indudablemente sobre la inculpación del
conductor; que la Corte a-qua ha querido evitarse el trabajo
de dar sus propias motivaciones sobre los hechos y práCII'

camente se ha rernitido a los motivos dados por el tribunal
del primer grado; que esa es una situación errada que con-
duce a la casación de la sentencia; pero,

Considerando, que la Corte	 para declarar que el
sédidente se debió a la falta exclusiva del prevenido recu-
rrente y fallar como lo hizo, dio por establecido lo siguien-
te: 1) que el 13 de marzo de 1977, en horas de la noche,
ocurrió un accidente de tránsito en la carretera Duarte, tra-
mo Santiago-Licey ,próximo al Seminario Profesor Morna,
en el cual cl carro placa No. 211-804, propiedad de Fausto
Folanco, con Póliza No. A-24621-S de la Seguros Pepín, S.

conducido por Domingo Bretón Pérez, atropelló al me-
nor Franklin Ureña Santos, causándole golpes y heridas
curables después de 10 y antes de 20 días, y 2) que Domingo
Bretón Pérez conducía su vehículo a una velocidad fuera
del límite permitido por la ley, lo que le imp'dió manio-
brarlo con destreza, yéndose demasiado a la derecha, donde
alcanzó al menor; que al declarar la Corte a-qua que el ac-
adente se debió a la falta única y exclusiva del hoy recu-
rrente, no tenía necesidad de ponderar la conducta del me-

r lgraviado; que además, si es cierto que la Corte a-qua.
al confirmar en todas sus partes la sentencia del primer

ádo. adopta los motivos dados por d i cho tribunal, lo cual
jurídicamente correcto, da sus propios motivos y hace

relación completa de los hechos y circunstancias de la
'sa que ha permitido a la Suprema Corte de Justicia apre-
que en la especie la ley ha sido bien aplicada; que, por

te, el primer medo del recurso carece de fundamento
ebe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo y último medio los
rentes poponen, en síntesis, lc siguiente: que para jus-

' cy sus reclamaciones los señores Mario Altagracia Ure-

tqPortes y Olga Yolanda Santos de Ureña estaban obliga-
a aportar la prueba, entre otra cosa, de su calidad de

Posdfr del menor, de que el señor Fausto Polanco era el
propietario del vehículo, y de que Seguros Pepín, S. A.,
tenía asegurado d i cho vehículo; que ninguna de esas prue-
bas fue hecha por lo que las reclamaciones de dicho señor
d Heron ser rechazadas, conforme al principio más elemen-

í
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Domingo Bretón Pérez, al pago de las costas penales
procedimiento'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el
prevenido y la persona civilmente responsable y la Cía.
Seguros Pepin, S. A., por no haber comparec'do a la
diencia no obstante estar legalmente citados; TERC
Confirma la sentencia recurrida en todas sus partes; CUAR.
TO: Condena al prevenido al pago de las costas pcna:t
QUINTO: Condena al p-evenido y a la persona civilmente
responsable al pago de las costas civiles, ordenando la
tracción de las mismas en provecho del Dr. Jaime Cruz
jada quien af'rma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
sentencia que impugnan, les siguientes medios de casaos
Primer Medio: Falta de motivos sobre la forma como
produjo el accidente y la situación y conducta de la trí
ma; Segundo Medio: Mala interpretac i ón del artículo 13
del Código Civil, falsos motives en este aspecto;

Considerando, que en su primer medio de casación,
recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que en la m
vación dada por la Corte v-que, hay una grave falta de a
sencia de relación de los hechos que verdaderamente p
dan edircar a cualquiera que lea la sentencia; que con
motivación el lector del fallo no puede darse cuenta de
mo fue que ocurrió el accidente, dónde estaba situado el
menor, qué entendió el testigo por ir bastante de pronto,
en qué consistió tirarse demasiado a la derecha, cuál fue
la conducta del menor; que como puede verse el vacío de-
jado por la Corte 1 ..qua sobre comprobación de los hechos
da lugar a muchas interrogantes que el fallo no contesta
que inducirían indudablemente sobre la inculpschim del
conductor; que la Corte a-qua ha querido evitarse el trabajo
de dar sus propias motivaciones sobre los hechos y prácti-
camente se ha remitido a los motivos dados por el tribunal
del primer grado; que esa es una situación errada que con-
duce a la casación de la sentencia; pero,

Considerando, que la Corte a-qur., para declarar que el
accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido recu-
rrente y fallar como lo hizo, dio por establecido lo siguien-
te: 1) que el 13 de marzo de 1977, en horas de la noche,
ocurrió un accidente de tránsito en la carretera Duarte, tra-
me Santiago-Licey ,próximo al Seminario Profesor Morna,
en el cual el carro placa No. 211-804, propiedad de Fausto
polanco. con Póliza No. A-24621-S de la Seguros Pepín, S.
A., conducido por Domingo Bretón Pérez, atropelló al me-
nor Franklin Ureña Santos, causándole golpes y heridas
curables después de 10 y antes de 20 días, y 2) que Domingo
Bretón Pérez conducía su. vehículo a una velocidad fuera
del límite permitido por la ley, lo que le imp dio manio-
brarlo con destreza, yéndose demasiado a la derecha, donde
alcanzó al menor; que al declarar la Corte a-qua que el ac-
cidente se debió a la falta única y exclusiva del hoy recu-
rrente, no tenía necesidad de ponderar la conducta del me-
nor agraviado; que además, si es cierto que la Corte a-qua,
al confirmar en todas sus partes la sentencia del primer
grado. adopta los motivos dados por d i cho tribunal, lo cual

jurídicamente correcto, da sus propios motivos y hace
relación completa de los hechos y circunstancias de la

que ha permitido a la Suprema Corte de Justicia apre-
catr • que en la especie la ley ha sido bien aplicada; que, por
tante, el primer med i o del recurso carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo y último medio los
recurrentes poponen, en síntesis, lo siguiente: que para jus-
tilrear sus reclamaciones los señores Mario Altagracia Ure-

' Portes y Olga Yolanda Santos de Ureña estaban obliga-
a aportar la prueba, entre otra cosa, de su calidad de

Peisd/r del menor, de que el señor Fausto Polanco era el
propietario del vehículo, y de que Seguros Pepín, S. A.,
tenía asegurado d i cho vehículo; que ninguna de esas prue-
bas fue hecha por lo que las reclamaciones de dicho señor
debieron ser rechazadas, conforme al principio más elemen-

arc
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tal de la prueba que enuncia como obligatorio para el que
pretende la ejecución de una obligación en justicia probar
la existencia de esa obligac i ón o de los hechos que le dan
fundamento; que la Corte a-qua pretende que esos hechos
quedaron establecidcs al no haber sido impugnados por los
impetrantes; que en el segundo grado ninguno de los impe.
trantes presentó conclusiones, rindiéndose la sentencia con-
tra ellos en defecto; que en esa situación la Corte debió
acogerse a lo dispuesto sobre las instancias en defecto de
que: "el juez acogerá la demanda si reposase en prueba le-
gal"; que no hay ninguna regla que postule que no compa-
recer significa aceptar los hechos que alega al que deman-
da; pero,

Considerando, que si es cierto que la Corte a-qua pro-
nunció el defecto contra los actuales recurrentes por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no es menos cierto, que por
ante el tribunal del primer grado compareció el Dr. Berto
Veloz, en representac ión de los actuales recurrentes, y con-
cluyó en la siguiente foma: "1) que el prevenido Domingo
Bretón Pérez, sea descagado por deberse el accidente a la
falta exclusiva de la víctima y que la constitución en parte
civil contra Fausto Polanco y Seguros Pepín, S. A., sca'zre-
chazada po rimprccedente y mal fundada y 2) subsidirria-
mente en caso de que consideréis de que hay falta a cargo
del preven ; do ponderéis para fines de indemnización la
concurrencia de la falta de la víctima"; que de lo transcri-
to, se evidencia que los recurrentes tuvieron la oportunidad
de proponer ante los jueces del fondo los alegatos que pro-
ponen por primera vez en casación, constituyendo un me-
dio nuevo que, como tal, no puede ser admitido en casa-
ción, por lo cual, el medio que se examina debe ser deelp-
rado inadmisible;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido Domingo Bretón Pérez, configuran el delito pre-
visto en el artículo 49 de la Ley sobre Tránsito y Vehículos
No. 241 del 1967, de causar golpes y heridas por impn:

con el manejo de un vehículo de motor, sancionado en
la letra b) del mismo texto legal con las penas de 3 meses

año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.00, si la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima durare 10 días
o más pero menos de 20 días, como ocurrió en la especie;
que al condenar al prevenido recurrente a RD$15.00 de mul-
ta, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte tt-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a Mario A. Ure-
6a Portes y Olga Yolanda Santos de Ureña, parte civil
constituida daños y perjuic i os, materiales y morales, que
evaluó en la suma de RD$900.00; que al condenar al preve-
nido Domingo Bretón Pérez, solidariamente con Fausto Po-
lanco, puesto en causa como civilmente responsable, al pa-
go de esa suma, más los intereses legales de la misma, a
título de indemnización complementaria solicitada, la Corte
a-qua hizo una correcta apreación de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al decla-
W oponibles a la Seguros Pepín, S. A., las condenaciones

iles puestas a cargo de Fausto Polanco;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos,

en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
pugnada no contiene ningún vicio que justifique su ca-
tión;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Domingo Bretón Pérez, Fausto

Blanco y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribu-
ciones correccionales, el 25 de septiembe de 1978, cuyo dis-
Posit'vo se copia en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena a Domingo Bretón Pérez al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
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tal de la prueba que enuncia corno obligatorio para el que
pretende la ejecución de una obligación en justicia probar
la existencia de esa obligación o de los hechos que le dan
fundamento; que la Corte a-qua pretende que esos hechos
quedaron establecidos al no haber sido impugnados por los
impetrantes; que en el segundo grado ninguno de los impe.
trantes presentó conclusiones, rindiéndose la sentencia con-
tra ellos en defecto; que en esa situación la Corte debió
acogerse a lo dispuesto sobre las instancias en defecto de
que: "el juez acogerá la demanda si reposase en prueba le-
gal"; que no hay ninguna regla que postule que no compa-
recer significa aceptar los hechos que alega al que deman-
da; pero,

Considerando, que si es cierto que la Corte a-qua pro-
nunció el defecto contra los actuales recurrentes por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no es menos cierto, que por
ante el tribunal del primer grado compareció el Dr. Berto
Veloz, en representación de los actuales recurrentes, y con-
cluyó en la siguiente foma: "1) que el prevenido Domingo
Bretón Pérez, sea descagado por deberse el accidente a la
falta exclusiva de la víctima y que la constitución en parte
civil contra Fausto Polanco y Seguros Pepín, S. A., sca'Ire-
chazada po rimprocedente y mal fundada y 2) subsidiaria-
mente en caso de que consideréis de que hay falta a cargo
del preven i do ponderéis para fines de indemnización la
concurrencia de la falta de la víctima"; que de lo transcri-
to, se evidencia que los recurrentes tuvieron la oportunidad
de proponer ante los jueces del fondo los alegatos que pro-
ponen por primera vez en casación, constituyendo un me-
dio nuevo que, como tal, no puede ser admitido en

por lo cual, el medio que se examina debe ser cl
rado inadmisible;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido Domingo Bretón Pérez, configuran el delito pre-
visto en el artículo 49 de la Ley sobre Tránsito y Vehículos
No. 241 del 1967, de causar golpes y heridas por impruderr

cia cc n el manejo de un vehículo de motor, sancionado en

la let ra b) del mismo texto legal con las penas de 3 meses
a 1 año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.00, si la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima durare 10 días
o más pero menos de 20 días, como ocurrió en la especie;
que al condenar al prevenido recurrente a RDS15.00 de mul-
ta , acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a Mario A. Ure-
fia Portes y Olga Yolanda Santos de Ureña, parte civil
constituída daños y perjuic'os, materiales y morales, que
evaluó en la suma de RD$900.00; que al condenar al preve-
nido Domingo Bretón Pérez, solidariamente con Fausto Po-

co, puesto en causa como civilmente responsable, al pa-
deI ' 	 csa suma, más los intereses legales de la misma, a

titulo de indemnización complementaria solicitada, la Corte
a g ua hizo una correcta apl'cación de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al decla-
tar oponibles a la Seguros Pepín, S. A., las condenaciones

lIgviles puestas a cargo de Fausto Polanco;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos,

en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
pugnada no contiene ningún vicio que justifique su ca-
ión;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
Ilasación interpuestos por Domingo Bretón Pérez, Fausto
Polanco y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribu-
ciones correccionales, el 25 de septiembe de 1978, cuyo dis-

, posit'vo se copia en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena a Domingo Bretón Pérez al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
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ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General,

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaud ; encia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

s;NTE NCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal. de
fecha 8 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Becurreit es: Teófilo Dolores y la Seguros Pepín, S. A.

gado: Dr. L. E. Norberto Rodríguez.

erviniente: Enemencio Matos Félix.
fiado: Dr. José María Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicona.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de no-
viembre del 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Teófilo Dolores, dominicano, mayor de edad,
soltero, domiciliado en la calle Isabel Aguar No. 193, Zo-
na Industrial de Herrera, de esta capital, cédula No. 62783.
serie 2, y la Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la
calle Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, con-
' la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
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ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquí n L
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Genera:

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gencraique certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 8 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

gecurrc ites: Teófilo Dolores y la Seguros Pepin, S. A.
Abogado: Dr. L. E. Norberto Rodriguez.

Interviidente: Enemencio Matos Félix.
Abogado: Dr. José María Acosta Torres.

11491: Dios, Patria y Libertad,
República Dominierina.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-.
dente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sa-

' la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de no-
viembre del 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Teófilo Dolores, dominicano, mayor de edad,
soltero, domiciliado en la calle Isabel Agu i ar No. 193, Zo-
na Industrial de Herrera, de esta capital, cédula No. 62783.
serie 2, y la Seguros Pepin, S. A., con su domicilio en la
calle Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
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Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, el 8 dd
ciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 20 de d•ciembre de 1978, a requerimien-
to del Dr. Luls Eduardo Norberto Rodríguez, cédula No.
21417, serie 2, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurre:-tes, del 30 de noviern.
bre de 1979, suscrito por el Dr. Luis Eduardo Norberto Ro-
dríguez, en el cual se propone el medio que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 30 de noviembre
de 1979, firmado por el Dr. José Maris Acosta Torres, cé-
dula No. 3251, srie 31, interviniente que es Enemencio
Malos Féliz, dominicano, mayor de edad, domiciliado en
la Avenida Venezuela No. 17-A, cédula No. 4031, serie 21;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 1
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido en la autopista
Sánchez, kilómetro 13, el 18 de octubre de 1973, en horas
de la madrugada, en el cual la motocicleta placa No. 39432, .
con Póliza No. A-31147, de la Seguros Pepín, S. A., con-
ducida por su prop'etario Teófilo Doleres de Oeste a Este
de la referida vía, le causó golpes y heridas a Marcial Mén-
dez, ocupante de la motocicleta, que le ocasionaron
muerte, y golpes, heridas y fracturas a Enemencio Salva-
dor Matos Féliz, curables después de los (3) años, el Juz-

—
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
cristóbal dictó el 25 de febrero de 1977 una sentenc;a cuyo
dispositivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
nnpugnada; b) que cou motivo de los recursos interpuestos,
intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y

el recurso de apelación intentado por el doctor Fran-
disee Antonio Avelino García, a nombre y representación
del prevenido Teófilo Dolores y Seguros Pepín, S. A., con-
tra la sentencia dictada por ci Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Jud;cial de San Cristóbal en fecha 25 del
mes de febrero del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-

Primero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el señor Enemencio Salvador Matos
Féliz. por ser justa y reposar en prueba legal; Segundo:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Teófilo Dolo-
res. por haber Sdo citado legalmente y no haber compare-
cido: consecuentemente se le declara culpable de violación
a la ley 241, en perjuicio de Enemencio Salvador Féliz. y

en consecuencia se le condena a RD$500.00 (Quinientos Pe-
sos Oro), de multa; Tercero: Se condena al nombrado Teó-
filo Dolores, a pagar una indemnización a favor de Ene-
mencio Salvador Matos Féliz, de RDS3,000.00 (Tres Mil
Pesos Oro), como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por éste, como consecuencia del ac-
cidente; Cuarto: Se-condena a Teófilo Dolores, al pago de
las costas civiles y penales, las civiles a favor del Dr. José
María Acosta Torres, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Se declara común y oponible en todas
sus consecuencias legales esta sentencia a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
motor, causante del accidente'; por haberlo interpuesto en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;—
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Teó-
filo Dolores, por no haber comparecido a la audiencia, es-
tando legalmente citado;— TERCERO: Declara que el pre-
venido Teófilo Dolores, es culpable del delito de golpes y
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Cristóbal, en sus atribuciones correccionalcs, el 8 de (ji.
ciembre de 1978, cuyo cllspositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 20 de cl-ciembre de 1978, a requerimien-
to del Dr. Luis Eduardo Norberto Rodríguez, cédula No.
21417, serie 2, en ítpresentación do los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación:

-
Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de noviem-

bre de 1979, suscrito por el Dr. Luis Eduardo Norberto RO-
dríguez, en el cual se propone el medio que se indica más
adelante; 

Procedimiento de Casación;
berado, y vistos los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre

dula No. 3251, serie 31, interviniente que es Enemencio
Matos Félix, dominicano, mayor de edad, doraiciliado en
la Avenida Venezuela No. 17-A, cédula No. 4031, serie 21; -

de 1979, firmado por el Dr. José Mark- Acosta Torres, ce-

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-, i1 .

Visto el escrito del interviniente, del 30 de noviembn,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo- Tr.
tivo de un accidente de transito ocurrida en la autopista
Sánchez, kilómetro 13, el 18 de octubre de 1973, en horas
de la madrugada, en el cual la motocicleta placa No. 39432, 4
con Póliza No. A-31I47, de la Seguros Pepín, S. A., con-
ducida por su prop'etario Teófilo Dolores de Oeste a Este
de la referida vía, le causó golpes y heridas a Marcial Mén-
dez, ocupante de la motocicleta, que le ocasionaron la
muerte, y golpes, heridas y fracturas a Enemencio Salva-
dor Matos Féliz, curables después de los (3) años, el Jur 4i
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gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
gristóbal dictó el 25 de febrero de 1977 una sentencla cuyo
dispositivo se copia más adelante, inserto en el da la ahora
impugnada; b) que ccet motivo de los recursos interpuestos,
intervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dis-
cositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
álido el recurso de apelación intentado por el doctor Fran-

cisco Antonio Avelino Gatcía, a nombre y representación
del prevenido Teófilo Dolores y Seguros Pepín, S. A., con-
tra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Jud;cial de San Cristóbal en fecha 25 del
mes de febrero del año 1977, cuyo dispositivo dice así:

Primero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el señor Enemencio Salvador Matos

por ser justa y reposar en prueba legal; Segundo:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Teófilo Dolo-
res, por haber s'do citado legalmente y no haber compare-
cido; consecuentemente se le declara culpable de violación
a la ley 241, en perjuicio de Enemencio Salvador Féliz. y
en consecuencia se le condena a RDS500.00 (Quinientos Pe-
sos Oro), de multa; Tercero: Se condena al nombrado Teó-
filo Dolores, a pagar una indemnización a favor de Ene-
mencio Salvador Matos Félix, de ED$3,000.00 (Tres Mil
Pesos Oro), como justa reparac'ón por los daños morales
y materiales sufridos por éste, como consecuencia del ac-
cidente; Cuarto: Se.condena a Teófilo Dolores, al pago de
las costas civiles y penales, las civiles a favor del Dr. José
María Acosta Torres, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Se declara común y oponible en todas
sus consecuencias legales esta sentencia a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
motor, causante del accidente'; por haberlo interpuesto en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;—
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Teó-
filo Dolores, por no haber comparecido a la audiencia, es-
tando legalmente citado;— TERCERO: Declara que el pre-
venido Teófilo Dolores, es culpable del delito de golpes y

4
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heridas involuntarios causados con vehículos de motoram
perjuicio de Enemencio Salvador Matos Féliz, curables di.
ches golpes y heridas, después de veinte días (a los tres
años y medio), en consecuencia, lo condena a 	 unamulta de Doscientos Pesos, IRDS203.00), modificandose
sentencia recurrida, en el aspecto renal y acogiendo en se
favor c5rcunstancias atenuantes;— CUARTO: Declara regu-
lar y admite la constitución en parte civil del señor Ene-
mencio Salvador Matos Féliz, y condena a la persona ci-vilmente responsable, a pagar la ctnidad de Tres Mil Pe-
sos (RD$3,000.00) en favor de la parte civil constituida,
confirmándose en el aspecto civil, la sentenc i a dictada por
c! tribunal de primer grado;— QUINTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de las civiles, en favor del doctor José María Acesta
Torres, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad
SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la Ce
pañía Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad asegurad , ,
del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen, en apoyó
de su recurso, el siguiente medio único de casación:
de Casación: Insuficiencia de motivos:

Considerando, que en apoyo de su medio ún ; co de
sación, los recurrentes proponen, en síntesis, lo siguice- •
que, si es cierto que toda persona que resulte perjud:c.C.
tiene derecho a demandar la reparación total de los daos
que haya experimentado, no menos verda des que tiene
derecho solamente a una indemnización equivalente a los
daños realmente sufridos; que cuando los jueces del fondo
imponen una suma indemnizatoria evidentemente exage-
rada en proporción a la gravedad de los daños cuya repa-
ración se demandan, los jueces de la casación tienen facul-
tad y deben criticar dicho exceso mediante la casación de
la sentencia recurrirla; que en la especie, al acordar 	 la
Corte a-ritts• una indemnización de RD$3,00b.00 en favor de
la prrte civil constituída, ha otorgado una suma que a to-
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luces es groseramente desproporcio nada a la magnitud
gravedadde los perjuicios sufridos por la parte civil

tituída; que frente a lo irrazonable de la indemniza-
acordada la Corte debió expresar mediante los moti-

pertinentes, adecuados y suficientes, las razones que
determinaron la imposición de una indemnización tan ele-

, lo aue conduce a la casación de la sentencia impug-
da; pero.

Considerando, que, en principio, los jueces del fondo
gozan de un poder soberano para apreciar la magnitud de
les daños y perjuicios, y, en consecuencia, fijar el monto
de las indemnizaciones; que cuando esas reparaciones civi-
les son acordadas a la vez por daños materiales y morales,
como ocurre en la especie, no es preciso describ i r en de-
talle los daños causados por uno u otro concepto;

Considerando, que en este caso, la Corte a-qua confir-

ir
la sentencia de primera instancia en cuanto a que había

jado en la suma de RD$2,000.00 la indemnización que de-
bía pagar Teófilo Dolores a Enemencio Salvador Matos Fé-
hz como reparación por los daños y perju i cios, materiales
y morales. sufridos por éste, como consecuencia de las le-
siones corporales recibidas en el accidente; que la Corte
e-qua dio como motivos para hacerlo "la gravedad de las
lesiones sufridas per la víctima, sus sufrimientos, afliccio-
nes. molestas. dolores y padecimientos; que, de todo lo
anteriormente expuesto, resulta que la Corte a-qua dio mo-

• tivos suficientes y pertinentes para justificar la apreciación
aue de los daños y perjuicios hizo, que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de control en
cuanto a aue la m isma no es excesiva, por lo que el medio
único de los recurrentes aue se examina, debe ser desesti-
mado por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Enemencio S. Matos Féliz, en los recurscs de casación in-

Pterpuestos por Teófilo Dolores y la Seguros Pepín, S. A.,
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perjuicio de Enemencio Salvador Matos Féliz, curables di.
ches golpes y heridas, después de veinte días (a los tres
años y medio), en consecuencia, lo condena a p;:.gar una
multa de Doscientos Pesos, 1,RDS203.00), rnodificandose la
sentencia recurrida, en el aspecto r.enal y acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes;— CUARTO: Declara regu-
lar y admite la constitución en parte civil del señor Ene.
mencio Salvador Matos Féliz, y condena a la persona ci-
vilmente responsable, a pagar la ctnidad de Tres Mil Pe-
sos (RD$3,000.00) en favor de la parte civil constituida,
confirmandose en el aspecto civil, la sentenc'a dictada por
ei tribunal de primer grado;— QUINTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de las civiles, en favor del doetcr José María Acosta
Torres, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad;-,
SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la Com-
pañía Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad asegurad(
del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen, en
de su recurso, el siguiente medio único de casación:
de Casación: Insuficiencia de motivos;

Considerando, que en apoyo de su medio únIco de
sación, los recurrentes proponen, en síntesis, lo siguiente:
que, si es cierto que toda persona que resulte perjudicada
tiene derecho a demándar la reparación total de los daños
que haya experimentado, no menos verda des que tiene
derecho solamente a una indemnización equivalente a los
daños realmente sufridos; que cuando los jueces del fondo
imponen una suma indemnizatoria evidentemente exage-
rada en proporción a la gravedad de los daños cuya repa-
ración se demandan, los jueces de la casación tienen facul-
tad y deben criticar dicho exceso mediante la casación de
la sentencia recurricia; que en la especie, al acordar
Corte a-qut• una indemnización de Ril$3,00b.00 en favor
la prrte civil constituida, ha otorgado una suma que a

•
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luces es groseramente desproporcionada a la magnitud
gravedad de los perjuicios sufridos por la parte civil
stituída; que frente a lo irrazonable de la indemniza-

acordada la Corte debió expresar mediante los moti-
pertinentes, adecuados y suficientes, las razones que

erminaron la imposición de una indemnización tan ele-
da, lo oue conduce a la casación de la sentencia impug-
da; pero,

Considerando, que, en principio, los jueces del fondo
gozan de un poder soberano para apreciar la magnitud de
los daños y perjuicios, y, én consecuencia, fijar el monto
de las indemnizaciones; que cuando esas reparaciones civi-
les son acordadas a la vez por daflos. materiales y morales,
corno ocurre en la especie, no es preciso describ;r en de-
talle los daños causados por uno u otro concepto;

44'• Considerando, que en este caso, la Corte a-gua conf ir-
rnó la sentencia de primera instancia en cuanto a que había
fijado en la suma de RD$3,000.00 la indemnización que de-
bía pagar Teófilo Dolores a Enemencio Salvador Matos Fé-
liz como reparación psi- los daños y perju'cios, materiales
y morales, sufridos por éste, corno consecuencia de las le-
siones corporales recibidas en el accidente; que la Corte
tqua dio como motivos para hacerlo "la gravedad de las
lesiones sufridas por la víctima, sus sufrimientos, afliccio-
nes. molest'as, dolores y padecimientos; que, de todo lo
anteriormente expuesto, resulta que la Corte a-qua dio mo-
tivos suficientes y pertinentes para justificar la apreciación
ove de los daños y perjuicios hizo, que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de control en
cuanto a nue la m'sma no es excesiva, por lo que el medio
único de los recurrentes oue se examina, debe ser desesti-
mado por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Enernencio S. Matos Féliz, en los recursos de casación in-
terpuestos por Teófilo Dolores y la Seguros Pepín, S. A.,
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Sk TENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentenc in impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal. de fecha 18 de diciembre de 1979.

Materia : Correccional.

urrentes: Luis A. Amaro, Julio César Fernández, Faustino
Llaneza, César Nicolás Penson y la Compañía de Seguros,
Quisqueya, S. A.
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contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación deSan Cr i stóbal el 8 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Seg,unde.
Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena a Teófilo.
Dolores al pago de las costas y distrae las civiles en pro-
vecho del Dr. José María Acosta Torres, abogado del i nter-
viniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Arn l ama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.-- Felipe Osvaldo Perdemo Baez.—
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): ngucl Jacobo.

3:

1.!

interviniente: Moiséi Vargas Muñoz.
Abogado: Dr. Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
,, Vcia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
r fin Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
, M. Alvarez Perelló, Felip." Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín

L. Hernández. Espa ; llat y Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de Noviembre del

: 11 1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
r ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,

la siguiente sentencia:

. '	 Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
r.1 mente, por Luis A. Amaro, dominicano, mayor de edad,

E p chofer, cédula No. 20359, serie 25, domiciliado en la calle
El Conde esquina a calle Hostos, de esta c i udad; Julio Cé-
sar Fernández. dominicano, mayor de edad, cédula No. 143-
310, serie 3, domiciliado en la casa No. 2 de la Avenida Cen-
tral del Ensanche 30 de Mayo de esta ciudad; Faustino
Llaneza, domiciliado en la casa No. 76 de la calle César Ni-
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contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Cristóbal el 8 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segunde:
Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena a Teóffie
Dolores al pago de las costas y distrae las civiles en pro-
vecho del Dr. José María Acosta Torres, abogado del inter.
viniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.-- Isfs-
miel A. Am iama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautis-ta Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdono Baez.—
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su e ncabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): 111 7 gucl Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Nacio-

gateria: Correccional.

Eeeurrentes: Luis A. Amaro, Julio César Fernández, Faustino
Llaneza, César Nicolás Penson y la Compañía de Seguros,
Quisqueya, S. A.

raterviniente: Moiség Vargas Muñoz.

Abogado: Dr. Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
iicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

:,tín Aybar, Presidente: Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espa ; Ilat y Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de Noviembre del
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Luis A. Amaro, dominicano, mayor de edad,
chofer, cédula No. 20359, serie 25, domiciliado en la calle
El Conde esquina a calle Hostos, de esta dudad; Julio Cé-
sar Fernández, dominicano, mayor de edad, cédula No. 143-
310, serie 3, domiciliado en la casa No. 2 de la Avenida Cen-
tral del Ensanche 30 de Mayo de esta ciudad; Faustino
Llaneza, domiciliado en la casa No. 76 de la calle César . Ni-

gentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito
nal. de fecha 18 de diciembre de 1979.
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colás Penson, de esta ciudad, y la Compañía de Seguros
La Quisqueyano, S. A., contra la sentencia cUctada en sus
atribuciones correccionales por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
18 de diciembre de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Defecto contra el nombrado Luis A. Ama.
ro, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
estar legalmente citado;— SEGUNDO: Declara bueno v vá-
lido el recurso de apelación hecho por el Dr. Rafael C .Flo-
res Mota, a nombre y representación de Julio César Fer-
nández y/o Faustino Llaneza y Cía. de Seguros Quisqu
yana, S. A., contra la sentencia No. 4039 del 26-7-79, dicta-
da por el Juzgado Especial de Tránsito del Distrito Nacio-
nal, cuyo d i spositivo dice así: 'Falla: Primero: Se condena
a Luis A. Amaro a RD$5.00 (Cinco pesos) de multa por
violación al artículo 139 de la ley 241 y al pago de las cos-
tas: Segundo: Se descarga a Moisés Vareas Muñoz por in
termedio de su abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, en cuantos
a la forma y al fondo:— Tercero: Se condena a Julio César 1
Fernández yío Faustino Llaneza al pago de la suma de
RDS1,700.00 (Mil Setecientos) pesos en favor de Moisés
Vargas Muñoz, como justa reparación de los daños sufrido,
por su vehículo en el accidente, más los intereses legales
de dicha suma a part i r de la fecha de la demanda a título
de indemnización complementaria; Quinto: Se condena a
Julio César Fernández y/o Faustino Llaneza al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor del
Dr. Raúl Reyes Vás quez quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad;— Quinto: Se pronuncia el defecto contra
la Cía. de Seguros Quisqueyana, S. A., por no haber compa-
recido; Sexto: Esta sentencia es oponible a la Cía. da Se-
guros Quisoueyana, S. A., entidad aseguradora del vehícu-
lo que causó el daño', en la forma, y en cuanto al fondo con-
firma la sentencia recurrida en todas sus partes:— TERCE-
RO:  Condena a la parte recurrente al pago de las costas c i -
viles, distraídas en provecho del Dr. Raúl Reyes Vásquez
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

.••••

Oído al Alguacil de turno en 1 alectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada ante

la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.
pja(aael S. Flores Mota, cédula No. 46695, serie lra., en re-
present ación de los mencionados recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del 25 de julio de 1980, suscrito por el
Dr, Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, en repre-
sentación del interviniente, Moisés Vargas Muñoz, domini-
cano. mayor de edad, casado, mecánico, cédula No. 2974,
serie 72, domiciliado en la casa No. 4, Bloque 2, Urbaniza-
ción Vista Mar, de esta ciudad.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 4, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

En cuanto al recurso del prevenido Luis A. Amaro:

Considerando, que, el interviniente ha alegado la inad-
reisibil i dad de este recurso en vista de que dicho recurrido
no apeló de la sentencia del Juez del primer grado;

Considerando, que, en efecto, según consta en la sen-
cia impugnada, el prevenido Luis A. Amaro no interpuso
uno de apelación contra la sentencia del Juzgado Espe-

cial de Tránsito del Distrito Nacional del 26 de julio del
1979; que, para recurrir en casación es necesario haber sido
Parte en la instancia; que como el prevenido no fue parte
en el juicio de apelación, ni la sentencia impugnada le hizo
agravio, su recurso de casación debe ser declarado inadmi-
sible;

En cuanto a los recursos de Julio César Fernández, Faustino
Llaneza puestos en causa como civilmente responsables y la

Compañía de Seguros La Quisqueyana, S. A.:
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colás Penson, de esta ciudad, y la Compañía de Seguros
La Quisqueyano, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el18 de d iciembre de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Defecto contra el nombrado Luis A. Ama.
ro, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
estar legalmente citado;— SEGUNDO: Declara bueno y vá-
lido el recurso de apelación hecho por el Dr. Rafael C. Flo-
res Mota, a nombre y representación de Julio César Fer-
nández y/o Faustino Llaneza y Cía. de Seguros Quisqu _

yana, S. A., contra la sentencia No. 4039 del 26-7-79, dieta-
da por el Juzgado Especial de Tránsito del Distrito Nacio-
nal, cuyo d ispositivo dice así:	 Primero: Se condena
a Luis A. Amaro a RDS5.00 (Cinco pesos) de multa por
violación al artículo 139 de la ley 241 y al pago de las cos-
tas: Segundo: Se descarga a Moisés Vareas Muñoz por in-
termedio de su abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, en cuanto
a la forma y al fondo;— Tercero: Se condena a Julio César
Fernández y/o Faustino Llaneza al pago de la suma de
RDS1.700.00 (Mil Setecientos) pesos en favor de Moisés
Vargas Muñoz, como justa reparación de los daños sufridos
por su vehículo en el accidente, más los intereses leeale
de dicha suma a part ; r de la fecha de la demanda a título
de indemnización complementaria; Quinto: Se condena a
Julio César Fernández y/o Faustino Llaneza al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor del i
Dr. Raúl Reyes Vás quez quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad;— Quinto: Se pronunc i a el defecto contra
la Cía. de Seguros Qttisqueyana, S. A., por no haber compa-
recido: Sexto: Esta sentencia es oponible a la Cía. de Se-
guros Quisaueyana, S. A., entidad aseguradora del vehícu-
lo que causó el daño', en la forma, y en cuanto al fondo con-
firma la sentencia recurrida en todas sus partes:— TERCE-
RO: Condena a la parte recurrente al pago de las costas ci'
viles, distraídas en provecho del Dr. Raúl Reyes Vásquez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en 1 alectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de'la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada ante

le 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.

Rafaael S. Flores Mota, cédula No. 46695, serie Ira., en re-
aresentación de los mencionados recurrentes, en la cual no
se' propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del 25 de julio de 1980, suscrito por el
Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, en repre-
sentació n del interviniente, Moisés Vargas Muñoz, domini-
cano, mayor de edad, casado, mecánico, cédula No. 2974,
serie 72„ domiciliado en la casa No. 4, Bloque 2, Urbaniza-
ción Vista Mar, de esta ciudad.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 4, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

En cuanto al recurso del prevenido Luis A. Amaro:

Considerando, que, el interviniente ha alegado la inad-
misibilidad de este recurso en vista de que dicho recurrido
no apeló de la sentencia del Juez del primer grado;

Considerando, que, en efecto, según consta en la sen-
tencia impugnada, el prevenido Luis A. Amaro no interpuso
recurso de apelación contra la sentencia del Juzgado Espe-
cial de Tránsito del Distrito Nacional del 26 de julio del
1979; que, para recurrir en casación es necesario haber sido
parte en la instancia; que como el prevenido no fue parte
en el juicio de apelación, ni la sentencia impugnada le hizo
agravio, su recurso de casación debe ser declarado inadmi-
sible:

En cuanto a los recursos de Julio César Fernández, Faustino
Llaneza puestos en causa corno civilmente responsables y la

Compañía de Seguros La Quisqueyana, S. A.:



Irateria : Correccional

gecur rentes: Luis Rafael Gómez, Simón Liriano y/o Leocadio
Clark y Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Juan J. Chaliln Tuma.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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Considerando, que procede declarar la nulidac,
recursos en razón de que ambos recurrentes no han exc;
to los medios -en que los fundan conforme lo exige,
título 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervic:.
a Moisés Vargas Muñoz en los recursos de casación
puestos por Luis A. Amaro, Julio César Fernández,
tino Llaneza, y la Compañía de Seguros La Quisqueyana.

'S. A., contra la sentencia de la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dicta-
da en sus atribuciones correccionales, el 18 de diciembre del
1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior de
presente fallo; Segando: Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por Luis A. Amaro contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales; Ter-
cero: Declara nulos los recursos de casación interpuestos
por Julio César Fernández, Faustino Llaneza y la Compa-
ñía de Seguros La Quisqueyana, S. A., contra dicha senten-
cia; Cuarto: Condena a Julio César Fernández y a Faustino
Llaneza al pago de las costas civiles, con distracción en fa-
vor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, abogado del interviniente,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las de-
clara oponibles a la Compañía aseguradora, dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Ra-
faael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

I
Cd

P ENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DEL 1980

4eotencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Valverde.
de fecha 26 de julio de 1978.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leonte R. Alburquer-
que Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de no-
viembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Luis Rafael Gómez, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, domiciliado en la calle Baltazar Rodríguez
No. 16, de la ciudad de Mao, cédula No. 11008, serie 34; Si-
món Liriano y,/o Leocadio Clark, dominicano, mayor de
edad, domiciliado en la calle Sánchez No. 56, de la ciudad
de Puerto Plata, cédula No. 33581, serie 37, y la Seguros
Pepín, S. A., con su domicilio en la calle Restauración No.
122 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada
Por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
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Considerando, que procede declarar la nulidad do estos
recursos en razón de que ambos recurrentes no han expues,
to los medios en que los fundan conforme lo exige, el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Moisés Vargas Muñoz en los recursos de casación inter-
puestos por Luis A. Amaro, Julio César Fernández, Faus-
tino Llaneza, y la Compañía de Seguros La Quisqueyana,
S. A., contra la sentencia de la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dicta-
da en sus atribuciones correccionales, el 18 de diciembre del
1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por Luis A. Amaro contra la misma
sentencia y lo condena al pago de las costas penales; Ter-
cero: Declara nulos los recursos de casación interpuestos
por Julio César Fernández, Faustino Llaneza y la Compa-
ñía de Seguros La Quisqueyana, S. A., contra dicha senten-
cia; Cuarto: Condena a Julio César Fernández y a Faustino
Llaneza al pago de las costas civiles, con distracción en fa-
vor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, abogado del interviniente.
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las de-
clara oponibles a la Compañía aseguradora, dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Ra-
faael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

TENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBR E DEL 1980

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Valverde,
de fecha 26 de julio de 1978.

gatería : Correccional.

gccurrentes : Luis Rafael Gómez, Simón Liriano y/o Leocadio
Clark y Seguros Pcpín, S. A.

,bogado: Dr. Juan J. Chahín Turna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-,

t

'a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
,	 Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,.	 ,

Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Leontc R. Alburquer-
e Castillo, asistidos ,del Secretario General, en la Sala

donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de no-

mbre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
Restauración. dicta en audiencia pública. corno Corte de
ación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
e por Luis Rafael Gómez, dominicano, mayor de edad,

Mero, chofer, domiciliado en la calle Baltazar Rodríguez
o. 16, de la ciudad de Mao, cédula No. 11008, serie 34; Si-

Inón Liriano y/o Leocadio Clark, dominicano, mayor de
edad. domiciliado en la calle Sánchez No. 56, de la ciudad
de Puerto Plata, cédula No. 33581, serie 37, y la Seguros
Pepin, S. A., con su domicilio en la calle Restauración No.
122 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada
Por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
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de Valverde, en sus atribuciones correccionales, el
julio de 1978, cuyo dis positivo se copia más adelank:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído al Dr. Juan J. Chahín Turna, en represen;;;c16,)
del Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula No. 43324, serie 31.
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretar;;, i:c
la Cámara a-qua, el 2 de agosto de 1978, a requerimiento
del Dr. Ramón Octavio Portela, cédula No. 6620, serie 32,
en representación de los recurrentes, en la cual no se pro-
pone, contra la sentencia impugnada, ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 2 de junio
de 1980, suscrito por su abogado, en el cual se proponpu
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli•
berado y vistos los artículos 65, 139 y 169 de la Ley No.
241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Mao el 8 de febrero de 1977, en el que ninguna
persona resultó con lesiones corporales y sólo los vehículos
resultaron con desperfectos, el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Mao, dictó el 24 de junio de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en el de Ja

ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos,
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ietervino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dis-
pesitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar
como al efecto declara regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Luis Rafael Gómez,
por la persona civilmente responsable y puesta en causa
señores Simón Liriano y/o Leocadio Clak, y la Compañía
de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por conducto de su abo-
,;ado Licdo. Fermín Marte, contra sentencia correccional
dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio de Mao,

vincia de Valverde, de fecha 24 del mes de junio del
o (1977), cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero:

Que debe acoger, como al efecto acoge el dictamen del Mi-
terio Público y en consecuencia, debe declarar, como al
to declara al nombrado Luis Rafael Gómez, culpable de

olación a los artículos 65 y 139 de la Ley No. 241, sobre
sito de Vehículos de Motor, y acogiendo en su favor
nstancias atenuantes, se condena al pago de una multa

Diez pesos oro (RD$10.00) y al pago de las costas; Se-
do: Que debe descargar, como al efecto descarga, al nom-
do Luis A. Belliard Fermín, de los hechos puestos a
go por no haber cometido ninguna violación a las dispo-
tones contenidas en la referida Ley No. 241, y deberse el
idente a la falta única y exclusiva del coprevenido Luis
fael Gómez; Tercero: Que debe declarar, como al efecto

Declara, buena y válida tanto en la forma como en el fondo,
la constitución en parte civil hecha por el señor Juan Isidro
Cruz, por mediación de su abogado constituído y apoderado
especial, Dr. Fausto José Madera M., contra los señores

Luis Rafael Gómez, Simón Liriano y/o Leocadio Clak y
la Compañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.";
Cuarto: Que debe condenar, como al efecto condena a los
señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o Leocadio
Clak, solidariamente, al pago de una indemnización de Un
Mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en favor del señor
Juan Isidro Cruz, en reparación de los daños y perjuicios
Por él sufridos como consecuencia de los desperfectos y

abolladuras experimentadas por la camioneta placa No.

r.
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de Valverde, en sus atribuciones correccionales, el
julio de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Juan J. Chahín Tuma, en represe•;,,eión
del Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula No. 43324, serie 31.
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria cc
la Cámara a-qua, el 2 de agosto de 1978, a requerimiento
del Dr. Ramón Octavio Panela, cédula No. 6620, serie 32,
en representación de los recurrentes, en la cual no se pro-
pone, contra la sentencia impugnada, ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 2 de junio
de 1980, suscrito por su abogado, en el cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65, 139 y 169 de la Ley No.
241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Mao el 8 de febrero de 1977, en el que ninguna
persona resultó con lesiones corporales y sólo los vehículos
resultaron con desperfectos, el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Mao, dictó el 24 de junio de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en el de Ja

ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos,

vino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar

o al efecto declara regular y válido el recurso de ape-
rón interpuesto por el prevenido Luis Rafael Gómez,
r la persona civilmente responsable y puesta en causa
flores Simón Liriano y/o Leocadio Clak, y la Compañía
Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por conducto de su abo-
o Licdo. Fermín Marte, contra sentencia correccional
da por el Juzgado de Paz de este Municipio de Mao,

vincia de Valverde, de fecha 24 del mes de junio del
aflo (1977), cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero:
Que debe acoger, como al efecto acoge el dictamen del Mi-
nisterio Público y en consecuencia, debe declarar, como al
efecto declara al nombrado Luis Rafael Gómez, culpable de
"olación a los artículos 65 y 139 de la Ley No. 241, sobre

sito de Vehículos de Motor, y acogiendo en su favor
nstancias atenuantes, se condena al pago de una multa

Diez pesos oro (RD$10.00) y al pago de las costas; Se-
do: Que debe descargar, como al efecto descarga, al nom-

rado Luis A. Belliard Fermín, de los hechos puestos a su
cago por no haber cometido ninguna violación a las dispo-
siciones contenidas en la referida Ley No. 241, y deberse el
accidente a la falta única y exclusiva del coprevenido Luis
Rafael Gómez; Tercero: Que debe declarar, como al efecto
Declara, buena y válida tanto en la forma como en el fondo,
la constitución en parte civil hecha por el señor Juan Isidro
Cruz, por mediación de su abogado constituido y apoderado
especial, Dr. Fausto José Madera M., contra los señores
Luis Rafael Gómez, Simón Liriano y/o Leocadio Clak y
la Compañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.";
Cuarto: Que debe condenar, como al efecto condena a los
señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o Leocadio
Clak, solidariamente, al pago de una indemnización de Un
Mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), en favor del señor
Juan Isidro Cruz, en reparación de los daños y perjuicios
por él sufridos como consecuencia de los desperfectos y

abolladuras experimentadas por la camioneta placa No.
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ael Gómez, Simón Liriano y/o Leocad io Clak y de la
gafguros Pepín, S. A.", al pago solidario de las costas de

a, ordenando la distracción en provecho del Dr. Faus-
d

t
e José Madera M., abogado de la parte civil constituida,

quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la

tencia que impugnan. los siguientes medios de casación:
er Medio: Falta de motivos sobre los hechos causales

el accident e ; Segando Medio: Improcedencia del daño mo-

ral; insuficienc ia de pruebas respecto a los daños;

Considerando, que en apoyo de sus medios de casación,
que por su estrecha relación se reúnen para su examen,

. los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: 1) que para
declarar como único culpable del accident e al prevenoid

recurrente Luis Rafael Gómez, el Juzgado a-quo acogió

como válida la declaración de éste, de que al llegar a la
esquina de la calle Duarte con la Mella de ésta venía sa-
liendo un camión y fue por no chocar con él que se desvió
a la izquierda y se estrelló con la camioneta; deduciendo
de ello el Juzgado a-quo que eso demostró que el carro n
tenía frenos para aguantar la marcha y que-conducía 
velocidad mayor a la que acuerda la ley y no tomó ninguna
medida para evitar el accidente; que esas deducciones no
resisten el análisis y parecen arrojar una tesis nueva e

. inadmisible de que "si un vehículo choca con otro 
ello es

prueba irrefutable de que cometió una falta"; que ene l la sería
pos-

tura acogida por el Juzgado a-qtto el único culpablo 
el conductor del camión ya que el carro iba en su dirección
normal mientras que fue el camión el que irrump ió en di-

cha vía; que al no reconoce rlo así, la sentencia impugnada

•-Y carece de motivos sobre los hechos causales del accidente;
1 ' y 2) que el Juzgado a-quo dice que en este caso hubo daños.1

:, morales consistentes en que "al quedar su camioneta único
medio de transporte obstaculizada tuvo que optar por tot

otros

medios para realizar sus labores cotidianas"; que es	
al-

mente falso que en accidente de esta especie donde sólo
ii

523-603, de su propiedad, en el accidente de fecha ocho (a)
del mes de febrero del año en curso (1977), lo cual incluye
el lucro cesante y la depreciación; Quinto: Que debe Conde-
nar, como al efecto condena a los señores Luis Rafael
mez y Simón Liriano y/o Leocadio Clak, solidariamente al
pago de los intereses legales de la suma acordada a partir
de la demanda en justicia, y hasta la total ejecución de la
sentencia a intervenir, a título de indemnización corrpl..
mentaria; Sexto: Que debe condenar como al efecto conde-
na, a los señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o
Leocadio Clak, solidariamente al pago de las costas y ho-
norarios del procedimiento, ordenando su distracción
provecho del Doctor Fausto José Madera M., abogado, que
afirma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Que
debe declarar como al efecto declara, la presente sentencia,
común, ejecutable y oponible, hasta el límite de la Póliza
a la Compañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.",
aseguradora de la responsabilidad civil del vehículo que
ocasionó el accidente, la que se considerará respecto de ella
con la autoridad de la cosa juzgada, y Octavo: Que debe
rechazar, como al efecto rechaza en todas sus partes las
conclusiones representadas por el Licenciado Fermín Mar-
te, abogado del co-prevenido Luis Rafael Gómez, de la per-
sona civilmente responsable puesta en causa y de la Com-

pañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por im-
procedente y mal fundadas"; SEGUNDO: Que debe pronun-
ciar, como al efecto pronuncia el defecto contra el preveni-
do Luis Rafaael Gómez, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citado; TERCERO: Que debe
rechazar y rechaza las conclusiones presentadas por el Dr.
Ramón Octavio Portela, abogado de la defensa de los recu-
rrentes señores Simón Liriano y/o Leocadio Clak, persona
civilmente responsable y puesta en causa, así como también
de la Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por im-
procedente y mal fundada; y CUARTO: Que debe confir

,mar, como al efecto confik raa en todas sus partes la sen-
tencia recurrida, y condena además a los recurrentes Luis

rfií
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0ael Gómez, Simón Liriano y/o Leocadio Clak y de la
ileguros Pepín. S. A.", al pago solidario de las costasFaus-

de

Edrida, ordena ndo la distracción en provecho civil constituida,
det Dr.

to José Madera M., abogado de la parte 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

contra la
Considerando, que los recurrentes proponen, 

sentencia que impugnan, los siguientes medios de casación:
primer Medio: Falta de motivos sobre los hechos causales
del accidente; Segando Medio: Improcedencia del daño mo-

ral; insuficiencia de pruebas respecto a los daños;
•
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523-603, de su propiedad, en el accidente de fecha ocho (8)
del mes de febrero del año en curso (1977), lo cual inclu've
el lucro cesante y la depreciación; Quinto: Que debe conde.
nar, como al efecto condena a los señores Luis Rafael
mez y Simón Liriano y/o Leocadio Clak, solidariamente al
pago de los intereses legales de la suma acordada a partir
de la demanda en justicia, y hasta la total ejecución de la
sentencia a intervenir, a título de indemnización comple-,
mentaria; Sexto: Que debe condenar como al efecto conde-
na, a los señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o
Leocadio Clak, solidariamente al pago de las costas y ho-
norarios del procedimiento, ordenando su distracción en
provecho del Doctor Fausto José Madera M., abogado, que
afirma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Que
debe declarar como al efecto declara, la presente sentencia,
común, ejecutable y oponible, hasta el límite de la Póliza
a la Compañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.",
aseguradora de la responsabilidad civil del vehículo que
ocasionó el accidente, la que se considerará respecto de
con la autoridad de la cosa juzgada, y Octava: Que
rechazar, como al efecto rechaza en todas sus partes las
conclusiones representadas por el Licenciado Fermín Mar-
te, abogado del co-prevenido Luis Rafael Gómez, de la per-
sona civilmente responsable puesta en causa y de la Com-
pañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por im-
procedente y mal fundadas"; SEGUNDO: Que debe pronun-
ciar, como al efecto pronuncia el defecto contra el preveni-
do Luis Rafaael Gómez, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citado; TERCERO: Que debe
rechazar y rechaza las conclusiones presentadas por el Dr.
Ramón Octavio Portela, abogado de la defensa de los recu-
rrentes señores Simón Liriano y/o Leocadio Clak, persona
civilmente responsable y puesta en causa, así como también
de la Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", por im-
procedente y mal fundada; y CUARTO: Que debe confir-
mar, como al efecto confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida, y condena además a los recurrentes Luis

Considerando, que en apoyo de sus medios de casación,
que por su estrecha relación se reúnen para su examen,

. los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: 1) que para
,declarar corno único culpable del accidente al prevenido

urrente Luis Rafael Gómez, el Juzgado a-quo acogió

comocomo válida la declaración de éste, de que al llegar a 
esquina de la calla Duarte con la Mella de ésta venía sa-
liendo un camión y fue por no chocar con él que se desvió

a la izquierda y se estrelló con la camioneta; deduciendo

de ello el Juzgado a-quo que eso demostró que el carro no

tenía frenos para aguantar la marcha y que conducía a una
velocidad mayor a la que acuerda la ley y no tomó ninguna
medida para evitar el accidente; que esas deducciones no
resisten el análisis y parecen arrojar una tesis nueva e
inadmisible de que "si un vehículo choca con otro ello es
prueba irrefutable de que cometió una falta"; que en la pos-
tura acogida por el Juzgado a-quo el único culpable lo sería

1 4. el 
conductor del camión ya que el carro iba en su dirección

' . normal mientras que fue el camión el que irrumpió en di-
cha vía; que al no reconocerlo así, la sentencia impugnada
carece de motivos sobre los hechos causales del accidente;

r y 2) que el Juzgado a-quo dice que en este caso hubo daños

" morales consistentes en que "al quedar su camioneta único
medio de transporte obstaculizada tuvo que optar por otros
medios para realizar sus labores cotidianas"; que es total-
mente falso que en accidente de esta especie donde sólo



2460	 BOLETÍN JUDICIAL, BOI.ETIN JUDICIAL	 2461

hay daños a la cosa pueda hablarse de daños morales; q
por otra parte, en ningún lugar del fallo se dicen o desea
ben los distintos montos y partidas que para el tribu;;,,;
j ustificaban la suma excesiva de RD$1,500.00, clesproporcia-
nada totalmente con los daños que se describen en el acta
policial; que en los daños materiales de un vehículo la pr tie-
ba tiene que ser delimitada con precisión y justificada ge-
neralmente por peritajes, testimonios, etc.; que nada de eso
existe en la especie; que los RD$1,500.00 que computó 

el
Juzgado a-quo resultan de una arbitraria apreciación muy
suya carente de asidero en hecho y en derecho; que por lo
expuesto procede casar la sentencia impugnada; pero,

Considerando, sobre el alegato 1), que del examen del
expediente resulta que el prevenido recurrente Luis Rafael
Gómez admitió "que se desvió hacia la izquierda y se es-
trelló contra la camioneta placa No. 523-603, conducida por
Luis Belliard Fermín", que de esta declaración, unida a los
otros elementos de juicio que fueron administrados en la
instrucción de la causa, condujo al juez del tribunal a-quo
a formarse su íntima convicción en el sentido de que el
único culpable del accidente lo fue el recurrente Luis Ra-
fael Gómez al conducir su vehículo a una velocidad fuera
del límite permitido por la ley, dentro de la zona urbana,
conducido de manera descuidada, ocuparle la derecha que
correspondía a la camioneta que conducía Luis Belliard
Fermín y no tener los frenos de su carro en buen estado
de funcionamiento; que, por todo lo expuesto, es evidente
que la sentencia impugnada tiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, por lo que el punto
examinado carece de fundamento y debe ser desestimado;
sobre el punto 2), que, contrariamente a lo sostenido por
los recurrentes, la Cámara a-qua al acordarle una indemni-
zación en favor de la parte civil constituida Juan Isidro
Cruz, no la concedió por los daños morales sufridos por
éste, sino por los daños materiales por él experimentados
como consecuencia de los desperfectos y deteriores ocasio-

oados a la camioneta de su propiedad, en este sentido el
ordinal cuarto de la sentencia impugnada expresa: "condena
a los señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o Leo-
cadio Clark, solidariamente al pago de una indemnización
de RD$1,500.00, en favor del señor Juan Isidro Cruz, en
reparació n de los daños y perjuicios por él sufridos como
consecuencia de los desperfectos y abolladuras experimen-
tados por la camioneta placa No. 523-603, de su propiedad
en el accidente de fecha 8 del mes de febrero de 1977, lo
Cual incluye el lucro cesante y la depreciación"; que, en
¿canto al monto de la indemnización acordada, el Tribunal
'squo estableció, por los elementos de juicio que se aporta-

n a la causa, que el vehículo sufrió deterioros y desper-
os en varias partes de su estructura que lo hicieron in-
izable durante un tiempo apreciable, y siendo de regla,
estos casos, que la reparación que se acuerde puede com-

iirender no sólo el daño material, sino también el perjuicio
derivado del lucro cesante y de la depreciación del ve-

culo; que la Suprema Corte estima que los motivos dados
I lbre este punto y los dados en la sentencia del tribunal
del primer grado que resultó confirmada por la hoy recu-
:rlda, conduce a estimar que la reparación acordada a Juan
Isidro Cruz de RD$1,500.00, no es irrazonable; que, por todo
lo expuesto, los alegatos del memorial de los recurrentes,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que para declarar como único culpable
del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo hizo,

Cámara a-qua dio por establecido, lo siguiente: 1) que el
de febrero de 1977, en horas de la tarde, ocurrió un acci-

3dente de tránsito en la ciudad de Mao, entre la camioneta
.';placa No. 523-603, propiedad de Juan Isidro Cruz, conducida
;por Luis A. Belliard Fermín de Sur a Norte por la calle
.Duarte de Mao, y el carro placa No. 213-872, propiedad de

eocadio Clak, con Póliza No. A-29773S de la Seguros Pe-
S. A., conducido por Luis Rafael Gómez de Norte a
de la calle Duarte, esto es, por la misma vía que el
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hay daños a la cosa pueda hablarse de daños morales; qui
por otra parte, en ningún lugar del fallo se dicen o deser:
ben los distintos montos y partidas que para el tribuc41
justificaban la suma excesiva de RD$1,500.00, desproporciol
nada totalmente con los daños que se describen en el 

acti.policial; que en los daños materiales de un vehículo la prue":",
ba tiene que ser delimitada con precisión y justificada ge;
neralmente por peritajes, testimonios, etc.; que nada de es,j
existe en la especie; que los RD$1,500.00 que computó
Juzgado a-quo resultan de una arbitraria apreciación
suya carente de asidero en hecho y en derecho; que por lo
expuesto procede casar la sentencia impugnada; pero, 	 1

Considerando, sobre el alegato 1), que del examen del
expediente resulta que el prevenido recurrente Luis Rafael
Gómez admitió "que se desvió hacia la izquierda y se es-
trelló contra la camioneta placa No. 523-603, conducida por
Luis Belliard Fermín", que de esta declaración, unida a los
otros elementos de juicio que fueron administrados en la
instrucción de la causa, condujo al juez del tribunal a-quo
a formarse su íntima convicción en el sentido de que el
único culpable del accidente lo fue el recurrente Luis Ra-
fael Gómez al conducir su vehículo a una velocidad fue:
del límite permitido por la ley, dentro de la zona urbat
conducido de manera descuidada, ocuparle la derecha
correspondía a la camioneta que conducía Luis
Fermín y no tener los frenos de su carro en buen está
de funcionamiento; que, por todo lo expuesto, es evidely
que la sentencia impugnada tiene motivos suficientes y
tinentes que justifican su dispositivo, por lo que el pw,
examinado carece de fundamento y debe ser desestimau
sobre el punto 2), que, contrariamente a lo sostenido por
los recurrentes, la Cámara a-qua al acordarle una indemni-
zación en favor de la parte civil constituida Juan Isidro
Cruz, no la concedió por los daños morales sufridos por
éste, sino por los daños materiales por él experimentados
como consecuencia de los desperfectos y deteriores ocasio-
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tallos a la camioneta de su propiedad, en este sentido el
ordinal cuarto de la sentencia impugnada expresa: "condena
a los señores Luis Rafael Gómez y Simón Liriano y/o Leo-
cadio Clark, solidariamente al pago de una indemnización
de RD$1,500.00, en favor del señor Juan Isidro Cruz, en
reparac ión de los daños y perjuicios por él sufridos como
consecuenc ia de los desperfectos y abolladuras experimen-

, dos por la camioneta placa No. 523-603, de su propiedad
el accidente de fecha 8 del mes de febrero de 1977, lo

atü incluye el lucro cesante y la depreciación"; que, en
cuanto al monto de la indemnización acordada, el Tribunal
a-quo estableció, por los elementos de juicio que se aporta-
r,;:: a la causa, que el vehículo sufrió deterioros y desper-
:ec,os en varias partes de su estructura que lo hicieron in-
utilizable durante un tiempo apreciable, y siendo de regla,
en estos casos, que la reparación que se acuerde puede com-
prender no sólo el daño material, sino también el perjuicio
derivado del lucro cesante y de la depreciación del ve-
hículo; que la Suprema Corte estima que los motivos dados
sobre este punto y los dados en la sentencia del tribunal
.del primer grado que resultó confirmada por la hoy recu-
krida, conduce a estimar que la reparación acordada a Juan,
lidro Cruz de RD$1,500.00, no es irrazonable; que, por todo
lo expuesto. los alegatos del memorial de los recurrentes,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que para declarar como único culpable
i;1 accidente al prevenido recurrente y fallar como lo hizo,
I t Cámara a-qua dio por establecido, lo siguiente: 1) que el
8 de febrero de 1977, en horas de la tarde, ocurrió un acci-
dente de tránsito en la ciudad de Mao, entre la camioneta
placa No. 523-603, propiedad de Juan Isidro Cruz, conducida
por Luis A. Belliard Fermín de Sur a Norte por la calle
Duarte de Mao, y el carro placa No. 213-872, propiedad de
Leocadio Clak, con Póliza No. A-29773-S de la Seguros Pe-
pin, S. A., conducido por Luis Rafael Gómez de Norte a
Sur de la calle Duarte, esto es, por la misma vía que el
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primero, pero en dirección contraria; 2) que en el accid
ninguna persona resultó con lesiones corporales, y sólo -
vehículos resultaron con abolladuras y desperfectos; 3) q
el accidente se debió a las faltas cometidas, como se ha-
cho en parte anterior de este fallo, por el prevenido
rrente;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo de
Luis Rafael Gómez constituyen el delito de conducir su ve-
hículo sin estar equipado con frenos capaces de modere
o detener su movimiento de modo seguro y rápido, previsto
en el artículo 139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehícul
y sancionado en el artículo 169 del mismo texto legal,
multa no menor de RD$10.00 ni mayor de RD$25.00; que
condenar al recurrente Gómez a una multa de RD$10.00
Cámara a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua• apri
que el hecho del prevenido Luis Rafael Gómez había e,
sado a Juan Isidro Cruz, constituido en parte civil, daños
y perjuicios, materiales, que evaluó en la suma de RD$1,-
500.00; que al condenar a Luis Rafael Gómez, solidariamente
con Simón Liriano y/o Leocadio Clak, ál pago de esa suma
más al pago de los intereses legales a partir de la demanda,
a título de indemnización complementaria solicitada, la Cá-
mara a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
al declarar oponibles a la Seguros Pepín, S. A., las conde-
naciones civiles puestas a cargo de Simón Liriano y/o Leo-
cadio Clak;

Considerando, que examinada la sentencia impup.»
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido
currente, no presenta vicio alguno que jitstifique su
sación:

Por tales motivos, Primero. Rechaza los recursos de
casación intdrpuestos por Luis Rafael Gómez, Simón Liria-

1

Leocadio Clak y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia d21
Distrito Judicial de Valverde, en sus atribuciones correc-
cionales, el 26 de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na a Luis Rafael Gómez al pago de las costas penales.

(Firmados): Nestor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-,

valo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
(isvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque

Miguel Jacobo, Secretario General.

1 ‘ La presente sehtencia ha sido dada y firmada por los
,señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fite firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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primero, pero en dirección contraria; 2) que en el accide
ninguna persona resultó con lesiones corporales, y sólo
vehículos resultaron con abolladuras y desperfectos; 3) q
el accidente se debió a las faltas cometidas, como se ha
cho en parte anterior de este fallo, por el prevenido r
riente;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo de
Luis Rafael Gómez constituyen el delito de conducir su -
hículo sin estar equipado con frenos capaces de moderar
o detener su movimiento de modo seguro y rápido, pre
en el artículo 139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehícui
y sancionado en el artículo 169 del mismo texto legal,
multa no menor de RD$10.00 ni mayor de RD$25.00; que
condenar al recurrente Gómez a una multa de RD$10.0';
Cámara a-qtta le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua• apr.
que el hecho del prevenido Luis Rafael Gómez había r.
sado a Juan Isidro Cruz, constituido en parte civil, daños
y perjuicios, materiales, que evaluó en la suma de RD$1,-
500.00; que al condenar a Luis Rafael Gómez, solidariamente
con Simón Liriano y/o Leocadio Clak, á1 pago de esa suma
más al pago de los intereses legales a partir de la demanda,
a título de indemnización complementaria solic i tada, la Cá-
mara a-qua hizo una correcta aplicación de los artíci:
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4] '7
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
al declarar oponibles a la Seguros Pepín, S. A., las conde-
naciones civiles puestas a cargo de Simón Liriano y/o Lc:
cadio Clak;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos
casación intérpuestos por Luis Rafael Gómez, Simón Liria-
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ud y/o Leocadio Clak y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
pistrito Judicial de Valverde, en sus atribuciones correc-
cionales, el 26 de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
aa a Luis Rafael Gómez al pago de las costas penales.

(Firmados): Nestor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Leonte R. Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
se '.ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fixe firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dornin
fecha 23 de abril de 1979.

Materia: Correccional.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 de Noviembre del año 1980, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, .dicta en audiencia
pública, como Curte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ricardo
Cordero García, español, mayor de edad, domiciliado en la
calle 27 de Febrero No. 494 de esta ciudad, cédula No. 82833.
serie Ira., contra la sentencia dictada en dispositivo, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 23 de abril de 1979, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite como bueno y válido er

cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el Vr. Juan José Sánchez, a nombre y representación de
Ricardo Cordero García, prevenido y persona civilmente
responsable, contra sentencia dictada por la Quinta Cámara
re lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 30 de enero de 1978, cuyo dispositivo
dice asi: 'Falla: Primero: Se declara bueno y válido por
haber sido hecho de acuerdo a la ley, el recurso de Oposi-
ción interpuesto en fecha 10 del mes de mayo del año 1977,
por cl Dr. Juan José Sánchez, a nombre y representación
del nombrado Ricardo Cordero García, contra la sentencia
dictada por esta Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 9 del mes
de mayo del año 1977, cuyo dispositivo dice así:	 Pri-
mero: Pronuncia el defecto en contra del nombrado Ricardo
Cordero Garcia, por no haber comparecido a la audiencia
para la cual fue regularmente citado; Segundo: Declara al
nombrado Ricardo Cordero García, español, mayor de edad,
cédula personal de identidad No. 82833, serie lra., residente
en la casa No. 494 de la calle Av. 27 de Febrero de esta ciu-
dad, culpable del delito de Distracción de efectos embar-
gados, previsto y sancionado por los artículos 400 y 406
Modificados del Código Penal, en perjuicio de la señora
Juana Díaz de Comas, y en consecuencia se condena a su-
frir la pena de dos (2) años de prisión correccional y al
pago de las costas penales causadas; Tercero: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por la señora Juana Díaz de Co-
mas, por intermedio del Dr. Ernesto Calderón Cuello y Lic.
Luis Emilio Jordain Heredia, en contra del nombrado Ri-
cardo Cordero García, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responstble, por haber sido hecha de
acuerdo a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha cons-
titución en parte civil, condena al señor Ricardo Cordero
García, en su doble calidad de prevenido y persona civil-

L E mente responsable, al pago: A) de una indemnización de
Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) a favor y provecho de la
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domir
fecha 23 de abril de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente: Ricardo Cordero García.
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez A.

Interviniente: Juana Díaz Comas.
Abogados: Dres. Luis E. Jourdain Heredia y Ernesto Calderón

Cuello.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 de Noviembre del año 1980, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, , dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ricardo
Cordero García, español, mayor de edad, domiciliado en la
calle 27 de Febrero No. 494 de esta ciudad, cédula No. 82833.
serie lra., contra la sentencia dictada en dispositivo, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 23 de abril de 1979, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite como bueno y válido

cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
ej Dr. Juan José Sánchez, a nombre y representación de

*cardo Cordero García, prevenido y persona civilmente
ponsable. contra sentencia dictada por la Quinta Cámara

de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Naciona l , en fecha 30 de enero de 1978, cuyo dispositivo
dice así:	 Primero: Se declara bueno y válido por
haber sido hecho de acuerdo a la ley, el recurso de Oposi-
ción interpuesto en fecha 10 del mes de mayo del año 1977.
por el Dr. Juan José Sánchez, a nombre y representación
del nombrado Ricardo Cordero García, contra la sentencia
dictada por esta Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 9 del mes
de mayo del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 	 Pri-
mero: Pronuncia el defecto en contra del nombrado Ricardo
Cordero García, por no haber comparecido a la audiencia
para la cual fue regularmente citado; Segundo: Declara al

' nombrado Ricardo Cordero García, español, mayor de edad,
tcédula personal dé identidad No. 82833, serie lra., residente
en la casa No. 494 de la calle Av. 27 de Febrero de esta

culpable del delito de Distracción de efectos embar-
gados, previsto y sancionado por los artículos 400 y 406
Modificados del Código Penal, en perjuicio de la señora
Juana Díaz de Comas, y en consecuencia se condena a su-
frir la pena de dos (2) años de prisión correccional y al
pago de las costas penales causadas; Tercero: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
ef y il hecha en audiencia por la señora Juana Díaz de Co-

por intermedio del Dr. Ernesto Calderón Cuello y Lic.

it 
Luis Emilio Jordain Heredia, en contra del nombrado Ri-

1 cardo Cordero García, en su doble calidad de prevenido y
persona civilmente responsable, por haber sido hecha de
acuerdo a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha cons-

4 titución en parte civil, condena al señor Ricardo Cordero
García, en su doble calidad de prevenido y persona civil-

, mente responsable, al pago: A) de una indemnización de
Dos Mil Pesos Oro (RD$2.000.00) a favor y provecho de la
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señora Juana Díaz de Comas, corno justa reparación Dot
los daños materiales por ésta sufridos a consecuencia del
hecho de que se trata; B) de las costas civiles, con d 'strac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Ernesto Calderón
Cuello y Lic. Luis Emilio Jourdain Heredia abogados de
la parte civil constituída quienes afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad; SEGUNDO: En cuanto al fondo de di-
cho recurso de oposición, se modifica el ordinal segundo de
la sentencia objeto del presente recurso de Oposición, y en I
consecuencia se declara al nombrado Ricardo Cordero Gar- I.
cía. de generales que constan, culpable del delito de Dis-
tracción Efectos Embargados, previsto y sancionado por
los artículos 400 y 406 del Código Penal, en perjuicio de
Juana Díaz de Comas, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) acc-
giendo en su favor cirennst-mcias atenuantes y al pago de
las costas penales causadas; TERCERO: Se condena en bl-
dos sus demás aspectos la sentencia objeto (;el presente
recurso de oposición: CUARTO: Condena a Ricardo Corl!
dero García al pago de las costas civiles con distracción: I
de las mismas en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello i
y Lic. Luis Emilio Jourdain Heredia, abogado de la parte i.
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su 11
totalidad";— Por haber sido hecho dentro del plazo y de-
más formalidades legales; "Segundo: Confirma la sentencia
recurrida en todas sus partes; Tercero: Condena al preve-
nido al pago de las costas penales y civiles con distracción
de las civiles en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello,
abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Er-
nesto Calderón Cuello y Luis Emilio Jordain Heredia, abo-
gados de la interviniente Juana Díaz de Comas, dominica-
na, mayor de edad, casada, domiciliada en la calle Baraho-
na No. 204 de esta ciudad, cédula No. 8499, serie 23;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 10 de mano de 1979, a re-
quer:miento del Dr. Juan J. Sánchez, cédula No. 13030, se-
rie 10, en representación del recurrente, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 12 de Junio de
1980, suscrito por el Dr. Juan J. Sánchez A., en el cual se
propone, contra la sentencia impugnada, el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 13 de junio de
192 1 . firmado por sus abogados;

i_4a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los 1, 20, 23, 43,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el recurrente propone, en su memo-
rial. el siguiente medio de casación: Primer y Unico Medio:
Violación de los artículos 163 y 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 23 de la Ley da Casación; falta de motivos y de base legal;

Considerando, que el recurrente propone, en el único
medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: que la sen-
tencia impugnada, al conocer el recurso del fallo del pri-
mer grado, si limitó. lisa y llanamente, a dictar en dispo-

sitivo la sentenc i a objeto del presente recurso; que en la
especie, el examen de la sentencia impugnada muestra que
la misma sólo contiene la parte dispositiva y carece de mo-
tivos que relaten las circunstancias de hecho que caracte-
rizan la infracción puesta a cargo del prevenido, que, en
tales condiciones la misma debe ser casada;

Considerando, que ciertamente, como lo alega el recu-
rrente, la sentencia impugnada carece totalmente de cons-
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señora Juana Díaz de Comas, como justa reparación
los daños materiales por ésta sufridos a consecuencia
hecho de que se trata; B) de las costas civiles, con dIstra
ción de las mismas en provecho del Dr. Ernesto Calderón
Cuello y Lic. Luis Emilio Jourdain Heredia abogados de
la parte civil constituida quienes afirman estarlas avanzan.
do en su totalidad; SEGUNDO: En cuanto al fondo de di-
cho recurso de oposición, se modifica el ordinal segundo de
la sentencia objeto del presente recurso de Oposición, y en
consecuencia se declara al nombrado Ricardo Cordero Gar-
cía, de generales que constan, culpable del delito de Dis-
tracción Efectos Embargados, previsto y sancionado por
los artículos 400 y 406 del Código Penal, en perjuicio de
Juana Díaz de Comas, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) aco-
giendo en su favor cirennstnn&as atenuantes y al pago de -
las costas penales causadas; TERCERO: Sc condena en to-
dos sus demás aspectos la sentencia objeto del presente
recurso de oposición; CUARTO: Condena a Ricardo Cor-
dero García al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello
y Lic. Luis Emilio Jourdain Heredia, abogado de la parte
civil constituida, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad";— Por haber sido hecho dentro del plazo y de-
más formalidades legales; "Segundo: Confirma la sentencia
recurrida en todas sus partes; Tercero: Condena al preve-
nido al pago de las costas penales y civiles con distracción
de las civiles en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello,
abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Er
nesto Calderón Cuello y Luis Emilio Jordain Heredia, abo-
gados de la interviniente Juana Díaz de Comas, dominica-
na, mayor de edad, casada, domiciliada en la calle Baraho-
na No. 204 de esta ciudad, cédula No. 8499, serie 23;

'Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretar ía de la Corte a-qua el 10 de marzo de 1979, a re-
querimiento del Dr. Juan J. Sánchez, cédula No. 13030, se-
rie 10, en representación del recurrente, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 12 de Junio de
1980, suscrito por el Dr. Juan J. Sánchez A., en el cual se
propone, contra la sentencia impugnada, el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 13 de junio de
firmado por sus abogados;

Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los 1, 20, 23, 43,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el recurrente propone, en su memo-
rial, el siguiente medio de casación: Primer y Unico Medio:
Violación de los artículos 163 y 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 23 de la Ley de Casación; falta de motivos y de base legal;

Considerando, que el recurrente propone, en el único
medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: que la sen-
iencia impugnada. al conocer el recurso del fallo del pri-
mer grado. si limitó. lisa y llanamente, a dictar en dispo-
sitivo la sentenc i a objeto del presente recurso; que en la
especie, el examen de la sentencia impugnada muestra que
la misma sólo contiene la parte dispositiva y carece de mo-
tivos que relaten las circunstancias de hecho que caracte-
rizan la infracción puesta a cargo del prevenido, que, en
tales condiciones la misma debe ser casada;

Considerando. que ciertamente, como lo alega el recu-
rrente, la sentencia impugnada carece totalmente de cons-
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tancias sobre la forma en que se instruyó la causa en grado
de apelación, así como una descripción de los hechos de 18
causa y de motivos de orden jurídico justificante del dis.
positivo, todo lo cual configura una violación de los artícu•
los 195 del Código de Procedimiento Criminal y 141 del
Código de Procedimiento Civil; por lo que, el fallo impog.
nado debe ser casado en todas sus partes;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos, las
costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos; Primero: Admite como interviniente
a Juana Díaz de Comas en el recurso de casación interpuesto
por Ricardo Cordero García contra la sentencia correccional,
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo el
23 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa, en todas
sus partes, la indicada sentencia, y envía - el asunto por ante
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri•
buciones; Tercero: Declara las costas penales de oficio y
compensa las civiles entre las partes;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

.sentenc ia Impugnada: Sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Romana, en fecha 21 de noviembre de 1977.

DIateria: Trabajo.

Itecurrentes: José Romas y compartes.
Abogados: Dr. Julio César Castaños Espaillat y el Lic. Julio Cé-

sar Castaños Guzmán.

Errurrido: Gulf Western, Americas Corporation D. Central Ro-
mana.

Abogado: Dr. José Martín Sánchez Hernández.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-

tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal ,hoy día 14 de Noviembre del año 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
públ i ca, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos contra la sen-
tencia dictada el 21 de noviembre de 1977 en sus atribuciones
laborales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judic i al de La Romana conjuntamente por José Román, cé-
dula No. 29929, serie 23; Armando Dimás Aquino, cédula
No. 4458, serie 25; Juan Ramón Muñoz, cédula No. 9147, se-



sgatencia impugnada: Sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Romana, en fecha 21 de noviembre de 1977.

ri;i: Trabajo.
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gados: Dr. Julio César Castaños Espaillat y el Lic. Julio Cé-

sar Castaños

Dios, Patria y Libertaid,
República Dominicane.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
er Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández

y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal ,hoy día 14 de Noviembre del año 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia

como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos contra la sen-
tencia dictada el 21 de noviembre de 1977 en sus atribuciones
laborales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana conjuntamente por José Román, cé-
dula No. 29929, serie 23; Armando Dimás Aquino, cédula
No. 4458, serie 25; Juan Ramón Muñoz, cédula No. 9147, se-
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tancias sobre la forma en que se instruyó la causa en gral
de apelación, así como una descripción de los hechos de
causa y de motivos de orden jurídico justificante del dis;
positivo, todo lo cual configura una violación de los artícul
los 195 del Código de Procedimiento Criminal y 141 d,o,
Código de Procedimiento Civil; por lo que, el fallo
nado debe ser casado en todas sus partes;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casa(...
por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos, 1.,
costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos; Primero: Admite corno interviniente
a Juana Díaz de Comas en el recurso de casación interpuestér
por Ricardo Cordero García contra la sentencia correccional,
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo
23 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa, en todar
sus partes, la indicada sentencia, y envía el asunto por antt
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri;
buciones; Tercero: Declara las costas penales de oficio y
compensa las civiles entre las partes;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio 33eras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat —
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre • I

 General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 105
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, er
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Recurrido: Gulf Western, Americas Corporation D. Central Ro-
mana.

Abogado: Dr. José Martín Sánchez Hernández.
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rie 30; Ernesto Celestino, cédula No. 12502, serie 26; Alfre-do Julián, cédula No. 14868, serie 26; Ismael Renaud, eúdit.
la No. 19860, serie 23; Eustaqui Romero, cédula No. 21142,
serie 26; José Vander Pool, cédula 22936, serie 26; Wences-lao Santana, cédula No. 10371, serie 25; Mateo Estenua, cé-
dula No. 23328, serie 26; José Cuello de los Santos, cédula
No. 25738, serie 26; Samuel Hoghes, cédula No. 1702, serie
40; Mauricio Fertido, cédula No. 5435, serie 26; Isidro Mar.
tínez, cédula No. 9499, serie 26; Ramón Santana, cédula N9
12779, S-26; Roberto Portes, Céd. No 17655, S-26 Benjamín
Jones Céd. 21052, S-23; Alfredo Leopoldo, Céd. 21584, S-23;
Ignacio Armando, Céd. 23354, S-26; Milvio Garrido, cédula
No. 28049, serie 26; José Ubiera, cédula Dio. 9588, sere 30;
Armando Tapia, cédula No. 12612, serie 26; Rafael Castro,
cédula No. 13857, serie 26; Adolfo Sierra, cédula No. 9305.
serie 30; Amado Sánchez cédula No. 9882, serie 26; E. Ri-
chadson, cédula No. 2703, serie 26; Luis Alfonseca, cédula
No. 26752, serie 26; Francisco Heredia, cédula No. 9393, se-
rie 26; Lico Juan, cédula No. 9324, serie 26; Marcelino Ro-
sario, cédula No. 25931, serie 26; Timoteo Santana, cédula
No. 9340, serie 30; Agustín Felipe, cédula No. 21156, serie
26; Rafael Dimas Mendoza, cédula 11990, serie 25; Juan Vic-
toriano, cédula No. 2681, serie 26; Porfirio del Villar, cédu-
la No. 9080, serie 30; Félix J. Mateo, cédula No. 9309, serie
30; Emilio Ortiz, cédula No. 26007, serie 30; Abraham de
Aza, cédula No. 21143, serie 36; Pedro Agosto, cédula No.
25604, serie 26; Manuel Tejeda, cédula No. 5740, serie 8; Ci-
riace Rijo, cédula No. 26791, serie 26; Juan Cuevas, cédula
No. 32049, serie 26; Neis Vall, cédula No. 13346, serie 26;
Antonio Ramírez, cédula No. 8792, serie 30; Daniel Rodrí-
guez, cédula No. 11165, serie 26; Juan B. Jiménez, cédula
No. 23211, serie 26; Pascual Travieso, cédula No. 15324, se-
rie 26; Amado Peguero, cédula No. 111 serie 85; Olidio
Luis, cédula No. 32110, serie 26; Reyes Carrión Mendoza.
cédula No. 13263, serie 26; Samuel A. Cordero, cédula No.
23166, serie 26; Alberto Gómez, cédula No. 7061, serie 30;

el Vanderhorst, cédula No. 3143, serie 30; Domingo
ks, cédula No. 30762, serie 26; Jesús Cedeño, cédula

, serie 28; David Enmanuel, cédula No. 9187, serie 30;
Luis Solano Sosa, cédula No. 11287, serie 23; Mateo Polo,
cédula No. 21193, serie 26; José de los Santos, cédula No.
21155, serie 26; Arturo Dikson, cédula No. 15241, serie 26;
grenceslao Miguel, cédula No. 21157, serie 26; Antonio Ra-
mírez, cédula No. 44426, serie 1; Carmito Ramírez, cédula
Ne. 12389, serie 26; Bartolo Guerrero, cédula No. 19466, se-
rie 23; H. Guerrero, cédula No. 6723, serie 26; José Hodge,
cédula No. 8747, serie 30; A. Mercedes, cédula No. 10969,
serie 25; Ernesto Vidal, cédula No. 15072, serie 12; Delimuá
Polo, cédula No. 30832, serie 26; Manuel E. Tamárez, cédula

o. 31408, serie 26; Faustino Ramírez, cédula No. 11926,
*e 24; y José Víctor, cédula No. 9030, serie 	 , todos do-

minicanos, obreros, mayores de edad, domiciliados y
en el Municipio y Provincia de La Romana;

Oído al Dr. Julio César Castaños Espaillat y el Lic.
Julio Castaños Guzmán; por sí y por la Dra. Hervina En-
carnación Guzmán de Castaños, cédulas Nos. 12462, 341996
y 182192. series 54, 31 y 1ra., abogados de los recurrentes,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José Martínez Sánchez cédula No. 32621,
scrie 26, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es la Gulf Western Corporation,
División Central Romana, constituida por las leyes del Es-
tado de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, es-
tablecida en la República Dominicana, con su asiento en la
ciudad de La Romana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de casación de los recurrentes, del
11 de julio de 1979, suscrito por sus abogados, en el cual se
.proponen contra la sentencia que impugnan los tres medios
de casación que se indican más adelante;
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Oído al Dr. Julio César Castaños Espaillat y el Lic.
Julio Castaños Guzmán; por sí y por la Dra. Hervina En-
carnación Guzmán de Castaños, cédulas Nos. 12462, 341996
y 182192, series 54, 31 y lra., abogados de los recurrentes,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José Martínez Sánchez cédula No. 32621,
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de la República; 	 .

Visto el Memorial de casación de los recurrentes, del
11 de julio de 1979, suscrito por sus abogados, en el cual se

.proponen contra la sentencia que impugnan los tres medios
de casación que se indican más adelante;i

rie 30; Ernesto Celestino, cédula No. 12502, serie 26; Alfre-
do Julián, cédula No. 14868, serie 26; Ismael Renaud, céd u-
la No. 19860, serie 23; Eustaqui Romero, cédula No. 21142,
serie 26; José Vander Pool, cédula 22936, serie 26; Wences-
lao Santana, cédula No. 10371, serie 25; Mateo Estenua, cé-
dula No. 23328, serie 26; José Cuello de los Santos, cédula
No. 25738, serie 26; Samuel Hoghes, cédula No. 1702, serie
40; Mauricio Fertido, cédula No. 5435, serie 26; Isidro Mar-
tínez, cédula No. 9499, serie 26; Ramón Santana, cédula
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cédula No. 13857, serie 26; Adolfo Sierra, cédula No. 9305.
serie 30; Amado Sánchez cédula No. 9882, serie 26; E. Ri-
chadson, cédula No. 2703, serie 26; Luis Alfonseca, cédula
No. 26752, serie 26; Francisco Heredia, cédula No. 9393, se-
rie 26; Lico Juan, cédula No. 9324, serie 26; Marcelino Ro-
sario, cédula No. 25931, serie 26; Timoteo Santana, cédula
No. 9340, serie 30; Agustín Felipe, cédula No. 21156, serie
26; Rafael Dimas Mendoza, cédula 11990, serie 25; Juan Vic-
toriano, cédula No. 2681, serie 26; Porfirio del Villar, cédu-
la No. 9080, serie 30; Félix J. Mateo, cédula No. 9309, serie
30; Emilio Ortiz, cédula No. 26007, serie 30; Abraham de
Aza, cédula No. 21143, serie 36; Pedro Agosto, cédula No.
25604, serie 26; Manuel Tejeda, cédula No. 5740, serie 8; Ci-
riaco Rijo, cédula No. 26791, serie 26; Juan Cuevas, cédula
No. 32049, serie 26; Neis Vall, cédula No. 13346, serie 26;
Antonio Ramírez, cédula No. 8792, serie 30; Daniel Rodrí-
guez, cédula No. 11165, serie 26; Juan B. Jiménez, cédula
No. 23211, serie 26; Pascual Travieso, cédula No. 15324, se-
rie 26; Amado Peguero, cédula No. 111 serie 85; Olidio
Luis, cédula No. 32110, serie 26; Reyes Carrión Mendoza,
cédula No. 13263, serie 26; Samuel A. Cordero, cédula No.
23166, serie 26; Alberto Gómez, cédula No. 7061, serie 30;
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Visto el memorial de defensa de la recurrida, del •().de Agosto de 1979 suscrito por su abogado;

Visto el memorial ampliatorio de los recurrente:.
10 de diciembre de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el memorial ampliátorio de la recurrida, del 18
de diciembre de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
y 65 de la Ley sobre Procedimientos de Casación;

Considtrando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral de los actuales re-
currentes conta la ahora recurrida, que no pudo ser conci-
liada, el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó
el 3 de septiembre de 1968, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara prescrita la ac-
ción de los trabajadores demandantes, encaminadas a obte-
ner el pago de horas extraordinariamente trabajadas de más
de un mes anterior a la fecha de la demanda, por haberse
extinguido ventajosamente el plazo de un mes establecido
para la prescripción en el caso, en relación con dichas horas
extras; SEGUNDO: Rechaza, por no probado, la demanda
de los trabajadores dentro del me.s inmediatamente anterior
de la fecha de la demanda; TERCERO: Declara inadmisible,1
la demanda de los trabajadores en pago de horas extras tra-
bajadas con posterioridad ala fecha de la demanda y hasta
la fecha en que se efectúe el pago de las mismas, por versar
sobre créditos futuros, estos ,no existentes, a la fecha de la
demanda; CUARTO: Declara prescrita la acción de los tra-
bajadores demandantes, encaminadas a obtener el pago del
2270 (veinte y dos por ciento) sobre los valores a que mon-
tara el pago de las horas extras per ellos reclamados, por
haberse agotado ya, a la fecha del ejercicio de esa acción,
sea de la demanda, el plazo de tres meses fijado para la

ripción de este tipo de acciones; QUINTO: Rechaza,
no probadas, por improcédentes y mal fundadas ade-
, las demandas de los trabajadores demandantes, dirigi-
a obtener el pago de 4 (Cuatro) horas al precio que ellos

dicen convenido, por cada semana en que trabajaron hasta
4-1 (cuarenta y cuatro) horas, durante un período de tiempo

determinado en su extensión ni en su fecha, y el pago
valores resultantes de un invocado Pacto Colectivo de

Trabaj o por ello; SEXTO: Condena a los trabajadores de-
mandantes que sucumben, señores José Ramón y Compar-

al pago de las costas, y por esta nuestra sentencia, así
pronuncia, ordena, manda y firma; b) que sobre apela-

ción de los demandantes ahora recurrentes en casación, in-
tervino el 21 de noviembre de 1977 la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así; "FALLA: PRIMERO:
Declara bueno y válido el recurso de apelación de que se

ta, por haber sido interpuesto en la forma y en el tiempo
erminados por la ley; SEGUNDO: Confirma los ordina-
Primero, Cuarto y Quinto del dispositivo de la sentencia
cada, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Romana, a los tres (3) días del mes de Septiembre de
8; TERCERO: Rechaza como en efecto rechaza el recurso
apelación intentado por los señores Luis Alfonseca, José
ello de los Santos, Francisco Heredia, Joseph A. Isaac,
an Bautista Jiménez, Juan Ramón Muñoz, Manuel Teje-

Juan Victoriano, Juan Cuevas Rodríguez, Samuel Hug-
es, Ciriaco Rijo, Rafael Dhimas Mendoza, Henry S. Ri-

chadson, Timoteo Santana, Ernesto Celestino, Lico Juan y
Neis Vall, en virtud de que han venido realizando y reali-

i zan, exclusivamente, labores de construcción, de naturaleza
agricolas, y se les ha venido pagando y se les pagó el

tiempo extra trabajado conforme se ha demostrado por las
Pruebas aportadas al expediente; CUARTO: Rechazar como
en efecto rechaza el recurso de apelación, intentado por los
Señores Armando Dimás Aquino, Ignacio Armando, Pedro
14costa, David Enmanuel, Abraham de Aza, Juan de los San-
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Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 11,0
de Agosto de 1979 suscrito por su abogado;

Visto el memorial ampliatorio de los recurrentes 4,2
10 de diciembre de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el memorial ampliátorio de la recurrida, c,:-;
de diciembre de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos j
y 65 de la Ley sobre Procedimientos de Casación;

Considtrando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral de los actuales re-
currentes conta la ahora recurrida, que no pudo ser conci-
liada, el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó
el 3 de septiembre de 1968, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara prescrita la ac
ción de los trabajadores demandantes, encaminadas a obte-
ner el pago de horas extraordinariamente trabajadas de más
de un mes anterior a la fecha de la demanda, por haberse
extinguido ventajosamente el plazo de un mes establecido
para la prescripción en el caso, en relación con dichas horas
extras; SEGUNDO: Rechaza, por no probado, la demanda
de los trabajadores dentro del mrs inmediatamente anterior
de la facha de la demanda; TERCERO: Declara inadmisible,
la demanda de los trabajadores en pago de horas extras tra-
bajadas con posterioridad a	 fecha de la demanda y hasta
la fecha en que se efectúa el pago de las mismas, per versar
sobre créditos futuros, estos ,no existentes, a la fecha de la
demanda; CUARTO: Declara prescrita la acción de los tra-
bajadores demandantes, encaminadas a obtener el pago del
22% (veinte y dos por ciento) sobre los valores a que mon-
tara el pago de las horas extras por ellos reclamados, por
haberse agotado ya, a la fecha del ejercicio de esa acción,
sea de la demanda, el plazo de tres meses fijado par:1 .4!

rípción de este tipo de acciones; QUINTO: Rechaza,
no probadas, por improcédentes y mal fundadas ade-
, las demandas de los trabajadores demandantes, dirigi-
a obtener el pago de 4 (Cuatro) horas al precio que ellos

cen convenido, por cada semana en que trabajaron hasta
44 (cuarenta y cuatro) horas, durante un período de tiempo
ak determinado en su extensión ni en su fecha, y el pago
W. Valores resultantes de un invocado Pacto Colectivo de
-frabajo por ello; SEXTO: Condena a los trabajadores de-
s:andantes que sucumben, señores José Ramón y Compar-

al pago de las costas, y por esta nuestra sentencia, asi
pronuncia, ordena, manda y firma; b) que sobre apela-

eión de las demandantes ahora recurrentes en casación, in-
tervino el 21 de noviembre de 1977 la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así; "FALLA: PRIMERO:
Declara bueno y válido el recurso de apelación de que se

ta, por haber sido interpuesto en la forma y en el tiempo
erminados por la ley; SEGUNDO: Confirma los ordina-
Primero, Cuarto y Quinto del dispositivo de la sentencia
lada, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Romana, a los tres (3) días del mes de Septiembre de
8; TERCERO: Rechaza como en efecto rechaza el recurso
apelación intentado por los señores Luis Alfonseca, José
ello de los Santos, Francisco Heredia, Joseph A. Isaac,
an Bautista Jimériez, Juan Ramón Muñoz, Manuel Teje-

Juan Victoriano, Juan Cuevas Rodríguez, Samuel Hug-
es, Ciriaco Rijo, Rafael Dhimas Mendoza, Henry S. Ri-

chadson, Timoteo Santana, Ernesto Celestino, Lico Juan y
Eeis Vali, en virtud de que han venido realizando y

exclusivamente, labores de construcción, de naturaleza
r`No agrícolas, y se les ha venido pagando y se les pagó el
tiempo extra trabajado conforme se ha demostrado por las
pruebas aportadas al expediente; CUARTO: Rechazar como
en efecto rechaza el recurso de apelación, intentado por los
.tenores Armando Dimás Aquino, Ignacio Armando, Pedro

Ileosta, David Enmanuel, Abraham de Aza, Juan de los San-



tos, Mateo Estenua, Mauricio Fertido, Herminio Guerreo
Alberto Gómez, Milvio Garrido, Alfredo Julián, Benjar
Jonez, Alfredo Leopoldo, Isidro Martínez, Emilio Orl
Natividad Rivera, Eugenio C. Richardson, Faustino
rez, Carmito Ramírez, Ismaael Renaud, Adolfo Sierra, Ama.
do Sánchez, Luis Salona Sosa, Ramón Santana, Armando
Tapia, Nicolás Turquín, José Ubiera y José Víctor, en vir-
tud de que han venido realizando y realizan, exclus i vamen-te. labores de naturaleza agrícola, de roturación y prepara.
ción de suelos en los campos, durante las temporadas de re-
novación de suelos, y porque los mismos no están sujetos,
en su condición de trabajadores del campo, a la jornada nor-
mal de trabajo de 8 horas diarias y 44 horas por semanas,
sino, a la jornada convenida con ellos de hasta 12 horas dia-
rias, no teniendo derecho, en consecuencia, al pago del tiem-
po extra que reclaman, conforme todo ello ha quedado es-
tablecido al amparo de las pruebas aportadas en el expe-
diente; QUINTO: Rechazar como en efecto rechaza el re-
curso de apelación intentado por los señores Domingo.
Brooks, Reyes Carrión Mendoza, Samuel Cordero, Rafael
Castro, Arturo Dickson, Agustín Felipe, Bartolo Guerrero,
José Hodge, Ovidio Luis, Félix J. Mateo, Anastasio Merce-
des, Amado Peguero, Delinua Polo, Matie Polo, Anton
Ramírez, Daniel Rodríguez, Marcelino Rosario. Pasea
Travieso, Manuel E. Tamárez, Rafael Vanderhorst, Wence
lao Miguel, Ernesto Vidal, Antonio Ramírez, en virtud d
que han venido realizando y realizan, exclusivamente, la-
bores de naturaleza agrícola, o de campo, de arrastre o tiro
de cañas, desde los cortes de éstas hasta las estaciones de
carga del campo, durante las temporadas de zafras, en los,
denominados "Tiros mecanizados"  ejecutando así labores de•
igual naturaleza a las realizadas por los trabajadores ern-,
pleados en el arrastre a tiro de cañas en carretas movidas •
por bueyes, en los denominados tiros "a cacho de buey", y
porque los mismos señores mencionados, no están sujetos
a la jornada normal de 8 horas diarias y de 44 horas a la
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semana; sino a una jornada de hasta 12 horas diaris, no te-
niendo derecho, en consecuencia, al pago de tiempo extra
que reclaman, conforme todo ello ha quedado establecido
al amparo de las pruebas aportadas en el expediente; SEX-
TO: Rechazar, como en efecto rechaza, el recurso de apela-
ción intentado por los señores Porfirio del Villar, Eusta-
quio Romero, Wenceslao Santana, Roberto Portes, José Ro-
mán y Jesús Ccdeño, porque hasta las fechas respectivas,
del 28 de noviembre de 1970, 26 de Octubre de 1970, 4 de
Agosto de 1969, 16 de Diciembre de 1970, 4 de Agosto de
1969 y 17 de Septiembre de 1970, realizaron exclusivamente,
labores de naturaleza agrícola o de campo, en la roturación
y preparación de suelos, durante las temporadas de renova-
ción, sujetos a la jornada normal de hasta 12 horas diarias,
y no tenían derecho al pago de las horas extras que recla-
man como trabajadas por ellos hasta las indicadas respecti-
vas fechas, porque, a partir de las mismas fechas respecti-
vas, habiendo comenzado a realizar labores de construcción,
de naturaleza no agrícola, se les ha venido pagando y se
les pagó el tiempo extra trabajado, todo ello según ha que-
dado demostrado por los medios de pruebas aportados al
expediente; SEPTIMO: Proclamar que nada hay que deci-
dir con respecto a los señores Adolfo María Brooks y Ale-
jandro Travieso, visto y comprobado que no son partes en
el recurso de apelación de que se trata; OCTAVO: Condenar
como en efecto condena a los trabajadores intimantes al
pago de las costas; Y por ésta nuestra sentencia, así se pro-
nuncia, ordena, manda y firma;

Considerando, que contra la sentencia que impugan los
recurrentes proponen los siguientes medios: Primer Medio:
Violación por falsa aplicación de los Artículos 658 y 660 del
Código de Trabajo y de los Artículos 1315 y 1234 del Código
Civil; y violación del Artículo 2262 del Código Civil; Se-
gundo Metilo: Violación de los Artículos 137, 195 y 262 del
Código de Trabajo, y 6 de la Ley Número 262 del 21 de
"obrero de 1919: y, Violación por falsa aplicación de los Ar-
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tos, Mateo Estenua, Mauricio Fertido, Herminio Guerrera
Alberto Gómez, Milvio Garrido, Alfredo Julián, Benial-
Jonez, Alfredo Leopoldo, Isidro Martínez, Emilio brt
Natividad Rivera, Eugenio C. Richardson, Faustino
rez, Carmito Ramírez, Ismaael Renaud, Adolfo Sierra, Ama-
do Sánchez, Luis Salona Sosa, Ramón Santana, Armandj
Tapia, Nicolás Turquín, José Ubiera y José Víctor, en
tud de que han venido realizando y realizan, exclusivamen:
te, labores de naturaleza agrícola, de roturación y prepara.
ción de suelos en los campos, durante las temporadas de re
novación de suelos, y porque los mismos no están
en su condición de trabajadores del campo, a la jornada nor-
mal de trabajo de 8 horas diarias y 44 horas por semanasí
sino, a la jornada convenida con ellos de hasta 12 horas
rias, no teniendo derecho, en consecuencia, al pago del
po extra que reclaman, conforme todo ello ha quedado
tablecido al amparo de las pruebas aportadas en el expe-.4-
diente; QUINTO: Rechazar como en efecto rechaza el re-
curso de apelación intentado por los señores Domingo
Brooks, Reyes Carrión Mendoza, Samuel Cordero, Rafael
Castro, Arturo Dickson, Agustín Felipe, Bartolo Guerrero,
José Hodge, Ovidio Luis, Félix J. Mateo, Anastasio Merce-
des, Amado Peguero, Delinua Polo, Matie Polo, Antonio
Ramírez, Daniel Rodríguez, Marcelino Rosario, Pascual
Travieso, Manuel E. Tamárez, Rafael Vanderhorst, Wences-
lao Miguel, Ernesto Vidal, Antonio Ramírez, en virtud de
que han venido realizando y realizan, exclusivamente, la-
bores de naturaleza agrícola, o de campo, de arrastre o tire,
de cañas, desde los cortes de éstas hasta las estaciones de'
carga del campo, durante las temporadas de zafras, en los
denominados "Tiros mecanizados" ejecutando así labores de
igual naturaleza a las realizadas por los trabajadores env
pleados en el arrastre o tiro de cañas en carretas movidas
por bueyes, en los denominados tiros "a cacho de buey", y°!'
porque los . mismos señores mencionados, no están sujetos
a la jornada normal de 8 horas diarias y de, 44 horas a la

se ..:.ana; sino a una jornada de hasta 12 horas diaris, no te-
plendo derecho, en consecuencia, al pago de tiempo extra
que reclaman, conforme todo ello ha quedado establecido

al 
amparo de las pruebas aportadas en el expediente; SEX-

TO: Rechazar. como en efecto rechaza, el recurso de apela-
ción intentado por los señores Porfirio del Villar, Eusta-
quio Romero, Wenceslao Santana, Roberto Portes, José Ro-
mán y Jesús Cedeño, porque hasta las fechas respectivas,
del 28 de noviembre de 1970, 26 de Octubre de 1970, 4 de
Agosto de 1969, 16 de Diciembre de 1970, 4 de Agosto de
1969 y 17 de Septiembre de 1970, realizaron exclusivamente,
labores de naturaleza agrícola o de campo, en la roturación
y 

preparación de suelos, durante las temporadas de renova-
ción, sujetos a la jornada normal de hasta 12 horas diarias,
y no tenían derecho al pago de las horas extras que recla-
man como trabajadas por ellos hasta las indicadas respecti-
vas fechas, porque, a partir de las mismas fechas respecti-
vas, habiendo comenzado a realizar labores de construcción,
de naturaleza no agrícola, se les ha venido pagando y se
les pagó el tiempo extra trabajado, todo ello según ha que-
dado demostrado por los medios de pruebas aportados al
expediente; SEPTIMO: Proclamar que nada hay que deci-
dir con respecto a los señores Adolfo María Brooks y Ale-
jandro Travieso, visto y comprobado que no son partes en
el recurso de apelación de que se trata; OCTAVO: Condenar
como en efecto condena a los trabajadores intimantes al
pago de las costas; Y por ésta nuestra sentencia, así se pro-
nuncia, ordena, manda y firma;

Considerando, que contra la sentencia que impugan los
recurrentes proponen los siguientes medios: Primer Medio:
Violación por falsa aplicación de los Artículos 658 y 660 del
Código de Trabajo y de los Artículos 1315 y 1234 del Código
Civil; y violación del Artículo 2262 del Código Civil; Se-

gundo Medio: Violación de los Artículos 137, 195 y 262 del
Código de Trabajo, y 6 de la Ley Número 262 del 21 de
Febrero de 1919; y, Violación por falsa aplicación de los Ar-
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tículos 138 Acápite 3, y 263 del Código de Trabajo y 67 det
Reglamento 7676 para la aplicación del Código de Trabajo;
Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y falta (1.¿;
Base Legal; Violación del Artículo 86 acápites 8 y 9 del"Código de Trabajo;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio`
de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que
Juzgado a-quo violó los textos legales arriba citados al con-'
firmar la parte de la sentencia del Juzgado de Paz que de-,
claró prescrita la acción de varios de los recurrentes, por-
que el Juzgado a-quo no tuvo en cuenta, para fallar como,
lo hizo en este punto, que el derecho de esos reclamantes
al pago de horas extras había sido reconocido para todo el,.
tiempo transcurrido hasta la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia del 29 de noviembre de 1965 que le dio ganancia:
de causa en todos los aspectos, en un litigio que precedió
al presente; que en virtud de esa solución, el derecho
dichos reclamantes a las horas extras, reclamantes que eran
los mismos del presente litigio en casación, quedó trasmu-
tado en un derecho de crédito sujeto no ya a la corta pres-
cripción de un mes, sino-a la prescripción de 20 años; pero,

Considerando, que según consta en los documentos de'
presente proceso, el status laboral de los actuales recurren
tes como tractoristas, no es exactamente igual que el qu,
ellos tenían en el litigio anterior en que pudieron result
ganaMes de causa; que por los motivos que se darán
adelante a propósito de la no procedencia del pago de horas
extras para los trabajadores de campo (salvo que otra cosa
sea estipulada en pactos o contratos), carece de interés evi-
dentemente la ponderación del primer medio de los recu-
rrentes;

Considerando, que en el segundo medio de su mente
rial, los recurrentes sostienen, en primer término, que las
disposiciones del Código de Trabajo y sus Reglamentos, no
excluyen a los trabajadores de campo de la protección que
representa la jornada de trabajo normal de 8 horas por día
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y yor tanto no los priva del derecho al pago de horas extras

'elando éstas sean laboradas; que al basarse desconccido las
en un criterio

diferente y erróneo, el Juzgado a-quo ha 
disposiciones legales que invocan los recurrentes, llamados

de campos, dependen de una entidad que, corno la Gul Wes-

wra constituye una compañía comercial, y son por tanto
trabajadores comerciales sujetos a la jornada de trabajo

rormal; pero,
Considerando, sobre el primer alegato, que contraria-

mente a lo que sostienen los recurrentes, el Código de Tra-
oajo y sus Reglamentos excluyen reiterada y expresamente
a los trabajadores de campo de la jornada de trabajo nor-
mal, aunque se trate de trabajadores suyo número pase de
diez en una determinada empresa, salvo que haya entre la
empresa y los trabajadores algún contrato o algún pacto que
estipule lo contrario; y sobre el segundo alegato, que el he-
cho de que una agrupación de personas naturales se cons-
tituya en una Compañía de Comercio no es óbice para que
ella inicie o emprenda otros tipos de actividades económi-
cas que estén permitidas por leyes a los particulares, ni pa-,

ra 
que cada una de las actividades esté pautada por las le-

yes de un modo especial, acorde con la naturaleza intrín-
seca de cada diferente actividad; que por lo expuesto, el
segundo medio del memorial de los recurrentes carece de
tandamento en sus dos aspectos y debe ser desestimado;

Considerando, sobre parte del segundo medio y sobre
el tercero, que los recurrentes alegan que, dentro de la re-
¿ieión de trabajo que existía entre los tractoristas ahora
recurrentes y la Gul Western antes de la sentencia que

r 3dictó la Suprema Corte de Justicia en 1965, los actuales re-
currentes laboraban no sólo como tractristas, sino también

c't otras actividades en beneficio de la empresa; que al  dic-

'.::rse la sentencia ya citada de 1965, la Gulf redujo el tra-
zjo de ellos y lo limitó al de tractorist as; que al no tomar

cuenta ese proceder de la recurrida, el Juzgado a-quo
16 en su perjuicio el sistema del "Jus Variandi" y los



say•n•••••Vrabit
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tículos 138 Acápite 3, y 263 del Código de Trabajo y 67 dei
Reglamento 7676 para la aplicación del Código de Trabajo;,
Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y falta 

de•Base Legal; Violación del Artículo 86 acápites 8 y 9 dell
Código de Trabajo;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio‘
de su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que 

el
Juzgado a-quo violó los textos legales arriba citados al con;.`
firmar la parte de la sentencia del Juzgado de Paz que de{'
claró prescrita la acción de varios de los recurrentes, por-.
que el Juzgado a-quo no tuvo en cuenta, para fallar como„,
lo hizo en este punto, que el derecho de esos reclamantes
al pago de horas extras había sido reconocido para todo el
tiempo transcurrido hasta la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia del 29 de noviembre de 1965 que le dio ganancia
de causa en todos los aspectos, en un litigio que precedió
al presente; que en virtud de esa solución, el derecho d:-
dichos reclamantes a las horas extras, reclamantes que eran
los mismos del presente litigio en casación, quedó trasmu-
tado en un derecho de crédito sujeto no ya a la corta pres-
cripción de un mes, sino a la prescripción de 20 años; pero,

Considerando, que según consta en los documentos del
presente proceso, el status laboral de los actuales recurren-
tes como tractoristas, no es exactamente igual que el que
ellos tenían en el litigio anterior en que pudieron resultar
ganantes de causa; que por los motivos que se darán más
adelante a propósito de la no procedencia del pago de horas
extras para los trabajadores de campo (salvo que otra
sea estipulada en pactos o contratos), carece de interés evi

dentemente la ponderación del primer medio de los reel,
rrentes;

Considerando, que en el segundo medio de su memo
rial, los recurrentes sostienen, en primer término, que 1 ) -
disposiciones del Código de Trabajo y sus Reglamentos, /11

excluyen a los trabajadores de campo de la protección que
representa la jornada de trabajo normal de 8 horas por día
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;,or tanto no los priva del derecho al pago de horas extras

rondo éstas sean laboradas; que al basarse en un criterio
oerente y erróneo, el Juzgado a-quo ha desconocido las
disposiciones legales que invocan los recurrentes, llamados

de campos, dependen de una entidad que, como la Gul Wes-
tern constituye una compañía comercia l , y son por tanto

;rabajadores comerciales sujetos a la jornada de trabajo

rormal; pero,
Considerando, sobre el primer alegato, que contraria-

mente a lo que sostienen los recurrentes, el Código de Tra-

bajo y sus Reglamentos excluyen reiterada y expresamente
a los trabajadores de campo de la jornada de trabajo nor-

al, aunque se trate de trabajado res suyo número pase de
diez en una determinada empresa, salvo que haya entre la
empresa y los trabajadores algún contrato o algún pacto que

estipule lo contrario; y sobre el segundo alegato, que el he-
cho de que una agrupación de personas naturales se cons-
tituya en una Compañía de Comercio no es óbice para que
ella inicie o emprenda otros tipos de actividades económi-
cas que estén permitidas por leyes a los particulares, ni pa-
ra que cada una de las actividades esté pautada por las le-
yes de un modo especial, acorde con la naturaleza intrínel

-

seca de cada diferente actividad; que por lo expuesto, 
segundo medio del memorial de los recurrentes carece de
fundamento en sus dos aspectos y debe ser desestimado;

Considerando, sobre parte del segundo medio y sobre
el tercero, que los recurrentes alegan que, dentro de la re-
lación de trabajo que existía entre los tractoristas ahora
recurrentes y la Gul Western antes de la sentencia que
dictó la Suprema Corte de Justicia en 1965, los actuales re-
currentes laboraban no sólo como tractristas, sino también
en otras actividades en beneficio de la empresa; que al dic-

tarse la sentencia ya citada de 1965, la Gulf redujo el tra-
bajo de ellos y lo limitó al de tractoris tas ; que al no tomar
en cuenta ese proceder de la recurrida, el Juzgado a-quo
violó en su perjuicio el sistema del "Jus Variandi" y los



I
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1
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artículos 9 y 86 del Código de Trabajo, desnaturalizó las
hechos de la causa y lo hizo todo sin base legal justifiea.
tiva; pero,

Considerando, que la variación de labores de los tra-
bajadores por los patronos constituye una facultad de és,
tos, cuyos ejercicios no pueden ser cuostionados. a menos
que el cambio que aquellos dispongan se acompañe de una
reducción salarial, o un mayor esfuerzo de los trabajado.
res, lo que no consta que haya ocurrido en el caso; que el
examen de la sentencia impugnada y de los documentos
del caso, no muestra que alguno de ellos hayan sido disi
torsionados por los jueces; que la sentencia impugnada ex-
pone suficientemente los hechos de la causa necesarios para
la solución que han dado al caso ocurrente; que por lo ex-
puesto, el tercero y último medio del memorial de los re-
currentes carece de fundamento, como los anteriores y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos inter
puestos por José Ramón, Henry Dimás Aquino. Juan Ra-
món Muñoz,‘Ernesto Celestino, Alfredo Julián, Ismael
naud, Eustaquio Romero, José Vander Pool, Wencesla
Santana, Mateo Estenua, José Cuello de los Santos, Samuel
Hoghes, Natividad Rivera, Mauricio Fertido, Isidro Martí-
nez, Ramón Santana, Roberto Porte, Benjamín Jones, Al-
fredo Leopoldo, Ignacio Armando, Milvio Garrido, J
Ubiera, Armando Tapie, Rafael Castro, Adolfo Sierra, Am
do Sánchez, E. Richardson, Luis Alfonseca, Francisco
redia, Lico Juan, Marcelino Rosario, Timoteo, Santana.
Agustín Felipe, Rafael Dimás Mendoza, Juan Victoriano.
Porfirio del Villar, Félix J. Mateo, Emilio Ortiz, Abrahata
de Aza, Pedro Agosto, Daniel Rodríguez, Juan B. Jiménez,
Pascual Travieso, Manuel Tejeda, Ciriaco Rijo, Juan Cue-
vas, Neis Vall, Antonio Ramírez, Amado Peguero, Reyes
Carrión Mendoza, Samuel A. Cordero, Alberto Gómez. Ra-
fael Vanderhorst, Domingo Brooks, Jesús Cedeño, David
Enmanuel, Nicolás Turquin, Mateo Polo, José de los San-
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tes, Arturo Dikcson, Wericeslao Miguel, Antonio Ramírez,
carmito Ramírez, Bartolo Guerrero, H. Guerrero, José Hod-
ge, A. Mercedes, Ernesto Vidal, Delimua Polo, Manuel E.
Tamárez, Faustino Ramírez. y José Víctor, contra la sen-
tencia dictada el 21 de noviembre de 1977 en sus atribucio-
nes laborales por el Juzgado de lra. Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas de la instancia de casa-

ción.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Lconte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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artículos 9 y 86 del Código de Trabajo, desnaturalizó los
hechos de la causa y lo hizo todo sin base legal justifica.
tiva; pero,

Considerando, que la variación de labores de los tra.
bajadores por los patronos constituye una facultad de ea.
tos, cuyos ejercicios no pueden ser cuostionados, a menos
que el cambio que aquellos dispongan se acompañe de una
reducción salarial, o un mayor esfuerzo de los trabajado-
res, lo que no consta que haya ocurrido en el caso; que el
examen de la sentencia impugnada y de los documentes
del caso, no muestra que alguno de ellos hayan sido dis-
torsionados por los jueces; que la sentencia impugnada ex-
pone suficientemente los hechos de la causa necesarios para
la solución que han dado al caso ocurrente; que por lo ex-
puesto, el tercero y último medio del memorial de los re-
currentes carece de fundamento, como los anteriores y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos int
puestos por José Ramón, Henry Dimás Aquino, Juan Ra- '–
món Muñoz, Ernesto Celestino, Alfredo Julián, Ismael Re-
naud, Eustaquio Romero, José Vander Pool, Wenceslao
Santana, Mateo Estenua, José Cuello de los Santos, Samuel
Hoghes, Natividad Rivera, Mauricio Fertido, Isidro Martí-
nez, Ramón Santana, Roberto Porte, Benjamín Jones, Al-
fredo Leopoldo, Ignacio Armando, Milvio Garrido, José
Ubiera, Armando Tapia, Rafael Castro, Adolfo Sierra. Ama---
do Sánchez, E. Richardson, Luis Alfonseca, Francisco He-
redia, Lico Juan, Marcelino Rosario, Timoteo, Santana,
Agustín Felipe, Rafael Dimás Mendoza, Juan Victoriano,
Porfirio del Villar, Félix J. Mateo, Emilio Ortiz, Abraham
de Aza, Pedro Agosto, Daniel Rodríguez, Juan B. Jiménez,
Pascual Travieso, Manuel Tejeda, Ciriaco Rijo, Juan Cue-
vas, Neis Vall, Antonio Ramírez, Amado Peguero, Reyes
Carrión Mendoza, Samuel A. Cordero, Alberto Gómez, Ra-
fael Vanderhorst, Domingo Brooks, Jesús Cedeño, David
Enmanuel, Nicolás Turquin, Mateo Polo, José de los San- j
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tos, rturo Dikcson, Wenceslao Miguel, Antonio Ramírez,
Carrito Ramírez, Bartolo Guerrero, H. Guerrero, José Hod-
ge, A. Mercedes, Ernesto Vidal, Delimua Polo, Manuel E.
Tamárez, Faustino Ramírez, y José Víctor, contra la sen-

tenc ia dictada el 21 de noviembre de 1977 en sus atribucio-

nes laborales por el Juzgado de lra. Instanc ia del Distrito

Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Scg-ando: Condena a los

recurrentes al pago de las costas de la instancia de casa-
ción.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquin M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal de
'echa 21 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel E: Nogueira Genao, José de Jesús
Boraert y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Totervhdentcs: Bolívar Nerys y compartes.
	 311

Abogado: Dr. Jaime Tejac:a,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente corstituída j.vor los Jueces Néstor Cot-r.
un Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R. Albur-
querque Castillo, asist:cios del Secretario General, en
Sala donde celebra su, audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 17 del mes de. •
Noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta como Corte de Caración siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Eugenio Nogueira Ganno, dominicano,
mayor de edad, soltero, mecanico, domicilhído en la Aveni-
da Imbert, kilómetro 41/2, Altos de Virella, de la ciudad de
Santiago, cédula No. 103515, serie ira.; Jase de Jesús Alva-
rez Bogaert, dominicano, mayor ds: edad, casado abogado,
domiciliado en Gurabo, Santiago, y la Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio en la Calle Beller No. 98 de la
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cludad de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judjcial de San-
tiago, el 21 de Noviembre de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adclante;

Oído al Alguacil de turno en 1a lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jaime
Tajada, cédula No. 6101, serie 45, abogado de los in-

tr, • -:ientes Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mer-
ccdo y Agustina María Mercado, dominicanos, mayores de
edad. domiciliados en la ciudad de Santiago, cédulas Nos.
i65, serie 88; 62354, 64357, series 31;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-gua el 5 de febrero de 1979,
requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédu-
la No. 39720, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencía impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
ccn motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ciu-
dad de Santiago el 11 de julio de 1976, en el que varias per-
sonas resultaron con lesienes corporales, el Juzgado de Paz
de la Tercera Circunscripción del Municipio de Santiago,
dictó el 9 de septiembre de 1977 uno sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante, inserto en ej de la ahora im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1981r

Sentencia impugnada: Terrera Cámara Penal de Santiago,
fecha 21 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel E: Nogueira Ccnao, José de Jesús Alva
Bogaert y la Cía. Unión de Seguros, C. por A.

Intervinientcs: Bolívar Nerys y compartes.
Abogado: Dr. Jaime Tejada.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente conatituída por los Jueces Néstor Con'
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Frimer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R. Albur-
cluerque Castillo, asist:cios del Secretario General, en la
Sala donde celebra su', audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 17 del mes de
Noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta como Corte de Casación siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Manuel Eugenio Nogueira Genuo, dominicano,
mayor de edad, soltero. mecánico domicil!ado en la Aveni-
da Imbert, kilómetro 41/2, Altos de Virel:a, de la ciudad de
Santiago, cédula No. 103515, serie 1 •a.; Jasé de Jesús Alva-
rez Bogaert, dominicano, mayor de edad, casado abogado.
domiciliado en Gurabo, Santiago, y la Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio en la Calle Beller No. 98 de

ad de Santiago, contra la sentencia dictada en sus atri-
; •»ones correccionales por la Tercera Cámara Penal del
jiac.do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, el 21 de Noviembre de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jaime
Crub Tejada, cédula No. 6101, serie 45, abogado de los

viientes Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena
y Agustina María Mercado, dominicanos, mayores de
domiciliados en la ciudad de Santiago, cédulas Nos.

65. serie 88; 62354, 64357, series 31;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

d. la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Cámara a-qua el 5 de febrero de 1979,
requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédu-
la No. 39720, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ciu-
dad de Santiago el 11 de julio de 1976, en el que varias per-
sonas resultaron con lesiones corporales, el Juzgado de Paz
de la Tercera Circunscripción del Municipio de Santiago,
dictó el .9 de septiembre de 1977 unv sentencia cuyo dispo-

• sitivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al



efecto declara bueno y válido el recurso de Apelación in
puesto por Bolívar Nerys, Angela Parra, Agustina María
Mercado y María Elena Mercado, representado por el Dr.
Jaime Cruz Tejada y Manuel E. Nogueira Genao, José de.
Js. Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C. por A., 

re-presentado por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, por
haberlos hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas
y exigencias del procedimiento en cuanto a la forma; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo debe confirmar y confirma en
todas sus partes la sentencia No. 405-Bis de fecha 9 de Sep.
tiembre del 1977, y cuyo dispositivo copiado texctualmente
`Primero: Que debe pronünciar y pronuncia el defecto con-
tra el señor Manuel Eugenio Nogueira Genao, por no haber
comparecido, no obstante estar legalmente citado; Segundo:
Se declara culpable al señor Manuel Eugenio Nogueira Ge-
nao, de violar los Arts. 61 y 65, de la Ley 241, y en conse-
cuencia se condena a 31 días de Prisión en Defecto, además
se condena al pago de las costas, en cuanto a Emilio de Js.
Santana Corona, se descarga de todo responsabilidad penal,
por no haber cometido falta a la Ley 241, y en cuanto a él
se declara las costas de oficio; En cuanto al aspecto civil:
1) Se declara bueno y válido en cuanto a la forma, por
haber sido hecho dentro de las normas procesales vigentes;
En cuanto al fondo: 2) Se condena al señor José de Jesús
Alvarez B., a una indemnización de RDS1,530.00 a favor del
señor Emilio de Js. Santana Corona, por los daños materia-
les experimentados por el carrio de su propiedad en el ac-
cidente; 3) Se condena al señor José de Js. Alvarez B., al
pago de los intereses legales, a partir de la fecha de la de-
manda en Justicia, a título de Indemnización suplement-:-
ria; 4) Se declara la presente sentencia, común, oponible
ejecutable, contra la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C.
por A., en su calidad de aseguradora de la responsabilidad
civil del señor José de Js. Alvarez Bogaert; 5) Se condena
al señor José de Js. Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas Civiles del procedimiento
en provecho del Dr. José Joaquín Madera, por afirmar éste
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rlas avanzando en su totalidad; En Cuanto al Asped:o
Se considera bueno y válido en cuanto a la forma por

}.4ber sido hecho dentro de las normas procesales vigentes;
Cuanto al Fondo: 1) Se condena al señor Manuel Euge-

ptc, Nogueira Genao y a José de Js. Alvarez Bogaert, al pa-
go d-e. una indemnización solidaria a favor de los señores
Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mercado y Agus-
t ma María Mercado de RD$200.00 cada uno, por las lesiones
recibidas en el accidente; 2' Se condena a los señores Ma-
nuel Eugenio Nogueira Genao y José de Jesús Alvarez Bo-

gaert, al pago de los intereses legales a partir de la fecha
de la demanda en Justicia, a título de indemnización suple-
mentaria; 3) Se declara la presente sentencia común, opo-
nible y ejecutable, contra la Cía. de Seguros Unión de Se-
guros. C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de los señores Manuel Eugenio Nogueira

ao y José de Jesús Alvarez Bogaert; 4) Se condena a
señores Manuel Eugenio Nogueira Genao, José de Je-
Alvarez Bogaert y Unión de Seguros, C. por A., al pago
las costas civiles del procedimiento con distracción de
mismas en provecho del Dr. Orlando Barry por afirmar
rlas avanzando en su totalidad'; TERCERO` Condena a
uel Eugenio Nogueira Genao, al señor José de Jesús

varez Bogaert y la Compañía Unión de Seguros, C. por
al pago de las costas civiles causadas por su recurso,
distracción de las mismas en favor del Dr. Orlando

ry, ouien afima estarlas avanzando en su totalidad;
r.CUARTO: Condena al prevenido Manuel Eugenio Nogueira
reenao, al pago de las costas penales;

Considerando, en cuanto a los recursos de José de Je-
, sus Alvarez Bogaert, puesto en causa como civilmente res-

Ponsable, y de la Unión de Seguros, C. por A., también
Puesta en causa, que procede declarar la nulidad de los mis-
mos, en razón de que dichos recurrentes no han expuesto
los medios en que lo fundan, conforme lo exige, a pena de

el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de

2482	 BOLETIN JUDICIAL



2482	 BOLETIN JUDICIAL

efecto declara bueno y válido el recurso de Apelación inter.
puesto por Bolívar Nerys, Angela Parra, Agustina Marfa
Mercado y María Elena Mercado, representado por el
Jaime Cruz Tejada y Manuel E. Nogueira Genao, José
Js. Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C. por A.,
presentado por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
haberlós hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normás
y exigencias del nrocedimiento en cuanto a la forma;
GUNDO: En cuanto al fondo debe confirmar y confirma en
todas sus partes la sentencia No. 405-Bis de fecha 9 de Sep-
tiembre del 1977, y cuyo dispositivo copiado texetualmente
'Primero: Que debe pronünciar y pronuncia el defecto con-
tra el señor Manuel Eugenio Nogueira Genao, por no haber
comparecido, no obstante estar legalmente citado; Segundo:
Se declara culpable al señor Manuel Eugenio Nogueira Ge-
nao, de violar los Arts. 61 y 65, de la Ley 241, y en conse-
cuencia se condena a 31 días de Prisión en Defecto, además
se condena al pago de las costas, en cuanto a Emilio de Js.
Santana Corona, se descarga de todn responsabilidad pe:
por no haber cometido falta a la Ley 241, y en cuanto a é 1
se declara las costas de oficio; En cuanto al aspecto civil:
1) Se declara bueno y válido en cuanto a la forma, por
haber sido hecho dentro de las normas procesales vigentes;
En cuanto al fando: 2) Se condena al señor José de Jesús
Alvarez B., a una indemnización de RD$1,530.00 a favor del
señor Emilio de Js. Santana Corona, por los daños materia-
les experimentados por el carrio de su propiedad en el ac-
cidente; 3) Se condena al señor José. de Js. Alvarez 13., al
pago de los intereses legales, a partir de la fecha de la de-
manda en Justicia, a título de Indemnización suplementa-
ria; 4) Se declara la presente sentencia, común, oponible y
ejecutable, contra la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C.
por A,, en su calidad de aseguradora de la responsabilidad
civil del señor José de Js. Alvarez Bogaert; 5) Se condena
al señor José de Js. Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas Civiles del procedimiento
en provecho del Dr. José Joaquín Madera, por afirmar éste
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das avanzando en su totalidad; En Cuanto al Aspecto
1: Se considera bueno y válido en cuanto a la forma por

sido hecho dentro de las normas procesales vigentes;
Cuanto al Fondo: 1) Se condena al señor Manuel Euge-

ato Nogueira Genao y a José de Js. Alvarez Bogaert, al pa-
go de una indemnización solidaria a favor de los señores
)301ívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mercado y Agus-
tina María Mercado de ED$200.00 cada uno, por las lesiones
recibidas en el accidente; 2' Se condena a los señores Ma-
anel Eugenio Nogueira Genao y José de Jesús Alvarez Bo-

gaert, al pago de los intereses legales a partir de la fecha
de la demanda en Justicia, a título de indemnización suple-
rcentaria; 3) Se declara la presente sentencia común, opo-

nible y ejecutable, contra la Cía. de Seguros Unión de Se-
guros, C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de los señores Manuel Eugenio Nogueira
Génao y José de Jesús Alvarez Bogaert; 4) Se condena a
los señores Manuel Eugenio Nogueira Genao, José de Je-

s Alvarez Bogaert y Unión de Seguros, C. por A., al pago

las costas civiles del procedimiento con distracción de
mismas en provecho del Dr. Orlando Barry por afirmar
rlas avanzando en su totalidad'; TERCERO` Condena a
uel Eugenio Nogucira Genao, al señor José de Jesús

varez Bogaert y la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., al pago de las costas civiles causadas por su recuso,

con distracción de las mismas en favor del Dr. Orlando
Barry, ouien afima estarlas avanzando en su totalidad;
CUARTO: Condena al prevenido Manuel Eugenio Nogueira

nGe ao, al pago de las costas penales;

Considerando, en cuanto a los recursos de José de Je-
Alvarez Bogaert, puesto en causa como civilmente res-

nsable, y de la Unión de Seguros, C. por A., también
esta en causa, que procede declarar la nulidad de los mis-
os, en razón de que dichos recurrentes no han expuesto

los medios en que lo fundan, conforme lo exige, a pena de
nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
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aaeg ; endo circunstancias atenuantes, la Cámara a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, qde asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido, que el hecho del prevenido Manuel Eugenio
Nogucira Genao había ocasionado a Bolívar Nerys, Angela
parra, María Elena Mercado y Agustín María Mercado, par-
tes civiles constituidas, daños y perjuicios, materiales y mo-

rales cuyo monto evaluó en la suma de RDS200.00 para ca-
da uno de dichas personas y que al condenar al prevenido
recurrente, solidariamente con José de Jesús Alvarez Bo-
gaert, al pago de esas sumas, más los intereses legales a
partir de la demanda, a título de indemnización comple-
menlaria solicitada, la Cámara a-qua hizo una correcta apli-
cación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo concerniente al prevenido recurrente, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mercado y
Agustina María Mercado, en los recursos de casación inter-
puestos por Manuel Eugenio Nogueira Genao, José de Je-
sús Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pr i mera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago el 21 de Noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de
Josú de Jesús Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C.
por A., contra la indicada sentencia; Tercero: Rechaza el
recurso de Manuel Eugenio Nogueira Genao y lo condena
al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Manuel
Eugenio Nogueira Genao y José de Jesús Alvarez Bogaert
al pago de las costas civiles y las distrae en provecho del
Er. Jaime Cruz Tejada. abogado de los intervinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte, y las hace

Casación; que, por tanto, sólo procede examinar el reeursò-
del prevenido;	 •

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar co-
mo único culpable del accidente al prevenido recurrente y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pop,
deración de los elementos de juicio regularmente adminia.
trados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) que el
11 de julio de 1976, en horas de la tarde, se produjo una
colisión de vehículos en la intersección de la calle 5 y 2
de los Yagüitos de Pastor, de la ciudad de Santiago, entre
la camioneta placa No. 518-663, propiedad de José de Jesús
Alvarez Bogaert, con Póliza No. 45155 de la Unión de Segú.
ros, C. por A., conducida por Manuel Eugenio Nogueira Ge-
nao, de Oeste a Este por la calle 5, y el carro placa No. 508-
631 conducido por su prepietario Emilio de Jesús Santana
Corona por la misma vía que el primero, pero en dirección
contraria; 2) que en el accidente resultaron con lesiones
corporales Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mer-
cado y Agustín María Mercado curables antes de los diez
(10 días, todos ocupantes del carro conducido por Emilio
de Jesús Santana Corona y el vehículo de éste con desper-
fectos en la parte frontal, y 3) que el accidente se debió
a la falta exclusiva de Manuel Eugenio Nogueira Genao al
conducir su vehículo a exceso de velocidad, dentro de la
zona urbana, y ocuparle la derecha que correspondía al
carro conducido por Santana Corona;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes Y
heridas por imprudencia ocasionada con el manejo de un
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, y sancionado en la letra n) de dicho texto legal
con las penas de 6 días a 6 meses de prisión y multa de
RD$6.00 a RD$180.00. cuando la enfermedad o la imposi-
bilidad de la víctima para dedicarse al trabajo durare me-
nos de 10 días, como ocurrió en la especie; que al condenar
a Manuel Eugenio Nogucira Genao a 30 días de prisión:.



2484	 BounN JUDICIAL.

Casación; que, por tanto, sólo procede examinar el ree„
del prevenido;

Considerando, que la támara a-gua, para declarar
co-

mo único culpable del accidente al prevenido recurrente y
fallar como lo hizo, dio por establecido, mediante la pon,
deración de los elementos de juicio regularmente adminis.
trados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) que el
11 de julio de 1976, en horas de la tarde, se produjo una
colisión de vehículos en la intersección de la calle 5 y 2
de los Yagüitos de Pastor, de la ciudad de Santiago, entre,
la camioneta placa No. 518-663, propiedad de José de Jesús
Alvarez Bogaert, con Póliza No. 45155 de la Unión de Segu-
ros, C. por A., conducida por Manuel Eugenio Nogueira Ge-
nao, de Oeste a Este por la calle 5, y el carro placa No. 508-
631 conducido por su prepietario Einilio de Jesús Santana
Corona por la misma vía que el primero, pero en dirección
contraria; 2) que en el accidente resultaron con lesiones
corporales Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mer-
cado y Agustín María Mercado curables antes de los diez
(10 días, todos ocupantes del carro conducido por Emilio
de Jesús Santana Corona y el vehículo de éste con desper-
fectos en la parte frontzl, y 3) que el accidente se debió
a la falta exclusiva de Manuel Eugenio Nogueira Genao al
conducir su vehículo a exceso de velocidad, dentro de la
zona urbana, y ocuparle la derecha que correspondía al
carro conducido por Santana Corona;

Considerando, que los hechos así establecidos configi!
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionada con el manejo de
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la Ley
de 1967, y sancionado en la letra r.) de dicho texto
con las penas de 6 días a 6 meses de prisión y multa de
RDS6.00 a RD$180.00. cuando la enfermedad o la imposi"
bilidad de la víctima para dedicarse al trabajo durare me-
nos de 10 días, como ocurrió en la especie; que al condenar
a Manuel Eugenio Nogueira Genao a 30 días de prisión,

aco:.; endo circunstancias atenuantes, la Cámara a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, qde asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido, que el hecho del prevenido Manuel Eugenio
yogueira Genao había ocasionado a Bolívar Nerys, Angela
parra, María Elena Mercado y Agustín María Mercado, par-
tes civiles constituidas, daños y perjuicios, materiales y mo-
rales cuyo monto evaluó en la suma de RD$200.00 para ca-
da uno de dichas personas y que al condenar al prevenido
recurrente, solidariamente con José de Jesús Alvarez Bo-
gacrt, al pago de esas sumas, más los intereses legales a
partir de la demanda, a título de indemnización comple-
mentaria solicitada, la Cámara a-qua hizo una correcta apli-
cación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo concerniente al prevenido recurrente, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviMentes
a Bolívar Nerys, Angela Parra, María Elena Mercado y
Agustina María Mercado, en los rentarsos de casación inter-
puestos por Manuel Eugenio Nogueira Genao, José de Je-
sús Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago el 21 de Noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de
José de Jesús Alvarez Bogaert y la Unión de Seguros, C.
por A., contra la indicada sentencia; Tercero: Rechaza el
recurso de Manuel Eugenio Nogueira Genao y lo condena
al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Manuel
Eugenio Nogueira Genao y José de Jesús Alvarez Bogaert
al pago de las costal civiles y las distrae en provecho del
Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado de los intervinientes, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte, y las hace
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oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro tic los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra.
velo de la Fuente.— Franc i sco Elpidio Beras.— Juan Bau.
tista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez—
Joaquín L. Hernández	 Leonte R. Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud'encia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sent encia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
de fecha 4 de noviembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Becurrente: La Planta de Recauchado, C. por A.
,shogado: Dr. José A. Keppis Nina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
ndo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-

dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
19 de nov i embre de 1980, años 137' de la Independencia

118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
rte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Planta
Recauchado, C. por A., con domicilio social en el kiló-

etro 41/2 de la carretera Sánchez, de esta ciudad, contra
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado

de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 4 de noviem-
bre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José A. Keppis Nina ,abogado de la recu-

rrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

: de la República;
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oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra.
velo de la Fuente.— Franc i sco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud i encia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

;Ientencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 4 de noviembre de 1977.

Materia: Trabajo.

necurrente: La Planta de Recauchado, C. por A.
Abogado: Dr. José A. Keppis Nina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre dala República, la Suprema Corte de Jus-
icia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
'mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,

oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario

General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 de nov i embre de 1980, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Planta
de Recauchado, C. por A., con domicilio social en el kiló-
metro 41/2 de la carretera Sánchez, de esta ciudad, contra

sentenc i a dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 4 de noviem-
bre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José A. Keppis Nina ,abogado de la recu-

nte, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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V i sta la Resolución del 5 de abril de 1978, por la cual
se declara excluído al recurrido José Manuel Rodríguez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
horado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada v
la demanda sigu i ente, el Juzgado de Paz de Trabajo,
Distrito Nacional, dictó el 25 de noviembre de 1976. una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Se rechaza por falta de pruebas, la demanda laboral inten-
tada por el señor José Manuel Ramírez, contra la empresa
Planta de Recauchado, C. por A.; SEGUNDO: Se condena
a la parte demandante al pago de las costas, ordenando su
distracción en favor del Dr. José A. Keppis Nina, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza el pedimento de reapertura de debates
según los motivos expuestos; SEGUNDO: Jeclara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por José Manuel Ramírez, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 25 de noviembre de 1976, d'ctada en favor de Planta,
de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida hijo. cuyo'!
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Declara injusto el
desp i do en el caso de la especie; CUARTO: Condena al pa-
trono Planta de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida
hijo, a pagarle al reclamante ios valores siguientes: 24 días
de salario por concepto de Preaviso; 45 días por concepto
de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la Regalía Y
Bonificación del último año laborado, así como a una suma
igual a los salarios que habría recibido desde el día de la
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nda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan
s meses, todo calculado a base de RD$140.00 mensua-

o RDS4.66 diario; QUINTO: Condena a la parte que su-
be Planta de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida
, al pago de las costas del procedimiento de ambas ins-
'as de conforinidad con los artículos 5 y 16 de la Ley

o. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Rafael Moya,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, que la Cámara a-qua, al fallar como lo
hizo violó su derecha de defensa;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de
su único medio de casación alega en síntes is que el mismo
dia que se verificó el informativo que había sido ordenado
por sentencia, el actual recurrido presentó conclusiones al
fondo. sin dársele oportunidad de conocer el resultado de

a medida de instrucción, y no obstante ella haber soli-
do la reapertura de los debates, para tener oportunidad

de hacer su defensa, dicha reapertura le fue negada, vio-
lándose así su derecho de defensa, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada;

Considerando, que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto, que el 24 de marzo de 1977, fue celebrado el infor-
inativo ordenado por sentenc i a, compareciendo únicamente

parte apelante, hoy recurrida, la que concluyó al fondo,
reservándose el Tribunal el fallo, para una próxima audien-
' ;

Considerando, que en tales circunstancias, es evidente,
la actual recurrente, tal como ésta lo alega, no tuvo la
unidad de conocer el resultado de dicha medida de

Instrucción, y realizar ella un contra-informativo, si lo es-
timare de lugar, como aportar cualquier otra prueba y lue-
Ho 	 al fondo; por lo que es obvio que en la sentencia
blaugnada se violó el derecho de defensa y debe ser casada;

e
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Irsta la Resolución del 5 de abril de 1978, por la cual
se declara excluído al recurrido José Manuel Rodríguez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Consfderando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada y
la demanda sigu i ente, el Juzgado de Paz de Trabajo, del
Distrito Nacional, dictó el 25 de ncviembre de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Se rechaza por falta de pruebas, la demanda laboral inten-
tada por el señor José Manuel Ramírez, contra la empresa
Planta de Recauchado, C. por A.; SEGUNDO: Se condena
a la parte demandante al pago de las costas, ordenando su
distracción en favor del Dr. José A. Keppis Nina, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza el pedimento de reapertura de debates
según los motivos expuestos; SEGUNDO: Declara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por José Manuel Ramírez, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 25 de noviembre de 1976, d'ctada en favor de Planta
de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida hijo, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Declara injusto el
desp'do en el caso de la especie; CUARTO: Condena al pa-
trono Planta de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida
hijo, a pagarle al reclamante ios valores siguientes: 24 días
de salario por concepto de Preaviso; 45 días por concepto
de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la Regalía Y
Bonificación del último año laborado, así como a una suma
igual a los salarios que habría recibido desde el día de la
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anda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan
de tres meses, todo calculado a base de RDS140.00 mensua-

a RD$4.66 diario; QUINTO: Condena a la parte que su-
be Planta de Recauchado, C. por A., y/o Félix Hermida
al pago de las costas del procedimiento de ambas ins-
s de conforMidad con los artículos 5 y 16 de la Ley

302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
enando su distracción en provecho del Dr. Rafael Moya,
en afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, que la Cámara a-qua, al fallar como lo
hizo violó su derecha de defensa;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de
su único medio de casación alega en síntes i s que el mismo
día que se verificó el informativo que había sido ordenado

sentencia, el actual recurrido presentó conclusiones al
, sin dársele oportunidad de conocer el resultado de
medida de instrucción, y no obstante ella haber soli-

do la reapertura de los debates, para tener oportunidad
de hacer su defensa, dicha reapertura le fue negada, vio-
lándose así su derecho de defensa, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada;

Considerando, que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto, que el 24 de marzo de 1977, fue celebrado el infor-
reativo ordenado por sentenc i a, compareciendo únicamente
la parte apelante, hoy recurrida, la que concluyó al fondo,
reservándose el Tribunal el fallo, para una próxima audien-
cia;

Considerando, que en tales circunstancias, es evidente,
9ne la actual recurrente, tal como ésta lo alega, no tuvo la
oportunidad de conocer el resultado de dicha medida de
insl rucción, y realizar ella un contra-informativo, si lo es-
limare de lugar, como aportar cualquier otra prueba y lue-
D concluir al fondo; por lo que es obvio que en la sentencia
opugnada se violó el derecho de defensa y debe ser casada;
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por
violación de Iderecho de defensa las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, el 4 de noviembre de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distr i to Judicial de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas en-
tre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
sobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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s'ENTENelA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sotencia impugnada: Juzgado de Primera Instanria de San Cris-
tóbal, de techa 25 de agosto de 1977.

Mater ia: Trabajo.

Recurrente: Companfa Anónima de Explotaciones Industriales.
abogado: Dr. Claudio J. Adames Espinal.

Recurrido: José Soto.
abogado: Dr. Nelson Eddy Carrasco.

Dios, PaCria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t cia. regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tfa Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán- •
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviem-
bre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en aurliencia pública, como Corte de
Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, con domici-
lio social en la casa No. 158 de la calle Isabel la Católica,
de esta, ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en sus atribuciones laborales, el 25 de agosto de 1977, cuyo
d kpositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por
violación de ]derecho de defensa las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, el 4 de noviembre de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas en-
tre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que f i guran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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ONTENrIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

,utenc ia impugnada: Juzgado de Primera Instanria de San Cris-
tóbal, de fecha 25 de agosto de 1977.

3fateria: Trabajo.

ticcurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales.
Abog-ado: Dr. Claudio J. Adames Espinal.

wearrido: José Soto.
dn: Dr. Nelson Eddy Carrasco.

Dios,	 y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos dcl Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, D i strito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviem-
bre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Crsución la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, con domici-
lio social en la casa No. 158 de la calle Isabel la Católica,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
ea sus atribuciones laborales, el 25 de agosto de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Claudio
J. Adams Espinal, cédula No. 17598, serie lra. ,abogado de
la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Mariano
Germán M., cédula No. 5885, serie 59, en representación
del Dr. Nelson Eddy Carrasco, cédula No. 55273, serie 31,
abogado del recurrido, José Soto, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, cédula No. 11803, serie 2, domiciliado
en la sección Catalina, Municipio de Baní;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 12 de Septiembre del
1977, suscrirto por el abogado de la recurrente, depositado
en esa misma fecha, la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia, en el cual se proponen los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 23 de
Septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de ampliación del recurrente del 30
de Septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indica más adelante, y los
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil, 1, 20, 23
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Yaguate, dictó el 30 de noviembre de 1976 una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara rescindido el contrato de trabajo por tiempo indefi-
nido que ligaba al trabajador José Soto con la Empresa Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, S. A., con
responsabilidad unilateral para esta última por la causa d
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spido injustificado; SEGUNDO: Condenar a la Compañía
ónima de Explotaciones Industriales, S. A., a pagarle al
bajador José Soto, los valores siguientes: 24 días de sa-
o por concepto de preaviso; 450 días de salario por con-

pto de auxilio de cesantía; 14 días de salario por concepto
de vacaciones no disfrutadas; pagar la regalía pascual pro-
porcional correspondiente a los seis meses de trabajo du-
rante el año 1974; y a pagar tres (3) meses de salario por
aplicación del artículo 84 ordinal 3ro., del Código de Tra-
bajo, lo equivale a un salario diario de RDS3.43 (Tres pe-
sos con cuarentitres centavos); TERCERO: Condenar a la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, S. A.,
al pago de las costas del proced i miento, con distracción y
provecho del doctor Nelson Eddy Carrasco, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia marcada con el No. 4 dicta-
da e nfecha 30 de noviembre del año 1976, en materia labo-
ral, por el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Ya-
guate, y cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de la presente sentencia; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
(CAEI), al pago de las costas de la presente instancia, con
distracción de las mismas, en provecho del Dr. Nelson Eddy
Carrasco, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone los siguientes
medios de casación: Primer 	 Violación al Art. 72 pá-
rrafo 2do., parte final, y Art. 74 del Código de Trabajo, y
desconocimiento total de los documentos fundamentales y
probatorios en que fue basado el recurso de apelación; Se-

gundo Medio: Violación al Art. 67 del Reglamento Núm.
7676 de fecha 6 de Octubre de 1951, para aplicación del Có-

' digo de Trabajo G. O. No. 7338 de Octubre de 1951, Desco-
nocimiento de los documentos probatorios aportados y falta
de motivación de la sentencia recurrida; 1
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Claudio
J. Adams Espinal, cédula No. 17598, serie lra. ,abogado de
la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Mariano
Germán M., cédula No. 5885, serie 59, en representación
del Dr. Nelson Eddy Carrasco, cédula No. 55273, serie 31,
abogado del recurrido, José Soto, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, cédula No. 11803, serie 2, domiciliado
en la sección Catalina, Municipio de Baní;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 12 de Septiembre del
1977, suscrirto por el abogado de la recurrente, depositado
en esa misma fecha, la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia, en el cual se proponen los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 23 de
Septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de ampliación del recurrente del 30
de Septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indica más adelante, y los
artículos 141 del Código de Procedimiento Civil, 1, 20, 23
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Yaguate, dictó el 30 de noviembre de 1976 una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara rescindido el contrato de trabajo por tiempo indefi-
nido que ligaba al trabajador José Soto con la Empresa Com-

pañía Anónima de Explotaciones Industriales, S. A., con
responsabilidad unilateral para esta última por la causa de
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*despido injustificado; SEGUNDO: Condenar a la Compañía
mónima de Explotaciones Industriales, S. A., a pagarle al
trabajador José Soto, los valores siguientes: 24 días de sa-
lario por concepto de preaviso; 450 días de salario por con-
cepto de auxilio de cesantía; 14 días de salario por concepto
de vacaciones no disfrutadas; pagar la regalía pascual pro-
porcional correspondiente a los seis meses de trabajo du-
rante el año 1974; y a pagar tres (3) meses de salario por
aplicación del artículo 84 ordinal 3ro., del Código de Tra-
bajo, lo equivale a un salario diario de RDS3.43 (Tres pe-
sos con cuarentitres centavos); TERCERO: Condenar a la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, S. A.,

pago de las costas del procedimiento, con distracción y
vecho del doctor Nelson Eddy Carrasco, quien afirma

aberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia marcada con el No. 4 dicta-
da e nfecha 30 de noviembre del año 1976, en materia labo-
ral, por el Juzgado de Paz del D'strito Municipal de Ya-
guate, y cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de la presente sentencia; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
(CAEI), al pago de las costas de la presente instancia, con
distracción de las mismas, en provecho del Dr. Nelson Eddy
Carrasco, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación al Art. 72 pá-
rrafo 2do., parte final, y Art. 74 del Código de Trabajo, y
desconocimiento total de los documentos fundamentales y
probatorios en que fue basado el recurso de apelación; Se-
gundo Medio: Violación al Art. 67 del Reglamento Núm.
7676 de fecha 6 de Octubre de 1951, para aplicación del Có-
digo de Trabajo G. O. No. 7338 de Octubre de 1951, Desco-
nocimiento de los documentos probatorios aportados y falta
de motivación de la sentencia recurrida;
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Considerando, que la recurrente alega entre otras
sas, en el primer medio de su memorial, en síntesis, lo ,
guiente: que el Tribunal a-quo decidió el recurso de ap.,
ción mediante la sentencia ahora impugnada en casa:
fundándose en un solo considerando, con evidente descc1
cimiento total de todos los documentos fundamentales
probatorios que le fueron aportados, limitándose a exprz,
en dicho considerando que la sentencia del Juez del Prir.
Grado debía ser confirmada en todas sus partes;

Considerando, que los jueces del fondo están obligados
a responder a los pedimentos contenidos en las conclusioned
de las partes; que el examen de la sentencia impugnada
muestra que en el tercer ordinal de sus conclusiones ante
el Juez a-quo la actual recurrente se expresó en la siguiente
forma: Que rechacéis la demanda interpuesta por el
trabajador José Soto, por improcedente y mal fundada ; ya
que a la terminación de su contrato de trabajo se encontra-.
ba protegido por una pens i ón de vejez con RD$43.39 men-
suales; no tener derecho a las vacaciones de conformidad
con el artículo 67 del Reglamento No. 7676 para la aplie:-,
ción del Código de Trabajo; haber recibido el pago de
bcnificación establecida por la Ley No. 288, y los salar:
devengados y demás obligaciones; que tal como lo alr,
la recurrente, el Juez a-quo se limitó en su sentenc ia a en
firmar el fallo apelado sin dar motivos sobre estas cono'..
siones de la apelante relativas a la aplicación al caso del
Artículo 74 del Código de Trabajo, ni respecto a los demás
pedimentos de dichas conclusiones, antes señalados; que
por tanto, la Suprema Corte de Justicia no se encuentra
en condiciones de apreciar si en la especie se ha hecho t
correcta aplicación de la Ley, y, por consiguiente, la
tencia impugnada debe ser casada por omisión de estatt
sobre un pedimento de la demanda, sin que sea necesa n
examinar el segundo medio de casación;

Considerando, que conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación cuando una sentencia dic-
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por violación de una regla procesal a cargo de los jue-
,.., las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
1 r el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial't 

San Cristóbrj, en sus atribuciones laborales ,el 25 de

o rto de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-
dro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-.
pensa las costas entre las partes;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jur ces que figuran en su encabezamient o, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que la recurrente alega entre otras
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Artículo 74 del Código de Trabajo, ni respecto a los demás
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en condiciones de apreciar si en la especie se ha hecho t
correcta aplicación de la Ley, y, por consiguiente, la
tencia impugnada debe ser casada por omisión de estatt
sobre un pedimento de la demanda, sin que sea necesa n
examinar el segundo medio de casación;
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por violación de una regla procesal a cargo de los jue-
,.., las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
1 r el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial't 

San Cristóbrj, en sus atribuciones laborales ,el 25 de

o rto de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-
dro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-.
pensa las costas entre las partes;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jur ces que figuran en su encabezamient o, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por :os Jueces Néstor
Contín Aybar,Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amianto,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp'clio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos dell Secretar:o General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de No-
vimbre del año 1980, años 137' de la Independene'a y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, cono Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sulma
Fifrida Romero Cintrón, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de quehaceres domésticos, cédula 15848, serie 3, do-
miciliada actualmente en esta ciudad, contra la sentencia
dictada en atribuciones civiles por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 27 de junio de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Salvador Cornielle Segura, cédula 1739,
serie 18, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Mariano Germán, en nombre del Dr. Nel-
son Eddy Carrasco, cédula 55273, serie 31, abogado del re-
currido José Bráulio Ricardo Suazo Rodríguez, cédula No.
10646, serie 10, domiciliado y residente en New Jarsey,
Estados Unidos, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Just i cia el
5 de agosto de 1977, suscrito por su abogado, y en el cual
se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 19 de septiembre
de 1977, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artíctios 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en

les documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda a fines de divorcio,
incoada por la ahora recurrente, Sulma Efrida Romero
Cintrón, contra su esposo José •Bráulio Ricardo Suazo Ro-
dríguez, de nacionalidad dominicana, la Cámara Civil y
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional., dictó el 12 de
agosto de 1976 una sentencia incidental, de la que es el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones incidentales presentadas en audiencia por el deman-
dado señor José Bráulio Ricardo Suazo Rodríguez;; Se-
gundo: Declara la competencia del Tribunal para el cono-
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SENTENCIA DEDE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 27 de junio de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Sulma Elfrida Romero Cintrón.
Abogado: Dr. Salvador Cornielle.

Recurrido: José R. Suozo.
%bogado: Dr. Nelson Eddy Carrasco.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 27 de junio de 1977.

materia: Civil.     

Recurrente: Sulma Eltrida Romero Cintrón.
Abogado: Dr. Salvador Cornielle.

Recurrido: José R. Suozo.
Abogado: Dr. Nelson Eddy  Carrasco.  

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corta de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar,Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El.pclio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretar:o General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de No-
viembre del año 1980, años 137' de la Independenc i a y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, cerro Cor-
te de Casaoión, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sulma
E'frida Romero Cintrón, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de quehaceres domésticos, cédula 15848, serie 3, do-
miciliada actualmente en esta ciudad, contra la sentencia
dictada en atribuciones civiles por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 27 de junio de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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Oído al. Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Salvador Cornielle Segura, cédula 1739,
serie 18, abogado de la recurrente, cn la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Mariano Germán, en nombre del Dr. Nel-
son Eddy Carrasco, cédula 55273, serie 31, abogado del re-
currido José Bráulio Ricardo Suazo Rodríguez, cédula No.
10646, serie 10, domiciliado y residente en New Jarsey,
Estados Unidos, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Just i cia el
5 de agosto de 1977, suscrito por su abogado, y en el cual
se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 19 de septiembre
de 1977, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artictios 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casaelón;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:

It a) que con motivo de una demanda a fines de divorcio,
incoada por la ahora recurrente, Sulma Efrida Romero
Cintrón, contra su esposo José Bráulio Ricardo Suazo Ro-
dríguez, de nacionalidad dominicana, la Cámara Civil y
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 12 de
agosto de 1976 una sentencia incidental, de la que es el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones incidentales presentadas en audiencia por el deman-
dado señor José Bráulio Ricardo Suazo Rodríguez;; Se-
g undo: Declara la competencia del Tribunal para el cono-

Ph
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cimiento y fa'lo de la demanda de divorcio de que se tico_
ta; Tercero: Reserva las costas; b) que la misma Cámara
dictó el 29 de septiembre de 1976 una segunda sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Rat i fica el
defecto pronunciado en audiencia contra el cónyuge de.
mandado José Bráulio Ricardo Suazo Rodriguez, por no
haber comparecido; Segundo: Acoge las conclusiones pre-
sentadas en audiencia per la cónyuge demandante, Subna
Elfrida Romero Cintrón de Suazo, por ser justas y repo.
sar en prueba legal, y en consecuencia adm'te el divorcio
entre dichos cónyuges por la causa determinada de incoen.
patibilidad de caracteres; Tercero: Ordena la guarda y
cuidado de los menores Elías, Arelis y Ricardo, de 12, 10 y
9 años de edad, respectivamente, a cargo de la madre de-
mandante, Sulma Elfrida Romero Cintrón de Suazo; Cuar-
to: Fija en la suma de doscientos cincuenta pesos oro (RD
$250.00), mensuales, la pensión alimneticia que el eón.
yugo demandado deberá pasar a la cónyuge demandante
para subvenir a las necesidades de dichos menores; Quin-
to: Compensa pura y simplemente las costas causadas en
la presente instancia; c) que sobre el recurso interpuesto
contra dicha sentencia par el ahora recurrido Suazo Ro-
driguez, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó el
27 de junio de 1977, la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite corno
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por José Bráulio Ricardo Suazo Rodrí-
guez, contra la sentencia dictada por la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial de,la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29
de septiembre de 1976, cuyo dispositivo aparece copiado
en otra parte de esta sentencia, por haber sido hecha den-
tro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Declara la incompetencia de esta Corte de Apelación para
conocer del presente recurso de apelación, ya que los es.
posos en litis tienen su domici'io y residencia en el ex-
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tranjero; TERCERO: Compensa las costas por tratarse de
litis entre esposos;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los siguientes medies: Primer Me-
dio: Violación por desconocimiento y falta de aplicación
de los articules 59, 168, 169, 170, 172, y 173 del Código
de Procedimiento Civil sobre los Emplazamientos, las De-
dinatorias y la Incompetencia; Segundo Medio: Violación

r desconocimiento y falsa aplicación del artículo inciso
ro. y del 141 del Código de Procedimiento Civil; Tercer
edio: Exceso o abuso de poder. Falta de motivo y falta
e base legal. Desconocimiento absoluto de sentencia con

autoridad de cosa juzgada y en consecuencia, contradic-
ción de sentencia;

Considerando, que en los medios primero y tercero
de su memorial, entre otros alegatos. la recurrente sostie-
ne, en síntesis, que en ocasión de una demanda a fines de
divore'o, intentada por ¿la contra José Bráulio Ricardo

uazo Rodríguez, la Primera Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia dell Ustrtio Nacio-
nal, dictó el 12 de agosto de 1976, una sentencia inciden-
tal por medio de la cual declaró su competencia para co-
nocer de dicha demanda, rechazando así las conclus'cnes
en contrario del esposo demandado, alegadamente funda-
das en que ambos cónyuges estaban domicliacios en el ex-
tranjero; que la citada sentencia le fué notificada a Suazo
Rodríguez mediante acto de alguacil, al propio tiempo que
se le emplazó para la audiencia en que seria conocido el
fondo de la demanda; interviniendo la sentencia del 29 de
septiembre de 1976, dictada en defecto, y que adjud:15
sus conclusiones a la demandante; sentencia ésta centra
la cual recurrió en apelación el ahora recurrido, dando
ello lugar al fallo ahora impugnado en casación( por me-

- dio la Corte a-qua, contrariamente a lo juzgado por la ju-
risdicción de primer grado, declaró su incompetencia para

0
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cimiento y failo de la demanda de divorcio de que se iza,
ta; Tercero: Reserva las costas; b) que la misma Cámara
dictó el 29 de septiembre de 1976 una segunda sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Ratifica el
defecto pronunciado en audiencia contra el cónyuge de-
mandado José Bráulio Ricardo Suazo Rodríguez, por no
haber comparecido; Segundo: Acoge las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la cónyuge demandante, Salina
Elfrida Romero Cintrón de Suazo, por ser justas y repo-
sar en prueba legal, y en consecuencia adm i te el divorcio
entre dichos cónyuges por la causa determinada de incom-
patibilidad de caracteres; Tercero: Ordena la guarda y
cuidado de los menores Elías, Arelis y Ricardo, de 12, 10 y
9 años de edad, respectivamente, a cargo de la madre de-
mandante, Sulma Elfrida Romero Cintrón de Suazo; Cuar-
to: Fija en la suma de doscientos cincuenta pesos oro (RD
$250.00), mensuales, la pensión alimneticia que el córe
yugo demandado deberá pasar a la cónyuge demandante
para subvenir a las necesidades de dichos menores; Quin-
to: Compensa pura y simplemente las costas causadas en
la presente instancia; c) que sobre el recurso interpuesto
contra dicha sentencia por el ahora recurrido Suazo Ro-
dríguez, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó el
27 de junio de 1977, la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite corno
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por José Bráulio Ricardo Suazo Rodrí-
guez, contra la sentencia dictada por la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29
de septiembre de 1976, cuyo dispositivo aparece copiado
en otra parte de esta sentencia, por haber sido hecha den-
tro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Declara la incompetencia de esta Corte de Apelación para
conocer del presente recurso de apelación, ya que los e s

-posos en litis tienen su domicilio y residencia en el ex-

j ranjero; TERCERO: Compensa las costas por tratarse de
jais entre esposos;

Considerando, que la recurrente propone contra la
sentencia impugnada, los sigu ientes medios: Primer Me-
dio: Violación por desconocimiento y falta de aplicación
de los artículos 59, 168, 169, 170, 172, y 173 del Código
de Procedimiento Civil sobre los Emplazamientos, las De-
dil/atarlas y la Incompetencia; Segundo Medio: Violación
por desconocimiento y falsa aplicación del artículo inciso
3ro. y del 141 del Código de Procedimiento Civil; Tercer
Medio: Exceso o abuso de poder. Falta de motivo y falta
de base legal. Desconocimiento absoluto de sentencia con
autoridad de cosa juzgada y en consecuencia, contradic-
ción de sentencia;

Considerando, que en los medios primero y tercero
de su memorial, entre otros alegatos. la  recurrente sostie-
ne, en síntesis, que en ocasión de una demanda a fines de
divorci o, intentada por orla contra José Bráulio Ricarda
Suizo Rodríguez, la Primera Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrtio Nacio-
nal, dictó el 12 de agosto de 1976, una sentencia in:iden-
tal por medio de la cual declaró su competencia para co-
nocer de dicha demanda, rechazando así las conclusiones
en contrario del esposo demandado, alegadamente funda-
das en que ambos cónyuges estaban domicis'iats en el ex-
tranjero; que la citada sentencia le fue notificada a Suazo
Rodríguez mediante acto de alguacil, al propio tiempo que
se le emplazó para la audiencia en que sería conocido el
fondo de la demanda; interv:niendo la sentencia del 29 de
septiembre de 1976, dictada en detecto, y que adjud'ó
sus conclusiones a la demandante; sentencia ésta contra
la cual recurrió en apelación el ahora reéurrido, dando
ello lugar al fallo ahora impugnado en casación( por me-
dio la Corte a-qua, contrariamente a lo juzgado por la ju-
risdicción de primer grado, declaró su incompetencia para
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conocer del asunto en base a lo ya anteriormente alegado
por el ahora recurrido; que a? proceder así, la Corte a-qua
desconoció la autoridad de cosa juzgada de que estaba re-
vestida la sentencia incidental, ya antes mencionada , dio.
tada por la Primera Cámara de lo Civil y Comercial del
Distrito Nacional, al no haber sido objeto de ningún re.
curso; que, por lo tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada;

Considerando, que el examen del fallo impugnado re-
vela que la sentencia de la Primera Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, contra la cual recurrió en apelae'ón el ahora recu-
rrido Suazo Rodríguez, fué la dictada por la mencionada
Cámara el 29 de septiembre de 1976, mediante la cual fué
fallado exclusivamente el fondo de la demanda; que, por
lo tanto, la Corte a-qua carecía de toda aprtud legal para
pronunciarse acerca de su competencia para juzgar o no

el caso, toda vez que la sentencia incidenta' dictada Por la
Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Na-
cional, del 12 de agosto de 1976, por medio de la cual fue-
ron rechazadas las conclusiones del actual recurrido a los
fines de su desapedaramiento, en razón de su incompeten.
oia territorial , no fué objeto de parte dd ahora recurrido
de recurso alguno; adquiriendo así dicha sentencia, como
se alega, la autoridad de la cosa definitivamente juzgada;
quedando de manifiesto, que la Corte a-qua se abstuvo de
fallar el fondo del asunto, que era de lo que estaba apo-
derada para juzgar y decidir; que, en consecuencia, el fa-
llo impugnado debe ser casado por haber incurrido la Cor-
te a-qua, al pronunciarlo, en la violación de las reglas de
su apoderamiento, y sin que haya necesidad de ponderar
los demás alegatos y medios del memorial;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribu-
ciones civiles, el 27 de junio de 1977, cuyo dispositivo se

ha transcrito en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en iguales atribuciones; Segundo: Com-
pensa las costas por tratarse de un litigio entre esposos.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
gavelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Betas, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espairat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f:rmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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conocer del asunto en base a lo ya anteriormente alegado
por el ahora recurrido; que a' proceder así, la Corte a-qua
desconoció la autoridad de cosa juzgada de que estaba re-
vestida la sentencia incidental, ya antes mencionada, dic-
tada por la Primera Cámara de lo Civil y Comercial del
Distrito Nacional, al no haber sido objeto de ningún re-
curso; que, por lo tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada;

. Considerando, que el examen del fallo impugnado re•
vela que la sentencia de la Primera Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Pr:mera Instancia del Distrito Na-
cional, contra la cual recurrió en apelac'ón el ahora recu-
rrido Suazo Rodríguez, fué la dictada por la mencionada
Cámara el 29 de septiembre de 1976, mediante la cual fué
fallado exclusivamente el fondo de la demanda; que, por
lo tanto, la Corte a-qua carecía de toda apttud legal para
pronunciarse acerca de su competencia para juzgar o no
el caso, toda vez que la sentencia incidenta' dictada por la
Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Na-
cional, del 12 de agosto de 1976, por medio de la cual fue-
ron rechazadas las conclusiones del actual recurrido a los
fines de su desapedaramiento, en razón de su incompeten-
cia territorial , no fué objeto de parte del ahora recurrido
de recurso alguno; adquiriendo así dicha sentencia, como
se alega, la autoridad de la cosa definitivamente juzgada;
quedando de manifiesto, que la Corte a-qua se abstuvo de
fallar el fondo del asunto, que era de lo que estaba apo-
derada para juzgar y decidir; que, en consecuencia, el fa-
llo impugnado debe ser casado por haber incurrido la Cor
te a-qua, al pronunciarIo, en la violación de las reglas de
su apoderamiento, y sin que haya necesidad de ponderar
los demás alegatos y medios del memorial;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribu-
ciones civiles, el 27 de junio de 1977, cuyo dispositivo sil

ha transcrito en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante 2a. Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en iguales atribuciones; Segundo: Com-

pensa las costas por tratarse de un litigio entre esposos.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Ay-bar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiaina, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaii'at.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f:rmada por les
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San FrartCson
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1977.' ..•

Materia: Correccional.

Recurrente: Jorge Ramón de la Cruz González.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente comt : tuida por 'os Jures Néstor
Contín Aybar, Presidente; Franc i sco Elpid i o Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburquerque Casello, a<.:stidos
del Secretario General, en 'a Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo D >mingo de Guzmán, Us-
trito Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1980, años 137'
de la Independencia y 118' de la Restaurac i ón, dicta en
audenciia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge Ra-
món de la Cruz González y González, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, cédula No. 15220, serie 55, domici-
liado en la Sección de Abreu, Jur: sdicción de Cabrera. Pro-
vincia Duarte, centra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones corro:e :anales, por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, el 18 de noviembre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

BOLETIN JUDICIAL,	 2503

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
secretaría de la Corte a-qua, el 7 de marzo de 1978, a re-
querimiento del Dr. R. Bienveniod Amaro, actuando en
representación del recurrente, en la que no se propone
,,,ingún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del-i
.berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1 y
65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
dccumentos a que era se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un acedente de tránsito ocurrido el 24 de marzo
de 1974, en el tramo de carretera entre Salcedo y Tena-
res, en que resultó una persona con lesiones corporales, y
los vehículos con algunos desperfectos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del D:strito Judicial de Salcedo dicti en
atribuciones correccionales, el 22 de febrero de 1977, una
sentencia cuyo dispositivo aparece en 	 de la ahoraim-
pugnada; b) que sobre recurso de apelac i ón del prevenido
intervino la sentencia ahora impugnada en casi-idén, cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Jorge Ramón de la
Cruz, contra sentencia correccional No. 85, de fecha 22 de
febrero de 1977, dictada por el .Juzgado de Primera Ins-
tano:a del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo
dice así: "Primero: Se declara al co-preveni do Jorge Eta-
Inón de la Cruz González, culpable de violar el artículo 49,
letra e), de la Ley 241, en perjuicio del también co-preve-
indo Miguel A. García González, y en	 consecuencia, se
condena al pago de una multa de RD$15.00 i• Quince pros
Oro ), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Se-
gundo: Se declara al co-prevenido Miguel A. García Gon-
zález, no culpable del delito puesto a su cargo, por no ha-
ber cometido ninguna de las faltas previstas por la ley
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Son Francisco,
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Jorge Ramón de la Cruz González.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúbl i ca, la Suprema C
Justicia, regularmente consttuída por 'es Jue-es
Confin Aybar, Presidente; Franc isco Elpid i o Fieras,
quin M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín. L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburquerque Cast'llo, a'-istidos
del Secretario General, en 'a Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo anningo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1980, años 137'
de la Independencia y 118' de la Restaurac i ón, di7ta en
audenciia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sz:bre el recurso de casación interpuesto por Jorge Río
mins de la Cruz González y González, dominicano, mayor
edad, soltero, chófer, cédula No. 15280, serie 55, domici-
liado en la Sección de Abréu, Jur isdicción de Cabrera. Pm-
vincia Duarte, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correcci onales, por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, el 18 de noviembre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Mag istrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
secretaría de la Corte a-tpm, el 7 de /111.170 de 1978, a re-
querimiento del Dr. R. Bienveniod Amaro, actuando en
representación del recurrente, en la que no se propone
aingún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del-i
tetado y vistos los articules 49 y 52 de la ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1 y
65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ell a se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 24 de marzo
de 1974, en el tramo de carretera entre Salcedo y Tene-
res, en que resultó una persona con lesiones corporales. y
los vehículos con algunos desperfectos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del D:strito Judicial de Sa:ccdo dict'S en
atribuciones correccionales, el 22 de febrero de 1977, una
sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre recurso de apelación del prevenido
intervino la sentencia ahora impugnada en cas?ción, cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara
egular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-

ión interpuesto por el prevenido Jorge Ramón de la
, contra sentencia correccional No. 85, de fecha 22 de

ero de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
cia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo

dice así: "Primero: Se deciara al :o-preven : do Jorge Ra-
Món de la Cruz González, culpable de violar el articulo 49,
letra e), de la Ley 241, en perjuicio del también co-preve-
nido Miguel A. García González, y en consecuencia, se
condena al pago de una multa de RD$15.00 'Quince pe-.os
Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Se-
gundo: Se declara al co-prevenido Miguel A. García Gon-
zalez, no culpable del delito puesto a su cargo, por no ha-
ber cometido ninguna de las faltas previstas por la ley
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241; y en consecuencia, se descarga; Temen: Se coneena
al co-prevenido Jorge Ramón de la Cruz González, al pago
de las costas penales; declaraciones de oficio en cuanto al
co-prevenido Miguel A. García González; Cuarto: Se de.
clara regular y válida en la forma y en el fondo la coas.
titueión en parte civil hecha por el Dr. Luis Felipe Mica.
sio R., a nombre y representación de los señores Miguel A
García González y Antonio Villavisar, en contra del co.
prevenido Jorge Ramón de la Cruz González, por ser
cedente y bien fundadas; Quinto: Se condena al co-pr
nido Jorge Ramón de la Cruz González a pagar a la
civil constituida, las siguientes indemnizaciones: a)
RDS1,500.00 (Un M1 quinientos pesos oro), a favor de
guel A. García González, por les daños morales y ma
les sufridos por éste a causa del accidente; b) y a pagar
sanar Antonio Villavisar los daños materiales sufridos
la destrucción parcial del carro placa No. 212-948, de
propiedad, daños que deben ser justificados por estado;
Sexto: Se condena al co-prevenido Jorge Ramón de la Cruz
González al pago de las costas civiles y ordena la d siroc-
o:6n en favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., abogado quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEGUNDO:
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; TER•
CERO: Condena al prevenido Jorge Ramón de la Cruz
González al pago de las costas penales y civiles, ordenan-
do la distracción de las últimas a favor del Dr. Lu's Feli
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte;

C. Morrobel, conducida en tirección Tenares-Sal-
cedo, por José Ramón de la Cruz G0117-ídem y el carro placa
12918, propiedad de Antonio Villavisar Aclames, condu-
cido en dirección contraria por Miguel A. García Ganzá-
lez;	 que corno consecuencia de ese choque, Miguel A.
García resultó con traumatismo severo de la cabeza, heri-
das múltiples de la cara y el cráneo, curables a los 60
das; c) que ambos vehículos resultaren con graves desper-
fectos; d) que la causa del choque ftté la falta exclusiva del
conductor de 'a camioneta, al ocuparle injustficadaments
la 'derecha por la que transitaba correctamente el carro
ecnducido por el chófer García González;

' c msiderando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y
heridas involuntarias, ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el ar:iculo 49 de 'a ley 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por esa
misma disposición legal, en la letra c) con prisión de seis
(6) mrses a dos (2) años, y multa de cien (RD$100.00) a
quinientos (RD$3C0.00) pesos oro, si la enfermedad o im-
posibilidad para dedicarse a su trabajo personal dorare
veinte días o más corno sucedió en la especie; que por tan-
to, al condonar al prevenido González al pago de una mul-
ta de RD$13.00, acolendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua dió por
esiablecido que el hecho del prevenido había ocasionado
danos y perjuicios materiales y morales a García Gonzá-
lez, que evaluó en la suma de RD$1,500.00 y a Antonio
Villavisar, daños materiales a justificar por estado; que en
consecuencia, al condenar a Ramón de la Cruz González
Y González, prevenido recurrente, al pago de una indem-
nización en favor de dichas partes civiles const'tuídas, en
la forma ya indicada, la Corte a-qua, hizo una correcta
apl kación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar Cali
co culpable, en el accidente de que se trata, al preven do
"González", hoy recurrente, y fallar, como lo hizo, luego
de ponderar les elementos de juicio que fueron regular
mente administrados en la instrucción de la causa, d ó por
establecido: a) que el día 24 de marzo de 1974 ocurrió un

choque entre la camioneta placa No. 521-104, propiedad de
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241; y en consecuencia, se descarga; Temen: Se conc'ena
al co-prevenido Jorge Ramón de la Cruz González, al pago
de las costas penales; declaraciones de oficio en cuanto al
co-prevenido Miguel A. García González; Cuarto: Se de.
clara regular y válida en la forma y en el fondo la coas.
titución en parte civil hecha por el Dr. Luis Felipe Nica•
sio R., a nombre y representación de los señores Miguel A
García González y Antonio Villavisar, en contra del co,
prevenido Jorge Ramón de la Cruz González, por ser pro-
cedente y bien fundadas; Quinto: Sa condena al co-preve.
nido Jorge Ramón de la Cruz González a pagar a la parto
civil constituida, las siguientes indemnizaciones: a)
RD$1,500.00 (Un rn:1 quinientos pesos oro), a favor de 1,1
guel A. García González, por les daños morales y materia-
les sufridos por éste a causa del accidente; b) y a pagar al
senor Antonio Villavisar los daños materiales sufridos por
la destrucción parcial del carro placa No. 212-948, de su
propiedad, daños que deben ser justificados por estado;
Sexto: Se condena al co-prevenido Jorge Ramón de la Cruz
González al pago de las costas civiles y ordena la d strac-
o:ón en favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., abogado quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; SEGUNDO:
Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; TER-
CERO: Condena al prevenido Jorge Ramón de la C
González al pago de las costas penales y civiles, orde
do la distracción de las últimas a favor del Dr. Lu's Fe•
Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en su
mayor parte;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar liar I
co culpable, en el accidente de que se trata, al preven do
"González", hoy recurrente., y fallar, como lo hizo, lueg3
de ponderar los elementos de juicio que fueron regular.
mente administrados en la instrucción de la causa, d ó
establecido: a) que el día 24 de mano de 1974 ocurrió
choque entre la camioneta placa No. 521-104, propiedad de

C. Morrobel, conducida en tineeeión Tenares-Sal-
cedo, por José Ramón de la Cruz González y el carro placa
2129 18 , propiedad de Antonio Villavisar Aclames, condu-
cido en dirección contraria por Miguel A. García Ganta-
jez; h) que como consecuencia de ese choque, Miguel A.
García resultó con traumatismo severo de la cabeza, heri-
das múltiples de la cara y el cráneo, curables a los 60
das; e) que ambos vehículos resultaren con graves des-per
fector4; d) que la causa del choque fué la falta exclusiva del
conductor de	 camioneta, al ocuparle injust ficadarnenta
la 'derecha por la que transitaba correctamente el carro
cm-lucido por el chófer García González;

considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y
heridas involuntzuias, ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el articulo 49 de 'a ley 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por esa
misma disposición legal, en la letra c) con prisión de seis
(61 meses a dos (2) años, y multa	 cien tRE$100.00) a
quinientos (RD$300.00) pesos oro, si la enfermedad o im-
posibilidad para dedicarse a su trabajo personal durare
veinte días o más como sucedió en la especie; que por tan-
to, al condenar al prevenido González al pago de una mul-
ta de RD$15.00, acolendo circunstancias atenuantes, la
Curte a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
daños y perjuicios materiales y morales a García Gonzá-
lez, que evaluó en la suma de RD$1,500.00 y a Antonio
Vilivisar, daños materiales a justificar por estado; que en
consecuencia, al condenar a Ramón de la Cruz González
Y González, prevenido recurrente, al pago de una indem-
nización en favor de dichas partes civiles constluídas, en
la forma ya indicada, la Corte a-qua, hizo una correcta
apliiación del artículo 1383 del Código Civil;
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVECMIIRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de mayo de 1978.

.1,111reS sys.9.~erfas:
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el prevenido Ramón de la et.or
González y González, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus
atribuciones correccionales, el 18 de noviembre de 1977
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pro.
sente fallo; Segundo: Condena a dicho prevenido al pago
de las costas.

(FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Francisco El.
pidie Doras, Joaquín M. Alvarez Pere1 14, Juan Bautista Ro.
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L
Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f:rmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Ifateria: Penal.

Recurrente: MIgnelina del Carmen Llaverías.
Abogado: Dr. Salvador Jorge Blanco.

jnterviniente: Adriano R. RomAn.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Vinicio Castillo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por :os Jueces Néstor
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sust:tuto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaqun M. Alvarez Per.elló, Juan Bautista Rojas A'-
»lanzar, y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asist des del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Canto Domingo de Guzmán, Distr-to Nacio-
nal, hoy día 19 de noviembre del 1980, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
c'a púbica, ccmo Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Migue-
lina del Carmen Llaverías, dominicana, mayor de edad,
soltera, de oficies doméstcios, cédula No. 5704, serie 31,
domiciliada en la ciudad de Santiago de los Caballeros,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelac ón de
Santo Domingo, en Cámara de Consejo, el 15 de mayo de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recluso de
casación interpuesto por el prevenido Ramón de la cruz
González y González, contra la sentencia dictada por
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus
atribuciones correccionales, dl 18 de noviembre de 1977
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pro.
sente fallo; Segunda: Condena a dicho prevenido al pago
de las costas.

(FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Francisco El.
pidie Beras, Joaquín M. Alvarez PereEó, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L
Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y f:rmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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.ENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Coste de Apelación de Santo Domingo, de
techa 15 de mayo de 1978.

materia: Penal.

getarrente: Miguclina del Carmen Llaverías.
Abogado: Dr. Salvador Jorge Blanco.

Interviniente: Adriano R. Reman.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Vinicio Castillo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente const:tuída por :os Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Atniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaqun M. Alvarez Penelló, Juan Bautista Rojas M-
mánzar, y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asist tics del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Canto Domingo de Guzanán, Distr.to Nacio-
nal, hoy día 19 de noviembre del 1980, años 137' de la
ndependencia y 118' de la Restauración, dieta en audien-

cia públ'ica, ceno Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Migue-
lina del Carmen Llaverías, dominicana, mayor de edad,
soltera, de oficies doméstcios, cédula No. 5704, serie 31,
domiciliada en la ciudad de Santiago de los Caballeros,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apolae án de
Santo Domingo, en Cámara de Consejo, el 15 de mayo de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

üE -
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Porfirio Mejía, en nombre del Dr. Salva-
dor Jarge Blanco, cédulo No. 37108, serie 31, abogado de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, en nombre de los docto.
res Marino Vinicio Castillo y Ulises Cabrera, cédulas Nos.
56252( y 12215, series primera y 48, respectivamente, al»
gados	 interviniente Adriano Reman, cédula No. 51889,
serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del 4
de agosto de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el memorial del interviniente, también dei 4 de
agosto de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y visto el texto legal invocado por la recurrente,
y los artículos 6 de la Ley sobre Libertad Condicional Bajo
Fianza, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Prccedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
lo siguiente: a) que con motivo de un pedimento de Liber-
tad provisional bajo fianza del actual interviniente, preve-
nido de haber violado el artículo 109 del Código Penal, en
perjuicio de la ahora recurrente, el Juez Presidente de la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó un Auto cuyo dispositivo dice
así: "Resolvemos: Fijar en la suma de RD$75,000.00 (Se
tenta y cinco mil pesos oro), en efectivo o el 50% más de
esta suma en inmuebles hipotecarios en primer rango, en
favor del E. Dom., el monto de la fianza que deberá depo-
sitar Adriano Román y Reman, cédula No. 51889, serie 31,
residente en la calle Mercedes No. 323, para obtener Sa
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libertad provisional o por una o varias Compañías de Se-
guros que estén autorizadas por las leyes de la República
Dominicana, para ejercer esta clase do negocies, quien se
encuentra preso en la Cárcel Pública bajo la inculpación
de Violac ión Artículo 309, Código Penal, en perjuicio de

del Carmen Llaverías; y b) que sobre apela-
ción del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, la Corte
de Apelación de Santo Domingo dictó en Cámara de Con-
sejo, el 15 de mayo de 1978, la sentencia ahora impugna-
da, de la que es el dispositivo siguiente: "RESUELVE:
PRIMERO: Admitir como regular y válido en la forma, el
rente recurso de apolacsIgin. SEGUNDO: En cuanto al
fondo, rechaza en todas sus partes el recurso de apelación
interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
contra el Auto dictado en fecha 2 de mayo de 1978 por el
Juez-Presidente de la Segunda Cámara Penal del Distri-
to Nacional, que fijó en la suma de Setenticinco ml pests
ore, (RDS75,000.00), la fianza que debía prestar Adriano
Rafael Román y Román, para obtener su libertad prov'sio-
nal, y la Corte, obrando por propia autoridad y contrario
imperio confirma en todas sus partes el auto apelado.
TERCERO: Ordena que la presente decisión sca anexada
al proceso, notificada al Procurador General de la Corte, y
a la parte civil, si la hubiere;

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
pone contra la sentencia impugnada el siguiente Unico
Medio: Desconocimiento del articulo 3 de la ley 3378, del
30 de septiembre de 1952, que modificó la ley No. 5439, so-
bre Libertad Provisional Bajo Fianza, y sus modificacio-
nes:

Considerando, que en el desarrollo de dicho único
medio, la recurrente alega, en síntesis que la Corte a-qua
fijó la fianza mediante la cual dispuso la libertad provi-
sional del actual interviniente, sin que se oyera a la par-
te civil constituida, ya que ésta ú'tima no fué notificada
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¡Hl	 Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Porfirio Mejía, en nombre del Dr. Sa lva-
dor Jarge Blanco, cédula No. 37108, serie 31, abogado de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Frcddy Zarzuela, en nombre de los docto-
res Marino Vinicio Castillo y Ulises Cabrera, cédulas Nos,
56252( y 12215, series primera y 48, respectivamente, al»
gados da'. interviniente Adriano Román, cédula 1\:o. 51889,
serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del 4
de agosto de 1978, suscrito por su abogado;

Visto el memorial del interviniente, también del
agosto de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, (aspe& de haber
liberado, y visto el texto legal in vocado por la recurrmte,
y los artículos G de la Ley sobre Libertad Condicional Bajo
Fianza, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
lo siguiente: a) que con motivo de un pedimento de liber-
tad provisional bajo fianza del actual interviniente, preve-
nido de haber violado el artículo 109 del Código Penal, en
perjuicio de la ahora recurrente, el Juez Presidente de la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó un Auto cuyo dispositivo dice
así: "Resolvemos: Fijar en la suma de RD$75,000.00 (Se-
tenia y cinco mil pesos oro), en efectivo o el 50% más de
esta suma en inmuebles hipotecarios en primer rango, en
favor del E. Dom., el monto de la fianza que deberá depo-
sitar Adriano Rornán y Rcmán, cédula No. 51889, serie 31,
residente en la calle Mercedes No. 323, para obtener su
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libertad provisional o por una o varias Compañías de Se-
guros que estén autorizadas por las leyes de la República
Dominicana, para ejercer esta clase de negocies, quien se
encuentra preso en la Cárcel Pública bajo la inculpación
de Violación Artículo 309, Código Penal, en perjuicio de
Miguel ina del Carmen Llaverías; y b) que sobre apela-
ción del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, la Corte
de Apelación de Santo Domingo dictó en Cámara de Con-
sejo, el 15 de mayo de 1978, la sentencia ahora impugna-
da, de la que es el dispositivo siguiente: "RESUELVE:
FRiMERO: Admitir como regular y válido en la forma, el
preente recurso de apelación. SEGUNDO: En cuanto al
fondo, rechaza en todas sus partes el recurso de apelac'ón
interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
contra el Auto dictado en fecha 2 de mayo de 1978 por el
Juez-Presidente de la Segunda Cámara Penal del Distri-
to Nacional, que fijó en la suma de Setenticinco mil peses
oro (RD$75,000.00), la fianza que debía prestar Adriano

Iltafael Román y Román, para obtener su libertad prov'sio-
nal, y la Corte, obrando por propia autoridad y contrario
imperio confirma en todas sus partes el auto apelado.
TERCERO: Ordena que la presente decisión sca anexada
al proceso, notificada al Procurador General de la Corte, y
a la parte civil, si la hubiere;

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
pone contra la sentencia impugnada el siguiente Unico
Medio: Desconocimiento del artículo 3 de la ley 3378, del
30 de septiembre de 1952, que modificó la ley No. 5439, so-
bre Libertad Provisional Bajo Fianza, y sus modificacio-
nes:

Considerando, que en el desarrollo de dicho único
medio, la recurrente alega, en síntesis que la Corte a-qua
fijó la fianza mediante la cual dispuso la libertad provi-
sional del actual interviniente, sin que se oyera a la par-
te civil constituida, ya que ésta última no fué notificada

1
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ni advertida por la citada Corte en relación con el recaí/.
so que había interpuesto Adriano Román; lo que revestía
mucho interés para la recurrente, constituida en parte (-I:.
vil, ya que ello entrañaba la posibilidad de que, incluso, la
fianza pudo haber sido fijada en una suma maycr que la
establecida; sobre todo si se tiene en cuenta que la fianza
és una garantía de 'as indemnizaciones civiles a pronun-
cian-e; que al proceder como lo hizo, la Corte a-qua incu-
rrió en la violación invocada, por lo que la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando, que según eil artículo 6 de la Ley sc-
bre Libertad Provisional Bajo Fianza, la apelación de las
sentencias dictadas en esta materia debe ser notificada
por quien recurra, a las demás partes interesadas, inclui-
das, desde ::uego, la parte civil constituida; no siendo dicha
notificación obligación a cargo de la Corte a-qua, criterio
éste en el que se apoya el medio único del memorial de la
recurrente; que en la especie dicha obligación recaía so-
bre el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
apelante único, y a la Corte a-qua hacer mérito de ele,
para deducir las consecuencias de lugar, de existir alguna
persona consttiuída en parte civil, de lo que no hay cons-
tancia; que, por lo tanto, el medio único del memorial se
desestima por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervMien-
te a Adriano Román, en el recurso de casac ón interpuesto
per Miguelina del Carmen D'averías, contra la sentitc a
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
Cámara de Consejo, el 15 de mayo de 1978, cuyo disposit
vo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza dicho recurso; y Tercero:. Condena a la
recurrente al pago de las costas, cuya distracc i ón se dis

-pone en provecho de los doctores Maiino Vinicio Cast llo
y Ulises Cabrera, abogados ddl intervin:ente, quienes af.r-
man haberias avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS) . — Néstor Contin Aybar, Fernando E.

'

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y

os Almánzar, Felipe	
—

robo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco
Beras, Joaquín MOsvaldo. Alvarez Perelló,

Perdomo Báez
Juan Bautista

Miguel Ro-Ja-

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral. que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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ni advertida por la citada Corte en relación con el reenz_
so que había interpuesto Adriano Román; lo que revestía
mucho interés para la recurrente, constituida en parte e.:,..
vil, ya que ello entrañaba la posibilidad de que, incluso, la
fianza pudo haber sido fijada en una suma mayor que la
establecida; sobre todo si se tiene en cuenta que la fianza
és una garantía de 'as indernniz-aciones civiles a pronun-
ciarse; que al proceder como lo hizo, la Corte a-qua incu-
rrió en la violación invocada, por lo que la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando, que según el artículo 6 de la Ley. so-
bre Libertad Provisional Bajo Fianza, la apelación de las
sentencias dictadas en esta materia debe ser notificada
por quien recurra, a las demás partes interesadas, incluí.
das, desde ?llego, la parte civil constituida; no siendo dicha
notificación obligación a cargo de la Corte a-qua, criterio
éste en el que se apoya el medio único del memorial de la
recurrente; que en la especie dicha obligación recaía so-
bre el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
apelante único, y a la Corte a-gua hacer mérito de ea'o, ,
para deducir las consecuencias de lugar, de existir alguna
persona consttiuída en parte civil, de lo que no hay cons-
tancia; que, por lo tanto, el medio único del memorial se
desestima por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervMen-
te a Adriana Román, en el recurso de casas ón interpuesto
por Miguelina del Carmen L'averías, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Dom:ngo, en
Cámara de Consejo, el 15 de mayo de 1978, cuyo dispositi- ; .1
vo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza dicho recurso; y Tercero:,Condena a la
recurrente al pago de las costas, cuya distracc'ón se dis-
pone en provecho de los doctores Marino Vinicio Ca.st llo
y Ulises Cabrera, abogados ddl intervin:ente, quienes af.r-
man  haberlas avanzado en su totalidad. 	 I
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(FIRMADOS ) . — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dic )-;eras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
las Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Miguel Ja-

tobo . Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y

fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretan() Gene-

ral. que certifico.— (Firmado): Miguel Jacebo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL togo

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Teófilo Céssa y la Compañia Dominicano de Segiu; $
ros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. del Castillo Mejía. 1

Irdervimentes: Arcadio de los Santos Melenciano y Comparies.
Abogados: Dres. Julio y Pedro Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte dt1
Justicia, regularmente constituida por !os Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elp'clio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rujas Al-
mánzar, Felpe Osvaldo Perdomo Báez, y Leonto Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General,
en !a Sala donde celebra sus audiencias, en la ciud.id cl¿
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nae:onal, hoy día 19
de noviembre del 1980, años 137' ele la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre .los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Teófilo Cessa, dominicano, mayor de edad, ca'
sado, chófer, domiciliado en la calle 18, No. 68, del Barrio
de Villa Juana, de esta Capital, cédu'a No. 63407, serie pri-
mera, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
con su domicilio en la Avenida Independencia No. 55, de

eta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones c:Irrec-
cionales, el 20 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a! Dr. Julio
Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro A. Rodríguez

Acusta, cédulas Nos. 19665 y 22427, serie 18, respectiva-
mente, abogados de los intervinientes Arcadio, Mocl.to,
Teresita y Rosa de los Santos Melenciano, doMnicanc>s
mayores de edad, domiciliados en la calle C, No. 140, del
'ensanche Espaillat, de esta ciudad;

Oído a' Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, en su dictamen;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua el 25 de septiembre de
1978, a requerimiento del Dr. Luis R. Cast:llo Mejía, cé-
dula No. 18933, serie tercera, en representación de los re-
currentes, acta en la cual no se propone, contra la senten-
cia impugnada, ningún medio determinado de casación;

Visto el memor:al de os recurrentes, del 6 de julio
de '1979, suscrito por el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía,
en el cual se propone el medio único de casación que se in-
dica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 6 de julio de
1979, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y visto el texto Legal invocado por los recurren-
tes que se mencionan más adelante, y los artículos 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 20 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Te6ffilo Céssa y la Compañía Dominicano de Se
ros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. del Castillo Mejía.

Intervinientes: Arcadio de los Santos Melenciano y Compartes,
Abogados: Dres. Julio y Pedro Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la traen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar,	 .;

 FoPpe Osvaldo Perdomo Báez, y Leonte. Rafael 1
Alburquorque Castillo, asistidos de ll Secretario General,en	 Sala donde celebra sus audiencias, en la ciud.ld de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Narional, hoy día 19 .‘de noviembre del 1980, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Teóf:lo Cessa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado en la calle 18, No. 68, del Barrio
de Villa Juana, de esta Capital, cédu'a No. 65407, serie pri-
mera, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
con su domicilio en la Avenida Independencia No. 55, de

ceta ciudad, contra la sentencia dictada par la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones caree-
csonales, el 20 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio
Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro A. Rodríguez
Acorta, cédulas Nos. 19665 y 22427, serie 18. respectva-
mente, abogados de los intervinientes Arcadio, Modesto,
Teres:ta y Rosa de los Santos Melenciano, doMnicanos
mayores de edad, domiciliados en la calle C, No. 140, del
Ensanche Espaillat, de esta ciudad;

Oído a Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, en su dictamen;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua el 25 de septiembre de
1978. a requerimiento del Dr. Luis R. Castilo Mejía, cé-
dula No. 18933, serie tercera, en representación de los re-
currentes, acta en la cual no se propone, contra la senten-
cia impugnada, ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de julio
de 1979, suscrito por el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejla,
en el cual se propone el medio único de casación que se in-
dica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 6 de julio de
1979, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y visto el texto ilegal invocado por los recurren-
tes que se mencionan más adelante, y los artículos 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
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a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad el 31 de octubre de 1974, en el cual dos perso-
nas murieron a consecuencia de los go'pes y heridas re-
cibidos, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atr:bucio-
nes correccionales, el 20 de septiembre de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en
el de la ahora impugnada; b) que sobre las apa:aciones in-
terpuestas, intervino el 20 de septiembre de 1978 el fallo
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
FALLA; PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpufstcs
por: a) por el Dr. Pedro Rodríguez Acosta, a nombre de la
persona civilmente constituida, en fecha 10 de julio de
1918; b) por el Dr. Luis E. Castillo M., a nombre del pre-
venido y persona civilmente responsable y de la Compañia
de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A., en fecha 10
de octubre de 1977, todos contra sentencia de la Segunda
Camara de lo Penal del Juzgado de Primera Instano:a del
Distrito Nacional, del 20 de septiembre de 1977, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Fa' la: Primero: Se declara al nombrado
Teófilo Cessa, culpable de violar los artículos 49, párrafo
C, de la Ley 241, y en consecuencia se condena aplicando
al principio de no cúmulo de penas, a sufrir seis (6) me-
ses de prisión correccional y a pagar RD$500.00 (Quinien-
tos pesos oro) de multa; Segundo: Se condena	 suspen-
sión de la licencia No. 33705, en la categoría de chófer.
por el término de seis (6) meses, qua ampara  al nombrado
Teófilo Ccssa, para la conducción de vehículo de	 motor;
Tercero: Se condena al nombrado Teófilo Cessa, al pago
de las costas; Cuarto: Se declara bueno y válido en cuanto
a la forma la constitución en parte civil, hecha por los
nombrados Manuel de los Santos y María Melenciano de
Santos, por ser regular en la forma; Quinto: En cuanta al
fondo de la referida constitución en parte c i vil, se conde-
na al nombrado Teófilo Cessa, al pago de las siguicntes

elderrinizaciones: a) RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro),
por la muerte de Manuel de los Santos y b) RD51,500.00
(Un	 quinientos pesos oro), por la muerte de María Me-
lenciano de Santos, en favor de los nombrados Arel:d .° do
les Santos Melenciano, Modesto de los Santos Melencia-
no, Terceita de los Santos Melenciano y Rosa de los San-
tos Melenciano, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos por ellos a consecuencia de las
pendldrs de sus padres en el accidente de que se trata, así
tomo también al pago de los intereses legales de las sumas
acordadas a part'r de la fecha de la demanda a título de
indemnización supletoria; Sexto: Se condena al nombrado
Teófilo Ces*Sa., al pago de las cestas eivres con clistrace.ón

; . de las mismas .en provecho de los Dres. Pedro Antonio Ro-
dríguez y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haber-
-las avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara la pre-
Sente sentencia común y Oponible a la Compañía de Segu-
yos La Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), por
ser ésta la entidad aseguradora del vehículo asegurado
baje pógiza No. 25960, de conformidad con la Ley No. 4117
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor". Por ha-
ber sido hecho do acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En cuan-
to al fondo confirma en todas sus partes la sentencia recu-

, Lrrida; TERCERO: Condena al prevenido en sus calidades
`dadas, al pago de las costas, distrayéndolas las civiles en

provecho del abogado que dice haberlas avanzado en su
otalidad; CUARTO: Ordena que esta sentencia le sca C0-

un y oponible a la Compañia Dominicana de Scgaros, C.
por A. (Sedomca), entidad aseguradora del vehículo que

„produjo el daño, de conformidad con el Art. 10 modif cado
“e la Ley 4117, sobre Seguros de deh ículos de motor;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, el siguiente medio de casación:
Cuico: Violación al ortículo 1315 de'. Cóergo Civil; Desna-
turalización de los documentos de la causa; falta de prue-
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a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrida, en
esta ciudad el 31 de octubre de 1974, en el cual dos p.erso.
nas murieron a consecuencia de los gripes y heridas re-
cibidos, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime.
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó, en sus atr:bueio.
nes correccionales, el 20 de septiembre de 1977, una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, inserto en
el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas, intervino el 20 de septiembre de 1978 el falle
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Admite corno regular y válido en
cuanto a la forma, los recursos de ¿apelación interpurstas
por: a) por el Dr. Pedro Rodríguez Acosta, a nombre de la
persona civilmente constituída, en fecha 10 de julio de
7978; b) par el Dr. Luis E. Castillo M., a nombre do' pre-
venido y persona civilmente responsable y de la Compañía
de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A., en fecha 10
de octubre de 1977, todos contra sentencia de la Segunda
Camara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, del 20 de septiembre de 1977, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Faja: Primero: Se declara al nombrado
Teóíilo Cessa, culpable de violar los artículos 49, párrafo
C, de la Ley 241, y en consecuencia se condena aplicando
el principio de no cúmulo de penas, a sufrir seis (6) me-
ses de prisión correccional y a pagar RD$500.00 (Quinien-
tos pesos oro) do multa; Segundo: Se condena % a suspen-
sión de la licencia No. 33705, en la categoría de chófer.
por el término de seis (6) meses, que ampara al nombrado
Teófilo Cessa, para la conducción de vehículo de motor;
Tercero: Se condena al nombrado Teófilo Cessa, al pago
de !as costas; Cuarto: Se declara bueno y válido en cuanto
a la forma la constitución en parte civil, hecha por los
nombrados Manuel de las Santos y María Melenciano de
Santos, por ser regular en la forma; Quinto: En cuanto al
fondc de la referida constitución en parte c i vil, se conde-
na al nombrado Teófilo Cessa, al pago de las siguientes

indemnizaciones: a) RD$3,C00.00 (Tres mil peses oro),
per la muerte de Manuel de los Santos y b) RD$1,500.00
(un mil quinientos pesos oro), por la muerte de María Me-
lenciano de Santos, en favor de los nombrados Arcad'o de
los Santos Melenciano, Modesto de los Santos Melencia-
no. Teresita de !os Santos Melenciano y Rosa de los San-
tos Melenciano, como justa reparación por los daños mo-

rales y materiales sufridos por elles a consecuencia de las
pérdidas de sus padres en el accidente de que se trata, así
como también al pago de los intereses legales de Zas sumas
acordadas a part'r de la fecha de la demanda a título de
indemnización supletoria; Sexto: Se condena al nombrado
Teófilo Ceslia, al pago de las cestas civiles con distraeCón
de las mismas r..n provecho de los Dres. Pedro Antonio Ro-
dríguez y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara la pre-
sente sentencia común y clac:alible a la Compañía de Segu-
ros La Dominicana de Seguros, C. por A., (Seciorma), por
ser ésta la entidad aseguradora del vehículo asegurado
baje paYlza No. 25960, de conformidad con la Ley No. 4117
labre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor". Por ha-
ber sido hecho de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En cuan-
to al tondo confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida; TERCERO: Condena al prevenido en sus calidades
dadas, al pago de las costas, distrayéndolas las civiles en
provecho del abogado que dice haberlas avanzado en su
totalidad; CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea co-
mún y oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.

• per A. (Sedomca), entidad aseguradora del vehículo que
produjo el daño, de conformidad con el Art. 10 medir:ad°

,:de la Ley 4117, sobre Seguros de Vehículos de motor;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que Impugnan, el siguiente medio de casación:
Lira: Violación al ortículo 1315 de'. Cód . go Civil; Desna-
to: alización de los documentos de la causa; falta de prue-
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has, de base legal y de motivos, en cuanto a las conclu•
siones de los recurrentes;

Considerando, que, en apoyo de su medio Único d,
casación, los recurrentes se limitan a alegar, en síntesis
;lo que sigue: 1) que tanto el tribunal de primer grado, co.
mo la Corte de Apelación declaran culpable al prevenido
Teófilo Cesa, sobre el fundamento de que el vehículo con
el cual les produjeron los golpes y heridas a los lesiona.'
dos fué el de su propiedad, y además, iba conducido nzr él
al momento de los hechos y se fundamentan para ello ,en
el hecho de que la placa que supuestamente fué vista por
testigos es !a misma que pertenece a su vehículo; que sin
embargo, dicha Corte no coteja el hecho cierto e i ncontro-
vertible de que el vehículo que fué descrito a la Poiicia al
momento de presentar la querella sobre el caso, lo era
marca Ford, molelo del año 1955, y el vehícu lo propiedad
del recurrente es marca Chevrolet, modelo del año 1963;
que si fueron capaces de equivocarse en el modelo y mar-
ca del vehículo que atropelló a dichos señores, cómo no
poder equivocarse en cuanto al número de la paca, que
es una miniatura y que está ubicada en una posición que
hace casi imposible su identificación exacta; 2) que de con-
formidad con el certificado médico legal que dió lugar al
apoderamiento del Fiscal del expediente que nos ocupa:'
la señora María Meienciano de los Santos resultó, en oca-
sión del accidente, con: :'enyesado antebrazo izquierdo;
laceraciones vivas ambas piernas; contusión reg'ón ilíaca
derecho, fractura del radio izquierdo, curables después de
90 y antes de 120 días; que de conformidad con record de
la fallecida, depositado en el expediente, la misma falleeló
el 27 de abril de 1976, o sea, año y medio más tarde, y a
consecuencia de "insuficiencia respiratoria y derrame pleu-
ral derecho" á que motivado a todo ello, hubimos de con-
cluir solicitando el descargo del revenido por no haber
cometido los hechos que se le imputaban, en lo atinente
al aspecto penal y e rechazamiento de la demanda en lo

eonoerniente a lo civil, no sólo por lo precedentemente
expuesto, sino además, porque Teresita de los Santos
Melenciano no fué parte demandante ante el tribunal de
primer grado, por lo que se viola el doble grado de juris-
dicción; y 3) que, en el hipotético caso de que dicha Cor-
te considerase que real y efectivamente fué Teófilo Ces-
ea el causante de los hechos, la misma se ha establecido,

eomo era su deber, en qué consistió la falta en que incu-
rrió el mismo, no examinar la conducta de los lesionados
en el momento del accidente; que al actuar de esa forma,
la Corte a-qua incurrió en vioalción a normas previamen-
te establecidas y ha dejado su sentencia sin base legal y
carente de motivos que conducen a la casación de la mis-
ma; pero,

Connsiderando, sobre el alegato: 1) que los jueces
del fondo son las facultados, por la ley, para apreciar so-
beranamente los hechos de la causa, por lo que, no están
sujetos al control de la casación, salvo que la Suprema
Corte advierta una evidente discordancia en la sentencia
que se examina y los documentos aportados, o las decla-
raciones de los testigos, peritos y otros declarantes que se
hayan retenido por escrito; que en el caso ocurrente, la
Corte a-qua procedió, dentro de sus poderes legales, al
dar mayor crédito, frente a la defensa del prevenido re-
currente, a las declaraciones de las víctimas y a la de los
testigos oculares Rafael Arias, María Frías, Juan José
Cruz y Sergio Abigail Rodríguez, según los cuales el carro
que atropelló a Manuel de los Santos y María Melenciano
fué el carro placa No 218-747, propiedad del prevenido
recurrente, Teófilo Cessa; que, en tales condiciones, el
primer alegato de los recurrentes carece de fundamento
y debe ser desestimado; sobre lols alegatos 2), en cuan-
to a qvt María Melenciano de los Santos falleció a causa
"insuficiencia respiratoria" y no presentaron ante los jue-
ces del fondo ningún alegato en ese sentido, por lo que al
ser presentado por primera vez ante la Suprema Corte de
Justicia, constituye un medio nuevo que, como tal, no pue-
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has, de base legal y de motivos, en cuanto a las condi).-
siones de los recurrentes;

Considerando, que, en apoyo de su medio único dr,
casación, los recurrentes se limitan a alegar, en síntesis
;lo que sigue: 1) que tanto el tribunal de primer grado, co-
mo la Corte de Apelación declaran culpable al prevenido
Teófilo Cessa, sobre el fundamento de que el vehículo con
el cual les produjeron los golpes y heridas a los lesiona-
dos fué el de su propiedad, y además, iba conducido n::r
al momento de los hechos y se fundamentan para ello ,en
el hecho de que la placa que supuestamente fué vista por
testigos es !a misma que pertenece a su vehículo; que sin
embargo, dicha Corte no coteja el hecho +Yerto e incontro-
vertible de que el vehículo que fué descrito a la Po:ft la al
momento de presentar la querella sobre el caso, lo era
marca Ford, molelo del año 1955, y el vehícu io propiedad
del recurrente es marca Chevrolet, modelo dell año 1963;
que si fueron capaces de equivocarse en el modelo y mar-
ca del vehículo que atropelló a dichos señores, cómo no
poder equivocarse en cuanto al número de la placa, que
es una miniatura y que está ubicada en una posición que
hace casi imposible su identificación exacta; 2) que de con-
formidad con el certificado médico legal que dió lugar al
apoderamiento del Fiscal del expediente que nos ocupa,.
la señora María Mo'enciano de los Santos resultó, en oca-
sión del accidente, con: :'enyesado antebrazo izquierdo;
laceraciones vivas ambas piernas; contusión reg'ón ilíaca
derecho, fractura del radio izquierdo, curables después de
90 y antes de 120 días; que de conformidad con record de
la fallecida, depositado en el expediente, la misma fallee:ó
el 27 de abril de 1976, o sea, año y medio más tarde, y a
consecuencia de "insuficiencia respiratoria y derrame pleu-
ral derecho" á que motivado a todo ello, hubimos de con-
cluir solicitando el descargo del revenido por no haber
cometido los hechos que se le imputaban, en lo atinente
al aspecto penal y e rechazamiento de la demanda en lo

noerniente a lo civil, no sólo por lo precedentemente
expuesto, sino además, porque Teresita de les Santos
gelenciano no fué parte demandante ante el tribunal de
primer grado, por lo que se viola el doble grado de juris-
dicción; y 3) que, en el hipotético caso de que dicha Cor-
le considerase que real y efectivamente fué Teófilo Ces-
sea el causante de los hechos, la misma se ha establecido,
como era su deber, en qué consistió la falta en que incu-
rrió el mismo, no examinar la conducta de los lesionados
en el momento del accidente; que al actuar de esa forma,
la Corte a-qua incurrió en vioalción a normas previamen-
te establecidas y ha dejado su sentencia sin base legal y
carente de motivos que conducen a la casación de la mis-
ma; pero,

Connsiderando, sobre el alegato: 1) que los jueces
del fondo son las facultados, por la ley, para apreciar so-
beranamente los hechos de la causa, por lo pie, no están
sujetos al control de la casación, salvo que la Suprema
Corte advierta una evidente discordancia en la sentencia
que se examina y los documentos aportados, o las decla-
raciones de los testigos, peritos y otros declarantes que se
hayan retenido por escrito; que en el caso ocurrente, la
Corte a-qua procedió, dentro de sus poderes legales, al
dar mayor crédito, frente a la defensa del prevenido re-
currente, a las declaraciones de las víctimas y a la de los
testigos oculares Rafael Arias, María Frías, Juan José
Cruz y Sergio Abigaíl Rodríguez, según los cuales el carro
que atropelló a Manuel de los Santos y María Melenciano
fué el carro placa No. 218-747, propiedad del prevenido
recurrente, Teófilo Cessa; que, en tales condiciones, el
primer alegato de los recurrentes carece de fundamento
y debe ser desestimado; sobre lols alegatos 2), en cuan-
to a cpit María Melenciano de los Santos falleció a causa
"insuficiencia respiratoria" y no presentaron ante los jue-
ces del fondo ningún alegato en ese sentido, por lo que al
ser presentado por primera vez ante la Suprema Corte de
Justicia, constituye un medio nuevo que, como tal, no pue-
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de ser admitido en casación; que, en lo relativo a que Te-
resita de los Santos Melenciano no fué parte civil consti-
tuída ante el tribunal de primer grado, cabe señalar, que
los Dres. Julio B. Rodríguez y Pedro A. Rodríguez, en la
audiencia del 2 de septiembre de 1977, celebrada por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, se constituyeron en parte civil a
nombre de Arcadio, Modesto, Teresita y Rosa de los San-
tos, en sus calidades de hijos de Manuel de los Santos
María Melenciano, fallecidos, después del accidente; que
en tales condiciones, los alegatos examinados, también ca-
recen de fundamentos y deben ser desestimados; y, sobre'
el alegato 3), que, en la sentencia impugnada se dan pop
establecidos, en base a todos los elementos de juicio ahí;
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1).1:
que el 31 de octubre de 1974, en horas de la madrugada3i.
ocurrió un accidente de tránsito en la calle Padre Caste411
llanos a esquina Calle 8, de esta ciudad, en el cual el ca-
rro placa No. 218-747, conducido por su propietario Teó-
filo Cessa, con Póliza No. 5960, de la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., atropelló a Manuel de los San-
tos y María Melenciano de los Santos, causándoles golpes.
heridas y fracturas que le produjeron la muerte; y 2) que
el accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido re-
currente, Teófilo Cessa al conducir su vehículo a exceso
de velocidad, dentro de la zona urbana, lo que le impidió
maniobrar con destreza, yéndose a lado de la vía, donde
estaban parados Manuel de los Santos y. María Melencia-
no, causándoles los golpes y heridas que le ocasionaron la
muerte; que, por todo lo expuesto, se evidencia que la sen-
tencia impugnada tiene motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo y una relación de los
hechos y circunstancias de la causa, que han permitido a :

la Súprema Corte de Justicia establecer que la ley ha sido
bien aplicada; que, en consecuencia, el medio único ca
ce de fundamento y debe ser desestimado;
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For tales motivos, Primero: Admite como intervi-
Diente a Arcadio, Modesto, Teresita y Rosa de los Santos
gelenciano en los recursos de casación interpuestos por
Teófilo Cessa y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación ded Santo Domingo, en sus atribuciones correccio-
nales, el 20 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos; y Tercero: Condena a
Teófilo Cessa al pago de las costas y distrae las civiles en
provecho de los Doctores Julio E. Rodríguez y Pedro A.
Rodrriguez A., abogados de los intervinientes, quienes
afirman estarlas avanzando en su totalidad y las hace
oponibles a la aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Pólilza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bauitsta Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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de ser admitido en casación; que, en lo relativo a que Te_
resita de los Santos Melenciano no fué parte civil consti-
tuida ante el tribunal de primer grado, cabe señalar, que
los Dres. Julio B. Rodríguez y Pedro A. Rodríguez, en la
audiencia del 2 de septiembre de 1977, celebrada por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, se constituyeron en parte civil a
nombre de Arcadio, Modesto, Teresita y Rosa de los San-
tos, en sus calidades de hijos de Manuel de los Santos y
María Melenciano, fallecidos, después del accidente; que
en tales condiciones, los alegatos examinados, también ca-
recen de fundamentos y deben ser desestimados; y, sobre
el alegato 3), que, en la sentencia impugnada se dan por
establecidos, en base a todos los elementos de juicio ad.
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1)
que el 31 de octubre de 1974, en horas de la madrugada,
ocurrió un accidente de tránsito en la calle Padre Caste-11
llanos a esquina Calle 8, de esta ciudad, en el cual el ca-
rro placa No. 218-747, conducido por su propietario Teó-
filo Cessa, con Póliza No. 5960, de la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., atropelló a Manuel de los San-
tos y María Melenciano de los Santos, causándoles golpes.
heridas y fracturas que le produjeron la muerte; y 2) que

el accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido re-
currente, Teófilo Cessa al conducir su vehículo a exceso
de velocidad, dentro de la zona urbana, lo que le impidió'
maniobrar con destreza, yéndose a lado de la vía, donde
estaban parados Manuel de los Santos y María Melencia-
no, causándoles los golpes y heridas que le ocasionaron la
muerte; que, por todo lo expuesto, se evidencia que la sen-
tencia impugnada tiene motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo y una relación de los
hechos y circunstancias de la causa, que han permitido a4:
la Súprema Corte de Justicia establecer que la ley ha sido
bien aplicada; que, en consecuencia, el medio único Care -
ce de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervi-
nientc a Arcadio, Modesto, Teresita y Rosa de los Santos
Melenciano en los recursos de casación interpuestos por
Teófilo Cessa y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación ded Santo Domingo, en sus atribuciones correccio-
nales, el 20 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos; y Tercero: Condena a
Teófilo Cessa al pago de las costas y distrae las civiles en
provecho de los Doctores Julio E. Rodríguez y Pedro A.
Rodrríguez A., abogados de los intervinientes, quienes
afirman estarlas avanzando en su totalidad y las hace
oponibles a la aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Pólilza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bauitsta Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y

e firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Del Jugado de Primera Instancia (.el pis_
frito Nacional, de fecha 2 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Josefa Novas Cuevas.

Abogado: Dr. Manuel Labort.
rnterviniente: Dr. Raymundo Cuevas Sena, abogado de sí

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuell-
e, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espailat y Leonte R. Alburequerque Castillo, as's-
tidos de' Secretario General, en la Sala donde celebra scs
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefa
Novas Cuevas, dominicana, mayor de edad, domiciliado
la casa No. 14 de la calle Antonio Alvarez, de esta ciudad,
cédula No. 189046, serie primera, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correcciona'cs por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado'
nal, el 2 de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia mas
adelatne;

---
Oído al algua.1 de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

secretaría de la Cámara a-qua, el 12 de junio de 1978, a
requerimiento del Dr. Manuel Labort, actuando en repre-
sentación de la recurrente, en la que no se propone nin-
;lin medio determinado de casación;

Visto el escrito dei'. interviniente Raymundo Cuevas
Sena, abogado, domiciliado en esta ciudad, suscrito por
é* como abogado de sí mismo,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artícúlos 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1, 20, 23, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos.a que ella se refiere, consta9 a) que con mo-
tivo de una querella por violación de la Ley 2402, sobro
obligación alimenticia de menores, de 1960, el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
dictó el 12 de diciembre de 1977, una sentencia en dispo-
sitivo, que aparece en el de la ahora impugnada; b) que
sobre el recurso interpuesto, intervino la sentencia hoy re-

ida, también en dispositivo, que se transcribe a con-
unción: "FALLA: PRIMERO: Se decHlara bueno y váZi-

do en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to en fecha doce (12) del mes de enero de 1978, por el Dr.
Raymundo Cuevas Sena, contra la sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-

to Nacional, en fecha doce (12) de diciembre de 1977,
haber sido hecha conforme a la Ley de la materia y

tuyo dispositivo dice así: "Falla: Primera: Se declara cul-
rabie al nombrado Raymundo Cuevas, por violar el artícu-
lo 1ro. de la Ley No. 2402; Segundo: Se fija una pensión
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1918

Sentencia impugnada: Del Jugado de Primera Instancia del bis,
trito Nacional, de fecha 2 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Josefa Novas Cuevas.

Abogado: Dr. Manuel Labort.
Interviniente: Dr. Raymundo Cuevas Sena, abogado de si mi

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
e, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al.
matizar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L Her
nández Espailat y Leonte R. Alburequerque Castillo, asis-
tidos del. Secretario General, en la Sala donde celebra scs
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefa
Novas Cuevas, dominicana, mayor de edad, domiciliado
la casa No. 14 de la calle Antonio Alvarez, de esta ciudad,
cédula No. 189046, serie primera, contra la sentencia d ie-
lada en sus atribuciones coneccionalcs por la Cámara Pe
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado"
nal, el 2 de junio de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelatne;

Oído al alguania de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
seuretaina de la Cámara a-qua, el 12 de junio de 1978, a
requerimiento del Dr. Manuel Labort, actuando en repre-
sentación de la recurrente, en la que no se propone nin-
ín medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Raymundo Cuevas
, abogado, domiciliado en esta ciudad, suscrito por
como abogado de sí mismo;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los anidaos 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1, 20, 23, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta° a) que con mo-
tivo de una querella por violación de !a Ley 2402, sobre
obligación alimenticia de menores, de 1960, el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
dictó el 12 de diciembre de 1977, una sentencia en dispo-
sitivo, que aparcee en el de la ahora impugnada; b) que
sobre el recurso interpuesto, intervino la sentencia hoy re-

ida, también en dispositivo, que se transcribe a con-
uación: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y váli-

do en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to en fecha doce (12) del mes de enero de 1978, por el Dr.
Raymundo Cuevas Sena, contra la sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Nacional, en fecha doce (12) de diciembre de 1977,
Por haber sido hecha conforme a la Ley de la materia y
euyo dispositivo dice así: "Falla: Primera: Se declara cul-
pable al nombrado Raymundo Cuevas, por violar el artícu-
lo 1ro. de la Ley No. 2402; Segundo: Se fija una pensión



de RD$50.00 mensuales, a favor de la menor Raysa
na Cuevas Sena, de 2 años y 6 meses de edad, prcereado
con la señora Josef Nova Cuevas; Tercero: Se condena a
Raymundo Cuevas Sena, a dos años de prisión suspenahrt
la ejecución de la sentencia no obstante cualquier reenr
so ap artir de la fecha de la querella, 18-10-77; SEGUN»0.
Pronuncia la nulidad de la sentencia de referencia en el
ordinal primero, por haber sido rendida en violación del
plazo establecido a pena de nulidad en el artículo 5 de la
Ley No. 2402, de fecha 13 de junio de 1950, al habei
transcurrido únicamente 6 días y no 11 días como exige
dicho texto entre fecha del. requerimiento y la techa de la
audiencia, según consta en el acto notificado al prevenido
en fecha 6 de diciembre de 1977, por el alguacil del Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, señor Rafael Estévez, nulidad que ha solicitado
por conclusiones formales el Dr. Raymundo Cuevas Sena;
TERCERO: Descarga pura y simplemente al prevenido D.
Raymundo Cuevas Sena, por no encontrarse reunidos el
elemento de la infracción enotenido en el artículo 5 de la
Ley No. 2402; CUARTO: Declara las costas penales de
oficio;

Considerando, que el artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil dice así: "La redacción de las sentendas
contedrá los nombres de los jueces, do'. fiscal y de los abo-
gados; los nombres, profesiones y domicilios de las partes;
sus conclusiones, la exposición sumaria de los puntos de
hecho y de derecho, los fundamentos y el dispositivo;

Considerando, que tanto la decisión del Juez de pri-
mer grado, como la sentencia impugnada, fueron dictadas
en dispositivo, poroto que carece de una exposición de
lucilos, que permita determinar si en el caso la ley ha sido
o no bien aplicada, como así mismo de motivos suficientes
y pertinentes que justifiquen su dispositivo, por lo que
procede la casación de la misma por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Raymcndo Cuevas Sena, en el recurso de casa ción in-
terpuesto por Josefa Novas Cuevas, contra la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional., el 2 de junio de 1972,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presento
fallo; Segundo: Casa dicha sentencia y envía dicho asunto
por ante la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
instancia del Distrito Nacional, en las mismas atribucio-
nes.

(Fil1MA1DOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
loé firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral. que certifico.— (Firmado): 	 Jacobo.
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fallo; Segundo: Casa dicha sentencia y envía dicho asunto
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nes.
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de RD$50.00 mensuales, a favor de la menor Raysa
na Cuevas Sena, de 2 años y 6 meses de edad, precreadó
con la señora Josef Nova Cuevas; Tercero: Se condena it
Raymundo Cuevas Sena, a dos años de prisión suspensiva
la ejecución de la sentencia no obstante cualquier rece,
so ap artir de la fecha de la querella, 18-10-77; SEGUNDO;
Pronuncia la nulidad de la sentencia de referencia en ei
ordinal primero, por haber sido rendida en violación del
plazo establecido a pena de nulidad en el artículo 5 de la
Ley No. 2402, de fecha 13 de junio de 1950, al babel
transcurrido únicamente 6 días y no 11 días, como exige
dirho texto entre fecha del requerimiento y la fecha de la
atidiencia, según consta en el acto notificado al prevenido
en fecha 6 de diciembre de 1977, por el alguacil del Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, señor Rafael Estévez, nulidad que ha solicitado
por conclusiones formales el Dr. Raymundo Cuevas Sena;
TERCERO: Descarga pura y simplemente al prevenido Dr.
Raymundo Cuevas Sena, por no encontrarse. reunidos el
elemento de la infracción cnotenido en el artículo 5 de la
Ley No. 2402; CUARTO: Declara las costas penales de
oficio;

Considerando, que el artículo 141 del Código de Pro-
ceclimiento Civil dice así: "La redacción de las sentendas
contedrá los nombres de los jueces, de'. fiscal y de los ab.-
gadas; los nombres, profesiones y domicilios de las partes:
sus conclusiones, la exposición sumaria de los puntos de
hecho y de derecho, los fundamentos y el dispositivo;

Considerando, que tanto la decisión del Juez de pri-
mer grado, como la sentencia impugnada, fueron dictadas
en dispositivo, porolo que carece de una exposición de
hechos, que permita determinar si en el caso la ley ha sido
o na bien aplicada, como así mismo de motivos suficientes
y pertinentes que justifiquen su dispositivo, par lo que
procede la casación de la misma par falta de base legal;

(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequ.erque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
f ué firmada, leída y publicada por mí, Secretan:u Gene-
ral. que. certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1980

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Distrito Nado.
nal, de fecha 31 de mayo de 1977.

Materia: Correeeionai.

Recurrentes: José A. Herrera Fernández, Américo Marro,
Hielo Constanza y la Compañía de Seguros San
C. por.

Ahogado: Lic. José 13. Pérez Gómez.

!Men-Miente: Irene Tavarez.

Abogados: tres. Manuel Perreras Pérez y Rafael Vidal Espi

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar,Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario Genera?., en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 19 del mes de Noviembre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
cu audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun:
mente por José A. Herrera Fernández, dominicano, mayor
de edad, casado, portador de la cédula No. 6220, serie 58,
domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa No.
de la calle Barahona; Américo Marras y/o Hielo CO

con su domicilio social en la casa No. 100 de la ca-
tic 18, de esta ciudad y la compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., con su asiento social en la calle Leopoldo
y3varro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad; contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-

les, el 31 de mayo de 1977, por la Segunda Cámara Penal
6c1 Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
;.1yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. José B. Pérez Gómez, cédula No. 17380,

e 10, abogado de los recurrentes en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael Vidal Espinosa, cédula No. 114486,
serse  1, por sí y por el Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula
No. 58913, serie 1, abogados de la interviniente Irene Ta-
varez, dominicana, mayor de edad, domiciliada residen-
te en esta ciudad, quien actúa en la calidad de madre y tu-
tora legal de su hijo menor Cándido Tavarez, en la lec-

,; tura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

:ircle la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Cámara a-qua, el 7 de junio de 1977,
a requerimiento del Dr. José 13. Pérez Gómez, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone con-

, tra la sentencia ningún medio determinado de casación;

le Visto el memorial de casación de los recurrente-8, del
30 de junio del 1978, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada. los medios que

se indican en dicha sentencia;
Visto el escrito de la interviniente, del 30 de junio

1978, suscrito por sus abogados;
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1980

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Distrito Nado.
nal, de fecha 31 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.
1

Recurrentes: José A. Herrera Fernández, Américo Manos y/o
Hielo Constanza y la Compañia de Seguros San Rafa.••
C. por.

Abogado: Lic. José 13. Pérez Gómez.

Intersiniente: Irene Tavarez.
Abogados: Ores. Manuel Ferreras Pérez y Rafael Vidal EspinobI.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Fipidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar,Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 19 del mes de Noviembre del año 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta,
eu audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos cor.junta- »
mente por José A. Herrera Fernández, dominicano, mayor:
de edad, casado, portador de la cédula No. 6220, serie 38,
domiciliado y residente en esta ciudad, en la -casa No. 3'
de la calle Barahona; Américo Marras ylo Hielo Cons-

con su domicilio social en la casa No. 100 de la ca-
1 18, de esta ciudad y la compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., con su asiento social en la calle Leopoldo

.3.1avarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
4gd; contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les, el 31 de mayo de 1977, por la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. José 13. Pérez Gómez, cédula No. 17380,
ie 10, abogado de los recurrentes en la lectura de sus

nelusiones;

Oído al Dr. Rafael Vidal Espinosa, cédula No. 114486.
1, por sí y por el Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula

No. 38913, serie 1, abogados de la interviniente Irene Ta-
varez, dominicana, mayor de edad, domiciliada y-residen-
te en esta ciudad, quien actúa en la calidad de madre y tu-
tora legal de su hijo menor Cándido Tavarcz, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído e". dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 7 de junio de 1977,
a requerimiento del Dr. José B. Pérez Gómez, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone con-
tra la sentencia ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
30 de junio del 1978, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada, los medios que
se indican en dicha sentencia;

Visto el escrito de la interviniente, del 30 de junio
1978, suscrito por sus abogados;

Dios, Patria y Libertad,
	 •

República Dominicana.
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La Suprema Corte de Jusitcia, después de haber aeh,
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrente y los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967, so -
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1 y lo
de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos (va '
Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca -
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en !os
documentos a que ella «• refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de Tránsito, ocurrido en esta ciudad,
el 25 de septiembre de 1975, en el cual resultó una persa•
ne con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Ter-
cera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 10 de
:alela-obre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo a pa-
rece copiado en el de la ahora impugñada; b) que sobre
el recurso interpuesto, intervino la sentencia impugnada,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara bueno y válido el recurso de Apelación interpuesto
por el Dr. José Bienvenido Pérez Gómez, a nombre y re-
presentación de José Herrera Fernández, Hielo Constan-
za y/o Américo Marra y la Compañía San Rafael, C. por
A., contra sentencia del Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, de fecha 10 .12 U, cu-
yo dispositivo dice así: Pirmero: Se pronuncia el defecto
en contra de José A. Herrera F., por no haber compareci-
do a la audiencia para la cual fué legalmente citado; Se-
gundo: Se declara culpable a José A. Herrera Fernández
de violación de los articulas 139 y 49-A de la Ley 241, Y
se condena a 15 días de prisión correccional; Terceit: Se
declara buena y válida la constitutción en parte civil he-
cha por Irene Tavarez, por intermedio de su abogado Dr.
Manuel Ferreras Pérez y Dr. Rafael Vidal E., en cuanto
a la forma, y en cuanto al fondo; Cuarto: Se condena soli:
dariamente a José A. Herrera F., ó Hielo Constanza y/o
Américo Marra, en sus calidades de conductor y personal
civilmente responsable a pagarle a la señora Irene Tava-

re? la suma de RD $2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos
Oro), como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por &da con motivo de las lesiones y gol-
pes que recibiera en dicho accidente su hijo menor Cán-
dido Tavárez F.; Quinto: Se condena a Hielo Constanza

Américo Marra al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Manuel Perreras
P. y Dr. Rafael A. Vidal Espinosa, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Esta sentencia es
oponible en su aspecto civil a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo en-
vuelto en el accidente; SEGUNDO: Se declara el defecto
contra el nombrado José A. Herrera F., por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual estaba legalmente
citado; TERCERO: Se confirma' la sentencia apelada en
el aspecto penal; CUARTO: Se modifica la sentencia ob-
jeto del presente recurso en el aspecto civil, en el sentido
de fijar la indemnización que debe recibir la señora Irene
Tavarez, por los daños y perjuicios sufridos por su hijo me-
nor Cándido Tavárez F., en RD$500.00 (Quinientos Pesos
Oro); QUINTO: Se confirma la sentencia aludida en los
demás aspectos; SEXTO: Se condena al nombrado José A.
Herrera F., al pago de las costas penales y al pago de las
civiles a todos los apelantes con distracción de éstas últimas
en favor de los Dres. Rafael Vidal E., y Manuel Ferreras
Pérez, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes, en su memorial,
proponen contra la sentencia, los siguientes medios de ca-
sación: Primer Medio: Fa'.ta de motivos y de base legal;
Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y 195 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo
Medio: Violación de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955 y a la Póliza de Seguro;

Considerando, que los recurrentes en su primer medio
de casación alegan que analizada la sentencia recurrida
en su aspecto penal, se hace evidente que la misma no con-
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La Suprema Corte de Jusitcia, después de haber del:_
berado y vistos los textos legales invocados por los recul
rrente y los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1 967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y I. y lo
de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos cíe
Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de C:a.sedán;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tive de un accidente de Tránsito, ocurrido en esta ciudad,
el 25 de septiembre de 1975, en el cual resultó una perso-
na con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Ter-
cera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 10 de
(Dicionbre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo apa.
rece copiado en el de la ahora impughada; b) que sobre
el recurso interpuesto, intervino la sentencia impugnada,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara bueno y válido el recurso de Apelación interpuesto
por el Dr. José Bienvenido Pérez Gómez, a nambre y re-
presentación de José Herrera Fernández, Hielo Constan-
za y/o Américo Marra y la Compañía San Rafael, C. por
A., contra sentencia del Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, de fecha 10-12 .75, cu-
yo dispositivo dice así: Pirmero: Se pronuncia ci defecto 
en contra de José A. Herrera F., por no haber coniparech,
do a la audiencia para la cual. fué legalmente citado; Se-.:
gundo: Se declara culpable a José A. Herrera Fernárdsz
de violación de los artículos 139 y 49-A de la Ley 241, y
se condena a 15 días de prisión correccional; Terceto: Se
declara buena y válida la constitutción en parte civil he

-cha por Inane Tavarez, por intermedio de su abogado Dr.
Manuel Ferreras Pérez y Dr. Rafael Vidal a, en cuanto
a la forma, y en cuanto al fondo; Cuarto: Se condena soli-
dariamente a José A. Herrera F., 6 Hielo Constanza O

Américo Marra, en sus calidades de conductor y persona
civilmente responsable a pagarle a la señora Irene Tan-
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tez la suma de RD $2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos
Oro), como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por era con motivo de las lesiones y gol-
pes que recibiera en dicho awidente su hijo menor Cán-
dido Tavárez F.; Quinto: Se condena a Hielo Constanza
vfc Américo Marra al pago de las costas civiles con dis-
trae:16n de las mismas en favor del Dr. Manuel Ferreras

• p. y Dr. Rafael A. Vidal Espinosa, quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad; Sexto: Esta sentencia es
oponible en su aspecto civil a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo en-
vuelto en el accidente; SEGUNDO: Se declara el defecto
contra el nombrado José A. Herrera F., por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual estaba legalmente
citado; TERCERO: Se confirma la sentencia apelada en
el aspecto penal; CUARTO: Se modifica la sentencia ob-
jeto del presente recurso en el aspecto civil, en el sentido
de fijar la indemnización que debe recibir la señora lrene
l'avarez, por los daños y perjuicios sufridos por su hijo me-
i.or Cándido Tavárez F., en RD$500.00 (Quinientos Pesos
Oro); QUINTO: Se confirma la sentencia aludida en los
demás aspectos; SEXTO: Se condena al nombrado José A.
Herrera F., al pago de las costas penales y al pago de las
civiles a todos los apelantes con distracción de éstas últimas
en favor de los Dres. Rafael Vidal E., y Manuel Ferreras
Pérez, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes,rentes, en su memorial,
proponen contra la sentencia, los siguientes medios de ea-

. sación: Primer Medio: Faite de motivos y de base legal;
Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y 195 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo
Medio: Violación de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de
1935 y a la Póliza de Seguro;

Considerando, que los recurrentes en su primer medio
de casación alegan que analizada la sentencia recurrida
en su aspecto penal, se hace evidente que la misma no con-
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tiene una relación completa sobre la forma como ocu rrie-
ron los hechos puestos a cargo del prevenido, que Pe r otro
lado, el Tribunal a-quo, no realiza un análisis tanto de la
conducta observada por el prevenido, así como de 'La ob-
servada por el menor agraviado, el cual según consta en el
acta policial, cruzó imprudentemente la vía; que el Tribu-
nal de donde proviene la sentencia objeto del presente re-
curso, desestimó sin razón ni fundamento alguno, el pedi-
mento formulado por el prevenido y las demás partes apt�-
tantos, a los fines de presentar testigos que probaran que
el accidente tuvo como causa única la falta exclusiva de
la víctima; que por último y en cuanto se refiere al aspec-
to civil de la sentencia es claro que la misma no justifica
en grado alguno el motivo de la indemnización reconocida
a la parte civil, ya que el Tribuna a-quo se limita a decir
que esa parte, aportó los documentos base de la constitu-
ción y sin determinar sobre la base de qué perjuicio se.
otorgaba dicha indemnización a la parte civil constituida,
que por tanto la sentencia debe ser casada; pero,

Considerando, que para declarar culpable del acciden-
te al prevenido hoy recurrente'y fallar como lo hizo, la
Cámara a-qua dió por establecido, mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente:,
a) que en fecha 25 de septiembre de 1975, mientras José
A. Herrera F. conducía de norte a sur por la calle 10, la
camioneta placa No. 510-028, propiedad de Hielo Cons-
lanza, asegurada con póliza A-1-41260, al llegar a la casa
No. 400, atropelló a atildo Tavarez Fáliz, quien transitar
ba la mencionada calle de una acera a otra; causándole le-
siones curah'es antes de 10 días; b) que el accidente se
debió a la falta cometida por el prevenido hoy recurrente
por conducir su vehículo, con los frenos en malas condi-
ciones, lo que no le permitió detenerlo para evitar el mis-
mo;

Considerando, que por todo lo expuesto resulta evi-
dente, que contrariamente a lo alegado, por los recurren-
tes, la sentencia impugnada sí contiene una relación com-
pleta de cómo ocurrieron los hechos puesto a causa del
prevenido; que la Cámara a-qua al devlarar como culpa-
ble al prevenido, analizó la culpa también del agradado,
el cual contrariamente a lo afirmado por los recurrentes,
no es cierto que en el acta policial conste que él cruzara
de manen imprudente la vía; que ni en las actas de au-
diencia, ni en la sentencia impugnada, consta la afirma-
ción hecha en ese sentido por los recurrentes, que éstos
últimos hicieron pedimento alguno por ante la Cámara
a-qua, a los fines de presentar testigos para probar que
el accidente se debió a la falta exclusiva de la víctima,
que en cuanto al aspecto civil, la indemnización le fue
concedida a la parte civil constituida, tomando en cuenta
la Cámara a-qua la cantidad de la misma, en su condición
de madre del menor agraviado y los daños materiales y
morales sufridos por ella como consecuencia de las lesio-
nes sufridas por su hijo menor, que por tanto, los alega-
tos contenidos en los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su segundo y último medio de
casación, los recurentes alegan que el Tribunal de donde
proviene la sentencia incurrió en una grave violación a los
artículos 1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motos y de la Póliza suscrita con la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., parte recurrente,
en razón de que el ordinal Sexto de la sentencia recurrida,
en cuanto se refiere a las costas civiles, condenó a todos
los apelantes al pago de las mismas, incluyendo a la Com-
pañía, la cual, al igual que todas las aseguradoras en ma-
teria de costas, solo están obligadas al pago de aquellas a
que sean condenados sus asegurados por vía de la decla-
ración de culpabilidad de las mismas, que por tanto, la
sentencia debe ser casada;
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tiene una relación completa sobre la forma como ocurrie-
ren los hechos puestos a cargo del prevenido, que por otro
lado, el Tribunal a-quo, no realiza un análisis tanto de la
conducta observada por el prevenido, así como de ;a ob-
servada por el menor agraviado, el cual según consta en el.
acta policial, cruzó imprudentemente la vía; que el Tribu
nal de donde proviene la sentencia objeto del presente re.
curso, desestimó sin razón ni fundamento alguno, el pedi-
mento formulado por el prevenido y las demás partes ape.
lantes, a los fines de presentar testigos que probaran que•
el accidente tuvo como causa única la falta exclusiva de.'.
la víctima; que por último y en cuanto se refiere al aspec-
to civil de la sentencia es claro que la misma no jus:ifica
en grado alguno e motivo de la indemnización reconocida
a la parte civil, ya que el Tribuna a-quo se limita a decir
que esa parte, aportó los documentos base de la constitu-
ción y sin determinar sobre la base de qué perjuicio se.
otorgaba dicha indemnización a la parte civil constituida,
que por tanto la sentencia debe ser casada; pero,

Considerando, que para declarar culpable del acciden-
te al prevenido hoy recurrente-y fallar como lo hizo, la
Cámara a-qua lió por establecido, mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron regdarmente
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente:,'
a) que en fecha 25 de septiembre de 1975, mientras José
A. Herrera F. conducía de norte a sur por la catle .10, la
camioneta placa No. 510-028, propiedad de Hielo Cons-
tanza, asegurada con póliza A-1-41260, al llegar a la casa
No. 400, atropelló a Cádido Tavarez FYliz, quien transita-
ba la mencionada calle de una acera a otra; causándole le-
siones ctuab'es antes de 10 días; b) que el accidente se •
debió a la falta cometida por el prevenido hoy recurrente
por conducir su vehículo, con los frenos en malas condi-
ciones, lo que no le permitió detenerlo para evitar el mis-
mo;

Considerando, que por todo lo expuesto resulta evi-
dente, que contrariamente a lo alegado, por los recurren-
tes, la sentencia impugnada sí contiene una relación com-
pleta de cómo ocurrieron los hechos puesto a causa del
prevenido; que la Cámara a-qua al devlarar como culpa-
ble al prevenido, analizó la culpa también del agraviado,
el cual contrariamente a lo afirmado por los recurrentes,
no es cierto que en el acta policial conste que él cruzara
de manera imprudente la vía; que ni en las actas de au-
diencia, ni en la sentencia impugnada, consta la afirma-
ción hecha en ese sentido por los recurrentes, que éstos
últimos hicieron pedimento alguno por ante la Cámara
a-qua, a los fines de presentar testigos para probar que
el accidente se debió a la falta exclusiva de la víctima,
que en cuanto al aspecto civil, la indemnización le fué
concedida a la parte civil constituida, tomando en cuenta
la Cámara a-qua la cantidad de la misma, en su condición
de madre del menor agraviado y los daños materiales y
morales sufridos por ella como consecuencia de las lesio-
nes sufridas por su hijo menor, que por tanto, los alega-
tos contenidos en los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su segundo y último medio de
casación, los recurentes alegan que el Tribunal de donde
proviene la sentencia incurrió en una grave violación a los
artículos 1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor y de la Póliza suscrita con la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., parte recurrente,
en razón de que el ordinal Sexto de la sentencia recurrida,
en cuanto se refiere a las costas civiles, condenó a todas
los apelantes al pago de las mismas, incluyendo a la Com-
pañía, la cual, al igual que todas las aseguradoras en ma-
teria de costas, solo están obligadas al pago de aquellas a
que sean condenados sus asegurados por vía de la decla-
ración de ctilpabilidad de las mismas, que por tanto, la
sentencia debe ser casada;
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Considerando, que tal y corno sostiene y alegan los
currentes, en principio, las aseguradoras no pueden
condenadas al pago de las costas y sólo están ob ligadas á
por vía de la declaración de oponibilidad de las mis.
por vía de 1 adeclaración de oponibilidad de las mis..
mas, que por tanto, procede acoger el medio propuesto per
los recurrentes y casar la sentencia impugnada en este
aspecto, por vía de supresión y sin envío;

Considerando, que los hechos dados anteriormente
fortalecidos configuran a cargo del prevenido recurrente,
el delito de golpes y heridas involuntarias ocasionados con
el manejo de un vehículo de motor, previsto por el artícu-
lo 49 de La Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos
y sancionado en la letra a) del mismo texto legal, con las
penas de 6 días a 6 meses de prisión y multa de RD$6.00
a RD$180.00, cuando la enfermedad durare menos de 10
días, como ocurrió en la especie, que al condenar al pre-
venido a 15 días de prisión, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Cámara a-qua le aplicó una sanción ajustada
a la ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua, dió
por establecido que el hecho del prevenido ocasionó a Tre-
na Tavárez, constituida en parte civil, en su calidad de
madre del menor agraviado Cándido Tavárez, daños ma-
teriales y morales, los cuales evaluó en la suma de RD$
100.00, que al condenar solidariamente a José A. Herrera
y a Hielo Constanza y/o Américo Marras, en sus calida-
des de prevenido y persona civilmente responsable al pago
de esa suma, a título de indemnización, la Cámara a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 y 1384 del
Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 al declarar opo-
nibles las condenaciones civiles a' a San Rafael, C. par A.

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
a irene Tavárez en los recursos de casación interpues-

ios por José A. Herrera F., Hiedo Constanza y/o Américo
Marras y la San Rofoel, C. por A., contra la sentencia en
.*buciones correccionales, el 31 de mayo de 1977, por

Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
a del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece

ri	
co-

11
., .0 en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa

vía de supresión y envío, la mencionada sentencia, en
aspecto en que condenó al pago de las costas civiles a
San Rafael, C. por A.; Tercera: Rechaza en sus demás

tos el indicado recurso; Cuarto: Condena a José A.
era al pago de las costas penales y a éste y Hielo

'Constanza y a América Marras al pago de las costas civi-
les ordenando la distracción de las mismas en provecho de
los Doctores Rafael Vidal Espinosa y Manuel Ferraras Pe-

/ lea, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y
Its decl ara oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de

términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel

cobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados.

é firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
1, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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Considerando, que tal y como sostiene y alegan los 1.1.
currentes, en principio, las aseguradoras no pueden ser
condenadas al pago de las costas y sólo están obligadas al
por vía de la declaración de oponibilidad de las mis_
por vía de 1 adeelaración de oponibilidad de las mis_
mas, que por tanto, procede acoger el medio propuesto por
los recurrentes y casar la sentencia impugnada en este
aspecto, por vía de supresión y sin envío;

Considerando, que los hechos dados anteriormente
fortalecidos configuran a cargo del prevenido recurrente.
el delito de golpes y heridas involuntarias ocasionados con
el manejo de un vehículo de motor, previsto por el artícu-
lo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos
y sancionado en la letra a) del mismo texto legal, con las
penas de 6 días a 6 meses de prisión y multa de RD$6.00
a RD$180.00, cuando la enfermedad durare menos de 10
días, como ocurrió en la especie, que al condenar al pre-
venido a 15 días de prisión, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Cámara a-qua le aplicó una sanción ajustada
a la ley;

Considerando, que a.t.mismo, la Cámara a-qua, <lió
por establecido que el hecho del prevenido ocasionó a Ire-
ne Tavarez, constituida en parte civil, en su calidad de
madre del menor agraviado Cándido Tavárez, daños ma-
teriales y morales, los cuales evaluó en la suma de RDS
100.00, que al condenar solidariamente a José A. Herrera
y a Hielo Constanza y/o Américo Marras, en sus calida-
des de prevenido y persona civilmente responsable all pago
de esa suma, a título de indemnización, la Cámara a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 y 1384 del
Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 9117 al declarar opo-
nibles las condenaciones civiles a la San Rafael, C. por A.

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien- •
Irene Tavárez en los recursos de casación interpues-

por José A. Herrera F., Hiedo Constanza yío América
ras y la San Rofoel, C. por A., contra la sentencia en

buciones correccionales, el 31 de mayo de 1977, por
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-

a del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece co-
o en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa
vía de supresión y envío, la mencionada sentencia, en

aspecto en que condenó al pago de las costas civiles a
San Rafael, C. por A.; Tercera: Rechaza en sus demás

tos el indicado recurso; Cuarto: Condena a José A.
cera al pago de las costas penales y a éste y Hielo

'Constanza y a Américo Marras al pago de las costas civi-
les ordenando la distracción de las mismas en provecho de
los Doctores Rafael Vidal Espinosa y Manuel Ferreras Pé-
rez. quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y
las dco'ara oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de
los términos de la Póliza..

velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.

o Bcras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel
be, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

'audiencia pública del día, mes y año en él expresados.
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-

1, que certifico.— (Firmado): IVIiguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1980

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado drJ•
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe.
cha 12 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Orlando Muñoz Coste, Rafael de Jesús
Pérez y la Compañía de Seguros Patria, S. A.

Interviniente: Reynaldo Antonio Cruz.
Abogado: Abraham Abuarma C.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Herr:
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asi.4.
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en lacitidad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviembre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Resma-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Jos,:
Orlando Muñoz Coste, dominicano, mayor de edad, soltero,
médico, cédula No. 37071, serie 56, domiciliado en la casa
No. 62 de la calle Santa Ana, de la ciudad de San Fran-
cisco de Macorís; Rafael de Jesús Rojas Pérez, dominica-

no, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 86 de la ca-
lle Castillo, de la misma ciudad y la compañía de seguros
patria, S. A., con su asiento principal en la Avenida 27 de
febrero, de esta ciudad, contra la sentencia de la Segun-
da Cámara Penne del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, dictada el 2 de agosto de 1979,
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Alta-
gracia Maldonado, en repreesntación del Lic. Abrahain
Abukarma C., cédula No. 32782, serie 56, abogado d1 in-
terinie.nte, Reynaldo Antonio Cruz V., dominicano, ma-
yor de edad, soltero, cédula No. 33606, serie 56, domicilia-
do en la Sección Los Arroyos, jurisdicción de San Fran-
cismo dé Macorís;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recurses de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 14 de agosto de 1979, a
requerimiento del Dr. Mario Meléndez Mena, cédula No.

730495, serie 56, en representación de los recurrentes, en
la cual se propone como medio de casación el vicio de tal-

. ta de base legal;
Visto el memorial del 16 de junio de 1980, suscrito

Por el abogado de los recurrentes, Dr. Luis A. Bircann Ro-
jas, céduila No. 43324, serie 31, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 16 de junio de
1 980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, que se indican más adelante, y
1. 23, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe-
cha 12 de agosto de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Orlando Muñoz Coste, Rafael de Jesús
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte in-
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque. Castillo, asis-
tddos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviembre del año
1980, años 137' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Orlando Muñoz Coste, dominicano, mayor de edad, soltero,
médico, cédula No. 37071, serie 56, domiciliado en la casa
No. 62 de la calle Santa Ana, de la ciudad de San Frair
cisco de Macorís; Rafael de Jesús Rojas Pérez, dominica'

no, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 86 de la ca-
lle Castillo, de la misma ciudad y la compañía de seguros
patria, S. A., cen su asiento principal en la Avenida 27 de
febrero, de esta ciudad, contra la sentencia de la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, dictada el 2 de agosto de 1979.
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Alta-
gracia IVIaldonado, en repreesntación del Lic. Abrahain
Abukarma C., cédula No. 32782, serie 56, abogado del in-
terv r niente, Reynaldo Antonio Cruz V., dominicano, ma-
yor de edad, soltero, cédula No. 33606, serie 56, domicilia-
do en la Sección Los Arroyos, jurisdicción de San Fran-
Sino de Macorís;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
d	 República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 14 de agosto de 1979, a
requerimiento del Dr. Mario Meléndez Mena, cédula No.

'30495, serie 56, en representación de los recurrentes, en
la cual se propone como medio de casación el vicio de fal-
ta de base legal;

Visto el memorial del 16 de junio de 1980, suscrito
por el abogado de los recurrentes, Dr. Luis A. Bircann Ro-
jas, cédul a Ni>. 43324, serie 31, en el cual se proponen íos
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 16 de junio de
1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, que se indican más adelante, y
1. 23, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:
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Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente.
a) que con motivo de un accidente de tránsito en que hin:
zuna persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado
de Paz de San Francisco de Macorís dictó, en sus atribu-
ciones correccionales una sentencia el 14 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que con
motivo de los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Pronunciar y pronuncia el defecto contra el co-
prevenido Dr. José Orlando Muñoz Coste, de generales igno-
radas, por no haber comparecido a esta audiencia, no obs-
tante estar legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y de-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Mario. Meléndez Mena, a nombre y represen:a-
ción de la persona civilmente responsable, el Sr. Rafael de
Jesús Rojas P., del copreven:do Dr. José Orlando Muñoz
Coste y de la Compañía de Seguros Patria, S. A., contra .
la sentencia No. 1532 de fecha 14 del mes de Noviembre'!
del año 1978, dictada por el Juzgado de Paz de esta ciu-
dad. por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a la
Ley TERCERO: Confirmar y confirma en todas sus par-
tes la sentencia apelada, dictada por el Juzgado de Paz de
este municipio, en fecha 14 de Noviembre del año 1978,
la cual copiada textualmente dice así: "Fallar Primero:
Se declara culpable al Dr. José Orlando Muñoz Coste, de
Violar el artículo 72 de la Ley 241, y en consecuencia se
le condena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) de multa y las
costas penales; Segundo: Se descarga al coprevenido Rey-
'laido Antonio Cruz V., por no haber violado ningunas
disposiciones establecidas en la Ley 241, y sus reglamen-
taciones y se declaran las costas penales de oficio; Tercera:
Se declara buena y válida la constitución hect» en parte
civil por el señor Reynaldo Antonio Cruz V., contra los se-
ñores Dr. José Orlando Muñoz Cotos, Rafael de Jesús Ro'
jas Pérez y la Compañía de Seguros Patria, S. A., por ser
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regular en la forma y justa en cuanto al fondo; Cuarto:
Se condena al coprevenido José Orlando Muñoz Costa con-
junta y solidariamente con el Sr. Rafael de Jesús Rojas Pé-
rez al pago de la suma de RDS400.00 (Cuatrocientos Pesos
Oro) por todos los daños materiales en favor del Sr. Reynal-
do Antonio Cruz V.; Quinto: Se condena al señor José Or-
lando Muñoz Coste, conjunta y solidariamente con el se-
Ñor Rafael de Jesús Rojas Pérez, al pago de las costas del
procedimiento en favor del Lic. Abraham Aburkarrna C.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: La
presente sentencia, se declara oponible y ejecutoria con-
tra la Compañía Aseguradora Patria, S. A., en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo causante del acciden-
te;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
erial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
iolación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil,

por insuficiente, exposición de los hechos y del derecho;
Segundo Medio: Violación del Art. 1315 del Código Civil
al fijar el monto de la indemnización; insuficiencia de mo-
tivos en ese aspecto;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en sínttsis, lo siguiente: "que
por la sola lectura de la sentencia impugnada nadie puede
darse cuenta de cómo fué que ocurrió el accidente, ni en
qué lugar, ni en qulé ciudad o carretera, ni debido a qué
maniobra, ni cuáles fueron los daños, ni cuáles eran las
placas de los vehículos;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
cia -impugnada pone de manifiesto que ella no contiene
una relación de los hechos del accidente de tránsito que
cité') lugar al proceso seguido a José Orlando Muñoz Cotes;
que en estas condiciones la sentencia adolece del vicio de
falta de motivos y de base legal, y, en consecuencia, debe



Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente.
a) que con motivo de un accidente de tránsito en que mil:
gima persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado
de Paz de San Francisco de Macorís dictó, en sus atribu-
ciones correccionales una sentencia el 14 de noviembre
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que con
motivo de los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA;
PRIMERO: Pronunciar y pronuncia el defecto contra el co-
prevenido Dr. José Orlando Muñoz Coste, de generales i gno-
radas, par no haber comparecido a esta audiencia, no obs-
tante estar legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y de-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Mario Meléndez Mena, a nombre y representa-
ción de la persona civilmente responsable, el Sr. Rafael de
Jesús Rojas P., del coprevenido Dr. José Orlando Muñoz
Coste y de la Compañía de Seguros Patria, S. A., contra
la sentencia No. 1532 de fecha 14 del mes de Noviembre
del año 1978, dictada por el Juzgado de Paz de esta ciu-
dad, por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a la
Ley TERCERO: Confirmar y confirma en todas sus par-
tes la sentencia apelada, dictada por el Juzgado de Paz de
este municipio, en fecha 14 de Noviembre del año 1978,
la cual copiada textualmente dice así: "Falla, Primero:
Se declara culpable al Dr. José Orlando Muñoz Coste, de
Violar el artículo 72 de la Ley 241, y en consecuencia se
le condena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) de malta y las
costas penales; Segundo: Se descarga al coprevenido Rey-
/laido Antonio Cruz V., por no haber violado ningunas
disposiciones establecidas en la Ley 241, y sus reglamen-
taciones y se declaran las costas penales de oficio; Tercero:
Se declara buena y válida la constitución hecin en parte
civil por el señor Reynaldo Antonio Cruz V., contra los se-
ñores Dr. José Orlando Muñoz Cotes, Rafael de Jesús Ro-
jas Pérez y la Compañía de Seguros Patria, S. A., por ser

regular en la forma y justa en cuanto al fondo; Cuarto:
se condena al coprevenido José Orlando Muñoz Costa con-
junta y solidariamente con el Sr. Rafael de Jesús Rojas Pé-
rez al pago de la suma de RDS400.00 (Cuatrocientos Pesos
Pro) por todos los daños materiales en favor del Sr. Reynal-

o Antonio Cruz V.; Quinto: Se condena al señor José Or-
do Muñoz Coste, conjunta y solidariamente con el se-

ñor Rafael de Jesús Rojas Pérez, al pago de las costas del
procedimiento en favor del Lic. Abraham Aburkarma C.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: La
presente sentencia, se declara oponible y ejecutoria con-

. tra la Compañía Aseguradora Patria, S. A., en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo causante del acciden-
e;

Considerando, que llos recurrentes proponen en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil,
per insuficiente, exposición de los hechos y del derecho;
Segundo Medio: Violación del Art. 1315 del Código Civil
-al fijar el monto de la indemnización; insuficiencia de mo-
tivos en ese aspecto;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
' Hal, los recurrentes alegan, en sínttsis, lo siguiente: "que
por la sola lectura de la sentencia impugnada nadie puede
darse cuenta de cómo fué que ocurrió el accidente, ni en
qué lugar, ni en qué ciudad o carretera, ni debido a qué
maniobra, ni cuáles fueron los daños, ni cuáles eran las
placas de los vehículos;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-
, cia impugnada pone de manifiesto que ella no contiene

una relación de los hechos del accidente de tránsito que
lugar al proceso seguido a José Orlando Muñoz Cotes;

que en estas condiciones la sentencia adolece del vicio de
falta de motivos y de base legal, y, en consecuencia, debe
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ser casada, sin que sea necesario examinar el segundo
dio del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia es casada per
falta de motivos o de falta de base legal, las costas rueden
ser compensadas, según lo dispone el artículo 65 de la Lev
sobre Procedimiento de Casación;

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1980

sentencia impugnada. Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de marzo de 1975.

Materia: Correccional.

Por tales motivos, Primero: Admite corno interviniem
te a Reynaldo Antonio Cruz V., en los recursos de casación
interpuestos por José Orlando Muñoz Cotes, Rafael de Je-
sús Rojas Pérez y la Compañía de Seguros Patria, S. A.,
contra la sentencia de la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia de Duarte, dictada el 2 de agos-
to de 1979, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto por ante
la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial de La Ve-
ga; Tercero: Declara las costas penales de oficio; Cuarto:
Compensa las costas civiles entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo. —Miguel Jacobo F., Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los,
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Migue. Jacobo.

Recurrente: Claudio W. Helena Ravelo.

Ahogado: Dr. Delfín A. Castillo Martínez.

Werviniente: Lorenzo Amparo.

Abogado: Dr, Simón Omar lielenzuela,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asitidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de
noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Claudio W. Helena Ravelo, dominicano, mayor
de edad, soltero, chófer, domicilaido y residente en el ki-
lómetro 91/2, de la carretera Mella, cédula No. 33014, se-
rie 54; el Consejo Estatal del Azúcar, con su domicilio y
asiento social en esta, ciudad, y la Compañía de Seguros



4

2536	 BOLETIN JUDICIAL

ser casada, sin que sea necesario examinar el segundo me.,,
dio del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos o de falta de base legal, las costas pueden
ser compensadas, según lo dispone el artículo 65 de la Le•
sobre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1980

sentencia impugnada,: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de marro de 1975.

materia: Correccional.

Recurrente: Cláudio W. Helena Ravelo.

1

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Reynaldo Antonio Cruz V., en los recursos de casación
interpuestos por José Orlando Muñoz Coles, Rafael de Je--
sús Rojas Pérez y la Compañía de Seguros Patria, S. A.,
contra la sentencia de la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia de Duarte, dictada el 2 de agos-
to de 1979, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto por ante
la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial de La Ve-
ga; Tercero: Declara las costas penales de oficio; Cuarto:
Compensa las costas civiles entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo. —Miguel Jacobo F., Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresad
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario Ge
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Abogado: Dr. Delfín A. Castillo Martínez.

Intztviniente: Lorenzo Amparo.
Abogado: Dr, Simón Omar Velenzuela,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Cate de
• Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asitidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de
noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Claudio W. Helena Ravelo, dominicano, mayor
de edad, soltero, chófer, domicilaido y residente en el ki-
lómetro 91/2, de la carretera Mella, cédula No. 33014, se-
rie 54; el Consejo Estatal del Azúcar, con su domicilio y
asiento social en esta , ciudad, y la Compañía de Seguros



San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la calle
Leopoldo Navarro, de esta ciudad, contra la sentencia die,
Lada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 20 de mrazo de 1975, cia.,
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Nelson Ramos, cédula No. 114460, serie
Ira., en representación del Dr. Delfín Antonio Castillo
Martínez, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusioes;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Simón
Omar Valenzuela de los Santos, cédula No. 1803, serie 12.
abogado del interviniente Lorenzo Amparo, dominicano,
mayor de edad. obrero, domiciliado y residente en esta
ciudad;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 10 de marzo de 1778.
a requerimiento del Dr. José Miguel García y García, cé-
dula No. 72714, serie ira., en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se propone contra la sentencia im-
pugnada, ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 29 de sep-
tiembre de 1978, suscrito por su abogado, en el que se pro-
pone el medio único de casación, que luego se indica;

Visto el escrito del interviniente, del 29 de septiem-
bre de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema',Corte de Justicia, después de haber deb-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117.
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor:
y 1. 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 103,
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 93

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrdo en la
carretera Mella, el. 23 de abril de 1974, en el cual resultó
con lesiones corporales una persona, la Octava Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó el '7 de agosto de 1974, una sentencia cuyo dis-
positivo aparece copiado en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ahora impugnada en casación con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 27 de agosto de
1974, por: a) Dr. José Miguel García y García a nombre
y representación del prevenido Cláudio W. Helena Rave-
lo, del Consejo Estatal del Azúcar y la Compauía de Se-
guros San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Simón Omar Va-
lenzuela, a nombre y representación de Lorenzo Amparo,
en fecha 9 de agosto de 1974, contra sentencia de fecha 7
de agosto de 1974, dictada por la Octava Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara

al nombrado Cláudio W.Helena Ravelo, de generales ano-
tadas, culpable de violar el artículo 49, de la Ley 241, y
en consecuencia, se condena al pago de una multa de Vein-
te Pesos oro (RD$20.00) y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara al nombrado Lorenzo Amparo, de ge-
nerales que constan, no culpable de violación a la Ley 241
y en consecuencia se le descarga de toda responsabili-
dad penal, por no haber cometido el hecho puesto a su
cargo; Tercero: Se declaran las costas de oficio; Cuarto:
Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por el señor
Lorenzo Amparo, contra el nombrado Cláudio W. Hele-
na Ravelo, y el Consejo Estatal del Azúcar, prevenido y
persona civilmente responsable, respectivamente, por me-
diación de su abogado Dr. Simón Omar Valenzuela, por
haber sido hecho de conformidad con la Ley; en cuanto al

•
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San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la calle
Leopoldo Navarro, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 20 de mrazo de 1975, cu•
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Nelson Ramos, cédula No. 114460, se
Ira., en representación del Dr. Delfín Antonio Castillo
Martínez, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusioes;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Simón
Omar Valenzuela de los Santos, cédula No. 1803, serie 12.
abogado del interviniente Lorenzo Amparo, dominicano,
mayor de edad, obrero, domiciliado y residente en esta
ciudad;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 10 de marzo de 1778,
a requerimiento del Dr. José Miguel García y García, cé-
dula No. 72714, serie lra., en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se propone contra la sentencia im-
pugnada, ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 29 de se
tiembre de 1978, suscrito por su abogado, en el que se p
pone el medio único de casación, que luego se indica;

Visto el escrito del interviniente, del 29 de septi
bre de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema •Corte de Justicia, después de haber de
herado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 411
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 1
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrdo en la
carretera Mella, el 23 de abril de 1974, en el cual resultó
con lesiones corporales una persona, la Octava Cámara de "
lo penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
ional, dictó el 7 de agosto de 1974, una sentencia cuyo dis-

itivo aparece copiado en el de la ahora impugnada; b)
ue sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia
ora impugnada en casación con el siguiente dispositivo:

'TALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 27 de agosto de
1974, por: a) Dr. José Miguel García y García a nombre
v representación del prevenido Cláudio W. Helena Rave-
lo, del Consejo Estatal del Azúcar y la Compauía de Se-
guros San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Simón Omar Va-
lenzuela, a nombre y representación de Lorenzo Amparo,
en fecha 9 de agosto de 1974, contra sentencia de fecha 7
de agosto de 1974, dictada por la Octava Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara

al nombrado Cláudio W.Helena Ravelo, de generales ano-
tadas, culpable de violar el artículo 49, de la Ley 241, y
en consecuencia, se condena al pago de una multa de Vein-
te Pesos oro (RD$20.00) y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara al nombrado Lorenzo Amparo, de ge-
erales que constan, no culpable de violación a la Ley 241

y en consecuencia se le descarga de toda responsabili-
dad penal, por no haber cometido el hecho puesto a su
cargo; Tercero: Se declaran las costas de oficio; Cuarto:
Se declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por el señor
Lorenzo Amparo, contra el nombrado Cláudio W. Hele-
na Ravelo, y el Consejo Estatal del Azúcar, prevenido y
Persona civilmente responsable, respectivamente, por me-
diación de su abogado Dr. Simón Omar Valenzuela, por
haber sido hecho de conformidad con la Ley; en cuanto al
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fondo se condena a Claudio W. Helena Ravelo conjunta-
mente con el Consejo Estatal del Azúcar, al page de una
indemnización de Dos mil quinientos pesos oro (RD$2..
500.00; a favor de Lorenzo Amparo, como justa repara.
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su.,
frirdos por éste en el accidente; Quinto: Se condena a
Claudio W. Helena Ravelo y al Consejo Estatal del Azú-
car, en sus respectivas calidades, al pago de los intereses
legales de dicha suma, a partir de la fecha de la deman-
da, a favor de Lorenzo Amparo, a título de indemnizatión
supletoria, se condena además al pago de las costas civi.
les con distracción de las mismas en favor y provecho del
Dr. Simón Omar Valenzuela, en su condición de abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible, en su aspecto civil, a la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegurado-
ra del vehículo causante del accidente, de conformidad
con el artículo 10, modificado por la Ley 4117, sobre Se-
guro obligatorio de Vehículos de Motor; por haber sido
de acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: En
cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Claudio W. Helena Ravelo, por no haber comparecido a
la audiencia a la cual fuera legalmente citado; TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida
por haber sido dictada conforme a Derecho; CUARTO:
Condena a Claudio W. Helena Ravelo y al Consejo Esta-
tal del Azúcar, al primero al pago de las costas penales
de la alzada y a ambos al pago de las civiles, con distrac-
ción de las mismas a favor del Dr. Omar Valenzuela,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUIN-
TO: Declara la presente sentencia común y oponible, a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en sus alu-
didas calidades de entidad aseguradora del vehículo cau-
sante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio único de casa-
ción: Falta de base legal y subsecuentem ente insuficien-

cia de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su único me-
dio de casación los recurrentes alegan en síntesis, que el
conductor Cládio W. Helena Ravelo declaró que "el acci-
dente se produjo cuando al rebasar un camión que esta-
ba estacionado, se encontró con que el conductor del tri-
ciclo se dirigía por la misma vía, pero en dirección con-
trade., y que frenó su vehículo, pero que había una arenita
que le hizo perder el control del vehículo, chocando como
consecuencai, con dicho triciclo" y que no se produjo de-
claración alguna en contrario; que el daño causado se pro-
dujo debido a un hecho imprevisible e insuperable que
caracteriza a una de las causas eximentes de responsabi-
lidad civil, que es la fuerza mayor y, por último, que la
Corte a-qua no estableció que hubo exceso de velocidad de
parte del conductor Claudio W. Helena Ravelo; pero,

Considerando, que el exceso de la sentencia impugna-
, da pone de manifiesto que la Corte a-qua, para fallar co-

mo lo hizo, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, dió por establecido, lo siguiente: a)
que mientras Claudio W. Helena Ravelo conducía el carro
placa oficial No. 0-9676, marca Chevrolet, modelo 1970,
con póliza de la Compañía de Seguros San Rafale, C. por
A., y propiedad del Consejo Estatal del Azúcar, por la ca-
rretera Mella, en el Distrito Nacional, el 25 de abril de
1974, de este a oeste, al llegar frente a la fábrica de pin-
turas Pidoca, atropelló a Lorenzo Amparo, que transitaba
conduciendo un ,triciclo de su propiedad, placa No. 92,
por la misma vía, pero en dirección contraria, quien resul-
tó con golpes y heridas y fractura del extremo distal del
radio derecho, curables después de 60 y antes de los no-



fondo se condena a Cláudio W. Helena Ravelo conjunta,
mente con el Consejo Estatal del Azúcar, al pagc de una
indemnización de Dos mil quinientos pesos oro (R142_
500.00) a favor de Lorenzo Amparo, como justa repara.
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su.
frirdos por éste en el accidente; Quinto: Se condena a
Claudio W. Helena Ravelo y al Consejo Estatal del Azú.
car, en sus respectivas calidades, al pago de los intereses
legales de dicha suma, a partir de la fecha de la deman-
da, a favor de Lorenzo Amparo, a título de indemnizadón
supletoria, se condena además al pago de las costas civi-
les con distracción de las mismas en favor y, provecho del
Dr. Simón Omar Valenzuela, en su condición de abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible, en su aspecto civil, a la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegurado-
ra del vehículo causante del accidente, de conformidad
con el artículo 10, modificado por la Ley 4117, sobre Se-
guro obligatorio de Vehículos de Motor; por haber sido
de acuerdo a las formalidades legales; SEGUNDO: En
cuanto al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido
Cláudio W. Helena Ravelo, por no haber comparecido a
la audiencia a la cual fuera legalmente citado; TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida
por haber sido dictada conforme a Derecho; CUARTO:
Condena a Cláudio W. Helena Ravelo y al Consejo Esta-
tal del Azúcar, al primero al pago de las costas penales
de la alzada y a ambos al pago de las civiles, con distrac-
ción de las mismas a favor del Dr. Omar Valenzuela,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUIN-
TO: Declara la presente sentencia común y oponible, a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en sus alu-
didas calidades de entidad aseguradora del vehículo cau-
sante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio único de casa-

ción : Falta de base legal y subsecuentemente insuficien-

cia de motivos;
Considerando, que en el desarrollo de su único me-

dio de casación los recurrentes alegan en síntesis, que el
conductor Cládio W. Helena Ravelo declaró que "el acci-
dente se produjo cuando al rebasar un camión que esta-
ba estacionado, se encontró con que el conductor del tri-
ciclo se dirigía por la misma vía, pero en dirección con-

.

traria, y que frenó su vehículo, pero que había una arcnita
que le hizo perder el control del vehículo, chocando como
consccuencai, con dicho triciclo" y que no se produjo de-
claración alguna en contrario; que el daño causado se pro-
dujo debido a un hecho imprevisible e insuperable que
caracteriza a una de las causas eximentes de responsabi-
lidad civil, que es la fuerza mayor y, por último, que la
Corte a-qua no estableció que hubo exceso de velocidad de
parte del conductor Cláudio W. Helena Ravelo; pero,

Considerando, que el exceso de la sentencia impugna--
da pone de manifiesto que la Corte a-qua, para fallar co-
mo lo hizo, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, dió por establecido, lo siguiente: a)
que mientras Cláudio W. Helena Ravelo conducía el carro
placa oficial No. 0-9676, marca Chevrolet, modelo 1970,
con póliza de la Compañía de Seguros San Rafale, C. por
A., y propiedad del Consejo Estatal del Azúcar, por la ca-
rretera Mella, en el Distrito Nacional, el 25 de abril de
1974, de este a oeste, al llegar frente a la fábrica de pin-
turas Pidoca, atropelló a Lorenzo Amparo, que transitaba
conduciendo un ,triciclo de su propiedad, placa No. 92,
por la misma vía, pero en dirección contraria, quien resul-

con golpes y heridas y fractura del extremo distal del
adio derecho, curables después de 60 y antes de los no-
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venta días, según certificado médico; que el prevenido
Cláudio W. Helena Ravelo fué imprudente y negligente
en la conducción de su vehículo de motor, al no tomar las
medidas de previsión necesarias a fin de evitar el acci-
dente; que fué imprudente al no disminuir la velocidad
de su vehículo, cuando delante de él, según sus propias
declaraciones, iba un camión, al que trató de rebasar, en
el momento en que ocurrió el accidente y que, aunque
frenó, siempre alcanzó a Lorenzo Amparo, quien venía a
su derecha; que, no obstante haber sido éste, juntamen-
te con Cláudio W. Helena Ravelo, sometido a la acción de
la Justicia, fué juzgado y declarado no culpable de los he-
chos puestos a su cargo en primera instancia, sin que la
Corte a-qua retuviera falta alguna en su contra, la cual
estableció en cambio, que toda la culpa era del último
nombrado, por lo cual "debe responder en todos sus as-
pectos por su hecho antijurídico";

Considerando, que los hechos así estalebcidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente el delito de gol-

-pes y heridas involuntarias, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sanciona-
do en la letra c) del mismo texto legal con las penas de
seis meses a dos años de prisión y multa de cien a quinien-
tos pesos oro, si del accidente resultara al lesionado una
enfermedad e imposibilidad para dedicarse a su trabajo
por un tiempo de veinte días o más, como ocurrió en la
especie a la víctima; que al condenar al prevenido recu-
rrente, confirmando la sentehcia de primera instancia,
que le condenó a RD$20.00 de multa, sin que existiera re-
curso de apelación del Ministerio Público, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de las principios que rigen
la materia, y le aplicó la pena ajustada; que todo lo an-
tes expuesto pone de manifiesto, además, que la senten-
cia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes
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que justifican su dispositivo y una exposición completa de
los hechos y circunstancias de la causa, fundados en el po-
der de apreciación que tienen los jueces para el estable-
cimiento de los mismos, y que han permitido a esta Su-

prema Corte apreciar que en el presente caso se hizo una
correcta aplicación de le Ley, que por tanto, el único me-
ato del recuros carece de fundamento y debe ser desesti-

mado;
Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por

establecido que el hecho del prevenido recurrente Cláu-
dio W. Helena Ravelo, había ocasionado a Lorenzo Ampa-
ro, constituido en parte civil, daños y perjuicios materia-
les y morales cuyo monto apreció en RD$ 2,500.00 (Dos
mil quinientos pesos oo); que al condenar, conjuntamen-
te a los recurrentes Helena Ravelo y Consejo Estatal del
Azúcar, al pago de esa suma, a título de indemnización,
y al de los intereses legales de los mismos, a título de in-
demnización complementaria, y al hacer oponibles esas
condenaciones ciiviles a la entidad aseguradora, Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., también recurrente,
aspectos que no han sido impugnados en el memorial de
los recurrentes, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y

10 la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que ame-

.
rite su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Lorenzo Amparo, en los recursos de casación inter-
puestos por Cláudio W. Helena Ravelo, el Consejo Esta-
tal del Azúcar y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada en sus atrbuciones co-

1
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venta días, según certificado médico; que el prevenido
Cláudio W. Helena Ravelo fué imprudente y negligente
en la conducción de su vehículo de motor, al no tomar las
medidas de previsión necesarias a fin de evitar el acci-
dente; que fué imprudente al no disminuir la velocidad
de su vehículo, cuando delante de él, según sus propias
declaraciones, iba un camión, al que trató de rebasar, en
el momento en que ocurrió el accidente y que, aunque
frenó, siempre alcanzó a Lorenzo Amparo, quien venía a
su derecha; que, no obstante haber sido éste, juntamen-
te con Cláudio W. Helena Ravelo, sometido a la acción de
la Justicia, fué juzgado y declarado no culpable de los he-
chos puestos a su cargo en primera instancia, sin que la
Corte a-qua retuviera falta alguna en su contra, la cual
estableció en cambio, que toda la culpa era del último
nombrado, por lo cual "debe responder en todos sus as-
pectos por su hecho antijurídico";

Considerando, que los hechos así estalebcidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente el delito de gol-
pes y heridas involuntarias, causados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sanciona-
do en la letra c) del mismo texto legal con las penas de
seis meses a dos años de prisión y multa de cien a quinien-
tos pesos oro, si del accidente resultara al lesionado una
enfermedad e imposibilidad para dedicarse a su trabajo
por un tiempo de veinte días o más, como ocurrió en la
especie a la víctima; que al condenar al prevenido recu-
rrente, confirmando la sentehcia de primera instancia,
que le condenó a RD$20.00 de multa, sin que existiera re-
curso de apelación del Ministerio Público, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de las principios que rigen
la materia, y le aplicó la pena ajustada; que todo lo an-
tes expuesto pone de manifiesto, además, que la senten-
cia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes

---
que justifican su dispositivo y una exposición completa de
los hechos y circunstancias de la causa, fundados en el po-
der de apreciación que tienen los jueces para el estable-
ejrniento de los mismos, y que han permitido a esta Su-
prema Corte apreciar que en el presente caso se hizo una
correcta aplicación de le Ley, que por tanto, el único me-
dio del recuros carece de fundamento y debe ser desesti-

mad°C;onsiderando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido recurrente Cláu-
dio W. Helena Ravelo, había ocasionado a Lorenzo Ampa-
ro, constituido en parte civil, daños y perjuicios materia-
les y morales cuyo monto apreció en RD$ 2,500.00 (Dos
mil quinientos pesos oo); que al condenar, conjuntamen-
te a los recurrentes Helena Ravelo y Consejo Estatal del
Azúcar, al pago de esa suma, a título de indemnización,
y al de los intereses legales de los mismos, a título de in-
demnización complementaria, y al hacer oponibles esas
condenaciones caviles a la entidad aseguradora, Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., también recurrente,
aspectos que no han sido impugnados en el memorial de
los recurrentes, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
10 la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que ame-
rite su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Lorenzo Amparo, en los recursos de casación inter-
puestos por Cláudio W. Helena Ravelo, el Consejo Esta-
tal del Azúcar y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por. A., contra la sentencia dictada en sus atrbuciones co-
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reccionales, por la Corte de Apelación de Santo Dorri;,.
go, el 20 de marzo de 1975, cuyo dispositivo se ha coinci-do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Recha.
za los mencionados recursos; Tercero: Condena a Loren-zo Amparo al pago de las costas penales y a éste y a:
Consejo Estatal del Azúcar, al pago de las costas civiles,
con distracción de éstas últimas en favor del Dr. Simón
Omar Valenzuela de los Santos, abogado del intervinien-
te, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las
hace oponibles a la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez  Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresad;,s,
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretar'o Gene-
ral. que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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S,NTENCIA DE REGIA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte dde Apelación de Santo Domingo, de

fecha 8 de febrero de1978,

Mate ria: Correccional,

gecurrentes: Juan José Olivero Islanzueta y la Compañía de Se-

guros Pepín, S. A.
Abogado: Dr. L. E. Norberto R.

pdervinlente: Francisco del Rosario.
Abogado: Dr. César A. Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes
de Noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
José Olivero Manzueta, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, empleado privado, domiciliado y residente en la calle
Altagracia No. 10, del Barrio Los Minas, de esta ciudad,
cedilla No, 140242, serie primera, y la Compañía de Segu'
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recelo/Jales, por la Corte de Apelación de Santo Dornin.
go, el 20 de marzo de 1975, cuyo dispositivo se ha copla.
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Recha-
za los mencionados recursos; Tercero: Condena a Loren-zo Amparo al pago de las costas penales y a éste y al
Consejo Estatal del Azúcar, al pago de las costas civiles,
con distracción de éstas últimas en favor del Dr. Simón
Omar Valenzuela de los Santos, abogado del intervinien-
te, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las
hace oponibles a la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada pt.r los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienc.a pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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ENTENCIA DE RECUA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

tencia impugnada: Corte dde Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de febrero de1978,

teria: Correccional.

Recurrentes: Juan José Olivero Manzueta y la Compañía de Se-

guros Pepin, S. A.
Abogado: Dr, L, F. Norberto R.

piterviniente: Francisco del Rosario.
Ahogado; Dr. César A. Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
justizia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,

. Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-

' mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes
de Noviembre de 1980, años 137' de la Independencia y
18' de la Restauración, dicta como Corte de Casación la
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
José Olivero Manzueta, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, empleado privado, domiciliado y residente en la calle
Altagracia No 10 del Barrio Los Minas, de esta ciudad,
cédula No, 140242, serie primera, y la Compañía de Segu'
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ros Pepín, S. A., con su domicilio y asiento social en la ea_
Ile Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra,
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, par
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 8 de febrero
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Ger.

mán Alvarez. Méndez, cédula No. 28418, serie lra., en .re.
presentación del Doctor César A. Medina, cédula No. litS,
serie 25, abogado del interviniente Francisco del Ro
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domicilia
residente en esta ciudad, cédula No. 91914, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre
ría de la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor Luis F
Norberto Rodríguez, cédula No. 21417, serie 23, en fech ó

7 de abril de 1978, en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber ddi-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No .4117,
de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
1383 dell Código Civil, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretra de Mendoza, del Distrito Nacional, en la noche del
21 de diciembre de 1975, en el que resultó lesionada una
persona, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribucio-
nes correccionales, dictó el 26 de octubre de 1976, una ser-

tencia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impug-
nada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Francisco Cadena Moquete, a
nombre de Juan J. Olivero Manzueta, y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., contra sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzagdo de Primera Instan-

,
cia del Distrito Nacional, en fecha 26 de Octubre de 1976,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia
el defecto, en contra del nombrado Juan J. Olivero Man-
zueta, por no comparecer a la audiencia, para la cual esta-
ba legalmente citado; Segundo: Se condena al nombrado
Juan J. Olivero Manzueta, culpable de violar los artículos
49 y 65 de la Ley No. 241 y aplicando el principio del no
cúmulo de penas, así como teniendo circunstancias ate-
nuantes a su favor; se condena a pagar RD$50.00 (Cincuen-
ta pesos) de multa; Tercero: Se ordena la suspensión de la
licencia que para manejar vehículos de motor, ampara al
nombrado Juan J. Olivero Manzueta, por el término de (6)
Seis meses, a partir de la fecha de la sentencia; Cuarto:
Se condena al nombrado Juan J. ()Uvero Manzueta al pago
de las costas penales del proceso; Quinto: Se declara bue-
na y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil, hecha por el nombrado Francisco Rosario, a través
del Dr. César Augusto Medina, por ajustarse a la Ley;
Sexto: En cuanto al fondo de la referida constitución en

• parte civil se condena al nombrado Juan J. Olivero Man-
zueta, en su doble calidad de conductor y persona civil-
mente responsable, al pago de una indemnización de RD
83,000.00 (Tres mil pesos oro), en favor del nombrado
Francisco Rosario, como justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos por él a conse-
cuencia del accidente de que se trata, así como también al
pago de los intereses legales de la suma acordada a partir

1 I
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ros Pepín, S. A., con su domicilio y asiento soo:al en la ca-
lle Mercedes esquina Palo Hincado, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 8 de febrero
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Ger.
mán Alvarez Méndez, cédula No. 28418, serie lra., en re-
presentación del Doctor César A. Medina, cédula No. 8325,
serie 25, abogado del interviniente Francisco del Rosario,
dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No. 91914, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor Luis F.
Norberto Rodríguez, &dula No. 21417, serie 23, en fecha
7 de abril de 1978, en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1 y 10 de la Ley No .4117,
de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
1383 del Código Civil, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretra de Mendoza, del Distrito Nacional, en la noche del
21 de diciembre de 1975, en el que resultó lesionada una
persona, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribucio-
nes correccionales, dictó el 26 de octubre de 1976, una son-

tenia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impug-
nada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Admite corno regular y válido eil recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Francisco Cadena Moquete, a
nombre de Juan J. Olivero Manzueta, y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., contra sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzagdo de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 26 de Octubre de 1976,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se pronunc:a
el defecto, en contra del nombrado Juan J. Olivero Man-
zucta, por no comparecer a la audiencia, para la cual esta-
ba legalmente citado; Segundo: Se condena al nombrado
Juan J. Olivero Manzueta, culpable de violar los artículos
49 y 65 de la Ley No. 241 y aplicando el principio del no
cúmulo de penas, así como teniendo circunstancias ate-
nuantes a su favor; se condena a pagar RD$50.00 (Cincuen-
ta pesos) de multa; Tercero: Se ordena la suspensión de la
licencia que para manejar vehículos de motor, ampara al
nombrado Juan J. Olivero Manzueta, por el término de (6)
Seis meses, a partir de la fecha de la sentencia; Cuarto:
Se condena al nombrado Juan J. Olivero Manzueta al pago
de las costas penales del proceso; Quinto: Se declara bue-
na y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte

1 , civil, hecha por el nombrado Francisco Rosario, a través
del Dr. César Augusto Medina, por ajustarse a la Ley;
Sexto: En cuanto al fondo de la referida constitución en

• parte civil se condena al nombrado Juan J. Olivero Man-
zueta, en su doble calidad de conductor y persona civil-
mente responsable, al pago de una indemnización de RD
$3,000.00 (Tres mil pesos oro), en lavar del nombrado
Francisco Rosario, corno justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos por él a conse-
cuencia del acódente de que se trata, así como también al
pago de los intereses legales de la suma acordada a partir



2548	 BOLETIN JUDICIAL

de la fecha de la demanda, hasta la total ejecución de la
sentencia a título de indemnización supletoria; Sépiime;
Se condena al nombrado Juan J. Olivero Manzueta, al pa,
go de las costas civiles en provecho del Dr. César Augusto
Medina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Se declara la presente sentencia común, oponible
y ejecutable a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que causó el acci-
dente, asegurado por la póliza No. A-48500, de acuerdo
con la ley; por haberse hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra Juan O. Olivero Manzueta, por haber sido citado y em-
plazado para la audiencia; TERCERO: Modifica la senten-
cia recurrida en su Ordinal Sexto, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio fija dicha indemnización en
la suma de RDS2,000.00 (Dos mil pasos oro); CUARTO:
Condena al prevenido Juan J. Olivero Manzueta, al pago
de las costas penales de la alzada; QUINTO: Condena a
Juan J. Olivero Manzueta, al pago de las costas civiles en
provehco del Dr. César Augusto Medina, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sen-
tencia común, a la Compañía de Segures Pepín, S. A., por
ser la aseguradora del vehículo que causó el accidente;

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen el siguiente medio único de casación: "Falta de Mo-
tivo, y Base Legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio úni-
co de casación los recurrentes alegan, en síntesis, que al
sostener los recurrentes ante los jueces del fondo que el
accidente se produjo por la imprudencia e inadvertencia
de la víctima, quien se lanzó a cruzar la vía con la cabeza
cubierta con una toalla, pues estaba lloviendo, sin perca-
tarse antes de la presencia del vehículo y que, en esas con-
diciones, se imponía a dichos jueces, a examinar la con-
ducta de la víctima; b) determinar qué influencia tuvo
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esa conducta en el accidente; y c), decir en su sentencia
en qué consistió esa conducta de la víctima; que como la
sentencia impugnada no dice nada de esos aspectos del pro-
ceso, es evidente que ha incurrido en los vicios de falta de
motivos y base legal; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se dá
por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio regularmente administrados en la instrucción
de la causa, lo siguiente: a) que a eso de las siete de la
oche del 21 de diciembre de 1975, mientras el carro pla-

ca privada No. 110-108, con póliza de la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A.. conducido por su propietario Juan J. Oli-
vero Manzueta transitaba en dirección de Este a Oeste por
la carretera de Mandinga, al llegar a las proximidades del
parque de Villa Faro, atropelló a Francisco Rosario, quien
iba a cruzar la vía, de una acera a otra; b) que, como conse-
cuencia del accidente Francisco Rosario, resultó con fractu-
ras de ambas piernas, curables después de 120 y antes de 150
días; c) que Francisco Rosario, en la conducción de su ve-
hículo, fué imprudente y negligente, "ya que éste al tran-
sitar por una vía en horas de la noche, estando lloviendo,
debió de haber encendido las luces altas a los fines de po-
der tener una visibilidad que le permitiera ver cualquier
obstáculo a una distancia que le permitiera detener la
marcha; que, también, lo fue, al conducir su vehículo por
el centro de la vía; que, además fue atolondrado y descui-
dado, ya que al ver la víctima no tomó ninguna de las me-
didas previsoras que el buen juicio y la prudencia acon-
sejan, como avisar su Proximidad, así como detener la mar-
cha para evitar el accidente; y, por último, "que si toma
las medidas de ‘ lugar, el accidente no ocurre", que, por to-
do lo expuesto anteriormente los alegatos de los recurren-.
tes carecen de fundamento, puesto que la Corte a-qua dio
Por establecidoo que toda la responsabilidad del accidente
se debió a faltas del prevenido recurrente, lo que la exi-
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de la fecha de la demanda, hasta la total ejecución de la)
sentencia a título de indemnización supletoria; Sépanlo:
Se condena al nombrado Juan J. Oli n ero Manzucta, al pa-
go  de las costas civiles en provecho del Dr. César Augusto
Medina, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Octavo: Se declara la presente sentencia común, oponible I,
y ejecutable a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
ser la entidad aseguradora del vehículo que causó el acci-
dente, asegurado por la póliza No. A-48500, de acuerdo
con la ley; por haberse hecho dentro <lel plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra Juan O. Olivero Manzueta, por haber sido citado y em-
plazado para la audiencia; TERCERO: Modifica la senten-
cia recurrida en su Ordinal Sexto, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio fija dicha indemnización en
la suma de RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro); CUARTO:
Condena al prevenido Juan J. Olivero Manzueta, al pago
de las costas penales de la alzada; QUINTO: Condena a
Juan J. Olivero Manzueta, al pago de las costas civiles en
provehco del Dr. César Augusto Medina, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sen-
tencia común, a la Compañía de Segures Pepín, S. A., por
ser la aseguradora del vehículo que causó el accidente;

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro- ,
ponen el siguiente medio único de casación: "Falta de 1110-.:
tivo, y Base Legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio úni-
co de casación los recurrentes alegan, en sintewls, que al
sostener los recurrentes ante los jueces del fondo que el;
accidente se produjo por la imprudencia e inadvertencia
de lá víctima, quien se lanzó a cruzar la vía con la cabeza
cubierta con una toalla, pues estaba lloviendo, sin perca-
tarse antes de la presencia del vehículo y que, en esas con-
diciones, se imponía a dichos jueces, .a examinar la con-
ducta de la víctima; b) &terminar qué influencia tuvo
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esa conducta en el accidente; y e), decir en su sentencia
en qué consistió esa conducta de la víctima; que como la
sentencia impugnada no dice nada de esos aspectos del pro-
ceso, es evidente que ha incurrido en los vicios de falta de
motivos y base legal; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se dá
por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio regularmente administrados en la instrucción
de la causa, lo siguiente: a) que a eso de las siete de la
noche del 21 de diciembre de 1975, mientras el carro pla-
ca privada No. 110-108, con póliza de la Compañía de Se-

, guros Pepín, S. A.. conducido por su propietario Juan J. Oli-
yero Manzueta transitaba en dirección de Este a Oeste por
la carretera de Mandinga, al llegar a las proximidades del
parque de Villa Faro, atropelló a Francisco Rosario, quien
iba a cruzar la vía, de una acera a otra; b) que, como conse-
cuencia del accidente Francisco Rosario, resultó con fractu-
ras de ambas piernas, curables después de 120 y antes de 150
días; c) que Francisco Rosario, en la conducción de su ve-
hículo. fué imprudente y negligente, "ya que éste al tran-
sitar por una vía en horas de la noche, estando lloviendo,
debió de haber encendido las luces altas a los fines de po-
der tener una visibilidad que le permitiera ver cualquier
obstáculo a una distancia que le permitiera detener la
marcha; que, también, lo fue, al conducir su vehículo par
el centro de la vía; que, además fue atolondrado y descui-
dado, ya que al ver la víctima no tomó ninguna de las me-
didas previsoras que el buen juicio y la prudencia acon-
sejan, corno avisar su proximidad, así como detener la mar-
cha para evitar el accidente; y, por último, "que si toma
las medidas de: lugar, el accidente no ocurre", que, por to-
do lo expuesto anteriormente los alegatos de los recurren-
tes carecen de fundamento, puesto que la Corte a-qua dio
por establecido() que toda la responsabilidad del accidente
se debió a faltas del prevenido recurrente, lo que la exi-
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mía de realizar otros exámenes; que, además la sentenciar
impugnada contiene una exposición de hechos y de dere-
chos y motivos suficientes y pertinentes que ha permitid
determinar que la Ley ha sido bien aplicada, por lo que los
vicios señalados por los recurrentes, también carecen de
fundamento; que, consecuentemente, el único medio del
recurso debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido configuran el delito de golpes y heridas invo-
luntarias ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por ese mis-
mo texto legal, en su letra e), con las penas de seis (6) me-
ses a dos (2) años de prisión y multa de cien pesos iRDS
100.00), a quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad
durare más de veinte días, como ocurrió en la especie a la
víctima del accidente; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente, confirmando así la sentencia de
primera instancia en este aspecto, que acogió en su favor,
circunstancias atenuantes, a una multa de RD$50.00 (Cin-
cuenta pesos oro); y a la suspensión de la licencia de
conducir que lo ampara por un período de seis (6) meses,
a partir de la fecha de la sentencia, le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
ocasionado a Francisco Rosario constituido en parte civil',
daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto apre-
ció en RD$2,000.00 (Des mil pesos oro), reduciendo la su-
ma evaluada en primera instancia; que, al condenarlo al pa-
go de esa suma, más los intereses legales de la misma, a
partir de la demanda, a título de indemnización, y al de-
clarar oponibles esas condenaciones a la entidad asegura-
dora del vehículo, Seguros Pepín, S. A., puesta en causa,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
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1383 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
955. sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Francisco del Rosario, en los recursos de casación in-
terpuestos por Juan José Olivo Manzueta, y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la
corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 8 de febrero de 1978, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos interpuestos contra la misma senten-
cia; Tercero: Condena al prevenido recurrente Juan José
Olivo Manzueta, al pago de las costas penales y civiles y
distrae éstas últimas en provecho del Doctor César. A. Me-
dina, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte, y las hace oponible a la en-
tidad aseguradora ya mencionada, dentro de los términos-
de la póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amianto, Francisco Elpi-
dio Peras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat. — Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
tué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Pdo.) Miguel Jacobo.
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mía de realizar otros exámenes; que, además la sentencia
impugnada contiene una exposición de hechos y de dere-
chos y motivos suficientes y pertinentes que ha permitida
determinar que la Ley ha sido bien aplicada, por lo que los
vicios señalados por los recurrentes, también carecen de
fundamento; que, consecuentemente, el único medio del
recurso debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido configuran el delito de golpes y heridas invo-
luntarias ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por ese mis-
mo texto legal. en su letra c), con las penas de seis (6) me-
ses a dos (2) años de prisión y multa de cien pesos IRD$
100.00), a quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad
durare más de veinte días, como ocurrió en la especie a la
víctima del accedente; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente, confirmando así la sentencia de
primera instancia en este aspecto, que acogió en su favor,
circunstancias atenuantes, a una multa de RD$30.00 (Cin-
cuenta pesos oro); y a la suspensión de la licencia de
conducir que lo ampara por un período de seis (6) meses,
a partir de la fecha de la sentencia, le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que. asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
ocasionado a Francisco Rosario, constituido en parte civil,
daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto apre-
ció en RD$2,000.00 (Des mil pesos oro), reduciendo la -
ma evaluada en primera instancia; que, al condenarlo al -
go de esa suma, más los intereses legales de la misin,
partir de la demanda, a título de indemnización, y al
clarar oponibles esas condenaciones a la entidad asego
dora del vehículo, Seguros Pepín, S. A., puesta en causa,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
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1383 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
1955. sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Francisco del Rosario, en los recursos de casación in-
terpuestcs por Juan José Olivo Manzueta, y la Compañía
fie Seguros Pepin, S. A., contra la sentencia dictada por la
corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, el 8 de febrero de 1978, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos interpuestas contra la misma senten-
cia: Tercero: Condena al prevenido recurrente Juan José
Olivo Manzueta, al pago de las costas penales y civiles y
distrae éstas últimas en provecho del Doctor César. A. Me-
dina, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte, y las hace oponible a la en-
tidad aseguradora ya mencionada, dentro de los términos,
de la póliza.

Off (FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Peras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat. — Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia púbica del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de junio de 1978.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Juan Esteban Soriano y la Unión de Seguro; C.
por A.

Abogados: Dr, Luis Mariano Alvarez A, y el Dr. F. A. Brito Mata,MOI

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte di
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perclló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 de noviembre del 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiek.
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunt a-
mente por Juan Esteban Soriano, dominicano, mayor de
edad, chófer, domiciliado en la calle Altagracia No. 92, de
esta ciudad, cédula 9365, serie 3ra. y la Unión de Seguros,
C. por A., con su asiento en la Avenida 27 de Febrero, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada el 8 de junlo de
1978, en sus atribuciones correccionales por la Corte de
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%pclación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más '
adelante;

Oído al Algacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis Marino Alvarez Alonzo ,por sí y por
,a1 Dr. Félix A. Brito Mata, abogados de la interviniente Es-

anza Páez Pellerano, dominicana, mayor de edad, solte-
, estudiante, domiciliada en la Prolongación Bolívar No.

510 . cédula No. 114586, serie primera, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-gua, el 31 de junio de 1978, a requerimiento
del Dr. Bolívar R. Soto Montás, cédula 22718, serie 2da.,

representación de los recurrentes, Acta en la cual no
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la interviniente, del 8 de septiem-
bre de 1980, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil. 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad en la mañana del 14 de agosto de 1975, en el
eual una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó el 10 de septiembre de 1976 en sus
atribuciones correccionales una sentencia cuyo dispositi-
vo aparece más adelante, inserto en el de la ahora impug-

Interviniente: Esperanza Páez P.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de junio de 1978.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Juan Esteban Soriano y la Unión de Seguros, e,
por A.

Interviniente: Esperanza Páez P.
Abogados: Dr, Luis Mariano Alvarez A. y el Dr, F. A. Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte c'-1
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciona
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló. Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 de noviembre del 1980, arios
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Esteban Soriano, dominicano, mayor de
edad, chófer, domiciliado en la calle Altagracia No. 92, de
esta ciudad, cédula 9365, serie 3ra. y la Unión de Seguros,
C. por A., con su asiento en 1a. Avenida 27 de Febrero, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada el 8 de junio de
1978, en sus atribuciones correccionales por la Corte de
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lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más '
adelante;

Oído al Algacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis Marinó Alvarez Alonzo ,por sí y por
á Dr. Félix A. Brito Mata, abogados de la interviniente Es-
peranza Páez Pellerano, dominicana, mayor de edad, solte-
-ra, estudiante, domiciliada en la Prolongación Bolívar No.
510, cédula No. 114586, serie primera, en la lectura de sus

oclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Secretaria
e la Corte a-qua, el 31 de junio de 1978, a requerimiento

del Dr. Bolívar R. Soto Mentas, cédula 22718, serie 2da.,
representación de los recurrentes, Acta en la cual no
propone ningún medio determinado de casaaión;

Visto el escrito de la interviniente, del 8 de septiem-
bre de 1980, suscrito per sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
e) que, con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad en la mañana del 14 de agosto de 1975, en el
cual una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó el 10 de septiembre de 1976 en sus
atribuciones correccionales una sentencia cuyo dispositi-
vo aparece más adelante, inserto en el de la ahora impug-
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nada; b) que sobre las apelaciones interpuestas intervino el
8 de junio de 1978 la sentencia ahora impugnada, en casa.
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite comd regular y válido en cuanto a la forma el reetd...
so de apelación interpuesto en fecha 30 de septierabrc,
1976, por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, a nombre y re,
presentación del nombrado Juan Esteban Soriano, en mi
doble calidad de prevenido y persona civilmente respcji
sable y de la Compañía de Unión de Seguros, C. por ái
centra sentencia de fecha 10 de septiembre de 1976, dicta-
da por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de P.
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Declara al nombrado Juan Esteban Soriano,
dominicano, mayor de edad, casado, chófer, portador de
la cédula No. 9365, serie primera, domiciliado y residen-
te en la calle Altagracia No. 92, culpable de violación a la
Ley 241, (golpes y heridas involuntarias causados con el
manejo o conducción de vehículos de motor), curables
después de 20 días y antes de 30 días, en perjuicio de la
coprevenida Esperanza Páez Pellerano, y en consecuen-
cia, se le condena a pagar una multa de Veinticinco pesos
oro (RD$23.00), acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor; Segundo: Se condena al pago de las costas penales.
Tercero: Declara a la nombrada Esperanza Páez Pellera-'
no, dominicana, mayor de edad, soltera, estudiante. cédula
No. 114586, serie primera, residente en la Avenida Prolon-
gación Bolívar No. 510, ciudad, no culpable y en cense-
euenoia se le descarga al haberse establecido en audien-
cia que no ha violado ninguna de las disposiciones de la ley
241, y declara las costas de oficio: Cuarto: Declara rega-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por la nombrada Esperanza Páez
Pellerano, por intermedio de sus abogados constituidos y
apoderados especiales, Dres. Luis Marino Alvarez Alanzo
y Félix Antonio Brito Mata, en contra del prevenido y en
oponibilidad de la sentencia a intervenir a la Compañía de

Seguros, Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de en-
tidad aseguradora, en cuanto al fondo condena al nom-
brado Juan Esteban Soriano, a) al pago de una indemni-
zación de (RD$1,000.00) Mil Pesos Oro en favor del a nom-
brada Esperanza Páez Pellerano, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
ella a consecuencia del accidente; b) Al pago solidario de
los intereses legales de dicha suma, contados a partir de
la fecha de la denuncia a título de indemnización comple-
mentaria; c) Al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Luis Marino Alva-
rez Alonzo y Félix Antonio Brito Mata, quienes afirman
estarlas avanzando en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia con todas sus consecuencias legales, común
y oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en-
tidad aseguradora de la Camioneta placa No. 508-261; mar-
ca Chevrolet, modelo 1965, color verde( chasis No. 4044T1-
40365, conducido por su propietario Juan Esteban Soriano,
y asegurado bajo póliza No. 3SD-25338, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117, sobre Segu-
ro Obligatorio de vehículos de motor, por haberlo hecho
conforme con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fcndo de
dicho recurso, pronuncia el defecto contra el prevenido
Juan Esteban Soriano, por no comparecer a la audiencia,
no obstante haber sido lcgalmentt citado; TERCERO: Mo-
difica al ordinal Cuarto de la sentencia apelada, en cuan-
to al monto de la indemnización acordada por el tribunal
a-quo, y la Corte por contrario imperio rebaja dicha indem-
nización a la suma de Seiscientos pesos oro (RD$600.00),
reteniendo falta de parte de la víctima; CUARTO' Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; QUIN-
TO: Condena a Juan Esteban Soriano, en su calidad cioble
de prevenido y persona civilmente responsable, al pago de
las costas penales y civiles de la alzada, con distracción de
las civiles y en provecho del Dr. Rafael Rodríguez L.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
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nada; b) que sobre las apelaciones interpuestas interviru)
'8 de junio de 1978 la sentencia ahora impugnada, en ense

ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad:
mite comd regular y válido en cuanto a la forma el recur-
so de apelación interpuesto en fecha 30 de se ptiembre de
1976, por el Dr. Euclides Acosta Figuereo, a nombre y re.
presentación del nombrado Juan Esteban Soriano, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable y de la Compañía de Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha 10 de septiembre de 1976, dicta-
da por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Declara al nombrado Juan Esteban Soriano,
dominicano,. mayor de edad, casado, chófer, portadorr de
la cédula No. 9365, serie primera, domiciliado y residen.
te en la calle Altagracia No. 92. culpable de violación a la
Ley 241, (golpes y heridas involuntarias causados con el
manejo o conducción de vehículos de motor), curables
después de 20 días y antes de 30 días, en perjuicio de
coprevenida Esperanza Páez Pellerano, y en consecuel
cia, se le condena a pagar una multa de Veinticinco ?esos
oro (RD$25.00), acogiendo circunstancias atenuantes a
favor; Segundo: Se condena al pago de las costas penales.
Tercero: Declara a la nombrada Esperanza Páez Pellera-
no, dominicana, mayor de edad, soltera, estudiante, cédula:
No. 114586, serie primera, residente en la Avenida Prolon-
gación Bolívar No. 510, ciudad, no culpable y en conse
cuencia se le descarga al haberse establecido en audien-,
cia que no ha violado ninguna de las disposiciones de la ley
241, y declara las costas de oficio; Cuarto: Declara regir
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por la nombrada Esperanza Páez
Pellerano, poi intermedio de sus abogados constituidos y
apoderados especiales, Dres. Luis Marino Alvarez Alanzo
y Félix Antonio Brito Mata, en contra da prevenido y en
oponibilidad de la sentencia a intervenir a la Compañía de

Hros, Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de en-
t.dad aseguradora, en cuanto al fondo condena al nom-
brado Juan Esteban Soriano, a) al pago de una indemni-
zación de (rtD$1,000.00) Mil Pesos Oro en favor del a nom-
brada Esperanza Páez Pellerano, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por
ella a consecuencia del accidente; b) Al pago solidario de
los intereses legales de dicha suma, contados a partir de
la fecha de la denuncia a título de indemnización comple-
mentaria; c) Al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Luis Marino Alva-
rez Alanzo y Félix Antonio Brito Mata, quienes afirman
estarlas avanzando en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia con todas sus consecuencias legales, común
y oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en-
tidad aseguradora de la Camioneta placa No. 508-261; mar-

ca Chevrolet, modelo 1965, color verde( chasis No. 4044Ti-
40365, conducido por su propietario Juan Esteban Soriano,
y asegurado bajo póliza No. 3SD-25338, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 4117, sobre Segu-
ro Obligatorio de vehículos de motor, por haberlo hecho
conforme con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de
dicho recurso, pronuncia el defecto contra el prevenido
Juan Esteban Soriano, por no comparecer a la audiencia,
no obstante haber sido legalmentt citado; TERCERO: Mo-

d if ica al ordinal Cuarto de la sentencia npelada, en cuan-
to al monto de la indemnización acordada por el tribunal
a-quo, y la Corte por contrario imperio rebaja dicha indem-
nización a la suma de Seiscientos pesos oro (RD$600.00),
reteniendo falta de parte de la víctima; CUARTO' Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; QUIN-
TO: Condena a Juan Esteban Soriano, en su calidad (;cble
de prevenido y persona civilmente responsable, al pago de
las costas penales y civiles de la alzada, con distracción de
las civiles y en provecho del Dr. Rafael Rodríguez L.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
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Declara la presente sentencia oponible en su aspecto e
a la Cofpañía de Seguros Dnión de Seguros, C. por A., de
conformidad con las disposiciones tel artículo 10 de la ley
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
ha expuesto en ningún momento los medios en que funda
su recurso, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Considerando, respecto del recurrente Soriano, que
para declararlo culpable principal del accidente y fallar,
como lo ha hecho, la Corte a-qua ha dado por establecido
lo siguiente, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa; a) que el 14 de agosto de 1975, mien-
tras la camioneta No. 508-261, propiedad de Juan Esteban
Soriano, conducida por su propio dueño, con póliza vigen-
te de la Unión de Seguros, C. por A., transitaba de Este
a Oeste, por la calle Correa y Cidrón, de esta ciudad, tuvo
una colisión con el vehículo placa No. 113-034 para el año
del accidente, conducido por Esperanza Páez Pellerana,
que transitaba par la Avenida Jiménez Moya, de Norte a
Sur, ocasionándole a ella la dislocación anterior del hom-
bro derecho, cuya curación duró 30 días; b) que el acci-
dente se produjo por la imprudencia cid prevenido Soria-
no, al irrumpir en la Avenida Jiménez Moya, vía de prefe-
rencia, sin las debidas precauciones; y c) que la conduc-
tora Páez Pellerano incurrió también en falta al abusar
de su derecho de preferencia;

Considerando, que el hecho del recurrente Soriano
configura a su cargo el delito previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, de cau-
sar involuntariamente lesiones a una o más personas con
el manejo o la conducción de un vehículo de motor, san-
cionado en la letra e) del mencionado texto legal cuando
las lesiones de las víctimas requieran 20 días o más para

curación, como ocurrió en la especie, con las penas de
meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$

00; que al imponer al prevenido Soriano, por confir-
ación de lo decidido en Primera Instancia la pena de RD

25.00 de multa, por acogerse en su favor circunstancias
atenuantes; la Corte a-qua le aplicó una sanción, ajustada
a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua estimó
que el hecho del prevenido había causado a Esperanza Páez
pcllerano, constituida en parte civil, daños y perjuicios
mcteriales y morales que evaluó en RD$600.00, que al con-
denar a Soriano al pago de esa suma, en provecho de la
víctima del accidente, en vez de la de RD$1,000.00 que se
había fijado en Primera Instancia, por estimar que la víc-
tima del accidente había incurrido en falta, aunque en un
grado menor que Soriano, y al pago de los intereses lega-
les de la condena principal a constituir de la demanda a
titulo de indemnización complementaria, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, lo mismo que de los artícuilos 1 y 10 de la Ley No.
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor al declarar oponible esa condenación civil a la
Unión de Seguros, C. pm- A.;

Considerando, que, examinada la sentencia en lo de-
más aspectos concernientes al prevenido recurrente, no
presenta vicio alguno que justifique'su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
le a Esperanza Páez Pelterano en los recursos de casación
interpuestos por Juan Esteban Soriano y la Unión de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada el 8 de junio
de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus atribucinoes correccionales, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: D`-
clara nulo el recurso de la Unión de Seguros contra la re-
ferida sentencia; y Tercero: Rechaza el recurso de Juan

1



BOLETIN JUDICIAL	 25572556	 BOLETIN JUDICIAL

Declara la presente sentencia oponible en su aspecto
o la Cofpañía de Seguros Dnión de Seguros, C. por A..
conformidad con las disposiciones tel artículo 10 de la .
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., no
ha expuesto en ningún momento los medios en que funda
su recurso, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Considerando, respecto del recurrente Soriano, que
para declararlo culpable principal del accidente y fallar,
como lo ha hecho, la Corte a-qua ha dado por establecido
lo siguiente, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa; a) que el 14 de agosto de 1975, mien-
tras la camioneta No. 508-261, propiedad de Juan Esteban
Soriano, conducida por su propio dueño, con póliza vigen-
te de la Unión de Seguros, C. por A., transitaba de Este
a Oeste, por la calle Correa y Cidrón, de esta ciudad, tuvo
una colisión con el vehículo placa No. 113-034 para el año
del accidente, conducido por Esperanza Páez Pellerano,
que transitaba per la Avenida Jiménez Moya, de Norte a
Sur, ocasionándole a ella la dislocación anterior del hom-
bro derecho, cuya curación duró 30 días; b) qué el acci-
dente se produjo por la imprudencia del prevenido Soria-
no, al irrumpir en la Avenida Jiménez Moya, vía de prefe-
rencia, sin las debidas precauciones; y e) que la conduc-
tora Páez Pellerano incurrió también en falta al abusar •
de su derecho de preferencia;

Considerando, que el hecho del recurrente Soriano
configura a su cargo el delito previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, de cau-
sar involuntariamente lesiones a una o más personas con
el manejo o la conducción de un vehículo de motor, san-
cionado en la letra c) del mencionado texto legal cuando
las lesiones de las víctimas requieran 20 días o más para

curación, como ocurrió en la especie, con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$
500.00; que al imponer al prevenido Soriano, por confir-
mación de lo decidido en Primera Instancia la pena de RD
525.00 de multa, por acogerse en su favor circunstancias
atenuantes; la Corte a-qua le aplicó una sanción, ajustada
a la ley;

Considerando, que, asimismo; la Corte a-qua estimó
ue el hecho del prevenido había causado a Esperanza Páez
e-llorona constituida en parte civil, daños y perjuicios

materiales y morales que evaluó en RD$600.00, que al con-
denar a Soriano al pago de esa suma, en provecho de la
víctima del accidente, en vez de la de RD$1,000.00 que se
habla fijado en Primera Instancia, por estimar que la víc-
tima del accidente había incurrido en falta, aunque en un
grado menor que Soriano. y al pago de los intereses lega-
les de la condena principal a constituir de la demanda a
título de indemnización complementaria, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, lo mismo que de los artículos 1 y 10 de la Ley No.
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor al declarar oponible esa condenación civil a la
Unión de Seguros, C. per A.;

Considerando, que, examinada la sentencia en	 de-
más aspectos connernientw al prevenido recurrente, no
presenta vicio alguno que justifique'su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviMien-
te a Esperanza Páez Pellerano en los recursos de casación
interpuestos por Juan Esteban Soriano y la Unión de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada el 8 de junio
de 1978 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus atribucinoes correccionales, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: De-
clara nulo el recurso de la Unión de Seguros contra la re-
erida sentencia; y Tercero: Rechaza el recurso de Juan
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Esteban Soriano y lo condena al pago de las costas, dis-
trae las civiles en provecho de los Doctores Luis Mariani-,
Alvarez Alonzo y Félix Antonio Brito Mata, abogados de le
interviniente, quienes afirman estarlas avanzando en su to.
talidad y las hace oponibles a la Aseguradora ya ,meneie,
nada, dentro de los términos de 1 aPóliza.

(FIRMADOS.— Fernando L. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

. La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leida y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de lecha 22 de septiembre de 1977.

Materia: Trabajo,

Recurrente: Víctor Alejandro Aponte Serrano.
Abogado: Dr. Manuel de Js. González Félix.

Recurridos: Cirilo Cordones y Compartes.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituía por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidene; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de no-
viembre del 1980, años 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Alejandro Aponte Serrano, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en esta ciudad, cédula No. 3981, serie 19, con-
tra la sentencia dictada el 22 de septiembre de 1977, por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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Esteban Sóriano y lo condena al pago de las costas, dis-
trae las civiles en provecho de los Doctores Luis Mariano
Alvarez Alonzo y Félix Antonio Brito Mata, abogados de la,
interviniente, quienes afirman estarles avanzando en su to.
talidad y las hace oponibles a la Aseguradora ya mene104,
nada, dentro de los términos de 1 aPóliza.

(FIRMADOS.— Fernando L. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Pcrdomo Báez,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo,
creí ario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 14
audiencia pública del día, mes y año en el expresados y
fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

:videncia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 22 de septiembre de 1977.

31Dteria: Trabajo.

Recurrente: Víctor Alejandro Aponte Serrano
Abogado: Dr. Manuel de Js. González Félix.

Recurridos: Cirilo Cordones y Compartes.
Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Curte de
Justicia, regularmente constituía por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidene; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de no-
viembre del 1980, arios 137' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Alejandro Aponte Serrano, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en esta ciudad, cédula No. 3981, serie 19, con-
tra la sentencia dictada el 22 de septiembre de 1977, por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis A. González, cédula No. 20220, ser:.
18, en representación del Dr. Manuel de Jesús Gonzali -
Félix, abogado del recurrente, en la lectura de sus cone_
sienes;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela R., cédula No. 4269, serie
54, en representación del Dr. Ulises Cabrera y por sí mis-
mo, abogados de los recurridos, Cirilo Cordones, Manuelico
García, Freddy Antonio Lugo Lorenzo y Rafael V i llanue-
va, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 7 de febrero de
1978, suscrito por su abogado, en el que se proponen i(„.
medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos,' del 5
de julio de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto legal invocado por el recurrente,
que se menciona más adelante; y los artículos 1 y 65 d,
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia imprgnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, y la demanda siguiente: el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, dictó el 21 de julio de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se rechaza en todas sus partes la demanda laboral in-
tentada por los señores Cirilo Cordones, Manuelico García,
Ramón García, Freddy Antonio Lugo Lorenzo y Rafael
Villanueva, por no haber probado el reclamante los he-
chos que la Ley pone a su cargo en su condición de parte
actora, de manera principal, la existencia del contrato de
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'trabajo, y el hecho material del despido invocado por ellos;
SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago de las
costas; b) que sobre los recursos interpuestos conjunta-

; mente, intervino la sentencia ahora impugnada en casa-, clon, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido, tanto en la forma como en el
fondo el recurso de apelación interpuesto por los señores
Cirilo Cordones, Manuelico García, Ramón García, Freddy
Antonio Lugo Lorenzo y Rafael Villanueva, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 21 de julio de 1976, dictada en favor de la empresa
Transporte Aponte & sociados, C. por A., y Víctor Apon-
te, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y como consecuencia Revoca en to-
das sus partes dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: De-
clara injusto el despido en el caso de la especie; TERCE-
RO: Condena al •patrono Transporte Aponte & Asociados,
C. por A., y Víctor Aponte, a pagarle a los reclamantes
los valores siguientes: a Cirilo Cordones, por 9 meses la-
borados; 12 días de preaviso, 10 días de auxilio de cesan-
tía, 10 días de vacaciones y la regalía y bonificación pro-
porcional por el tiempo laborado, a base de RD$6.50 dia-
rio; a Manuelico García, por los 10 meses laborados, 12
días de preaviso, 10 días de auxilio de cesantía, 11 días de
vacaciones y la regalia y bonificación del tiempo laborado,
a base de RD$6.50 diario; a Ramón García, por los dos años
laborados, 24 días de preaviso, 30 días de auxilio de ce-
santía, 14 días de vacaciones y la regalía y bonificación
proporcional de 1975 a base de RD$6.50 diario; a Freddy
Antonio Lugo Lorenzo, por el año y 9 meses, 24 días de
preaviso, 15 días de auxilio de cesantía, 14 días de vacacio-
nes y la regalía y bonificación proporcional de 1975, a ba-
se de RD$6.50 diario, y a Rafael Villanueva, por los 7 me-
ses laboradas, 12 días de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía, 8 días de vacaciones y la regalía y bonificación
proporcional de 1795 a base de RD$7.50 diarios; CUARTO:
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis A. González, cédula No. 20220, serie
18, en representación del Dr. Manuel de Jesús González
Félix, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela R., cédula No. 4269, serie
54, en representación del Dr. Ulises Cabrera y por sí mis-
mo, abogados de los recurridos, Cirilo Cordones, Main:clic°
García, Freddy Antonio Lugo Lorenzo y Rafael Villanue-
va. en la lectura de sus Conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 7 de febrero de
1978, suscrito por su abogado, en el que se proponen los
medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del 5
de julio de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- '•
heredo y visto el texto legal invocado por el recurrente,
que se menciona más adelante; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, y la demanda siguiente: el Juzgado de Paz de Traban-
del Distrito Nacional, dictó el 21 de julio de 1976, •nir
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se rechaza en todas sus partes la demanda laboral ie•
tentada por los señores Cirilo Cordones, Manuelico GareUl
Ramón García, Freddy Antonio Lugo Lorenzo y Rafa:
Villanueva, por no haber probado el reclamante los he

..chos que la Ley pone a su cargo en su condición de par, (•
actora, de manera principal, la existencia del contrato (1.•
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trabajo, y el hecho material del despido invocado por ellos;
SEGUNDO: Se condena a los demandantes al pago de las
costas; b) que sobre los recursos interpuestos conjunta-
mente, intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido, tanto en la forma corno en el
fondo el recurso de apelación interpuesto por los señores
Cirilo Cordones, Manuelico García, Ramón García, Freddy
Antonio Lugo Lorenzo y Rafael Villanueva, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 21 de julio de 1976, dictada en favor de la empresa
Transporte Aponte & sociados, C. por A., y Víctor Apon-
te, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y como consecuencia Revoca en to-
das sus partes dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: De-
clara injusto el despido en el caso de la especie; TERCE-
RO: Condena alepatrono Transporte Aponte & Asociados.
C. por A., y Víctor Aponte, a pagarle a los reclamantes
los valores siguientes: a Cirilo Cordones, por 9 meses la-
borados; 12 días de preaviso, 10 días de auxilio de cesan-
tía, 10 días de vacaciones y la regalía y bonificación pro-
porcional por el tiempo laborado, a base de RD$6.50 dia-
rio; a Manuelico García, por les 10 meses laborados, 12
días de preaviso, 10 días de auxilio de cesantía, 11 días de
vacaciones y la regalía y bonificación del tiempo laborado,
a base de RD$6.50 diario; a Ramón García, por los dos años
laborados, 24 días de preaviso, 30 días de auxilio de ce-
santía, 14 días de vacaciones y la regalía y bonificación
proporcional de 1975 a base de RD$6.50 diario; a Freddy
Antonio Lugo Lorenzo, por el año y 9 meses, 24 días de
preaviso, 15 días de auxilio de cesantía, 14 días de vacacio-
nes y la regalía y bonificación proporcional de 1975, a ba-
se de RD$6.50 diario, y a Rafael Villanueva, por los 7 me-
.es laborados, 12 días de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía, 8 días de vacaciones y la regalía y bonificación
proporcional de 1795 a base de RD$7.50 diarios; CUARTO:
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Condena así mismo al patrono Transporte Aponte & Asc.
ciados, C. por A., y Víctor Aponte, a pagar a cada uno de
los reclamantes una suma igual a los salarias que habrían
recibido, desde el día de la demanda y hasta la sentende
definitiva, sin que excedan de tres meses, todo calculado •
a base de sus respectivos salarios; QUINTO: Condena a la
parte que sucumbe, Transpone Aponte & Asociados, e
por A., y Víctor Aponte, al pago de las costas del procd: •

miento de ambas instancias de conformidad con los artíc
los 5 y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1961 .•
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho de los Da-es. Antonio de Jesús Leonardo y A. Uli-
ses Cabrera L., quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad;

Considerado que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación: Pri-

mer Medio: Insuficiencia de motivos, falta de base legal,'
falta de estatuir, violación del artículo 141 del Código de.

Procedimiento Civil, y contradicción en sus motivos; Se-
gundo Medio: Irregularidad del informativo e inexisten-
cia legal de la Transporte Aponte & Asociados, C. por A.;

Considerando, que el rema-rente en el desarrollo de
su segundo medio de casación, que se examina en primer
término, por convenir así a la mejor comprensión del pre-
sente caso, alega en síntesis que el único testigo que apor-
taron los recurridos, nunca trabajó con Víctor Alejandro
Aponte Serrano, hoy recurrente, y en consecuencia, dicho
testigo no conocía a éste señor, siendo "un hombre frágil
por su situación económica precaria, un busca vida, que
se prestó a servir los interses de los reclamantes; que el
informativo celebrado con este único testigo violó todas
las reglas de procedimiento, y al basarse la sentencia in:
pugnada, en su declaración, ésta carece de valor jurídio
que dicho informativo no fué declarado bueno y válic
por una sentencia, como es de rigor en los procedimiento<

Males; por último alega el recurrente, en el desarrollo de
1 R1•,..este medio, que 'la "Transporte Aponte & Asociadas, C. par

no es una compañía por acciones regularmente consti-
Mida, y por lo mismo no tenía personalidad jurídica para
poder ser condenada como lo fué"; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente ponen de manifiesto, que la Cáma-
ra a-gua, luego de verificado el informativo, a que alude
el hoy recurrente, a petición de éste, que no hay senten-
cia de que estando presente, cbjetara nada sobre la regu-
laridad del mismo, se fijó una nueva fecha para la reali-
zación del contrainformativo, audiencia esta última a la
que no compareció el patrono, concluyendo los hoy recu-
rridos aif fondo; por lo que, en tales circunstancias es ob-
vio que la nulidad que hoy se propone, sobre la regulari-
dad del informativo, constituye un medio nuevo y como
tal inadmisible en casación;

Considerando, que así mismo, la credibilidad y vero-
similitud que la Cámara a-gua atribuyera a la declaración
dcl testigo Yonny Alberto Aclames Pichardo, dentro de su
poder soberano de apreciación, como cuestión de hecho,
sin importar que fuese o no corroborado por otros testi-
gos, escapa a la censura de la casación, y nada se oponía
como l'enlató, que sobre lo afirmado por dicho tcstigo se
le diera ganancia de causa a los reclamantes, sin que se
el:,ntara con ello a las reglas de la prueba como lo preten-

el recurrente, por todo lo cual, el medio que se exami-
na carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su primer medio de casación,
que se examina en último término por las razones antes
dichas, el recurrente se limita a alegar, que en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en la violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, pues la misma ca-
rece de motivos que justifiquen su dispositivo; y que la
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Condena así mismo al patrono Transporte Aponte & AYt,.
ciados, C. por A., y Víctor Aponte, a pagar a cada uno (i
los reclamantes una suma igual a los salarios que habri;::
recibido, desde el día de la demanda y hasta la sentene.
definitiva, sin que excedan de tres meses, todo calculad.
a base de sus respectivos salarios; QUINTO: Condena a .
parte que sucumbe, Transporte Aponte & Asociados,
por A., y Víctor Aponte, al pago de las costas del proceda
miento de ambas instancias de conformidad con los atine.
los 5 y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho de los Da-es. Antonio de Jesús Leonardo y A. Dli."/;
ses Cabrera L., quienes afirman habetlas avanzado en 914;
totalidad;

Considerado que el recurrente propone contra la ser•t
tenia impugnada los siguientes medios de casación: Pri;
mer Medio: Insuficiencia de motivos, falta de base legal,
falta de estatuir, violación del artículo 141 del Código de.
Procedimiento Civil, y contradicción en sus motivos; Se-
gundo Medio: Irregularidad del informativo e inexisten-
cia legal de la Transporte Aponte & Asociados, C. por A ;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo
su segundo medio de casación, que se examina en prime
término, por convenir así a la mejor comprensión del pr,
sente caso, alega en síntesis que cl único testigo que ap‘.:.
taron los recurridos, nunca trabajó con Víctor Alcjandl
Aponte Serrano, hoy recurrente, y en consecuencia, die..•
testigo no conocía a éste señor, siendo "un hombre fríe
por su situación económica precaria, un busca vida, c.:
se prestó a servir los interses de los reclamantes; que el
informativo celebrado con este único testigo violó todas
las reglas de procedimiento, y al basarse la sentencia im-
pugnada, en su declaración, ésta carece de valor jurídico;
que dicho informativo no fué declarado bueno y válido
por una sentencia, como es de rigor en los procedimientos

11;kgales; por último alega el recurrente, en el desarrollo de
este medio, que la "Transporte Aponte & Asociados, C. por
A., no es una compañía por acciones regularmente consti-
tuida, y por lo mismo no tenía personalidad jurídica para
peder ser condenada como lo fué"; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente ponen de manifiesto, que la Cáma-
ra a-qua, luego de verificado el informativo, a phi alude
el hoy recurrente. a petición de éste, que no hay senten-
cia de que estando presente, objetara nada sobre la regu-
laridad del mismo, se fijó una nueva fecha para la reali-
zación del contrainformativo, audionciia esta última a la
que no compareció el patrono, concluyendo los hoy recu-
rridos sil fondo; por lo que, en tales circunstancias es ob-
vio que la nulidad que hoy se propone, sobre la regulari-
dad del informativo, constituye un medio nuevo y como
tal inadmisible en casación;

Considerando, que así mismo, la credibilidad y vero-
similitud que la Cámara a-qua atribuyera a la declaración
del testigo Yonny Alberto Ademes Pichardo, dentro de su
poder soberano de apreciación, como cuestión de hecho,
sin importar que fuese o no corroborado por otros testi-
go, escapa a la censura de la casación, y nada se oponía
como itsuató, que sobre lo afirmado por dicho testigo se
le diera ganancia de causa a los reclamantes, sin que se
atentara con ello a las reglas de la prueba como lo preten-
de el recurrente, por todo lo cual, el medio que se exam i-
na carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su primer medio de casación,
que se examina en último término por las razones antes
dichas, el recurrente se limita a alegar, que en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en la violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, pues la misma ca-
rece de motivos que justifiquen su dispositivo; y que la

St
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Transporte Aponte y Asociados, C. por A., carece de
sonalidad jurídica; pero,

Considrando, que lo dicho anteriormente, al examj.
nar el segundo medio del presente recurso, pene de ma-
nifiesto, que contrariamente a lo alegado por el recurren,
te, la sentencia impugnada contiene una exposición de he-
chos que ha permitido determinar que la ley ha sido bien
aplicada, y motivos suficientes y pertinentes que justill-
can su dispositivo; y en lo que respecta al alegato de que
la Transporte Aponte & Asociados, C. por A., fue conde-
nada sin establecerse de que tuviese o no personalidad ji.-
rídica, dicho alegato carece de interés para el recurren-he;
por lo que este último medio que se examina, carece igual-
mente de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Alejandro Aponte Serrano,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nac,:onal, el
de septiembre de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado én
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas, distrayénalas en favor de .
los Dres. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela Rosario,14
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Peroné, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín 1.H.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene-el,	 .
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
Que certifica.— (Fdo.) Miguel Jaeobo..

ENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de septiembre de 1978.

gatería: Comercial.

Recurrentes: Compañia Dominicana de Teléfonos, C. por A.
abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Juan A. Morel.

Recurrido: Miguel Veras.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituía por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdamo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y LeonteR. Alburquerque Castillo, asistidos del

retario General, en la Sala donde celebra sus audlen-
. en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
acional, hoy día 21 del mes de noviembre del 1980, años

137' de fa Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
Sentencia

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
liañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su asiento
tete:al en la Avenida Abraham Lincoln, de esta Capital,
contra la sentencia d:ctada el 26 de septiembre de 1978, en
sus atribuciones comerciales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;
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Transporte Aponte y Asociados, C. por A., carece de per-
sonalidad jurídica; pero,

Considrando, que lo dicho anteriormente, al . exanyi.
nar el segundo medio del presente recurso, pone de ma-
nifiesto, que contrariamente a lo alegado por el reclinen-
te, la sentencia impugnada contiene una exposición de he.
chos que ha permitido determinar que la ley ha sido bien
aplicada, y motivos suficientes y pertinentes que j ustifi-
can su dispositivo; y en lo que respecta al alegato de que
la Transporte Aponte & Asociados, C. por A., fué conde-
nada sin establecerse de que tuviese o no personalidad ju-
rídica, dicho alegato carece de interés para el recurrente;
por lo que este último medio que se examina, carece igual.
mente de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Alejandro Aponte Serrano.
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22
de septiembre de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas, distrayénolas en favor de
los Dres. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela Rosario,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..

SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de septiembre de 1978.

materia: Comercial.

Recurrentes: Compañia Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Juan A. Motel.

Recurrido: Miguel Veras,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituía por los Jueces Néstor
Colín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te. Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
'~illat y LeonteR. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde cdlebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 del mes de noviembre del 1980, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

1. Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañia Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su asiento
social en la Avenida Abraham Lincoln, de esta Capital,
contra la sentencia dictada el 26 de septiembre de 1978, en
sus atribuciones comerciales, cuyo dispositivo se copia más
;delante;
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que con motivo de una demanda del ahora recurrido Ve-
ras, contra la Compañía recurrente, en reparación de da-
ños y perjuicios, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó el 2 de marzo de 1978, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Acoge en parte las con-
clusiones de la parte demandante y en consecuencia con-
dena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
(Codetel), a pagar al demandante Miguel Veras, la suma
de Cinco mil pesos oro (RD$5,000.00), como justa repara-
ción de los daños y perjuicios morales y materiales que le
ha causado con los hechos precedentemente examinados;
Segundo: Condenar a la Compañía Dominicana de Teléfo-
nos, C. por A., al pago de las costas de la presente instan-
cia. cuya distracción se ordena en provecho del Doctor El-
pidio Graci.ano Corcino, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; b) que, sobre apelación de la ahora re-
currente en casación intervino el fallo ahora impugnado
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Admiee como regular y válido, en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., (Codetel), contra la sen-
tencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de marzo de 1978,
y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGDNDO: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones producidas en audiencia por la
Sompañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. (Codeeel),
por mediación de sus abogados constituidos, por improce-
dentes y mal fundadas; TERCERO: Acoge las conclusio-
nes de la parte recurrida, Miguel Veras, por medio de su
abogado constituido y apoderado especial, por ser justas y
reposar en prueba legal, y en consecuencia confirma en

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic Luis Vilchez González, en representación
del Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000, serie
primera, del Lic. Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31,
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, depositado el 13 de
noviembre de 1978, suscrito por sus abogados, en el Cual
se proponen contra la sentencia impugnada el medio de
casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de

septiembre dell recurrido, del 18 de diciembre del 1978,
suscrito por su abogado, el Dr. Elpidio Graciano Corcino,
cédula 21528, serie 47, recurrido que es Miguel Veras, do-
minicano, mayor de edad, casado, domiciliado en esta ciu-
dad, cédula 18765, serie 47;

Visto el memorial ampliatorio de la recurrente, del
16 de mayo de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 20 de noviembre del
1980, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados
Fernando A. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama Y

Joaquín M. Alvarez Perelló, Jueces de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)



Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Luis Vilchez González, en representación
del Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000, serie
primera, del Lic. Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusie,
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, depositado cl 13 de
noviembre de 1978, suscrito por sus abogados, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada el medio de
casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de
septiembre dell recurrido, del 18 de diciembre del 1978,
suscrito por su abogado, el Dr. Elpidio Graciano Corcino,
cédula 21528, serie 47, recurrido que es Miguel Veras, do.
minicano, mayor de edad, casado, domiciliado en esta ciu,
dad, cédula 18765, serie 47;

Visto el memorial ampliatorio de la recurrente,
16 de mayo de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 20 de noviembre del
1980, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados
Fernando A. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama y
Joaquín M. Alvarez Perdió, Jueces de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor
iniciad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de
liberado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de una demanda del ahora recurrido Ve-
ras, contra la Compañía recurrente, en reparación de da-
ños y perjuicios, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó el 2 de marzo de 1978, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Acoge en parte las con-
clusiones de la parte demandante y en consecuencia con-
dena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.,
(Codetel), a pagar al demandante Miguel Veras, la suma
de Cinco mil pesos oro (RD$5,000.00), como justa repara-
ción de los daños y perjuicios morales y materiales que le
ha causado con los hechos precedentemente examinados;
Segundo: Condenar a la Compañía Dominicana de Teléfo-
nos. C. por A., al pago de las costas de la presente instan-
cia, cuya distracción se ordena en provecho del Doctor El-
pidio Graciano Corcino, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; b) que, sobre apelación de la ahora re-
currente en casación intervino el fallo ahora impugnado
'en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Admiee como regular y válido, en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la Compañía Domi-
nicana de Teléfonos, C. por A., (Codetel), contra la sen-
tencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de mano de 1978,
y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGDNDO: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones producidas en audiencia por la
Sompañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. (Codeeel),
por mediación de sus abogados constituidos, por improce-
dentes y mal fundadas; TERCERO: Acoge las conclusio-
nes de la parte recurrida, Miguel Veras, por medio de su
abogado constituido y apoderado especial, por ser justas y
reposar en prueba legal, y en consecuencia confirma en
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todas sus partes la sentencia apelada, por haber
tada conforme a derecho; y CUARTO: Condena a 1
gañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., (Cc& 	 al
pago de las costas con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Elpidio Graciano Ccrcino, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia que impugna.
la recurrente propone el siguiente Unico Medio de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos de la causa; Falta
de base legal; Falta de motivos en cuanto al perjuicio;

Considerando, que en la primera parte del medio (mi
co propuesto por la Compañía, expone y alega, en sín
sis, lo que sigue: que, en el caso ocurrente, la demanda
reparación de daños y perjuicios de que fue objeto, tern
por causa la afirmación del cliente de que la Codetel le
había suspendido voluntariamente su teléfono 1\19 566-7234,
sin estar en falta el referido cliente, y que lo había trans-
ferido a otra persona, la Clínica Cedeño; que para instruir
el caso, los jueces del fondo ordenaron y celebraron una
información testimonial y una comparecencia personal de
las partes, cuyos resultados figuran entre los documentos
relativos al caso; que en todos esos documentos, consta que
lo que ocurrió en la especie fue que en los días del acci-
«ente (20 de agosto de 1976) el tdléfono del cliente Veras
dejó de funcionar con	 temente y se estableció entre ese.
teléfono y el de la Clínica Cedeño una conexión anormal;1
que en las deposiciones y declaraciones que se produjeron;
como efecto de las medidas de instrucción celebradas no
se produjo ninguna en el sentido de que el desperfecto del
teléfono de Veras fue obra voluntaria de la Codefel, que
era lo que tenía que probar el cliente Veras para justifi-
car su demanda; que por tales razones que puedan ser
comprobadas por la Suprema Corte, es evidente que
Corte a-qua, al dar por probada la afirmación de Veras de
que la Codetel le habí a suspendido voluntariamente su

teléfono, se ha apartado de la terminología de las declara-
iones que ya antes se han msneionado y los hechos han
ido desnatpralizados; que, por lo contrario, la Codetel,
desde les chas del accidente y propios de la controversia,
sostuvo que el desperfecto del teléfono era extraño a toda
actuación de la Compañía y aportó un informe de Meteoro-
logía certificando que en los días del accidente ocasiona-
ron en la Capital lluvias y descargas eléctricas que, según
la recurrente, pudieron causar la descomposición del talé-
fon .) del recurrido Veras;

Considerando, que, para apreciar el valor del alegato
antes resumido, la Suprema Corte de Justicia ha examina-
do las declaraciones de los testigos oídos en el informativo
celebrado del 16 de mano de 1976 y en el contrainforma-

' yo del 3 de mayo de 1977, en los que fueron oídos como
stigos Juan Antonio Rivas, Crescencio Antonio Mercado '
Conrado Ruiz Valdés; que ninguno de esos testigos de-

claró que la suspensión del teléfono de Veras fue realizada
por la Codetel; que los que se refirieron a ese punto esen-
cial del caso declararon que mencionaban esa suspensión,

hacían del modo en que Veras se lo había informado;
tie, por lo expuesto, la Suprema Corte de Justicia estima

que la Corte a-qua al dar por establecido que la suspensión
del teléfono de que se trataba fue obra voluntaria de la

ora recurrente, apoyándose en las deposiciones testi-
oniales, se ha apartado de lo que verdaderamente dije-

ren esos testigos, incurriendo en un caso de desnatural : za-
cien de les hechos, per lo que la primera parte del medio
único del memorial a la Compañía debe ser acogida y la
sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
ponderar las partes o ramas segunda y tercera de dicho
medio único;

Considerando, que, cuando se casa una sentencia por
desnaturalización de' os hechos las costas pueden ser com-.
pensadas;
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todas sus partes la sentencia apelada, por haber sido ci

lada conforme a derecho; y CUARTO: Condena a la Ct,
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., (Cedrtel)
pago de las costas con distracción de las mismas en pr, .
cho del Dr. Elpidio Oraelano Corcino, abogado que ah,
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia que impugaii,
la recurrente propone el siguiente Unico Medio de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos de la causa; Falta
de base legal; Falta de motivos en cuanto al perjuic:o;

Considerando, que en la primera parte del medio úni-
co propuesto por la Compañía, expone y alega, en sínte-
sis, lo que sigue: que, en el caso ocurrente, la demanda cal
reparación de daños y perjuicios de que fue objeto, t;il.
por causa la afirmación del cliente de que la Cadete.
había suspendido voluntariamente su teléfono No 566-7:
sin estar en falta el referido cliente, y que lo había trm.
ferido a otra persona, la Clínica Cedeño; que para instruir
el caso, los jueces del fondo ordenaron y celebraron una
información testimonial y una comparecencia personal de
las partes, cuyos resultados figuran entre los documentos
relativos al caso; que en todos esos documentos, consta (;I:e
lo que ocurrió en la especie fue que en los días del a. -
«ente (20 de agosto de 1976) el teléfono del cliente Ve
dejó de funcionar correctamente y se estableció entre
teléfono y el de la Clínica Cedeño una conexión anoria
que en las deposiciones y declaraciones que se produj.s,,
como efecto de las medidas de instrucción celebradas
se produjo ninguna en el sentido de que el desperfecto (
teléfono de Veras fue obra voluntaria de la Codetel,
era lo que tenía que probar el cliente Veras para pf:t. -
car su demanda; que por tales razones que pueden .
comprobadas por la Suprema Corte, es evidente qu:
Corte a-qua, al dar por probada la afirmación de Vera,
que la Codetel le había suspendido voluntariamente

teléfono, se ha apartado de la terminología de las declara-
ciones que ya antes se han mencionado y los hechos han
sido desnaturalizados; que, por lo contrario, la Codetel,
desde les días del accidente y propios de la controversia,
sostuvo que el desperfecto del teléfono era extraño a toda
actuación de la Compañía y aportó un informe de Meteoro-
logía certificando que en los días del accidente ocasiona-
con en la Capital lluvias y descargas eléctricas que, según
la recurrente, pudieron causar la descomposición del tele-
tono del recurrido Veras;

Considerando, que, para apreciar el valor del alegato
antes resumido, la Suprema Corte de Justicia ha examina-
do las declaraciones de los testigos oídos en el informativo
celebrado del 16 de marzo de 1976 y en el ecntrainforma-
tiro del 3 de mayo de 1977, eh les que fueron oídos como
testigos Juan Anto&.0 Rivas, Crescencio Antonio Mercado
y Conrado Ruiz Valdés; que ninguno de esos testigos de-
claró que la suspensión del teléfono de Veras fue realizada
per la Codetel; que los que se refirieron a .ese punto esen-
cial del caso declararen que mencionaban esa suspensión,
lo hacían del modo en que Veras se lo había informado;
que, por lo expuesto, la Suprema Corte de Justicia est:rna
que la Corte a-qua al dar por establecido que la suspensión
dci teléfono de que se trataba fue obra voluntaria de la
ahora recurrente, apoyándose en las deposiciones testi-
moniales, se ha apartado de lo que verdaderamente dije-
ron esos testigos, incurriendo en un caso de desnaturar za-
cien de les hechos, p.cr lo que la primera parte del medio
único del memorial a la Compañía debe ser acogida y la
sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
ponderar las partes o ramas segunda y tercera de dicho
medro único;

Considerando, que, cuando se casa una sentencia por
desnaturalización de los hechos las costas pueden ser com-
pensadas:
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
el 26 de septiembre de 1978, en sus atribuciones comer-
ciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió. Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año ion él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifica.-- (Fdo.) Miguel Jacobo..
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seNTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha

3 de febrero de 1976.

yfaterta: Tierras.

Recurrentes: Luis Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa

Jiménez.
Abonados: Dra. Carmen T. Jacobo Vilató y Juan Luperón Vas-

quez.

Recurridos: Luis Súliez y Compartes.
Abogado: Dr, Julio C. Abréu Rl.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Pres:dente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín 11. Alvarez. Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,

:!Lhoy día 24 de noviembre del 1980, años 137' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis En-
:	 .nclue Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez, domi-
nicanos, mayores de edad, solteros, cédulas Nos. 77306 y
108898, serie primera, respectivamente, domiciliados en la
casa No. 224 de la calle Marcos Adán, de esta ciudad, con-
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Par tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
el 26 de septiembre de 1978, en sus atribuciones comer-
ciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cayo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de

San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas entre las partes,

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo. --
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
f ué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generan-
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..

VVIENEIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sente ncia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha
3 de febrero de 1976.

itateria: Tierras.

Recurrentes : Luis Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa
Jiménez.

Abogados: Dra. Carmen T. Jacobo Vilató y Juan Luperón Vas-
quez,

Becurridos: Luis Súñez y Compartes.

Abogado: Dr, Julio C. Abréu Rl,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo dé Guzmán, Distrito Naconal,
oy día 24 de noviembre del 1980, años 137' de la Inde-

pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentenc n a:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis En-
rique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez, domi-
nicanos, mayores de edad, solteros, cédulas Nos. 77306 y
108898, serie primera, respectivamente, domiciliados en la
casa No. 224 de la calle Marcos Adón, de esta ciudad, con-
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tra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 3 de
febrero de 1976, dictada en relación con el solar Nn. 11 de
la Manzana 244, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael
Sosa Maduro, cédula No. 42110, serie primera, en repre-
sentación de los Dres. Carmen Teresa Jacobo Vilató. cédu-
la 16394, serie 47, y Juan Luperón Vásquez, cédula
24229, serie 18, abogados de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. César
Abreu Reinaso, cédula No. 16030, serie 32, abogado de los
reurridos, Luis Espinosa Súñez, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado público, cédula No. 7357, serie primera,
de este domicilio y residencia, y Altagracia Filomena Espi-
nosa Eúñez, dominicana, mayor de edad, soltera, empleada
pública (jubilada), cédula No. 2055. serie primera, de éste
domicilio y residencia;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gem :.;,i1
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito par el abogado
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el 2 de abril de 1976, en el cual se
propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, del
27 de agosto del 1976, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
del 5 de abril del 1978, por la cual se declara la exclusión
de los recurrentes, Josefina Bosch Vda. Orsini y José Os-
car Orsini Bosch;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes en su memorial que se mencionan más adelante, y

los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Prceeciimient; ∎ de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una litis sobre inclusión de herederos
en terreno registrado, el Tribunal de Tierros de Jurisdic-
ción original dictó el 22 de agosto de 1974, una sentencia.

4: cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre
'1' el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impug-

nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
lo.— Se acoge, en cuanto a la forma, y se rechaza, en cuan-
tol al fondo, la apelación interpuesta en fecha del 11 de
septiembre de 1974, por la Doctora Carmen Teresa Jacobo
Vilató, a nombre y en representación de los señores Luis
Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez,
contra la Dedsión No. 5, dictada por el Tribunal . de Tie-
rras de Jurisdicción Original, en fecha 22 de agosto de
1974, en relación con el. Solar No. 11, de la Manzana No.
244, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; 29
Se confirma, en todas sus partes, la Decisión No. 5, dicta-
da por el Tribunal do Tierras de Jurisdicción Original de
fecha 22 de agosto de 1974, en relación con el Solar No. 11
de la Manzana No. 244, del Distrito Catastral No. 1, del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Re-
chaza, la demanda de los señores Luis Enrique Espinosa

• Jiménez, cédula No. 77306, serie 1, y Danilo Espinosa Ji-
ménez, cédula No. 108898, serie primera, ambos solteros,
albañiles, domiciliados y residentes en esta ciudod, en la
calle Marcos Adón No. 224, encaminada a que sean inclui-
dos como herederos del finado Natividad Espinosa, norte-
americano, nacido en Puerto Rico, soltero, cédula No. 4728.
serie primera; Segundo: Mantiene, en su estado actual, el
Certificado de Título No. 71-6051, correspondiente a este
Solar.— Tercero: Ordena, al Registrador de Títulos del
Distrito Nacional, cancelar la anotación de la oposición que
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tra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 3 de
febrero de 1976, dictada en relación con el solar No. 11 de
la Manzana 244, del Distrito Catastral No. 1, del Distrb
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael
Sosa Maduro, cédula No. 42110, serie primera, en repre-
sentación de los Dres. Carmen Teresa Jacobo Vilató, cédu-
la 16594, serie 47, y Juan Luperón Vásquez, cédula
24229, serie 18, abogados de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. César
Abreu Reinoso, cédula No. 16030, serie 32, abogado de los
rcurridos, Luis Espinosa Súñez, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado público, cédula No. 7357, serie primera,
de este domicilio y residencia, y Altagracia Filomena Espi-
nosa Eúñez, dominicana, mayor de edad, soltera, empleada
pública (jubilada), cédula No. 2055, serie primera, de este
domicilio y residencia;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
de los recurrentes, depositado en la Secretaria de la Supre-
ma Corte de Justicia el 2 de abril de 1976, en el cual se
propone pl medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de:
27 de agosto del 1976, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
del 5 de abril del 1978, por la cual se declara la exclusión
de los recurrentes, Josefina Bosch Vda. Orsini y José Os-
car Orsini Bosch;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes en su memorial que se mencionan más adelante, y
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les artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una litis sobre inclusión de herederos
en terreno registrado, el Tribunal de Tierros de Jurisdic-
ción original dictó el 22 de agosto de 1974, una sentencia.
cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que sobre
el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
lo.- Se acoge, en cuanto a la forma, y se rechaza, en cuan-
tol al fondo, la apelación interpuesta en fecha del 11 de
septiembre de 1974, por la Doctora Carmen Teresa Jacobo
Vilató, a nombre y en representación de los señores Luis
Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez,
contra la Decisión No. 5, dictada por el Tribunal . de Tie-
rras de Jurisdicción Original, en fecha 22 de agosto de
1974, en relación con el Solar No. 11, de la Manzana No.
244, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; 29
Se confirma, en todas sus partes, la Decisión No. 5, dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de
fecha 22 de agosto de 1974, en relación con el Solar No. 11
de la Manzana No. 244, del Distrito Catastral No. 1, del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Re-
chaza, la demanda de los señores Luis Enrique Espinosa
Jiménez, cédula No. 77306, serie 1, y Danilo Espinosa Ji-
ménez, cédula No. 108898, serie primera, ambos solteros,
albañiles, domiciliados y residentes en esta ciudod, en la
calle Marcos Adón No. 224, encaminada a que sean inclui-
dos como herederos del finado Natividad Espinosa, norte-
americano, nacido en Puerto Rico, soltero, cédula No. 4728,
serie primera; Segundo: Mantiene, en su estado actual, el
Certificado de Título No. 71-6051, correspondiente a este
Solar.- Tercero: Ordena, al Registrador de Títulos del
Distrito Nacional, cancelar la anotación de la oposición que

•



figura al dorso del Certificado de Título correspondienteu „
este Solar, inscrito a requerimiento de los señores Luis liii_-
rique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez,
que se realicen transferencias o se inscriban gravámei:
en este Solar y sus mejoras;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me.
morial el siguiente único medio de casación: Violación de
los artículos 319 y 320 y 1315 del Código Civil; Desnatura-
lización de los hechosy documentos del proceso; Falta de
base legal; Violación del Derecho de Defensa; Falta de mo-
tivos;

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que de confor-
midad con las disposiciones de los articules 319 y 320 del
Código Civil, la filiación de los hijos legítimos se prueba
por las actas de nacimiento inscritas en el Registro del Es-
tado Civil; que a falta de éstas, basta la posesión constan-
te de estado de hijo legítimo; que en el caso ocurrente se
aportó al Tribunal o-quo una copia certificada del acta N9
540, demostrativa del nacimiento de Jaime Espinosa G -
mán, hijo del declarante, Natividad Espinosa y de su
posa Luisa Germán; que ese documento es suficiente e:
probar las calidades de nietos de Natividad Espinosa, 	 -
cada por los recurrentes, a menos que el acta de nacirnie:
to de su padre fuera invalidada mediante el procedimic -
to de inscripción de falsedad; que también fueron depc,
todas las actas de nacimiento de los recurrentes, denn.-
trativas de que ellos son hijos del finado Jaime Espinci-
Germán; que, sin embargo, el Tribunal de Jurisdicción
Original rechazó la reclamación, basándose en que las ge-
nerales de ley indicados en el acta de nacimiento de Jaime
Espinosa Germán, no son suficientes para identificar a Na-
tividad Espinosa como la misma persona que figura ter:
dueña del inmueble en discusión, motivos de la sentencia
del Juez del Primer Grado, que fueron adoptados por la

sentencia impugnada; y agregan, que los documentos depo-
sitados por les recurrentes no prueban que en los archivos
de otras orientas de la Cédula en el territorio nacional
existiera alguna persona que respondiera al nombre de Na-
tividad Espinosa, así, como tampoco, que con anterioridad
a la apertura de las precitadas oficinas, con motivo de la
promulgación de la Ley que creó la Cédula Personal de
Identidad, se probara que existiera alguien que llevara
dicho nombre; que a los exponentes les bastaba. conforme
la primera parte del artículo 1315 del Código Civil y 319
del mismo Código, aportar, como lo hicieron, la copia cer-
tificada del acta de nacimiento de su padre, Jaime Espi-
nosa Germán, en la que aparece como su progentior, Na-
tividad Espinosa; pero.

Considerando, que en la sentencia impugnada, para
rechazar la reclamación de los actuales recurrentes, ten-
dentes a que se les reconociera su calidad de herederos de
Natividad Espinosa, se expresa lo siguiente: que Nativi-
dad Espinosa, norteamericano, titular de derechos dentro
del Solar No. 11, de la Manzana No. 244, padre de Luis
Espinosa Súñez y Filomena Altagracia Espinosa Súñez, no
es la misma persona nombrada Natividad Espinosa, vecino
de Santo Domingo, padre de Jaime Espinosa y abuelo de
Luis Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jimé-
nez, fundándose en que éstos no habían aportado la prue-
ba de esa identificación;

Considerando, que, en efecto, en el acta de nacimien-
ii, de Jaime Espinosa Germán, depositada en el expedien-
te, no constan las generales de ley del declarante, Nativi-
dad Espinosa, salvo su condición de esposo de la madre
de su hijo Jaime, declarada por él mismo, y su residen-
cia en la ciudad de Santo Domingo, lo que no era suficien-
te para demostrar su identidad con el de Natividad Espi-
nosa, dueño del mencionado solar, quien figura con otras
generales de Ley; que el Juez de Jurisdicción Original1:1
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figura al dorso del Certificado de Título correspondiem
este Solar, inscrito a requerimiento de los señores Luis i:
rique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jiménez„
que se realicen transferenoias o se inscriban graváme
en este Solar y sus mejoras;

Considerando, que los recurrentes proponen en su n,
morial el siguiente único medio de casación: Violación
los artículos 319 y 320 y 1315 del Código Civil; Desnat,.
lización de los hechosy documentos del proceso; Falta
base legal; Violación del Derecho de Defensa; Falta de
tivos;

Considerando, que en su único medio de casación
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que de com
midad con las disposiciones de los artículos 319 y 320 f:
Código Civil, la filiación de los hijos legítimos se prce
por las actas de nacimiento inscritas en el Registro del
lado Civil; que a falta de éstas, basta la posesión const:,,.
te de estado de hijo legítimo; que en el caso ocurrente se
aportó al Tribunal o-quo una copia certificada del acta N7
540, demostrativa del nacimiento de Jaime Espinosa Cirl--
m 'án, hijo del declarante, Natividad Espinosa y de su es-
posa Luisa Germán; que ese documento es suficiente para
probar las calidades de nietos de Natividad Espinosa, invo-
cada por los recurrentes, a menos que el acta de nacimien-
to de su padre fuera invalidada mediante el procedimien-
to de inscripción de falsedad; que también fueron deposi-
todas las actas de nacimiento de los recurrentes, demos-
trativas de que ellos son hijos del finado Jaime Espinosa
Germán; que, sin embargo, el Tribunal de Jurisdicción
Original rechazó la reclamación, basándose en que las ge-
nerales de ley indicados en el acta de nacimiento de Jaime
Espinosa Germán, no son suficientes para identificar a Na-
tividad Espinosa corno la misma persona que figura como
dueña del inmueble en discusión, motivos de la sentencia
del Juez del Primer Grado, que fueron adoptados por la

..0ncia impugnada; y agregan, que los documentos depo-
sitados por los recurrentes no prueban que en los archivos
de otras oficinas de la Cédula en el territorio nacional
existiera alguna persona que respondiera al nombre de Na-
tividad Espinosa, así, como tampoco, que con anterioridad
a la apertura de las precitadas oficinas, con motivo de la
promulgación de la Ley que creó la Cédula Personal de
identidad, se probara que existiera alguien que llevara
dicho nombre; que a los exponentes les bastaba, conforme
la primera parte del artículo 1315 del Código Civil y 319
del mismo Código, aportar, como lo hicieron, la copia cer-
tificada del acta de nacimiento de su padre, Jaime Espi-
nosa Germán, en la que aparece como su progentior, Na-
tividad Espinosa; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, para
rechazar la reclamación de los actuales recurrentes, ten-
dentes a que se les reconociera su calidad de herederos de
Natividad Espinosa, se expresa lo siguiente: que Nativi-
dad Espinosa, norteamericano, titular de derechos dentro
del Solar No. 11, de la Manzana No. 244, padre de Luis
Espinosa Súñez y Filomena Altagracia Espinosa Súñez, no
es la misma persona nombrada Natividad Espinosa, vecino
de Santo Domingo, padre de Jaime Espinosa y abuelo de
Luis Enrique Espinosa Jiménez y Danilo Espinosa Jimé-
nez, fundándose en que éstos no habían aportado la prue-
ba de esa identificación;

Considerando, que, en efecto, en el acta de nacimien-
.., de Jaime Espinosa Germán, depositada en el expedien-
te, no constan las generales de ley del declarante, Nativi-
dad Espinosa, salvo su condición de esposo de la madre
de su hijo Jaime, declarada por él mismo, y su residen-
cia en la ciudad de Santo Domingo, lo que no era suficien-
te para demostrar su identidad con el de Natividad Espi-
nosa, dueño del mencionado solar, quien figura con otras
generales de Ley; que el Juez de Jurisdicción Original
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dictó una sentencia por la cual ordenó el depósito en el ex -
pediente del acta de matrimonio de Natividad Espinosa
con Luisa Germán, documento que no fué depositado, eo.
mo ningún otro con el que hubiera podido determinarse si
se trataba de la misma persona beneficiaria del certificado
de título expedido sobre el solar ya indicado; que por tan-
to, la Suprema Corte de Justicia estima que el Tribunal
a-quo procedió correctamente al rechazar la reclamación
de los actuales recurrentes para que se les incluyera en la
sucesión de Natividad Espinosa, a falta de pruebas feha-
cientes sobre la identidad de su abuelo; por todo lo cual
el medio único del recurso carece de fundamento y debe
scr desestimado:

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpucseo por Luis Enrique Espinosa Jiménez y
Darlo Espinosa Jiménez, contra la sentencia del Tribunal
Superior de Tierras, del 3 de febrero del 1976, dictada en
relación con él solar No. 11 de la Manzana No. 244, del
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo:
y Segundo: Condena a los recurrentes, al pago de las cos-
tas y las distrae en provecho del Dr. Julio César Abréu
Reinoso, abogado de los recurridos, quien afirma haberia,
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín AyLar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel .1',1
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generiil
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 12 de octubre de 1977.

materia: Correccional,

Recurrentes: Eusebia Rudecindo de Rodriguez, e,s„, Gregorio Ru-

decindo„
Ahogado: Dra. Ramona Estela Trujillo,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
f.tontín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

y. te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala

Í1 1 donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
' mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes

de noviembre del año 1980, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eusebia
Rudecindo de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, agricultura, cédula No. 5770, serie 8, domiciliada y
residente en Monte Plata, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 12 de octubre
de 1977, cuyo dispcsitvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la -lectura del rol;
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dictó una sentencia por la cual ordenó el depósito en el ex.
pediente del arta de matrimonio de Natividad Espinosa
con Luisa Germán, documento que no fué depositado, co-
mo ningún otro con el que hubiera podido determinarse si
se trataba de la misma persona beneficiaria del csrtaicado
de título expedido sobre el solar ya indicado; que por tan_
to, la Suprema Corte de Justicia estima que el Tribunal
a-quo procedió correctamente al rechazar la reclamación
de los actuales recurrentes para que se les incluyera en la
sucesión de Natividad Espinosa, a falta de pruebas feha-
cientes sobre la identidad de su abuelo; por todo lo cual
el medio único del recurso carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-i.
sación intcrpuesed por Luis Enrique Espinosa Jiménez y:
Dando Espinosa Jiménez, contra la sentencia del Tribunal:
Superior ds Tierras, del 3 de febrero del 1976, dictada en.'
relación con el solar No. 11 de la Manzana No. 244, del:
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, cuyo cl:s-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
y Segundo: Condena a los recurrentes, al pago de las cos-'t
tas y las distrae en provecho del Dr. Julio César Abréu
Reinoso, abogado de los recurridos, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
ilas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja
coba, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
'audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..

.1. :;NTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 12 de octubre de 1977.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Eusebia Rudecindo de Rodríguez, c.s., Gregorio Ru-
decindo,

Abogado: Dra. Romana Estela Trujillo,

Dirs, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
usticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor

antín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nactonal, hoy día 26 del mes
de noviembre del año 1980, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pública, co-
Mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eusebia
.Rudecindo de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, agricultura, cédula No. 5770,. serie 8, domiciliada y
residente en Monte Plata, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 12 de octubre

e 1977, cuyo dispc.sitvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oída la Dra. Ramona Estela Trujillo de Ruiz Viuda
Boupensiere, cédula No. 27056, serie primera, abogada da
la reurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General,
de la República;

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría.;
de la Corte a-qua, el 27 de octubre de 1977, a requerimien;
to de la abogada de la recurrente y en nombre de ésta:
acta en la que no se propone ningún medio determinad
de casación;

Visto el memorial de la recurrente, del 15 de septie
bre de 1978, suscrito por la Dra. Trujillo Ruiz Vda Bou
pensiere; memorial en el que se proponen contra el fallo
impugnado el meollo que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del,
berado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada ,y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una querella por violación de pro-1
piedad presentada por Eusebia Rudecindo de Rodríguez:-
contra Victoriano Rudecindo, Eduardo Moreno y Gregorio.
Rudecindo, y además por amenazas verbales, el Juzgado'
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Pla-'
ta, dictó en atribuciones correccionales el 30 de septiem-
bre de 1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el,
de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso inter-
puesto por el prevenido Gregorio Rudecindo, la Corte de -
Apelación de Saneo Domingo, dicté el 3 de marzo de 1976,
en atribuciones correccionales, y en defecto contra la
currente, una sentencia cuyo dispositivo figura tambiémi
en el del a ahora impugnada; y c) que sobre oposición de
la ya antes citada recurrente, Eusebia Rudecindo, la Cc:

te de Apelación de Santo Domingo dictó el 12 de octubre

de 1977, el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-

. curso de oposición interpuesto por el doctor Euclides Acos-
. ta, en representación del doctor Rafael Barros González,
actuando éste a su vez en nombre y representación de la
parte civil constituida, señora Eusebia Rudecindo, contra
la sentencia dictada por esta Corte en fecha 3 del mes de
marzo del año 1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el pnevnido Gregorio Rudecindo, contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Montc Plata, de fecha 30 de septiem-
bre del año 1974, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Se sobresee el expediente a cargo de los prevenidos
Gregorio Rudecindo, Victoriano Rudecindo y Eduardo Mo-
reno, por violación a los artículos 456 y 444 del Código Pe-
nal, en perjuicio de Eusebia Rudecindo de Rodríguez, por
tratarse de litis sobre terrenos registrados; Segundo: Se
concede un plazo de tres (3) meses para que las partes
apoderen al Tribunal competente; Tercero: Se declara a
los prevenidos Gregorio Rudecindo, Victoriano Rudecindo

Eduardo Moreno culpables del delito de amenaza verbal
en perjuirio de Eusebia Rudecindo de Rodríguez, previsto
y sancionado por el artículo 307 del Código Penal y los
condena a pagar multas de veinticinco pesos (RD$25.00),
c/u, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor;
Cuarto: Declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por Eusebia Rudecindo de Rodríguez, por in-
termedio de su abogado Dr. Rafael Barros González, con-

, tra los prevenidos por ser regular en la forma; Quinto: En
cuanto al fondo condena a los prevenidos a pagar la suma
de doscientos pesos (RD$200.00) en favor de la parte ci-
vil constituida, como justa reparación por los daños y per-
juicios sufridos on motivo del delito cometido por los pre-
venidos contra ella; Sexto: Condena a los prevenidos al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
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4
Oída la Dra. Ramona Estela Trujillo de Ruiz Viuda''.:

Boupensiere, cédula No. 27056, serie primera, abogada 4,,
la reurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 27 de octubre de 1977, a requerilMen-
hi de la abogada de la recurrente y en nombre de ésta;
acta en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de la recurrente, del 15 de septiem-
bre de 1978, suscrito por la Dra. Trujillo Ruiz Vda Boum-
pen,siere; memorial en el que se proponen contra el fallo
impugnado el medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada ,y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente*
a) que con motivo de una querella por violación de pro-
piedad presentada por Eusebia Rudecindo de Rodríguez,,
contra Victoriano Rudecindo, Eduardo Moreno y Gregorio)
Rudecindo, y además por amenazas verbales, El Juzgadol:
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Pla-
ta, dictó en atribuciones correccionales el 30 de septiem- 'i
bre de 1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el

de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso inter- j
puesto por el prevenido Gregorio Rudecindo, la Corte de1
Apelación de Saneo Domingo, dictó el 3 de marzo de 1976,:,'
en atribuciones correccionales, y en defecto contra la re-
currente, una sentencia cuyo dispositivo figura también ,
en el del a ahora impugnada; y e) que sobre oposición de
la ya antes citada recurrente, Eusebia Rudecindo, la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo dictó el 12 de octubre

da 1177, el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-
curso de oposición interpuesto por el doctor Euclides Acos-
ta, en representación del doctor Rafael Barros González,
actuando éste a su vez en nombre y representación de la
parte civil constituida, señora Eusebia Rudecindo, contra
la sentencia dictada por esta Corte en fecha 3 del mes de
marzo del año 1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla • Pri-
mero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el prevnido Gregorio Rudecindo, contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monte Plata, de fecha 30 de septiem-
bre del año 1974, cuyo dispositivo dice así . "Falla: Prime-
ro: Se sobresee el expediente a cargo de los prevenidos
Gregorio Rudeeindo, Victoriano Rudecindo y Eduardo Mo-
reno, por violación a los artículos 456 y 444 del Código Pe-
nal, en perjuicio de Eusebia Rudecindo de Rodríguez, por
tratarse de litis sobre terrenos registrados; Segundo: Se
concede un plazo de tres (3) meses para que las partes
apoderen al Tribunal competente; Tercero: Se declara a
los prevenidos Gregorio Rudecindo, Victoriano Rudecindo
y Eduardo Moreno culpables del delito de amenaza verbal
en perjuirio de Euseb ia Rudecindo de Rodríguez, previsto
y sancionado por el artículo 307 del Código Penal y los
condena a pagar multas de veinticinco pesos (RD$25.00),
eiu, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor;
Cuarto: Declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por Eusebia Rudecindo de Rodríguez, por in-
termedio de su abogado Dr. Rafael Barros González, con-
tra los prevenidos por ser regular en la forma; Quinto: En
cuanto al fondo condena a los prevenidos a pagar la suma
de doscientos pesos (RD$200.00) en favor dé la parte ci-
vil constituida, como justa reparación por los daños y per-
juicios súfridos on motivo del delito cometido por los pre-
venidos contra ella; Sexto: Condena a los prevenidos al
pago de las costas penales y civiles con distracción de las
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civiles en provecho del Dr. Rafael Barros González. club
afirmó haberlas avanzado en su totalidad; per haberlo
tentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalH,
des legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la
parte civil constituida por falta de concluir; TERCERO:
Declara que con relación a la prevención de amenazas,
puesta a cargo del nombrado Gr egorio Rudecindo, no exis-
ten suficientes pruebas de culpabilidad, en consecuencia,
obrando por contrario imperio, revoca el ordinal tercero
de la decisión del tribunal de primer grado, en cuanto se
refiere a Gregorio Rudecindo, y lo descarga de respon --
bilidad penal por insuficiencia de pruebas; CUARTO: C -
firma el Ordinal primero y segundo de la sentencia ape'.,
da; Quinto: Se declaran de oficio las costas penales.
cuanto se refiere y atañe a la prevención de amenaza•
puestas a cargo de Gregorio Rudecindo; SEXTO: Se conde-
na a la parte civil constituida, Eusebia Rudecindo de Ro-
dríguez, respecto del punto decidido con relación a Gre-
gorio Rudecindo, al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de éstas últimas, en provecho del Doceor Er-
nesto Calderón Cuello, quien ha afirmado que las ha avan-
zado en su totalidad; SEPTIMO: Se reserva las costas en
los demás aspectos del proceso; por haberlo intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las foz rnalidades procedimen-
tales; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la refe-
rida sentencia dictada por la Corte de Apelación, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente; TERCERO: Re-
chaza las pretensiones de la parte civil constituida por ser
improcedentes y estar mal fundadas; CUARTO: Condena
a la parte sucumbente al pago de las costas;

Considerando, que en su memorial la recurrente, des-
pués de hacer algunas consideraciones de hecho, respecto
al delito de violación de propiedad, punto éste sobreseído
por la jurisdicción de primer grado para los fines consig-
nados en el dispositivo de la sentencia correspondiente.

asi como respecto a algunas violaciones especificadas, se
limita a alegar, en cuanto al delito de amenazas verbales
proferidas contra ella; "que la indemnización acordada-
le a la víctima por los daños morales y materiales recibi-
dos, está por debajo de lo que en realidad le correspondía;
debiendo, por lo tanto, ser casada la sentencia impugnada
en base a lo expuesto; pero,

Considerando, que no obstante el descargo del preve-
nido, los jueces pueden acordar en provecho de las perso-
nas constituidas en parte civil las indemnizaciones a que
hubiere lugar, si a cargo de aquel hubiese sido retenido
alguna falta que le fuera imputable; que de conformidad
con los motivos del fallo impugnado, el prevenido Gregorio
Rudecindo fue descargado por insuficiencia de pruebas del
hecho puesta a su cargo, sin que se retuviera falta alguna
en u contra que hubiera podido lesionar de algún modo a
la ahora recurrente; que, en consecuencia su recurso se
rechaza por carecer de fundamento, sin que haya que exa-
minar el medio único de su memorial;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Eusebia Rudecindo de Rodríguez,
contra la sentenoia dictada el 12 de octubre de 1977, en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat,  —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo..
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civiles en provecho del Dr. Rafael Barros González, quien
afirmó haberlas avanzado en su totakdad; por haberlo in-
tentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalida-
des legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la
parte civil constituida por falta de concluir; TERCERO:
Declara que con relación a la prevención de amenazas,
puesta a cargo del nombrado Gregorio Rudecindo, no exis-
ten suficientes pruebas de culpabilidad, en consecuencia,
obrando por contrario imperio, revoca el ordinal tercero
de la decisión del tribunal de primer grado, en cuanto se
refiere a Gregorio Rudecindo, y lo descarga de responsa-
bilidad penal por insuficiencia de pruebas; CUARTO: Con-
firma el Ordinal primero y segundo de la sentencia apela-
da; Quinto: Se declaran de oficio las costas penales, en
cuanto se refiere y atañe a la prevención de amenazas,
puestas a cargo de Gregorio Rudecindo; SEXTO: Se conde-
na a ]a parte civil constituida, Eusebia Rudecindo de Ro-
dríguez, respecto del punto decidido con relación a Gre-
gorio Rudecindo, al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de éstas últimas, en provecho del Doceor Er-
nesto Calderón Cuello, quien ha afirmado que las ha avan-
zado en su totalidad; SEPTIMO: Se reserva las costas en
los demás aspectos del proceso; por haberlo intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades procedinsen-
tales; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la refe-
rida sentencia dictada por la Corte de Apelación, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente; TERCERO: Re-
chaza las pretensiones de la parte civil constituida por ser
improcedentes y estar mal fundadas; CUARTO: Condena
a la parte sucumbente al pago de las costas;

Considerando, que en su memorial la recurrente, des-
pués de hacer algunas consideraciones de hecho, respecto
al delito de violación de propiedad, punto éste sobreseído
por la jurisdicción de primer grado para los fines consig-
nados en el dispositivo de la sentencia correspondien te ,

así como respecto a algunas violaciones especificadas, se
limita a alegar, en cuanto al delito de amenazas verbales
proferidas contra ella; "que la indemnización acordada-
le a la víctima por los daños morales y materiales recibi-
dos, está por debajo de lo que en realidad le correspondía;
debiendo, por lo tanto, ser casada la sentencia impugnada
en base a lo expuesto; pero,

Considerando, que no obstante el descargo del preve-
nido, los jueces pueden acordar en provecho de las perso-
nas constituidas en parte civil Las indemnizaciones a que
hubiere lugar, si a cargo de aquel hubiese sido retenido
alguna falta que le fuera imputable; que de conformidad
con los motivos del fallo impugnado, el prevenido Gregorio
Rudecindo fue descargado por insuficiencia de pruebas del
hecho puesta a su cargo, sin que se retuviera falta alguna
en u centra que hubiera podido Lesionar de algún modo a
la ahora recurrente; que, en consecuencia su recurso se
rechaza por carecer de fundamento, sin que haya que exa-
minar el medio único de su memorial;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Eusebia Rudecindo de Rodriguez
contra la sentencia dictada el 12 de octubre de 1977, en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Seres, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Migudl Jacobo..
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Dajahón•
de fecha S de diciembre de 1976, I

Materia: Correccional,

Recurrente: Juan Collado.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la , República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
iContín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Disrito Nacional, hoy
día 26 de noviembre de 1980, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Co-

llado, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado en Loma de Cabrera, cédula No. 8229, serie 28.
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por el Juzgado de Primera Instane:a del Distrito Judi-
cial de Dajabón, el 8 de diciembre de 1976, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRDIERO: Se de-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el prevenido Juan Collado, contra la sentencia No 229
dictada por el Juzgado de Paz de Loma de Cabrera, en fe-

cha 27 de octubre de 1976, que lo condenó al pago de una
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tolla de Cinco pesos oro (RDS5.00) y costas; como también
a pagar al señor Leonte Corporán la muna de Setenta pe-
sos oro (RD$70.00) en calidad de daños morales; SEGUN-
DO: Se rechaza el recurso de apelación en cuanto al fon-
do y en consecuencia se mantiene la sentencia apelada en
todas sus partes; TERCERO: Se condena además al pago
de las costas de alzada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República:

Vista el acta del recurso de casae:ón levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, él 23 de febrero de 1977, a
requerimiento del Lie, Juan A. Zapata, actuando en repre-
sentación del recurrente, en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que según lo dispone el artículo 29 de
la Ley de Casación, "El plazo para interponer el recurso de
casación es de diez días, contados desde la fecha del pro-
nunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo presen-
te en la audiencia en que ésta fué pronunciada si fué debi-
damente citado para la misma, etc., y como en el caso pre-
sente, resulta de la sentencia impugnada, que la misma,
fué pronunciada el 8 de diciembre de 1976, estando pre-
sente el prevenido recurrente y el recurso de que se tra-
ta. no fue interpuesto, sino el 23 de febrero de 1977, es de-
cir, cuando el plazo de diez días estaba ventajosamente
Vencido, y por lo que el recurso que se examina, resulta
tardío, y como tal debe ser declarado inadmisible;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan Collado, contra la
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Dajahón:

de fecha 8 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: Juan Collado,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la , República, la Suprema Cort- de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
iContín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio peras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del SecreUrio
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Disrito Nacional, hoy
día 26 de noviembre de 1980, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Co-
llado, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado en Loma de Cabrera, cédula No. 8229, serie 23,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Dajabón, el 8 de diciembre de 1976, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuestg
por cl prevenido Juan Collado, contra la sentencia No 219
dictada por el Juzgado de Paz de Loma de Cabrera, en
cha 27 de octubre de 1976, que lo condenó al pago de
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tontita de Cinco pesos oro (RD$5.00) y costas; como también
pagar al señor Leonte Corporán la suma de Setenta pe-

os oro (,RD$70.00) en calidad de daños morales; SEGUN-
DO: Se rechaza el recurso de apelación en cuanto al fon-
do y en consecuencia se mantiene la sentencia apelada en
todas sus partes; TERCERO: Se condena además al pago
de las costas de alzada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República:

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, el 23 de febrero de 1977, a
requerimiento del Lic. Juan A. Zapata, actuando en repre-
sentación del recurrente, en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que según lo dispone el articulo 29 de
la Ley de Casación, "El plazo para interponer el recurso de
casación es de diez días, contados desde la fecha del pro-
nunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo presen-
te en la audiencia en que ésta fué pronunciada s i, fué debi-
damente citado para la misma, etc., y como en el caso pre-
sente, resulta de la sentencia impugnada, que la misma.
fué pronunciada el 8 de diciembre de 1976, estando pre-
sente el prevenido recurrente y el recurso de que se tra-
ta. no fué interpuesto, sino el 23 de febrero de 1977, es de-
cir, cuando el plazo de diez días estaba ventajosamente
vencido, y por lo que el recurso que se examina, resulta
tardío, y como tal debe ser declarado inadmisible;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan Collado, contra la

de
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sentencia dictada en atribuciones correccionales, por el	 SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1980
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Da.
jabón, el 8 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se h a	sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con, 	 de fecha 5 de diciembre de 1977.
dena al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi.
dio Bcras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro.
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 	 Recurrido: Rsdacl A. Flores.
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y	 Abogados: Dr. A. Ulises Cabrera y Frcddy Zarzuela.
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo

3

materia: Trabajo.

Recurrentes: Cortés Hermanos & C.6., C. por A.

Abogados: Dr. Joaquín Ramirez de la Rocha R. Barat y Claudio
Soriano del Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
oaquín M. Alvarez Pera& Juan Bautista Rojas Almán-

zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de no-
viembre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto par Cortés
Hermanos & Co., C. por A., con domicilio en esta ciudad,
en la casa No. 175 de la calle Francisco Villaespesa, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-



sentencia dictada en atribuciones correccionales, Por el	 SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1980
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Da-
jabón, el 8 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se h a	sentencia impugnada: CAmara de Trabajo del Distrito Nacional,
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con, 	 de fecha 5 de diciembre de 1977.
dena al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Mi
Jacobo, Secretatio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de no-
viembre del año 1980, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
e Casación, Ja siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cortés
íermanes & Co., C. por A., con domicilio en esta ciudad,

la casa No. 175 de la calle Francisco Villaespesa, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-

',ratería: Trabajo.

Recurrentes: Cortés Hermanos & Co., C. por A.

abogados: Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha a. Barat y Claudio
Soriano del Rosario.

Recurrido: Rafael A. Flores.
Abogados: Dr. A. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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trito Nacional, el 5 de Diciembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Cído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fab:en
R. Baralt, cédula No. 82055, serie primera, por sí y en re
presentación de los Dres. Joaquín Ramírez de la Rocee, y
Claudio Soriano del Rosario, abogados de la recurrente:

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fredde
Zarzuela Rosario, cédula No 41269, serie 54, por sí y en
representación del Dr. A. Ulises Cabrera, cédula No. 12215,
serie 48, abogados del recurrido, Rafael Antonio Flores,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 69157, serie prime-
ra, domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictaran del Magistrado Procurador General
ide la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secrlii^:
tarta de la Suprema Corte de Justicia el 27 de marzi!
del 1978, suscrito per los abogados de la recurrente, en el
que se proponen los medios de casación clue se indicen
más adelante;

Visto c4 memorial de defensa del recurrido, del 29 de
junio del 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobra Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motive de /una demanda laboral el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 10 de febrero de
1976 una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada
la demanda laboral intentada por el señor Rafael Antonio

Flores, contra la empresa Cortés Hermanos & Co., C. por A.;
Segundo: Se condena al demandante al pago de las costas

¡

y se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr.
' Claudio Soriano, que afirma haberlas avanzado en su tota-

lidad; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, tanto en la for-
ma como en el fondo, el recurso da apelación interpuesto
por el señor Rafael Antonio Flores, contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
10 de febrero de 1976, dictada en favor de la empresa
Cortés Hermanos & Co., C. por A., cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y como
consecuencia Revoca en todas sus partes dicha sentencia
impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el
caso de la especie; TERCERO: Condena al patrono Cortés
Hermanos & Co., C. per A., a pagarle al reclamante Rafael
Antonio Flores, los valeres siguientes: 24 días por concep-
to de preaviso; 210 días por concepto de auxilio de cesan-
tia; 14 días de vacaciones, la regalía pascual y bonifica-
ción del último año laborado, la suma de RDS1,035.84 por
concepto de horas extras, así como a una suma igual de los
salarios que habría recibido el reclamante desde la fecha
de la demanda original y hasta la sentenaic definitiva, sin
que excedan de 3 meses, todo calculado a base de RD$28.-
00 semanales ó RD$5 09 diarios, por aplicación del regla-
mento 6127; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe,
Cortés Hermanos & Co., C. por A., al pago de las costas
del procedimiento de arabas instancias, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la ley No. 302, del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción, en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera L., quien afdr-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedim i ento Ci-
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trito Nacional, el 5 de Diciembre de 1977, cuyo disposit., „
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fabian
R. Baralt, cédula No. 82055, serie primera, por sí y en re-
presentación de los Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y
Claudio Soriano del Rosario, abogados de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fred•
Zarzuela Rosario, cédula No 41269, serie 54, por sí y en
representación del Dr. A. Ulises Cabrera, cédula No. 12215,
serie 48, abogados del recurrido, Rafael Antonio Flores,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 69157, serie prime-
ra, domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamn del Magistrado Procurador General
'de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 27 de mano 
del 1978, suscrito per los abogados de la recurrente, en el
que se proponen los medias de casación pire se indican
más adelante:

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 29 de
junio del 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se indican más adelante, y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motive de una demanda laboral el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 10 de febrero de
1976 una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada
la demanda laboral intentada por el señor Rafael Antonio

Flores, contra la empresa Cortés Hermanos & Co., C por A.;
Segundo: Se condena al demandante al pago de las costas
y se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr.
Claudio Soriano, que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad; b) que sobre dl recurso interpuesto intervino la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, tanto en la for-
ma como en el fondo, el recurso de apelación interpuesto
por el señor Rafael Antonio Flores, contra sentencia del
juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
10 de febrero de 1976, dictada en favor de la empresa
Cortés Hermanos & Co., C. por A., cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y como
consecuencia Revoca en todas sus partes dicha sentencia
impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido en el
caso de la especie; TERCERO: Condena al patrono Cortés
Hermanos & Co., C. par A., a pagarle al reclamante Rafael
Antonio Flores, los va:kit-es siguientes: 24 días por concep-
to de preaviso; 210 días por Concepto de auxilio de cesan-
tía; 14 días de vacaciones, la regalía rascual y bonifica-
ción del último año laborado, la suma de RDS1,035.84 por
concepto de horas extras, así como a una suma igual de los
salarios que habría recibido el reclamante desde la fecha
de la demanda original y hasta la sentenaic definitiva, sin
que excedan de 3 meses, todo calculado a base de R13$28.-
00 semanales ó RD$5 09 diarios, por aplicación del regla-
mento 6127; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe,
Cortés Hermanos & Co., C. por A., al pago de las costas
del procedimiento de arabas instancias, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la ley No. 302, del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción, en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera L., quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedim i ento Ci-



vil; Desnaturalización de los hechos de la causa; Falta de
base legal; Segundo Medio: Viloación del artículo 658 del
Código de Trabajo; Desnaturalización de hechos y docu-
mentos de la causa; Violación del articulo 1315 del Código
Civil; Nueva violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Falta de base legal;

Considerando, que la recurrente alega en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada se afirma que a pesar de que la em-
presa demandada alegó que no había despedido al trabaja-
dor demandante, dicha empresa solicitó un informativo
para probar la justa causa del despido, lo que constituye
una contradicción; pero, resulta, agrega la recurrente, que
ella ha sostenido, desde el inicio de la litis, que no despi-
dió a Rafael Antonio Flores, lo que así declaró en la Con-
ciliación; que ella pudo demostrar que éste no fu:: despe-
dido, sino qce él, voluntariamente, abandonó su trabajo
cuando se le comunicó que tenía que utilizar un reloj en
el desempeño de sus labores de sersno; que la Cámara
a-qua se fundó, para estimar que dicho trabajador había
sido despedido en declaraciones de testigos cuyas informa-
ciones coinciden y su sincronizan en una forma tal que las
hacen aparecer como prefabricadas, o creadas de antema-
no, en forma complaciente, y, por tanto, resaltan como sos-
pechosas de no corresponder a la verdad de los hechos:
pero,.

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y pueden,
para fundamentar sus decisiones, basarse en aquellas de-
claraciones que juzguen más verosímiles y sinceras; que
la Cámara a-qua estimó que el trabajador Rafael Antonio
Flores había sido despedido fundándose en las declaracio-
nes de testigos oídos en el informativo, quienes afirmaron
que éste se presentó un día a su trabajo y lo informaron
que había sido despedido y que otra persona ocupaba su

cargo; que, por tanto, la Cámara a-qua, dentro de sus po-
deres de apreciación, de los testimonios, puede, como lo
hizo, estimar que dicho trabajador habla sido despedido;
que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la
Cámara a-qua le concedió al trabajador Flores, además de
las prestaciones de lugar, el pago de horas extras de tra-
bajo, cuando en realidad, nunca las trabajó, ni hizo prue-
ba de esa reclamación;

Considerando, que, en efecto, por la sentencia impug-
nada se concedió al trabajador demandante la suma de RD
$1,035.84, por concepto de 1,248 horas extras de trabajo;
que, sin embargo, en dicha sentencia no se indicó en qué
se basó la Cámara a-qua para concederle esta suma de di-.

nero por ese concepto; que el trabajador que reclama el pa-
l'go de horas que excedan de la jornada legal o de la auto-
ridad del Departamento de Trabajo, está obligado, de
acuerdo con las reglas de la prueba, a establecer el núme-
ro de horas eptraordinarias trabajadas, y los jueces del
fondo están en el deber de ponderar la prueba aportada
para fijar con exactitud la realización de trabajos extra-

. ordinarios; que, en tales condiciones, la sentencia impug-
nada debe ser casada en cuanto a la condenación al pago
de horas extras;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional del 5 de diciembre de 1977, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
en cuanto ordenó el pago de horas extras en favor del tra-
bajador demandante, Rafael Antonio Flores, y envía el
asunto, así delimitado, por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
sus atribuciones laborales; Segundo: Rechaza, en sus de-

2588	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2589



2588	 BOLETLN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2589

vil; Desnaturalización de los hechos de la causa; Falta de
base legal; Segundo Medio: Viloación del artículo 658 del
Código de Trabajo; Desnaturalización de hechos y doce.
mentos de la causa; Violación del artículo 1315 del Código
Civil; Nueva violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Falta de base legal;

Considerando, que la recurrente alega en el primer
medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que en la
sentencia impugnada se afirma que a pesar de que la em-
presa demandada alegó que no había despedido al trabaja-
dor demandante, dicha empresa solicitó un informativo
para probar la justa causa del despido, lo que constituye
una contradicción; pero, resulta, agrega la recurrente, que
ella ha sostenido, desde el inicio de la litis, que no despi-
dió a Rafael Antonio Flores, lo que así declaró en la Con-
ciliación; que ella pudo demostrar que éste no fué despe-
dido, sino qee él, voluntariamente, abandonó su trabajo
cuando se le comunicó que tenía 'que utilizar un reloj en
el desempeño de sus labores de sereno; que la Cámara
a-qua se fundó, para estimar que dicho trabajador había
sido despedido en declaraciones de testigos cuyas informa-
ciones coinciden y su sincronizan en una forma tal que las
hacen aparecer como prefabricadas, o creadas de antema-
no, en forma complaciente, y, por tanto, resaltan como sos-
pechosas de no corresponder a la verdcd de los hechos:
pero,

cargo; que, por tanto, la Cámara a-qua, dentro de sus po-
deres de apreciación, de los testimonios, puede, como lo
hizo, estimar que dicho trabajador había sido despedido;
que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

/t.;	 Cons:derando, que en el segundo medio de su memo-
. cial, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la

Cámara a-qua le concedió al trabajador Flores, además de
las prestaciones de lugar, el pago de horas extras de tra-
bajo, cuando en realidad, nunca las trabajó, ni hizo prue-
ba de esa reclamación;

Considerando, que, en efecto, por la sentencia impug-
nada se concedió al trabajador demandante la suma de RD
11,035.84, por concepto de 1,248 horas extras de trabajo;

, que, sin embargo, en dicha sentencia no se indicó en qué
se basó la Cámara a-qua para concederle esta suma de di-
nero por ese concepto; que el trabajador que reclama el pa-
go de horas que excedan de la jornada legal o de la auto-
ridad del Departamento de Trabajo, está obligado, de
acuerdo con las reglas de la prueba, a establecer el núme-
ro de horas eptraordinarias trabajadas, y los jueces del

-; fondo están en el deber de ponderar lá prueba aportada
para fijar con exactitud la realización de trabajos extra-

; ordinarios; que, en tales condiciones, la sentencia impug-
nada debe ser casada en cuanto a la condenación al pago
de horas extras;

Por tales motivos, Primero . Casa la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional del 5 de diciembre de 1977, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
en cuanto ordenó el pago de horas extras en favor del tra-
bajado • demandante, Rafael Antonio Flores, y envía el
asunto, así delimitado, por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
sus atribuciones laborales; Segundo: Rechaza, en sus de-

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos
para apreciar el valor del testimonio en justicia, y pueden,
para fundamentar sus decisiones, basarse en aquellas de-
claraciones que juzguen más verosímiles y sinceras; que
la Cámara a-qua estimó que el trabajador Rafael Antonio
Flores había sido despedido fundándose en las declaracio-
nes de testigos oídos en el informativo, quienes afirmaron
que éste se presentó un día a su trabajo y lo informaron
que había sido despedido y que otra persona ocupaba su
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más aspectos, el recurso de casación interpuesto per
Cortés Hermanos & Co., C. por A., al pago de las tres cuar-
tas partes de las costas, con distracción en provecho de los
Dres. Dlises Cabrera y Freddy Zarzuela, abogados del re-
currido, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad, y al recurrido Rafael Antonio Flores, al pago de la
cuarta parte restante, con distracción en favor de los doe.
lores Joaquín Ramírez de la Rocha, Fabiún Ricardo Baralt
y Claudio R. Soriano del Rosario, abogados de la recurren-
te, quienes afirman haberlas avanzado. en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Migue/ Jacobo, Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores JlifiCCS que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo

ENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1980

ntencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de •Peravia,
de fecha 3 do noviembre de 1977.

•teria: Correccional.

ecurrente: Santiago Mejía Báez,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de leRepública, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
e, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
oaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
r y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-

tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
a ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
al, hoy día 28 de noviembre de 1980, años 137' de la In-

dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago
Mejía Báez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
casa No. 26 de la calle Santomé, de la ciudad de Saín, Pro-
vincia Peravia. contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Peravia, el 3 de noviembre de 1977,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el
nombrado Santiago Mejía Báez, contra sentencia No. 779,
de fecha 16 de octubre del año 1972, dictada por el Juzga-
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más aspectos, el recurso de casación interpuesto por la
Cortés Hermanos & Co., C. por A., al pago de las tres cuar-
tas partes de las costas, con distracción en provecho de los
Dres. Dlises Cabrera y Freddy Zarzuela, abogados del re_
corrido, quienes afirman haberlas avanzado en su total:-
dad, y al recurrido Rafael Antonio Flores, al pago de la
cuarta parte restante, con distracción en favor de los doc-
tores Joaquín Ramírez de la Rocha, Fabian Ricardo Baralt
y Claudio R. Soriano del Rosario, abogados de la recurren-
te, quienes afirman haberlas avanzado. en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia púbkea del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General;
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1980

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Peravia,
de lecha 3 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional,

Recurrente: Santiago Mejía Báez,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la 'República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín. Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 28 de noviembre de 1980, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, corno Corte de Casación, la siguiente senten-

.era:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago

Mejía Báez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
casa No. 26 de la calle Santomé, de la ciudad de Baní, Pro-
vincia Peravia, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por el imgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Peravia, el 3 de noviembre de 1977,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el
nombrado Santiago Mejía Báez, contra sentencia No. 779,
de fecha 16 de octubre del año 1972, dictada por el Juzga-
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do de Paz de San José de Ocoa, por el delito de violación
a la Ley 2402, en perjuicio de una menor procreada ron
la nombrada María Altagracia Bautista Castillo, la cual
lo condenó a sufrir la pena de (2) dos años de prisión
correccional, en caso de incumplimiento y al pago de una
pensión alimenticia de R-D$10.00 a favor de dicha menor,
por ser regular en la forma; SEGUNDO: Se rechaza dicho
recurso en cuanto al fondo, por improcedente y mal funda-
do y se confirma la sentencia anterior en todas sus partes;
TERCERO: Se condena al nombrado Santiago Mejía Báez
al pago de las costas;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-qua. el 1ro. de febrero de 1978, a
requerimiento del Dr. Nelson Eddy Carrasco, actuando en
representación del recurrente, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de
1950, sobre asistencia obkgatoria de los hijos menores de
18 años; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en materia penal IN condenados a
pena de prisión que excedan de seis meses, no pueden vá-
lidamente recurrir en casación a menos que estén en pri-
sión o en libertad bajo fianza; expone el artículo 36 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; o que en caso de
condenación a prisión por aplicación de la Ley No. 2102,
ya citada, sobre asistencia de los hijos menores de 18 años,
se haya obligado por escrito ante el Ministerio Público a
cumplir la sentencia pronunciada contra ellos en lo rola-

i ,iro a la pensión acordada a los hijos, todo conforme a los
artículos 7 y 8 de la mencionada Ley No. 2402;

I(ni
Considerando, que en el caso ocurrente. según resulta

haya asumido en la forma indicada por la ley 2102, la

del expediente, el interesado, ha sido condenado a dos años
:de prisión correccional, sin que conste que se ha constitui-
do en prisión, ni que haya obtenido libertad bajo fianza,

, obligación hacia el hijo a que hace referencia la senten-
cia;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Santiago Mejía Báez,
contra la sentencia dictada el 3 de noviembre de 1977, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Peravia, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-

' do: Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-
bo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo
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do de Paz de San José de Ocoa, por el delito de violación
a la Ley 2402, en perjuicio de una menor procreada con
la nombrada María Altagracia Bautista Castillo, la cual
lo condenó a sufrir la pena de (2) dos años de prisión
correccional, en caso de incumplimiento y al pago de una
pensión alimenticia de RD$10.00 a favor de dicha menor.
por ser regular en la forma; SEGUNDO: Se rechaza dicho
recurso en cuanto al fondo, por improcedente y mal funda-
do y se confirma la sentencia anterior en todas sus partes;
TERCERO: Se condena al nombrado Santiago Mejía Báez
al pago de las costas;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

'Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-qua, el 1ro. de febrero de 1978, a
requerimiento del Dr. Nelson Eddy Carrasco, actuando en
representación del recurrente, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de
1950, sobre asistencia obkgatoria de los hijos menores de
18 años; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en materia penal los condenados a
pena de prisión que excedan de seis meses, no pueden vá-
lidamente recurrir en casación a menos que estén en pri-
sión o en libertad bajo fianza; expone el artículo 36 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; o que en caso de
condenación a prisión por aplicación de la Ley No. 2402,
ya citada, sobre asistencia de los hijos menores de 18 años.
se haya obligado por escrito ante el Ministerio Público
cumplir la sentencia pronunciada contra ellos en lo rela-

tivo a la pensión acordada a los hijos, todo conforme a los
artículos 7 y 8 de la mencionada Ley No. 2402;

Considerando, que en el caso ocurrente. según resulta
del expediente, el interesado, ha sido condenado a dos años
de prisión correccional, sin que conste que se ha constitui-
do en prisión, ni que haya obtenido libertad bajo fianza,
ti haya asumido en la forma indicada por la ley 2102, la
obligación hacia el hijo a que hace referencia la senten-
cia;

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Santiago Mejía Báez,
contra la sentencia dictada el 3 de noviembre de 1977, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Peravia, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
die Beras, Joaquín M Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-
bo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, én la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo
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1

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 19811

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fecha 27 de septiembre de 1979 y 27 de junio de
1980.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Raúl C. Leal García y Arón Prinstein,

Intervinientes: La Hacienda Pulgarin, C. por A.
Abogado: Raúl Reyes Vásquez,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Pr esidente; Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdorno Báez. Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde, celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
28 de noviembre del año 1980, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública;
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Raúl
C. Leal García, cédula No. 142087, serie ira., mayor de
edad, casado, comerciante, natural de Cuba, nacionalizad)
dominicano, domiciliado en la calle Furcy Pichardo No. 4.
Reparto Bella Vista, de esta ciudad; y Aren Prinste'n Topp,
cédula No. 133476, serie primera, mayor de edad. casado,
comerciante, natural de Cuba, nacionalizado dominicano,

domiciliado en la calle B, casa No. 14, Reparto Agustín
liara, de esta ciudad, contra los veredictos dictados por la
amara de Calificación del Distrito Nacional; en fachas 12
e septiembre de 1979 y 27 de jun io del 1980, respectivamen-

te, que dicen así: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Designar al
Magistrado Dr. José F. de Moya Veloz, Juez de la Corte de
Apelación para que conjuntamente con los jueces de la
Segunda y Cuarta Cámara Penal formaran la Cámara de
Calificación para conocer del recurso de apelación inter-
puesto por el Da:. Julio César Castaño Guzmán, en su pro-
pio nombre y del Dr. Julio César Castaño E., a nombre de
los nombrados Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp,
contra la Providencia Calificativa No 172-79, dictada por
el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, de fecha 12 de septiembre de 1979; SE-
GUNDO: Ordenar que el presente auto sea comunicado de
lcs jueces por Secretaría; y "RESUELVE: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Julio César Castaños Espaillat y Dr. Julio Cé-
sar Castaños Guzmán, en representación de los nombrados
Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp, con la providen-
cia calificativa No. 172-79, de fecha 12 de septiembre de
1979, dictada por el Juez de Instrucción de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, cuyo d)spositivo dice
así: Resolvemos: Primero: Declarar, como al efecto decla-
ramos, que resultan indicios graves.y sufdeientes, para en-
viar al tribunal criminal a los nombrados Rolando Noboa
(Prófugo), (En contumacia), Raúl Leal García y Arón
Prinstein Topp, como autores del crimen de abuso de con-
fianza de valores en efectivo, inmuebles, animales, etc.,
que exceden de los cinco mil pesos, en perjuicio de la Com
pañia Hacienda Pulgarín, C. por A., representada por el
Administrador General de la misma, señor Augusto Avila
Peña Abad; Segundo: Enviar como al efecto enviamos, al
tribunal criminal a los nombrados Rolando Noboa (Pi ófugo,
en contumacia), Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp,
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicano.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín /VI. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Searetario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
28 de noviembre del año 1989, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública.
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Raúl
C. Leal García, cédula No. 142087,_serie lra., mayor de
edad, casado, comerciante, natural de Cuba, nacionalizado
dominicano, domiciliado en la calle Furcy Pichardo No. 1.
Reparto Bella Vista, de esta ciudad; y Aren Prinslen Topp,
cédula No. 133476, serie primera, mayor de edad, casado,
comerciante, natural de Cuba, nacionalizado dominicano,
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domiciliado en la calle B, casa No. 14, Reparto Agustín
Lara, de esta ciudad, contra los veredictos dictados por la
Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en fachas 12
de septiembre de 1979 y 27 de juni o del 1980, respectivamen-
te, que dicen así: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Designar al
Magistrado Dr. José F. de Moya Veloz, Juez de la Corte de
Apelación para que conjuntamente con los jueces de la
Segunda y Cuarta Cámara Penal formaran la Cámara de
Calificación para conocer del recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Julio César Castaño Guzmán, en su pro-
pio nombre y del Dr. Julio César Castaño E., a nombre de
los nombrados Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp,
contra la Providencia Calificativa No 172-79, dictada por
el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, de fecha 12 de septiembre de 1979; SE-
GUNDO: Ordenar que el presente auto sea comunicado de
lcs jueces por Secretaría; y "RESUELVE: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Julio César Castaños Espaillat y Dr. Julio Cé-
sar Castaños Guzmán, en representación de los nombrados
Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp, con la providen-
cia calificativa No. 172-79, de fecha 12 de septiembre de
1979, dictada por el Juez de Instrucción de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, cuyo cUspositivo dice
así: Resolvemos: Primero: Declarar, corno al efecto decla-
ramos, que resultan indicios graves .y suficientes, para en-
viar al tribunal criminal a los nombrados Rolando Noboa
(Prófugo), (En contumacia), Raúl Leal García y Arón
Prinstein Topp, como autores del crimen de abuso de con-
fianza de valores en efectivo, inmuebles, animales, etc.,
que exceden de los cinco mil pesos, en perjuicio de la Com
pañia Hacienda Pulgarín, C. por A., representada por el
Administrador General de la misma, señor Augusto Avila
Peña Abad; Segundo: Enviar como al efecto enviamos, al
tribunal criminal a les nombrados Rolando Noboa (Pr ófugo,
en contumacia), Raúl Leal García y Arón Prinstein Topp,

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 198n

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fecha 27 de septiembre de 1979 y 27 de junio do
1980.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Raúl C, Leal García y Arón Prinstein,

inte •inientes: La Hacienda Pulgarín, C. por A.
Abogado: Raúl Reyes Vásquez,
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para que allí sean juzgados con arreglo a la ley por el exi-
men que se les imputa; Tercero: Ordenar, como al ni--seto
ordenamos que las actuaciones de instrucción, así como un
estado de Tos documentos y objetos que han de obrar como
elementos de convicción, sean transmitidos por nuestro
secretario, inmediatamente después de expirado el plazo
del recurso de apelación a que es suceptible esta Provi-
dencia, al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacio-
nal, para los fines de ley correspondiente. Por haber sido
hecho conforme a la ley; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la Providencia Calificativa No. 172-79, dictada
por el Magistrado Juez de Instrucción de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en fecha 12 de septiem-
bre de 1979; Tk2tCERO: Ordena que la presente decisión
sea comunicada al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, para los fines de ley correspondientes;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación, levantadas
en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fechas 7 de julio del año 1980, respectivamente, en
las cuales no se invocan ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de intervención de fecha 9 de octubre
de 1980, suscrito por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, céchtla
No. 6556, serie 5, a nombre y representación de la intr-
viniente la Hacienda Pulgarín, C. por A., sociedad comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes del país, con su
domicilio social en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artictilos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley 5155, de 1959, y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con cl artículo 127
'del Código de Procedimineto Criminal, modificado por la
Ley 5155, de 1959 • "Las decisiones de la Cámara de Califi-
cación no son susceptibles de ningún recurso'; que en el
caso ocurrente como los recursos de casación han sido in-
terpuestos contra decisión de esa naturaleza, dictada por
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dichos re-
cursos no pueden ser admitidos;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a la Hacienda Pulgarín, C. por A.; Segundo: Declara in-
admisible los recursos de casación interpuestos por Raúl O.
Leal García y Arón Prinstein Topp, contra los veredictos
dictados por la Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fechas 12 de septiembre de 1979 y 27 de junio de
980 respectivamente, cuyos dispositivos se copian en par-

anterior ddl presente fallo; y Tercero: Condena a las
ecurrentes al pago de las costas, con distracción de las
rimas en provecho del Dr. Raúl Reyes Vásquez, quien
firma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
hit firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
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para que allí sean juzgados con arreglo a la ley por el cri.
men que se les imputa; Tercero: Ordenar, como al eferto
ordenamos que las actuaciones de instrucción, así como un
estado de los documentos y objetos que han de obrar como
elementos de convicción, sean transmitidos por nuestro
secretario, inmediatamente después de expirado el plazo
del recurso de apelación a que es suceptible esta Provi.
dencia, al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nado.
nal, para los fines de ley correspondiente. Por haber sido
hecho conforme a la ley; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la Providencia Calificativa No. 172-79, dictada
por el Magistrado Juez de Instrucción de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en fecha 12 de septiem-
bre de 1979; TERCERO: Ordena que la presente decisión
sea comunicada al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, para los fines de ley correspondientes;

Oído al Alguaoil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General'
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación, levantadas
en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fechas 7 de julio del año 1980, respectivamente, en
las cuales no se invocan ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de intervención de fecha 9 de octubre
de 1980, suscrito por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula
No. 6356, serie 5, a nombre y representación de la inter-
viniente la Hacienda Pulgarín, C. por A., sociedad comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes del país, con su
domicilio social en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artíctilos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley 5155, de 1959, Y •

1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 127
del Código de Procedimineto Criminal, modificado por la
Ley 5155, de 1959: "Las decisiones de la Cámara de Califi-
cación no son susceptibles de ningún recurso"; que en el
caso ocurrente como los recursos de casación han sido in-
terpuestos contra decisión de esa naturaleza, dictada por
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dichos re-
cursos no pueden ser admitidos;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a la Hacienda Pulgar-in, C. por A.; Segundo: Declara in-
admisible los recursos de casación interpuestos por Raúl O.
Leal García y Arón Prinstein Topp, contra los veredictos
dictados por la Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fechas 12 de septiembre de 1979 y 27 de junio de
980 respectivamente, cuyos dispositivos se copian en par-
e anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a los

rrentes al pago de las costas, con distracción de las
smas en provecho &1 Dr. Raúl Reyes Vásquez, quien

firma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
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FE DE ERRATAS:

Errata advertida en el Boletín Judi-
cial correspondiente al mes de
Septiembre de 1980:
Donde dice: NQ 837;
Debe decir: No 838;

Errata advertida en el Boletín Judi-
cial correspondiente al mes de
Octubre de 1980:
Donde dice N9 838;
Debe de decir: IST9 839.

Labor de la Suprema Corte de Justicia,
el mes de Noviembre del año 1980.

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	
Recursos de casación civiles fallados 	
Recursos de casación penale sconocidos
Recursos de casación penales fallados 	
Suspensiones de ejecución de sentencias 	
Defectos 	
Exclusiones 	
Dcclinatorias 	
Juramentación de Abogados 	
Nombramientos de Notarios 	
Resoluciones administrativas 	
Autos autorizando emplazamientos 	
Autos pasando expedientes para dictamen 	
Autos fijando causas 	  49
Sentencia sobre apelación de libertad bajo fianza
Sentencia ordena libertad por haber prestado

fianza 	 	 1

MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.,
Noviembre de 1980.
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Considerando, que de conformidad con el artículo 127
del Código de Procedimineto Criminal, modificado por la
Ley 5155, de 1959: "Las decisiones de la Cámara de Califi-
cación no son su oreptibles de ningún recurso"; que en el
caso ocurrente como los recursos de casación han sido in-
terpu-ostos contra decisión de esa naturaleza, dictada por
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dichos re-
cursos no pueden ser admitidos,

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinicn-
te a la Hacienda Pulgarín, C. por A.; Segundo: Declara in-
admisible los recursos de casación interpuestos por Raúl O.
Leal García y Arón Prinstein Topp, contra los veredictos
dictados por la Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en techas 12 de septiembre de 1979 y 27 de junio de
1980 respectivamente, cuyol dispositivos se copian en par-
te anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a los
recurrentes al pago de las costas, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Raúl Reyes Vásquez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez,
Joaquín L Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
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